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VERSIÓN TAQUIGRÁFICA

I. ASISTENCIA

Asistieron los señores (as):

--Allamand Zavala, Andrés

--Allende Bussi, Isabel

--Araya Guerrero, Pedro
--Bianchi Chelech, Carlos

--Coloma Correa, Juan Antonio
--De Urresti Longton, Alfonso
--Espina Otero, Alberto

--García Ruminot, José
--García-Huidobro Sanfuentes, Alejandro
--Girardi Lavín, Guido

--Goic Boroevic, Carolina
--Guillier Álvarez, Alejandro

--Harboe Bascuñán, Felipe
--Horvath Kiss, Antonio

--Lagos Weber, Ricardo

--Larraín Fernández, Hernán

--Matta Aragay, Manuel Antonio
--Montes Cisternas, Carlos
--Moreira Barros, Iván

--Muñoz D´Albora, Adriana
--Orpis Bouchon, Jaime
--Ossandón Irarrázabal, Manuel José
--Pérez San Martín, Lily

--Pérez Varela, Víctor

--Pizarro Soto, Jorge

--Prokurica Prokurica, Baldo

--Quintana Leal, Jaime
--Quinteros Lara, Rabindranath
--Rossi Ciocca, Fulvio

--Tuma Zedan, Eugenio
--Van Rysselberghe Herrera, Jacqueline
--Von Baer Jahn, Ena

--Walker Prieto, Ignacio

--Zaldívar Larraín, Andrés

Concurrieron, además, la Ministra Secretaria General de la Presidencia, señora Ximena Rincón González; y los Ministros de Economía, Fomento y Turismo, señor Luis Felipe Céspedes Cifuentes, y de Educación, señor Nicolás Eyzaguirre Guzmán.
Actuó de Secretario el señor Mario Labbé Araneda, y de Prosecretario, el señor José Luis Alliende Leiva.
II. APERTURA DE LA SESIÓN



--Se abrió la sesión a las 16:18, en presencia de 14 señores Senadores.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente accidental).- En el nombre de Dios y de la Patria, se abre la sesión.

III. TRAMITACIÓN DE ACTAS

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente accidental).- Se dan por aprobadas las actas de las sesiones 11ª y 12ª, ordinarias, en 21 y 22 de abril de 2015, respectivamente, que no han sido observadas.




(Véanse en los Anexos las actas aprobadas).

IV. CUENTA

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente accidental).- Se va a dar cuenta de los asuntos que han llegado a Secretaría.

El señor ALLIENDE (Prosecretario).- Las siguientes son las comunicaciones recibidas:

Mensajes



Ocho de Su Excelencia la Presidenta de la República:


Con los dos primeros retira y hace presente la urgencia, calificada de “discusión inmediata”, respecto de las siguientes iniciativas:



1.- Proyecto que establece una ley marco para la inversión extranjera directa en Chile y crea la institucionalidad respectiva (boletín Nº 9.899-05).



2.- Proyecto de ley sobre probidad en la función pública (boletín Nº 7.616-06).



Con los cuatro siguientes retira y hace presente la urgencia, en el carácter de “suma”, para la tramitación de los proyectos de ley que se especifican a continuación:



1.- El que regula el alzamiento de hipotecas que caucionen créditos hipotecarios (boletín Nº 8.069-14).



2.- El que crea la Universidad Estatal de la Región del Libertador General Bernardo O’Higgins y la Universidad Estatal de la Región de Aisén del General Carlos Ibáñez del Campo (boletín N° 9.405-04). 



3.- El que fortalece el Ministerio Público (boletín Nº 8.265-07).



4.- El que modifica la Ley General de Urbanismo y Construcciones, con el objeto de regular la instalación de centros comerciales y supermercados en áreas urbanas (boletín N° 9.296-14).



Con los dos últimos retira y hace presente la urgencia, calificándola de “simple”, respecto de las siguientes iniciativas:



1.- Proyecto de ley sobre tenencia responsable de mascotas y animales de compañía (boletín N° 6.499-11).



2.- Proyecto de ley que adecua la legislación nacional al estándar del Convenio Marco de la Organización Mundial de Salud para el Control del Tabaco (boletín N° 8.886-11).



--Se tienen presentes las calificaciones y se manda agregar los documentos a sus antecedentes.
Oficios



Tres de la Honorable Cámara de Diputados:



Con el primero informa que dio su aprobación al proyecto que modifica las leyes N° 20.422 y N° 19.928, para incorporar el lenguaje de señas en los programas de televisión con contenido musical y espectáculos musicales en vivo (boletín Nº 9.819-24) (con urgencia calificada de “simple”) (Véase en los Anexos, documento 1).


--Pasa a la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología. 



Con el segundo comunica que dio su aprobación en los mismos términos en que lo hizo esta Corporación al proyecto de ley que establece el Día Nacional del Suplementero (boletín N° 8.668-04).



--Se manda comunicar el proyecto a Su Excelencia la Presidenta de la República.



Con el último expone que aprobó las enmiendas propuestas por el Senado al proyecto que modifica la ley N° 19.995 y que prorroga el funcionamiento de los casinos municipales (boletín Nº 9.891-05).



--Se manda archivar el documento junto con sus antecedentes.



Del Excelentísimo Tribunal Constitucional:


Envía copia de resoluciones dictadas por esa Magistratura en dos requerimientos de inaplicabilidad por inconstitucionalidad respecto de los incisos primero y segundo del artículo 67 de la Ley General de Servicios Eléctricos, incorporados por la ley N° 20.701.



--Se remiten los documentos a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento. 



De la señora Contralora General de la República (S):


Da a conocer la publicación del Informe Gestión Financiera del Estado correspondiente al ejercicio contable del año 2014, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 142 de su ley orgánica.



Del señor Fiscal Nacional del Ministerio Público:


Da respuesta a solicitud de información, efectuada en nombre del Senador señor Navarro, acerca de las inversiones en infraestructura que, durante el presente año, serán destinadas a las fiscalías de la Región del Biobío.



Del señor Ministro del Interior y Seguridad Pública:


Envía, en conformidad a lo dispuesto en el artículo 52 del decreto ley N° 1.263, de 1975, los Balances de Gestión Integral 2014 de esa Secretaría de Estado y de sus servicios dependientes o relacionados.



Del señor Ministro de Economía, Fomento y Turismo:


Adjunta, conforme a lo dispuesto en el artículo 52 del decreto ley N° 1.263, de 1975, los Balances de Gestión Integral 2014 de esa Secretaría de Estado y de sus servicios dependientes o relacionados.



Del señor Ministro de Obras Públicas:


Remite, en virtud de lo prescrito en el artículo 52 del decreto ley N° 1.263, de 1975, los Balances de Gestión Integral 2014 de esa Secretaría de Estado y de sus servicios dependientes, en formatos impreso y digital.



Responde solicitud de antecedentes, expedida en nombre de la Senadora señora Muñoz, relativa a la posibilidad de que la Dirección General de Aguas aplique la normativa vigente que la faculta para distribuir derechos en situación de sequía extraordinaria.



Da respuesta a solicitudes de información cursadas en nombre del Senador señor Quinteros, respecto de las materias que se enuncian a continuación:



1.- Ampliación del plazo de licitación de la rampa de pesca artesanal de Curanué y reestudio del proyecto que considera una doble calzada y la elevación de la cota de su explanada para evitar su inundación con las mareas altas.



2.- Factibilidad de que las bases de la próxima licitación de la concesión y administración del muelle artesanal de Quellón establezcan su entrega al Consejo Comunal de Pesca Artesanal de esa comuna.



3.- Priorización del proyecto Barrera de Contención de Auchac (DOP-ETE-ES-OO), que data del año 2012.


4.- Conclusión de muro de contención en el sector Barrio Industrial Costero, de la comuna de Quellón, obra pendiente desde el año 2000.



De la señora Ministra de Minería:


Adjunta Balances de Gestión Integral 2014, correspondientes a la Secretaría General y Administración de esa Secretaría de Estado, al Servicio Nacional de Geología y Minería y a la Comisión Chilena del Cobre, conforme lo manda el artículo 52 del decreto ley N° 1.263, de 1975.



De la señora Ministra Directora del Servicio Nacional de la Mujer:


Acompaña, en ejecución del artículo 52 del decreto ley N° 1.263, de 1975, el Balance de Gestión Integral 2014 del referido servicio público.



De la señora Ministra Presidenta del Consejo Nacional de la Cultura y las Artes:


Atiende solicitud de información, remitida en nombre del Senador señor García, respecto de la aportación financiera del Consejo Nacional de la Cultura y las Artes a las orquestas regionales.



Del señor Director Administrativo de la Presidencia de la República:


Adjunta, en ejecución del artículo 52 del decreto ley N° 1.263, de 1975, el Balance de Gestión Integral 2014 de dicha repartición administrativa del Estado.



Del señor Director Nacional de Fronteras y Límites del Estado (T y P):


Envía ejemplar del Balance de Gestión Integral 2014 de esa institución, con arreglo a lo prescrito en el artículo 52 del decreto ley N° 1.263, de 1975.



Del señor Superintendente de Casinos de Juego:


Acompaña Balance de Gestión Integral 2014, en cumplimiento de la exigencia contenida en el artículo 52 del decreto ley N° 1.263, de 1975.



Del señor Director Nacional del Servicio Agrícola y Ganadero:


Remite, en ejecución del mandato contenido en el artículo 52 del decreto ley N° 1.263, de 1975, ejemplar del Balance de Gestión Integral 2014 del referido servicio.



Del señor Director Ejecutivo de la Corporación Nacional Forestal:


Atiende solicitud de información, enviada en nombre de los Senadores señores Ossandón, García-Huidobro y Guillier, relativa a la coordinación de los Ministerios del Interior y Seguridad Pública, de Hacienda, de Agricultura y del Medio Ambiente en lo atinente a la creación de un plan de contingencia nacional ante incendios forestales.



Del señor Secretario Ejecutivo de la Comisión Chilena de Energía Nuclear:


Envía, con arreglo a lo prescrito por el artículo 52 del decreto ley N° 1.263, de 1975, ejemplar del Balance de Gestión Integral 2014, correspondiente a dicha institución.



--Quedan a disposición de Sus Señorías.

Informe



De la Comisión de Hacienda, recaído en el proyecto, en segundo trámite constitucional, que establece una ley marco para la inversión extranjera directa en Chile y crea la institucionalidad respectiva (boletín Nº 9.899-05) (con urgencia calificada de “discusión inmediata”) (Véase en los Anexos, documento 2).



--Queda para tabla.
Mociones



De los Senadores señor Coloma, señora Van Rysselberghe y señores Lagos, Montes e Ignacio Walker, con la que dan inicio a un proyecto que modifica la Ley General de Educación para incorporar contenidos de educación financiera básica en el nivel de enseñanza media (boletín N° 10.034-04) (Véase en los Anexos, documento 3).



--Pasa a la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología.


De los Senadores señora Van Rysselberghe y señores Coloma, Orpis, Ossandón y Pérez Varela, con la que se da inicio a un proyecto que modifica definiciones y el procedimiento de la ley que establece medidas contra la discriminación (boletín N° 10.035-17) (Véase en los Anexos, documento 4).



--Pasa a la Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía y, conforme a lo dispuesto en el artículo 77 de la Carta Fundamental, se manda poner en conocimiento de la Excelentísima Corte Suprema.
El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente accidental).- Terminada la Cuenta.

)--------------(

El señor GARCÍA-HUIDOBRO.- Señor Presidente, en el día de ayer se fijó plazo, hasta el próximo lunes, a las 12, para presentar indicaciones al proyecto que crea universidades en las Regiones de Aisén y de O’Higgins. 



Tuve comunicación con el Senador Letelier, quien se encuentra en La Haya junto con el Presidente del Senado, y él me pide que solicite la ampliación de ese plazo, pues a los parlamentarios que se encuentran fuera del país no les dejaría tiempo para trabajar y formular indicaciones.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente accidental).- La idea era que las indicaciones se presentaran hasta el próximo lunes para poder tratar esta iniciativa en su momento. Pero, en este caso, quiero consultar a la Sala qué propuesta existe.

El señor ALLAMAND.- El 18 de mayo.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente accidental).- ¿Les parece a Sus Señorías fijar como nuevo plazo para presentar indicaciones al proyecto el lunes 18 de mayo, a las 12?


Acordado.

IV. ORDEN DEL DÍA
CREACIÓN DE UNIVERSIDADES ESTATALES EN REGIONES SEXTA Y UNDÉCIMA
El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente accidental).- Conforme al acuerdo de Comités adoptado el día de ayer, corresponde poner en votación general el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que crea la Universidad Estatal de la Región del Libertador General Bernardo O’Higgins y la Universidad Estatal de la Región de Aisén del General Carlos Ibáñez del Campo, con informe de la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología y urgencia calificada de “suma”.   



--Los antecedentes sobre el proyecto (9.405-04) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:



Proyecto de ley:


En segundo trámite, sesión 96ª, en 10 de marzo de 2015.



Informe de Comisión:



Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología: sesión 12ª, en 22 de abril de 2015. 



Discusión:



Sesión 13ª, en 5 de mayo de 2015 (queda pendiente la votación en general). 

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente accidental).- Tiene la palabra el señor Secretario. 
El señor LABBÉ (Secretario General).- Hace unos instantes se acordó que, en caso de aprobarse en general el proyecto, habrá plazo para formular indicaciones hasta el lunes 18 de mayo, a las 12.



Cabe hacer presente que, en el trámite del segundo informe, el proyecto será conocido por las Comisiones de Hacienda y de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología, unidas.



El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente accidental).- Conforme a lo resuelto en la sesión anterior, vamos a abrir la votación.



Asimismo, existe el compromiso de que el Senador señor Allamand haga uso de la palabra por diez minutos, para fundamentar su voto.



En votación.



--(Durante la votación).

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente accidental).- Tiene la palabra el Honorable señor Allamand.

El señor ALLAMAND.- Señor Presidente, en la sesión de ayer diversos colegas argumentaron en forma contundente a favor de la necesidad y justificación de la creación de estas dos universidades regionales.



Me sumo a ese punto de vista y, al mismo tiempo, hago presente que, tal como surgió durante el debate habido ayer, es muy importante que estas casas de estudios superiores tengan una vocación regional, pero también lo es que desde el primer día de funcionamiento cuenten con una inspiración y una visión global.



Sería absurdo que en tiempos contemporáneos pensáramos que las necesidades de las universidades se pueden satisfacer -desde la óptica de sus atributos, de sus responsabilidades, de sus obligaciones- simplemente con una lógica local. El hecho de que tengan raíces regionales es particularmente valioso, pero deben contar, desde el día uno, con una mirada de futuro, con un horizonte amplio y, fundamentalmente, con una visión global.



Dicho lo anterior, hay aprensiones -yo diría: serias- en términos de poder desarrollar un proceso legislativo que garantice el éxito de estos dos planteles universitarios estatales que se van a emplazar en dos regiones tan importantes para el país.



En ese sentido, y tal como se advirtió ayer también, el tema de asegurar la calidad de estas universidades estatales resulta particularmente relevante. Pensemos, por ejemplo, en aquella que se va a instalar en la Región del Libertador General Bernardo O’Higgins: de funcionar las cosas como debieran, se contará con un tren expreso y directo a Santiago, que conectará Rancagua con la Capital en 45 minutos. Esto significará que, si la calidad del plantel universitario no es lo suficientemente alta, tendremos el mismo problema que ahora se pretende remediar con la creación de estas casas de estudios: una migración de sus alumnos hacia otras regiones.



El proyecto exime del proceso de licenciamiento a estas dos universidades. Dicho proceso se puede analizar como un requisito o como un acompañamiento necesario del Consejo Nacional de Educación para garantizar que los métodos, los objetivos de estas universidades, sean de alto nivel.



Ese aspecto lo debiéramos revisar, señor Presidente.



En segundo término, nos encontramos con la denominada “tutela”: la supervisión de una universidad estatal durante el proceso de formación de las nuevas casas de estudios superiores.



La verdad es que esta forma de acompañamiento es extraordinariamente frágil. Resulta fundamental establecer vínculos, responsabilidades más claras en la universidad estatal que acompañe el surgimiento del nuevo establecimiento de educación superior durante todo su proceso. Más aún, sería muy importante que se dispusiera una suerte de concurso, es decir, que no fuera solo una universidad estatal, designada a dedo, la que estuviera encargada de la tutela, sino que existiera la alternativa de que varias de ellas lo hicieran y de que se combinaran con universidades de otro tipo (extranjeras, por ejemplo, en el caso de la de Aisén).



En tercer lugar, señor Presidente -esto hay que decirlo con todas sus letras-, el financiamiento para ambas universidades es completamente insuficiente. Si consideramos el actual nivel de financiamiento, establecido tanto para la Universidad Estatal de la Región de Aisén como para la Universidad Estatal de la Región del Libertador General Bernardo O’Higgins, nos daremos cuenta de que ambas casas de estudios no van a estar en condiciones de instalarse, de funcionar en términos operativos y de proyectarse en forma adecuada.



Frente a eso hay dos alternativas. Una es no mirar el problema. La otra, suponer que en el camino se va a arreglar la carga. 



Quiero dejar constancia en el Senado de que el financiamiento que hoy se contempla para estas dos universidades resulta completamente insuficiente. Esto va a generar, además, dos dificultades.



Primero, el presupuesto que se les asigna representa apenas el promedio de lo que reciben las universidades regionales, situación que en algunas de estas últimas va a generar suspicacias.



Y, segundo, hay que pensar que, si el presupuesto de las universidades regionales en muchos casos ni siquiera sirve para que estos establecimientos operen, tratándose de las que se pretende instalar en las Regiones de Aisén y del Libertador General Bernardo O’Higgins habrá que llevar adelante un proceso de instalación, de contratación de gente, de atracción de docentes, de infraestructura.



Si no se aumenta en forma significativa el monto de los dineros que se asignan en el proyecto, se presagia un mal resultado. 



En lo personal, creo que no es razonable que el Senado, a sabiendas de que el financiamiento es completamente insuficiente, le dé luz verde a una iniciativa que, por tal motivo, generará serios reveses, cuestión que han advertido todas las autoridades y las personas que la han estudiado.



También en materia de financiamiento, el proyecto no garantiza la gratuidad de estas universidades. Y, mientras no exista acreditación, para lo cual se requiere un tiempo adicional, tampoco van a tener becas ni podrán postular a fondos concursables para efectos de investigación.



En consecuencia, señor Presidente, aprobar la creación de estas dos universidades estatales con un financiamiento completamente insuficiente constituiría una grave irresponsabilidad del Senado.



Dos consideraciones finales.



A estos nuevos planteles universitarios estatales se les está dando el mismo régimen jurídico del resto de las universidades estatales. En dos palabras, el de un servicio público autónomo, lo que significa Contraloría, lo que significa ChileCompra, lo que significa Estatuto Administrativo, lo que significa, por ejemplo, limitación a su endeudamiento.



Todos los expertos sostienen que es fundamental modernizar el marco jurídico con que funcionan las universidades estatales. 



Aquí estamos perdiendo una enorme oportunidad, porque cuando una universidad ya se halla funcionando, como ocurre con las estatales que conocemos, introducir un cambio jurídico de la naturaleza que se requiere resulta ciertamente complejo. Pero cuando estamos frente a una situación originaria, con dos establecimientos que están partiendo, es el momento y la oportunidad para introducir una innovación jurídica y dejar, desde ya, a esas dos universidades funcionando con el régimen jurídico con que debiera operar el resto de las estatales.



Cuando aprobamos la creación de la Región de Los Ríos y de la de Arica y Parinacota en el Senado, se produjo el mismo problema. Y algunos planteamos lo siguiente: “Por qué  no transformamos a estas dos nuevas regiones en regiones pilotos y les damos el estatuto jurídico moderno que requieren”. Sin embargo, en lugar de eso, les insertamos la misma lógica jurídica del resto de las regiones. 



Y, ahora, con un actuar similar perdemos la oportunidad de innovar y de hacer que estas dos universidades estatales se ciñan al modelo de régimen jurídico-estatutario que debiéramos tener.



En consecuencia, señor Presidente -aprovecho que está el titular de la Cartera de Educación-, tanto el Senado como el Ministerio de Educación deberían abrirse a una propuesta innovadora de verdad y, a partir de la creación de estas dos casas de estudios superiores, generar un anticipo del régimen jurídico moderno con que tendrían que funcionar las universidades estatales. No habrá una mejor oportunidad para hacerlo. 



Vuelvo a señalar: cuando existe una situación originaria, jurídica, legal, estatutariamente es el mejor momento para introducir una modificación. Si no lo hacemos, les vamos a achacar a estas dos universidades el mismo sistema jurídico respecto al cual todos coincidimos que se debe mejorar.



Por último, señor Presidente, quiero agregar algo en la misma línea.



En materia de gobierno universitario hay tres modelos posibles. El de las universidades estatales generales; el de la Universidad de Chile (Senado Universitario, Junta Directiva, con una instancia colegiada); y el que corresponde a la Universidad de Los Lagos y a la UTEM.



¡Aquí también se está perdiendo una gran oportunidad!



¡Por qué no innovar en términos de generar no solo un estatuto jurídico moderno, sino un gobierno y un régimen corporativo que se asemejen a lo que se requiere, precisamente, con estos dos nuevos planteles universitarios!



Con esas salvedades, señor Presidente, voy a apoyar el proyecto. Sin embargo, creo que el Senado no debiera desaprovechar la oportunidad de mejorar a lo menos los cinco o seis aspectos que mencioné.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Alguna señora Senadora o algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor GARCÍA-HUIDOBRO.- Deseo fundamentar mi pronunciamiento.

El señor LARRAÍN.- Yo también.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente accidental).- Para ese efecto, tiene la palabra el Senador señor García-Huidobro.

El señor GARCÍA-HUIDOBRO.- Señor Presidente, ayer se hizo la discusión general de esta iniciativa, que busca crear dos universidades estatales: una en la Región del General Carlos Ibáñez del Campo y otra en la del Libertador General Bernardo O’Higgins, que represento.



Estoy orgulloso del esfuerzo que hizo nuestra Región en el marco de la Comisión Ejecutiva pertinente, a través de la cual se recogió la visión de la comunidad, de los docentes, de los gremios. Todo ello, para que dicho proyecto universitario no fracase. 


Y el informe de ese organismo es bastante claro. 



Entre sus propuestas, se plantea crear un modelo universitario que considere el desarrollo de investigación interdisciplinaria.



Además, se sugiere realizar un esfuerzo en la investigación científica como punto de partida del desarrollo de la universidad.



Asimismo, se recomienda capturar a los talentos jóvenes que regresan al país luego de ocupar becas proporcionadas por el Estado, como el caso de las Becas Chile. En este mismo ámbito, también se propone recuperar a personas talentosas exportadas desde la Región durante años. Porque, desgraciadamente, todos los proyectos educacionales universitarios en nuestra Región, como lo manifesté ayer, han fracasado. No puede ocurrir lo mismo con esta iniciativa. ¡La Región no podrá tolerar un nuevo fracaso!


Por otro lado, considerando que contaremos con el hospital público más moderno de Sudamérica, con una inversión sideral, se plantea crear carreras relacionadas con la salud para ocupar dicho recinto como campus clínico.



La Comisión Ejecutiva sugiere, además, dar un soporte al desarrollo científico y de docencia vinculado a temas de interés regional, como la minería, la agroindustria, los recursos marinos, el turismo, las problemáticas sociales, las comunicaciones, etcétera.



Por último, tal como manifestó el Senador Allamand, se propone realizar una fuerte inversión en infraestructura moderna y acorde con los requerimientos actuales de una universidad, para acoger a los distintos equipos docentes y de investigación.



Reitero: valoramos el esfuerzo de nuestra Región. Y aprovecho de saludar a quienes la representan y se encuentran hoy en las tribunas: a la señora Intendenta y a la señora Seremi de Educación, entre muchas otras autoridades, todas muy preocupadas de que este proyecto sea una realidad en el corto tiempo.



Como mencioné ayer, debemos preocuparnos de que sea una universidad realmente de calidad, que les dé confianza a las familias, a la comunidad, con el fin de que permita que los jóvenes que salen de la enseñanza media se queden en la Región. 


Esto último será lo más difícil, pues contaremos con el tren Rancagua Express, que nos acercará más a Santiago. Pero -¡ojo!- nuestra Región no es solo Rancagua: tiene 33 comunas. Están San Fernando, que es un centro poblacional importante más al sur; Chimbarongo; Santa Cruz; la zona costera. Por tanto, el Rancagua Express beneficiará únicamente a un sector de la Región. Sin embargo, todas las comunas han tenido por muchos años la ambición y el sueño de contar con una universidad, lo que no se ha logrado. ¡No queremos fracasar en este intento!


Asimismo, insisto en mi preocupación respecto del mecanismo de tutoría propuesto. Porque muchas veces las universidades se convierten en competencia unas de otras. En efecto, a una casa de estudios no le va a interesar que la otra le capture talentos. 


En ese sentido, estimo conveniente -en su oportunidad formularé la indicación respectiva- que también exista la opción de que una universidad con experiencia, con prestigio, que se haya ganado la confianza de los jóvenes se instale con una sede en la Región. ¿Por qué no la Universidad de Chile? ¿Por qué no la Universidad Católica? ¿Por qué no alguno de los planteles con trayectoria que han tenido éxito en todo el desarrollo universitario?



Votaré favorablemente la idea de legislar, e insto a los colegas a que nos apoyen y a que presenten las indicaciones pertinentes para que este proyecto no fracase. ¡Ello no puede ocurrir nuevamente!


Deseo el mayor de los éxitos a las Comisiones de Educación y de Hacienda, unidas, especialmente para asegurar los recursos que se precisan. Sería interesante que el Ministro de Hacienda estuviera en esa instancia, con el propósito de garantizar los fondos suficientes para el cumplimiento de esta iniciativa.



Pido a todos los señores Senadores que voten a favor y agradezco la presencia de nuestras autoridades hoy en el Senado.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente accidental).- Tiene la palabra el Honorable señor Hernán Larraín.

El señor LARRAÍN.- Señor Presidente, el acceso a la educación superior es hoy una necesidad inevitable para el desarrollo de nuestro país y, sobre todo, para su futuro. Es de la esencia de la sociedad contemporánea el acceso a la educación, a la información, a la ciencia, puesto que el progreso actual, quizás como nunca antes en la historia de la humanidad, se funda en esos pilares.



Por lo tanto, cuando existen sectores de nuestro territorio en donde esa posibilidad  es limitada, se produce una situación de desigualdad e inequidad muy compleja para sus habitantes, quienes deben emigrar para alcanzar una formación de calidad en el nivel superior.



Tal situación se da en regiones como las que hoy analizamos (O’Higgins y Aisén).



En el caso de la Sexta Región, su cercanía con Santiago hace muchas veces difícil instalar proyectos universitarios, incluso privados, ya que la Región Metropolitana posee una oferta bastante compleja. Pero esto último no significa que se resuelvan los problemas de la Región de O’Higgins. Al contrario, eso hace que solo algunos puedan ir a formarse a las universidades de la Capital. 


Pero no es lo mismo. El costo de separarse del núcleo familiar y del contexto social de esa persona es muy alto. Además, esa transposición suele implicar que quienes se van a estudiar a otras ciudades no vuelven, porque las propias especializaciones los llevan por otros destinos y porque los mercados locales no se han desarrollado suficientemente. 


La presencia de una institución de educación superior en una comuna como Rancagua sin lugar a dudas generará una dinámica distinta, por cuanto permitirá formar profesionales que permanecerán en la Región y que ayudarán al desarrollo local.



Lo mismo ocurre con Aisén, con mayor razón todavía, porque ahí las posibilidades de ir a estudiar afuera son más complejas y de mucho mayor costo.



Tal realidad la hemos vivido de igual modo en la circunscripción del Maule Sur, donde se evidencian muchas limitaciones para acceder a proyectos universitarios. Por lo mismo, nuestra gente va a estudiar, fundamentalmente, o a Santiago o a Concepción. También se forma en la Universidad de Talca, que desarrolla un muy buen papel. Es un plantel público de calidad, probablemente la mejor universidad regional del Estado. 


Sin embargo, en Linares o en Cauquenes el acceso a la educación superior es muy limitado. Hay iniciativas para instalar universidades privadas, pero no son precisamente las más potentes, las más fuertes.



 Hace tan solo dos años logramos que la Universidad de Talca abriera una sede en Linares. Y la presencia de una institución que tiene un compromiso distinto con nuestra zona, por su vocación pública, ha permitido pensar en el desarrollo de un proyecto universitario de otra envergadura.



Por eso, con especial interés y buena disposición apoyo esta iniciativa, que crea universidades públicas en las Regiones de O´Higgins y de Aisén. Me parece que este tipo de medidas va a ayudar en forma muy sólida a la formación de nuevas generaciones de profesionales. 



Adicionalmente, las universidades son un foco de irradiación de cultura, de ciencia, de tecnología, de innovación, que produce efectos colaterales importantes, como los aspectos específicos del quehacer universitario en la formación de profesionales. 



Por lo tanto, creo que estamos dando un paso muy positivo.



Espero que el presente proyecto se desarrolle con estándares elevados -porque no siempre los planteles del Estado son de alta calidad- y que asegure un mayor pluralismo en la operación de sus gestiones. No olvidemos que las universidades públicas son de todos.



 Queremos que ellas, además de cumplir un rol de fortalecimiento de la ciencia y de la formación de la gente, adopten una perspectiva pluralista, como corresponde a un verdadero centro universitario.



Votamos afirmativamente.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente accidental).- Tiene la palabra el Honorable señor Lagos.

El señor LAGOS.- Señor Presidente, como el resto de los señores Senadores y las señoras Senadoras, voy a votar favorablemente la idea de legislar. 



En lo práctico, esta iniciativa viene a honrar un compromiso de campaña, que se derivó de una serie de diálogos con ciudadanos de las Regiones de O’Higgins y de Aisén. 



Acá se busca llenar un vacío: remediar la falta de igualdad de oportunidades que sufren los jóvenes que viven en dichas Regiones, quienes, para seguir estudios superiores, se ven obligados a migrar. Eso genera una serie de consecuencias, y no solamente económicas.



Desde ese punto de vista, yo valoro este proyecto. 



Pero quiero hacer una segunda reflexión.



Las universidades estatales que se pretenden crear son como las que no hemos tenido desde el año 47, cuando se fundó la segunda institución pública: la Universidad de Santiago. 



Creo que hoy hacemos justicia respecto de algo que se omitió tal vez en el pasado. Porque durante mucho tiempo primó una mirada bastante particular -no voy a ponerle un adjetivo negativo- con relación a cómo debía ser la educación superior en Chile.



De hecho, esta era distinta antes de que la Universidad de Chile, por ejemplo, fuera desmembrada. En efecto, la actual Universidad de Valparaíso era antes una sede de la Universidad de Chile. Y así ocurrió en varios casos a lo largo del país. No sé si tal medida fue positiva. Mi visión es negativa al respecto. 



Sin embargo, ahora, por primera vez en este ámbito, se propone un cambio estructural.



Sucedió algo similar con el establecimiento de la pensión básica solidaria, que fue una reforma estructural, aunque ello no se diga con la fuerza suficiente. En este caso por primera vez se señaló: “Los chilenos y las chilenas que, por las razones que sean, no cuenten con lo mínimo para subsistir (hayan o no hayan pagado impuestos; hayan o no hayan trabajado lo que deberían) serán beneficiados por la sociedad, que les pondrá las lucas para ese fin”. O sea, se fijó un mínimo civilizatorio. Para mí, ese fue un punto de inflexión en la forma en que entendemos la política social en nuestro país.



En materia de educación superior, con este proyecto estamos proponiendo un piso para esos lugares donde el mercado, por las razones que sean, no hizo viable la creación de una universidad, pero sí la instalación de centros de formación técnica e institutos profesionales. 



He estado en Rancagua en muy buenos centros privados de educación técnica. He sido invitado a dar charlas. Pero ahí no hay universidades. La pregunta es por qué si existen miles de jóvenes esperando una oferta universitaria. La única razón que encuentro es que al parecer la idea no es atractiva comercialmente. Lo es para institutos privados, los cuales imparten una buena formación, y no para las instituciones de educación superior, pues estas tienen una demanda distinta. Tal situación obliga a los estudiantes a migrar hacia otras ciudades. 



Por eso señalo que esta iniciativa constituye una reforma estructural, un cambio en la manera de pensar en Chile. Y me alegro de que haya acuerdo al respecto. No es que alguien ganó. Hoy se dice: “Mire, no nos parece razonable que en las Regiones de Aisén y O’Higgins no haya una casa de estudios superiores”. 



En todo caso, si en esos lugares ya hubiera existido una universidad privada, ¿qué habría ocurrido? Tal vez este debate no tendría lugar de la misma forma. 



Me alegra que se señale: “Si no hay universidades en dichas Regiones, el Estado pondrá los recursos para que existan”. En cuanto a lo que debe hacerse en términos prácticos, todos los comentarios son bienvenidos.



 Quiero reforzar lo expuesto por el Senador Allamand: si vamos a partir de cero con la instalación de estas nuevas universidades -este es el momento originario en el cual podemos darnos la libertad de plantear lo que queramos-, la gracia es hacerlo bien. 



Yo he hablado con los rectores Aldo Valle (Universidad de Valparaíso), Ennio Vivaldi (Universidad de Chile) y Juan Manuel Zolezzi (Universidad de Santiago). Y todos me dicen que tienen dudas y dificultades con el actual sistema y marco jurídico vigente. 



Considerando lo anterior, es el minuto de hacer bien las cosas desde el principio en este caso; más aún, si nos ponemos de acuerdo.



Es tremendamente valorable poder partir de cero. Tal vez generemos una suerte de principio óptimo que nos permita empezar de mejor manera las reformas que vienen en materia de educación superior. 



En todo caso, nada de ello será posible si no existe compatibilidad con las universidades privadas que tienen vocación de servicio público. En mi Región, por ejemplo, están la Pontificia Universidad Católica de Valparaíso y la Universidad Técnica Federico Santa María, entre otras que cumplen un rol público, aunque posean un origen “jurídicamente privado”. 



En consecuencia, no me gustaría que, producto del esfuerzo legislativo que estamos realizando, dejemos sin atender a esos planteles o se genere una suerte de discriminación que origine un letargo o menoscabo a universidades que han tenido un rol importante en Chile. Otra cosa es cómo hacer para que ellas se adapten a una realidad distinta y propicien una vocación pluralista que fomente la investigación y, sobre todo, la formación profesional.



Cuando analicemos el proyecto en particular, se producirá un debate en serio y a fondo que va a iluminar al futuro Ministro de Educación, o al actual, para que en su oportunidad -tenemos un año para esto, Ministro; falta mucho tiempo- dispongamos de la mejor institucionalidad.



He dicho.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente accidental).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Alguna señora Senadora o algún señor Senador no ha emitido su voto? 

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente accidental).- Terminada la votación. 



--Se aprueba en general el proyecto (33 votos a favor).



Votaron las señoras Allende, Goic, Muñoz, Lily Pérez, Van Rysselberghe y Von Baer y los señores Allamand, Araya, Bianchi, Coloma, De Urresti, Espina, García, García-Huidobro, Girardi, Guillier, Harboe, Horvath, Lagos, Hernán Larraín, Matta, Montes, Moreira, Orpis, Ossandón, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Quintana, Quinteros, Tuma, Ignacio Walker y Andrés Zaldívar.


--(Aplausos en tribunas).

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente accidental).- Tiene la palabra el Senador señor Quintana. 

El señor QUINTANA.- Señor Presidente, deseo referirme al plazo para presentar indicaciones.



Ayer habíamos acordado que fuera hasta el 11 de mayo. Pero hoy algunos señores Senadores -varios no están en la Sala ahora- pidieron que se fijara para el 18 de mayo. 



La verdad es que no tiene sentido un plazo mayor, porque el único que puede formular indicaciones en este proyecto -lo discutimos largamente en la Comisión de Educación- es el Ejecutivo, el cual no pretende introducir modificaciones al texto propuesto.



Estamos todos satisfechos de lo que se ha aprobado hasta ahora.



Además, se acordó que las Comisiones de Educación y de Hacienda sesionen de manera conjunta, y eso sería recién después del plazo de indicaciones. 



En consecuencia, señor Presidente, pido que se recabe el apoyo de la Sala -ojalá mayoritario- para que se fije como plazo de indicaciones hasta el 11 de mayo.

El señor LAGOS.- Muy bien.

La señora ALLENDE.- Me parece.

El señor HARBOE.- De acuerdo.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente accidental).- Hago presente que la petición para el 18 de mayo es del Senador señor García-Huidobro. 



La Sala deberá resolver el asunto.



Tiene la palabra, Su Señoría.

El señor GARCÍA-HUIDOBRO.- Señor Presidente, efectivamente yo formulé la solicitud referida, y lo hice por petición expresa del Honorable señor Letelier, quien se encuentra en La Haya, donde también está el Presidente del Senado, quien representa a la Región de Aisén. Ellos quieren formular indicaciones y trabajar en este tema, pero les resulta físicamente imposible por hallarse en el extranjero.



Por esa razón, solicité recabar la unanimidad de la Sala en ese momento. Y se acordó así. En consecuencia, si se plantea un cambio de fecha, yo no estaré disponible para dar mi respaldo: que se mantenga el día 18 de mayo.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente accidental).- Tiene la palabra el Honorable señor Montes.

El señor MONTES.- Señor Presidente, hemos sostenido dos conversaciones con el Senador Letelier, y no nos dijo lo que ahora se está planteando acá. 



Él es partidario de que la iniciativa avance en su trámite, sabiendo de las limitaciones de tiempo para la presentación de indicaciones. 



Por lo tanto, le pediría al Honorable señor García-Huidobro que reconsiderara su petición, para que podamos aprobar el proyecto la próxima semana. 



Los colegas que están en La Haya tendrán hasta el 11 de mayo para formular indicaciones y negociarlas con el Ejecutivo. Porque, como ha dicho el Senador Quintana, las posibilidades son bastante limitadas porque se trata de materias de la iniciativa exclusiva del Presidente de la República. 



Nuevamente, le solicito al Senador García-Huidobro, en nombre de la bancada del Partido Socialista, a la cual pertenece Juan Pablo Letelier -repito que él no nos ha planteado el día de hoy una cosa distinta de la que he señalado-, que reconsidere su posición, y volvamos al plazo del día 11 de mayo.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente accidental).- Tiene la palabra el Senador señor Harboe.

El señor HARBOE.- Señor Presidente, quiero intentar resolver la situación en el siguiente sentido. 



Yo parto de la base de que tanto el Senador García-Huidobro como los Senadores Patricio Walker, Juan Pablo Letelier, y todos quienes estamos acá queremos que este proyecto se materialice cuanto antes. 



Qué mejor noticia para las regiones beneficiadas sería, por ejemplo, que el Congreso Nacional tuviese ya la iniciativa despachada para el Mensaje Presidencial del 21 de mayo.



Por eso, y entendiendo la deferencia del Senador García-Huidobro en términos de defender los derechos de aquellos colegas que no se encuentran en el país, yo sugiero -si le parece al señor Presidente- que la Secretaría se comunique con los Senadores que se hallan en el exterior en representación oficial y los consulte sobre el particular, de modo que la Sala pueda considerar la posibilidad de establecer un plazo anticipado para presentar indicaciones, con el objetivo, dependiendo de la decisión, de dar pronta tramitación al presente proyecto. 



De esa manera, uno podría tener la iniciativa completamente despachada al 21 de mayo.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente accidental).- Considero muy loable su propuesta, pero estimo que esta Corporación no puede estar a disposición de lo que opine un Senador u otro desde fuera del país. A mi juicio, debemos resolver el tema ahora.



Hay dos fechas propuestas: el 11 de mayo y el 18 de mayo. Y la Sala es autónoma para resolver cuál acoge.



Por lo tanto, voy a someter a votación...

El señor ALLAMAND.- Ya resolvimos ese asunto.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente accidental).- Pero están pidiendo modificar el plazo y la Sala tiene capacidad para hacerlo...

El señor ALLAMAND.- Por unanimidad, eso sí.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente accidental).- No. Me dice el señor Secretario que se puede resolver por simple mayoría.



Por lo tanto, voy a someter a votación si se acepta o no el aplazamiento de la fecha.



Sí les puedo informar que el Senador Patricio Walker ha manifestado que prefiere que se mantenga el día 11.



Nos pronunciaremos, en primer lugar, respecto de la proposición formulada por el Senador señor García-Huidobro.

El señor GARCÍA-HUIDOBRO.- ¿Me permite, señor Presidente?

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente accidental).- Tiene la palabra, señor Senador.

El señor GARCÍA-HUIDOBRO.- Señor Presidente, me gustaría que nos clarificaran este punto.



Hubo acuerdo unánime del Senado respecto a una propuesta que se presentó al inicio de esta sesión, y para poder cambiarlo debe existir unanimidad sobre el particular. 



Por lo tanto, le consulto al señor Secretario la situación. 



Lo digo porque mi solicitud derivó de una petición expresa del Senador Letelier. Y, en tal sentido, considero razonable que los dos colegas ausentes puedan presentar indicaciones en el momento que corresponda.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente accidental).- El señor Secretario me señala que los acuerdos del Senado se resuelven por las mayorías existentes en determinado momento. Y no porque haya habido más o menos votos. Si se produce un resultado 20 contra 15, no es necesario reunir una votación mayor para modificar esa decisión; es la Sala la que determina.

El señor ALLAMAND.- ¿Me permite, señor Presidente?

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente accidental).- Sí, señor Senador. 

El señor ALLAMAND.- Sin ánimo de entrar en la cuestión de fondo, donde obviamente no nos vamos a cortar las venas por siete días, me parece muy extraña la posición de la Mesa, porque entonces ninguna resolución del Senado tendría nunca certeza. 



Porque el procedimiento que Su Señoría está aplicando implicaría lo siguiente: Adoptamos una resolución a las 16:50, por unanimidad. Siete minutos después, viene otro Senador y solicita que se revierta la decisión anterior. Y se revierte. Eso es completamente ajeno al sentido común. Se presta para todo tipo de irregularidades que están totalmente fuera de la lógica de esta Corporación. 



Si se adopta una resolución por unanimidad, a lo menos debiera requerirse la misma unanimidad para cambiarla. Porque, si no es así, el precedente que estamos sentando -y ello no tiene nada que ver con el proyecto que nos ocupa- es extraordinariamente grave para el funcionamiento del Senado.



Insisto: me es indiferente que se fije el 11 o el 18. Si quieren, lo partimos por la mitad y lo dejamos en el 14; me da exactamente lo mismo. Pero no me parece adecuado que establezcamos una norma de procedimiento conforme a la cual ninguna resolución que adopte la Sala va a ser definitiva, ya que se va a poder cambiar a los cinco minutos.



Entonces, le quiero pedir que en este punto nos atengamos a lo que ha sido -hasta donde yo entiendo- la fórmula inveterada de este Senado: se adopta una resolución por unanimidad, y esa resolución no se cambia a los cinco minutos por una mayoría distinta.



Y en cuanto a la fecha, me es indiferente que sea el 11, el 18 o el 14 de mayo; resuelvan ustedes lo que quieran. Pero sentar el precedente de que ninguna resolución que se adopte será permanente, francamente considero que va a afectar enormemente el funcionamiento de la Sala.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente accidental).- Yo he consultado al señor Secretario, quien me informa que se pueden modificar los acuerdos, sobre todo de procedimiento, y que normalmente se hace así: se cambian fechas, se fijan otros plazos, se hacen enmiendas que no dependen del tipo de proyecto de ley. 



Le ofrezco la palabra al señor Secretario para que aclare el punto.

El señor LABBÉ (Secretario General).- El artículo 118 del Reglamento, letra b) -se refiere al caso de que el proyecto ha sido aprobado en general-, dice: “Recibir las indicaciones que por escrito se formulen a su respecto durante la discusión o dentro del plazo que la Sala acuerde”. Cuando se requiere que el acuerdo sea unánime, el Reglamento lo dispone así, expresamente. Hay muchas normas sobre el particular.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente accidental).- Someto a votación, entonces, si se mantiene...

El señor PROKURICA.- Pido la palabra.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente accidental).- La tiene, señor Senador.

El señor PROKURICA.- Señor Presidente, en el asunto que nos ocupa no puedo sustentar una opinión distinta a la que ha planteado el Senador Allamand. 



Para que los procedimientos funcionen realmente, si hay un acuerdo que se adoptó por unanimidad su revisión debe hacerse por la misma vía, porque, si no, entraremos a revisar cualquier acuerdo, a cada momento, sin exigir que las decisiones se asuman con el mismo quórum anterior. 



En eso no cambiemos las reglas del juego. 



Nadie está poniendo en duda la fecha para presentar indicaciones, pero hay un acuerdo adoptado y no se puede revertir sino por el mismo quórum con que se adoptó.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente accidental).- Voy a proceder según el criterio de la Secretaría.



Por lo tanto, someteré a votación el cambio de fecha. 



En lo personal, la fecha no me va ni me viene. Aquí se trata, fundamentalmente, de un tema de buena relación entre nosotros, de la forma como procedemos en materia de cambios.



Voy a hacer un recuerdo de lo sucedido.



Ayer se dio como razón para establecer el 11 de mayo el hecho de que los Senadores Letelier y Patricio Walker pedían estar presentes durante la discusión. 



Después se les consultó a los mencionados parlamentarios y dijeron que no tenían problemas para que el proyecto se votara hoy, en el entendido de que iba a ser discutido en particular la próxima semana.



Sobre esa base, se propuso fijar plazo para presentar indicaciones hasta el día 11 de mayo. 



Ese es el acuerdo alcanzado.



Luego, el Senador señor García-Huidobro, hoy día -después de haberse tomado el otro acuerdo: podríamos aplicar el mismo criterio y se requeriría unanimidad para revertirlo-, nos informó que el Senador Letelier le habría dicho que él quería estar aquí presente y que, para ese efecto, el plazo de indicaciones era muy breve.



De ahí que se planteó aquí -y no se verificó ninguna votación, sino que se dio el acuerdo unánime- la posibilidad de fijar el 18 de mayo como plazo.



Finalmente, vino una intervención del Comité Socialista, del cual es miembro don Juan Pablo Letelier, que señaló: “Nosotros creemos que no debe ser así, queremos que el plazo se mantenga el 11 de mayo. Y, representando al colega Letelier, no creemos que sea bueno modificarlo”.



Entonces, hay una cuestión más que nada de fair play en las relaciones. Si acaso modificamos la fecha, hagámoslo de común acuerdo, para evitar el problema reglamentario, que podemos aclarar después.



Yo soy partidario de que fijemos como fecha el día 11 de septiembre...

El señor MOREIRA.- ¡Bueno…!

El señor LAGOS.- ¡Es una concesión demasiado grande...!

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente accidental).- ¡El 11 de mayo, quiero decir!



Fijemos como fecha para presentar indicaciones el 11 de mayo, a objeto de poder despachar el proyecto con la prontitud requerida. 



Y la decisión se les comunicará a los dos Senadores, de tal manera que hagan llegar sus indicaciones, y analizaremos si son admisibles, porque -como se ha dicho muy bien aquí- la generalidad de las indicaciones requerirán el patrocinio del Ejecutivo, que está de acuerdo con que el plazo sea el 11 de mayo.



Por lo tanto, solicito a la Sala que, aplicando el fair play, fijemos como plazo para presentar indicaciones el 11 de mayo y no nos provoquemos problemas.



Si hubiera acuerdo, le pido al Senador señor García-Huidobro que nos ayude a solucionar este tema.

El señor GARCÍA-HUIDOBRO.- Señor Presidente, conversé con la Ministra señora Rincón y ella accedió a comunicarse con el Senador Letelier…

La señora ALLENDE.- ¡No!

La señora MUÑOZ.- ¡No!

El señor GARCÍA-HUIDOBRO.- Presidente, esa fue una petición expresa que me hizo…

El señor LAGOS.- ¡Lo otro es chequear el itinerario del Senador Letelier porque a lo mejor va a otro lado después…!

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente accidental).- Pido orden en la Sala.

El señor GARCÍA-HUIDOBRO.- Señor Presidente, tal como ha dicho usted, aquí hay fair play. Y, conversando ayer con el Senador mencionado, me solicitó pedir a la Sala mayor plazo de indicaciones para poder trabajar este proyecto, como expresé al inicio de esta sesión.



Por lo tanto, yo no voy a cambiar mi posición mientras él no me comunique una decisión distinta.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente accidental).- Le pido al Senador señor García-Huidobro que sigamos un procedimiento más lógico, más sano.



Mañana no tenemos sesión y hoy día es difícil que se comunique con el Senador señor Letelier.



En consecuencia, le sugiero que deje que la Presidencia conozca cuál es el criterio de ese señor Senador. Y, si él acepta que se fije como plazo el 11 de mayo, lo fijamos. Ahora, si él…

La señora ALLENDE.- ¡No corresponde!

El señor PIZARRO.- ¡No contesta, está durmiendo…!

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente accidental).- Les pido orden, por favor.



Tiene la palabra el Senador señor Rossi.

El señor ROSSI.- Señor Presidente, yo entiendo su buena disposición para tratar de llegar a acuerdos, pero creo que estamos cayendo un poco en el absurdo -se lo digo, por su intermedio, al Senador García-Huidobro- al supeditar algo tan importante como la creación de una universidad estatal en determinada región al hecho de que un Senador esté presente o no esté presente.



Acá estamos los Senadores del Partido Socialista y decimos que queremos que se fije como plazo el 11 de mayo. Conversaremos entre nosotros y nos haremos cargo del tema; no necesitamos intermediarios. 



Por tanto, señor Presidente, le agradecemos la buena disposición y proponemos el 11 de este mes.

La señora ALLENDE.- Muy bien.

El señor MOREIRA.- ¡Se impuso el 11…!



--(Manifestaciones en tribunas).

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente accidental).- Les advierto a las personas que están en las tribunas que no se pueden hacer manifestaciones.



Tiene la palabra la Ministra señora Rincón.

La señora RINCÓN (Ministra Secretaria General de la Presidencia).- Señor Presidente, yo entiendo la inquietud del Senador García-Huidobro pero para el Gobierno es, de verdad, imperioso dar respuesta a la solicitud de las bancadas y fijar como plazo, a más tardar, el 11 de mayo. Por tanto, pedimos formalmente como Ejecutivo que se revise lo que se ha decidido y que se vuelva al acuerdo de ayer.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente accidental).- Consulto nuevamente al Senador señor García-Huidobro si me puede facilitar la solución del problema.

El señor COLOMA.- ¡Hay que preguntarle a Letelier…!

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente accidental).- Tiene la palabra el Senador señor García-Huidobro.

El señor GARCÍA-HUIDOBRO.- Señor Presidente, atendiendo lo solicitado por el propio Comité del Senador Letelier y por la Ministra, yo retiro mi objeción, pero entiendan que este es un trabajo que debemos realizar como región y que por eso las indicaciones, inclusive, las íbamos a estudiar en conjunto.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente accidental).- Le agradezco al Senador señor García-Huidobro por su buena voluntad.



Resuelto el problema reglamentario, queda como plazo para la presentación de indicaciones el 11 de mayo, a las 12. 

MODIFICACIÓN DE CÓDIGO ORGÁNICO DE TRIBUNALES EN MATERIA DE DISTRIBUCIÓN DE CAUSAS Y ASUNTOS DE JURISDICCIÓN VOLUNTARIA

El señor LABBÉ (Secretario General).- Señoras y señores Senadores, debo informarles que en sesión del 31 de marzo se aprobó en general el proyecto de ley, en primer trámite, que modifica el Código Orgánico de Tribunales en materia de distribución de causas y asuntos de jurisdicción voluntaria, iniciativa respecto de la cual no se presentaron indicaciones en el plazo fijado al efecto.



De consiguiente, corresponde darlo por aprobado en particular, salvo que se pidiera un nuevo plazo de indicaciones.



Ahora bien, dos de los artículos del proyecto son de rango orgánico constitucional, por lo que habría que dejar constancia del quórum.



En este momento hay 26 Senadores en la Sala. 



--Los antecedentes sobre el proyecto (9.679-07) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:



Proyecto de ley (moción de los Senadores señor De Urresti, señora Allende y señores Araya, Harboe y Quinteros):


En primer trámite, sesión 60ª, en 4 de noviembre de 2014.


Informe de Comisión:



Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento: sesión 70ª, en 26 de noviembre de 2014.



Discusión:



Sesión 4ª, en 31 de marzo de 2015 (se aprueba en general). 
El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente accidental).- Como no se han presentado indicaciones ni se ha pedido abrir un nuevo plazo para formularlas, corresponde dar por aprobada la iniciativa también en particular.



--Se aprueba en particular el proyecto, reglamentariamente, dejándose constancia de que se reúne el quórum constitucional requerido, y queda despachado en este trámite.
REGULACIÓN DE ALZAMIENTO DE HIPOTECAS PARA CAUCIÓN DE CRÉDITOS HIPOTECARIOS
El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente accidental).- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que regula el alzamiento de hipotecas que caucionen créditos hipotecarios, con informe de la Comisión de Economía y urgencia calificada de “suma”.



--Los antecedentes sobre el proyecto (8.069-14) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:



Proyecto de ley:



En segundo trámite, sesión 19ª, en 20 de mayo de 2014.



Informe de Comisión:



Economía: sesión 13ª, en 5 de mayo de 2015.
El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente accidental).- Tiene la palabra el señor Secretario.
El señor LABBÉ (Secretario General).- El objetivo principal del proyecto es poner de cargo de la entidad acreedora el alzamiento de los gravámenes que, para seguridad de su crédito, afectan a un bien raíz, una vez extinguida la acreencia.



La Comisión de Economía discutió la iniciativa solamente en general y aprobó la idea de legislar por la unanimidad de sus miembros presentes, Senadores señores Tuma, Navarro, Orpis y Pizarro.



El texto que se propone aprobar en general se transcribe en la página 25 del primer informe de la Comisión de Economía y en el boletín comparado que Sus Señorías tienen a su disposición.



Nada más, señor Presidente.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente accidental).- En discusión general el proyecto.



Tiene la palabra el Senador señor Orpis.

El señor ORPIS.- Señor Presidente, Honorable Senado, este proyecto se origina en una moción de los entonces Diputados señores Burgos, Cornejo, Godoy, Harboe -actual Senador-, Jaramillo, Monckeberg, Ortiz, Robles, Tarud y Matías Walker.



Tal como ha señalado el señor Secretario, la iniciativa tiene por objeto facilitar el alzamiento de las hipotecas. Y, dentro de los fundamentos de la moción, sus autores señalan: “De esta manera y sin que exista una deuda pendiente, el bien raíz sigue fuera del comercio humano por una simple ineficiencia del sistema que somete al deudor cumplidor de sus obligaciones a un gravamen que persiste, aún más allá del crédito otorgado”. 



Señor Presidente, esta norma se ubica dentro del Título II, párrafo 4°, de la Ley de Derechos del Consumidor, que se refiere a las “Normas de equidad en las estipulaciones y en el cumplimiento de contratos de adhesión”. Y entre las normas de equidad de este tipo de contratos se encuentra el artículo 17 D.



El artículo 17 D tiene cinco incisos, los cuales señalan un conjunto de obligaciones. Pues bien, el inciso quinto trae una disposición especial relativa a los créditos hipotecarios, y es lo que se está proponiendo modificar.



¿Qué señala el actual artículo 17 D, inciso quinto?



Abro comillas: “Extinguidas totalmente las obligaciones caucionadas con hipotecas, el proveedor del crédito procederá a otorgar la escritura de cancelación de la o las hipotecas, dentro del plazo de 15 días hábiles”.


¿Qué se está proponiendo?



Primero, que se notifique al deudor que se han extinguido las obligaciones, y posteriormente garantizar, por parte del acreedor, que no solamente se va a colocar a disposición del deudor la escritura de cancelación, sino que, además, se debe proceder al alzamiento. Porque, de lo contrario, el bien no pasa a formar parte del comercio humano.



¿Cuáles son mis comentarios respecto de esta materia? (Como se trata de un artículo único, ya presenté las indicaciones en la Comisión).



Creo que el proyecto avanza en la dirección correcta. Sin embargo, a mi juicio, tiene un alcance acotado. Lo señalo, porque dentro de los contratos de adhesión, los créditos no solamente se garantizan con hipotecas, sino también con prendas. Y, mientras estas no se alcen, se mantiene el gravamen.



Además, hay otros gravámenes de carácter personal, como las prohibiciones de enajenar. 



Por lo tanto, teniendo presente que este proyecto avanza en la línea correcta, creo que se encuentra perfectamente dentro de sus ideas matrices -porque se trata de normas de equidad: está ubicado en el párrafo 4° del Título II de la Ley de Derechos del Consumidor- no acotarlo al punto específico de la hipoteca. A mi entender, respecto de todos los contratos de adhesión que incluyan garantías, sean reales o personales, hay que asegurarle al obligado que pagada la deuda se extingue completamente la obligación principal y, en consecuencia, el bien se incorpora al comercio humano. 



Esta iniciativa -reitero- no solo debe restringirse a la hipoteca: hay que ampliarla a la prenda y a otro tipo de garantías, sean reales o personales, para evitar que se mantengan aun cuando la obligación principal se haya extinguido.



He dicho.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente accidental).- Tiene la palabra el Honorable señor Tuma.

El señor TUMA.- Señor Presidente, gran parte del informe que iba a rendir en mi condición de Presidente de la Comisión de Economía acerca del proyecto ya fue expuesta por el Senador Orpis.



No obstante, quiero expresar que esta es una de las iniciativas legales acerca de las cuales los ciudadanos esperan que legislemos con celeridad, porque mediante ella se radica en la institución acreedora la responsabilidad de alzar, una vez extinguida la deuda, los gravámenes establecidos para asegurar el pago de un crédito hipotecario.



En Chile son muchas las personas que para obtener un préstamo han hipotecado el inmueble y, una vez servida la deuda, no han podido disponer de él para venderlo, enajenarlo o hipotecarlo a los fines de obtener un nuevo crédito en otra institución porque la entidad acreedora lo tomó como garantía en su beneficio.



Entre paréntesis, debo puntualizar que la operación realizada para garantizarle al banco el pago del crédito es de cargo del deudor, quien entrega el  bien raíz para asegurar el servicio de la deuda.



Pero ocurre que a quienes han pagado totalmente la acreencia después les cuesta obtener el saneamiento del inmueble porque los bancos son renuentes a alzar las hipotecas. No les interesa hacerlo. Al contrario, procuran mantener cautivo al cliente para que continúe operando con ellos.



Incluso más: cuando otorga un crédito con garantía hipotecaria, el banco toma el bien raíz como garantía general. Así, el deudor queda cautivo de esa institución aun cuando haya pagado la deuda derivada del crédito hipotecario; es decir, el inmueble sigue enganchado a otras operaciones, para cuya concreción a muchas personas no se les solicita garantía alguna.



Hay operaciones con tarjetas de crédito y otros productos que los bancos y las instituciones financieras les otorgan a los usuarios sin que medie garantía. Sin embargo, al que obtuvo un crédito con garantía hipotecaria no lo sueltan y le dejan amarrada la vivienda.



Este proyecto, señor Presidente, cambia las responsabilidades.



Hasta ahora, la obligación de alzar la hipoteca es del deudor, no del banco. Por tanto, este no tiene ningún incentivo para hacerlo; porque, además, el levantamiento implica un pago al conservador de bienes raíces: hay que presentar una escritura de cancelación, en fin.



La ley vigente dice que el banco tiene 15 días de plazo para entregarle al deudor una escritura de cancelación. Pero esta no sirve para alzar la hipoteca: hay que presentar una escritura de alzamiento, la que debe ser hecha por el propio banco, el cual no se interesa en ello.



En la Comisión tuvimos a varios invitados. Además de las asociaciones de consumidores, al SERNAC. 



También estuvo el Banco del Estado. El Presidente del Consejo Directivo, don Rodrigo Valdés, expresó su apoyo a la iniciativa y sinceró las cifras respecto a los créditos cancelados y en que no están alzadas las hipotecas.



Solo en el Banco del Estado, ¡180 mil propiedades se mantienen cautivas no obstante haberse pagado la deuda! Y no se han alzado las hipotecas porque no lo ha pedido el deudor o porque para este existe un costo adicional una vez que el banco ha expedido el certificado de cancelación.



Ahora estamos legislando mediante este muy buen proyecto de ley, que avanza en la protección de los derechos del deudor, a quien le permitirá liberarse de la condición de cautivo de una institución bancaria y moverse con su inmueble en otra.



En todo caso, quiero señalar que es factible perfeccionar esta iniciativa. Por ejemplo, podemos establecer cuál es la condición de alzamiento de la hipoteca y cuándo se considera cancelada la deuda. No lo dice el texto sugerido; tampoco la ley vigente. No está claro en qué momento está extinguida la deuda. Hasta ahora, el término de esta se deja al criterio unilateral del acreedor. Así, es posible que nunca concurran los requisitos para que el banco determine el instante de la extinción de la deuda.



Por eso, debemos mejorar el proyecto a través de indicaciones para precisar en qué momento se considera extinguida la deuda y, en mi opinión, para prohibir que la hipoteca sirva de garantía general. 



El banco dice: “Pero se ahorra el costo”. No. En mi concepto, debemos determinar que el costo de tomar en garantía una propiedad para otorgar un crédito tiene que ser asumido por el acreedor.



¿A quién le sirve la garantía? ¡Al acreedor! Es para asegurarle el pago del crédito que otorga.



“¡Ah! ¡Pero eso va a encarecer el crédito!”. ¡Pero si ya lo tiene encarecido...!



No creo que la idea sea que al interés que está pagando el deudor se agreguen los gastos por concepto de alzamiento de la hipoteca. Entonces, es preferible sincerar la situación estableciendo que el acreedor, quien es el beneficiario de la garantía hipotecaria, deberá asumir los costos de su alzamiento.



Esta es una muy buena iniciativa, señor Presidente. Nació cuando el actual Senador Harboe era Diputado. Esto nos da una orientación respecto del tiempo que demora normalmente la tramitación de los proyectos.



A mi entender, deberíamos acelerar la tramitación de esta iniciativa, que es sencilla, para beneficiar a miles de consumidores que la están esperando.



Si solo el Banco del Estado mantiene cautivos 180 mil inmuebles que garantizan el pago de créditos que ya están cancelados -por tanto, las propiedades deberían estar liberadas de la hipoteca que pesa sobre ellas-, bien podemos concluir que en el conservador de bienes raíces hay inscritas cerca de un millón de hipotecas que garantizan el pago de deudas que ya se encuentran canceladas.



Señor Presidente, también es necesario considerar, en otro proyecto -esperamos que eso avance desde el punto de vista de lo que está haciendo el Ministerio de Justicia-, la modernización del sistema de notarios y conservadores, para los efectos de abreviar los plazos en que se hacen los trámites de cancelación de la deuda y término de la hipoteca.



Reitero que estamos ante una muy buena iniciativa para los consumidores, pues les permitirá, una vez pagada la deuda, liberar sus inmuebles -espero que por la vía de la indicación se liberen también las prendas, como lo planteó el Senador Orpis- sin necesidad de realizar trámites adicionales y sin efectuar otros pagos.



Este avance permite fortalecer los derechos de los consumidores.



Esperamos terminar con el cautiverio de las garantías. Hay que poner fin a la paradoja de que cuando los consumidores no pagan son castigados con intereses, multas, acoso y remate, pero cuando pagan sus garantías quedan atrapadas en la maraña burocrática y en la indolencia de la industria financiera y bancaria.



Votaré a  favor, señor Presidente.



He dicho.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente accidental).- Tiene la palabra el Senador señor Moreira.

El señor MOREIRA.- Señor Presidente, en la misma línea de lo sostenido por quienes me antecedieron en el uso de la palabra, quiero señalar, en forma breve, que aquí se está avanzando en la búsqueda de un justo equilibrio en la relación contractual existente en muchos contratos de adhesión entre los proveedores de créditos del sistema financiero y los consumidores.


Este proyecto -y me parece importante la moción que le dio origen, la cual se presentó en la Cámara de Diputados- está pensado precisamente para los consumidores.



Es bueno recordar que el llamado “SERNAC Financiero”, creado durante la Administración del Presidente Sebastián Piñera para proteger los derechos de los consumidores, ha podido detectar diversas irregularidades relacionadas con abusos cometidos contra ellos cuando son parte de contratos de adhesión suscritos por créditos obtenidos en bancos e instituciones financieras.



Así, por ejemplo, se han conocido situaciones abusivas y muy abusivas derivadas de cláusulas que permiten cobrar intereses moratorios retroactivos; cláusulas que posibilitan el cobro de gastos extrajudiciales antes de los plazos que exige la ley; cláusulas que impiden la entrega de información relevante para los consumidores, etcétera. Podemos llenarnos de ejemplos.



Todos somos conscientes de la solidez del sistema financiero de Chile. Sabemos perfectamente que nuestra banca es de las más robustas y rentables de Latinoamérica. Sin embargo, esto debe ir de la mano con un trato adecuado de los bancos a los pequeños consumidores de los servicios que ofrecen al mercado; con el contrapeso de un trato equitativo en la relación contractual con los ciudadanos comunes y corrientes.


Por eso, señor Presidente, voy a apoyar esta iniciativa, que establece nuevos derechos, razonables para los consumidores de créditos, y que contiene reglas estables, las cuales también son sensatas y prudentes, para los contratos de adhesión de los servicios financieros. Se mejora así el equilibrio entre los proveedores y los consumidores de créditos.


Este proyecto de ley, que regula el alzamiento de hipotecas que caucionen créditos hipotecarios, constituye un avance y, al mismo tiempo, se pensó -reitero- considerando siempre en primer lugar el resguardo a los consumidores.



Evidentemente, voy a votar a favor. 


He dicho.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente accidental).- Tiene la palabra el Senador señor Harboe.

El señor HARBOE.- Señor Presidente, efectivamente, con los Diputados Jorge Burgos, Enrique Jaramillo, Matías Walker y muchos otros presentamos en la Cámara Baja la moción que dio origen a este proyecto de ley.



La compra de una vivienda es una de las decisiones más importantes que deben enfrentar los chilenos de cara a su futuro. Por consiguiente, la forma de financiamiento y los instrumentos que ofrece el mercado a tal fin cobran especial relevancia para la economía familiar.


El mercado ofrece al deudor tres opciones: crédito hipotecario con letras de cambio, mutuo hipotecario endosable y mutuo hipotecario no endosable, los que se diferencian principalmente por la forma de financiar el monto prestado, ya sea con recursos propios o con recursos externos mediante la cesión del crédito o endoso.



Recordemos que generalmente estos contratos son de adhesión, es decir, aquellos en que el suscriptor no tiene capacidad para negociar las cláusulas incorporadas; por consiguiente, las dificultades para su celebración son bastante escasas.


Cuando se suscribe un contrato de mutuo con hipoteca, los gastos actuariales devienen por imposición de una cláusula del contrato de adhesión y, por lo general, son de cargo del deudor; la cifra incluye, entre otros conceptos, honorarios de abogados, impuesto al mutuo, impuesto de timbres y estampillas, pago del arancel de la notaría y del conservador de bienes raíces.



Recordemos que, por mandato del artículo 2409 del Código Civil, la hipoteca siempre debe reducirse a escritura pública y, como derecho real limitativo del dominio, tiene que inscribirse en el conservador de bienes raíces respectivo.


Para ilustrar a la Honorable Sala del Senado, voy a señalar lo siguiente.



De acuerdo a cifras de la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras, los gastos de alzamiento ascienden, en promedio, a 3 unidades de fomento (aproximadamente, 74 mil pesos).



Si consideramos que el BancoEstado realiza 1.500 alzamientos mensuales, debemos concluir que esa institución bancaria ahorra unas 4 mil 500 UF, pues traspasa el gasto a los deudores, quienes, jurídicamente, ya no tienen esa condición, toda vez que pagaron su crédito hipotecario.


Así las cosas, las dificultades en el íter contractual se presentan en su fase poscontractual, esto es, una vez extinguida la obligación principal, pues la institución que otorgó el crédito carece de incentivo para efectuar el alzamiento de la hipoteca que grava el inmueble adquirido. Así, el deudor queda obligado a solicitar el alzamiento y sometido enteramente a la voluntad del banco o institución financiera y a la eventualidad de tener que requerir la participación de un tercero, lo que, obviamente, importa costos y agrava la situación.



De esa manera, y sin que exista una deuda pendiente, el bien raíz objeto del contrato continua siendo gravado y sigue fuera del comercio humano por desidia del acreedor -el banco o la institución financiera- en el cumplimiento de sus obligaciones poscontractuales y por el ordenamiento jurídico, que así lo permite.


Este proyecto de ley -concurrí a su presentación en la Cámara de Diputados y hoy, como Senador, lo conozco en segundo trámite constitucional- busca justamente establecer un instrumento efectivo para que las instituciones acreedoras que han recibido el pago del crédito hipotecario desplieguen un mínimo esfuerzo poscontractual en una industria que es muy rentable.



Sepa esta Honorable Sala que a marzo de 2015, según cifras de la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras, existían en nuestro país un millón 484 mil 965 créditos hipotecarios para la vivienda vigentes, por un valor total de 13 millones 142 mil unidades de fomento, de un universo de 5 millones 570 mil 115 garantías constituidas (se incluyen deudores hipotecarios, warrants, cauciones CORFO, FOGAPE, etcétera), que en su conjunto ascienden a 13 millones 368 mil UF.


Entonces, señor Presidente, cuando hablamos del mercado del crédito y de las garantías que caucionan las obligaciones nos referimos a un mercado robusto y con buenas proyecciones hacia el futuro.


En consecuencia, permítanme señalar que las cifras no acompañan a los argumentos de los agoreros del pesimismo, quienes dicen que un proyecto como este, que beneficia a los consumidores, puede significar una afectación a la industria bancaria.



Por eso, es absolutamente inexplicable que las instituciones financieras, máxime cuando el obligado ya ha pagado completamente su deuda, incluso sin retrasos, no cumplan con el deber de “liberarlo” del todo.


En efecto, de acuerdo a cifras del SERNAC, entre los años 2013 y 2014 se presentaron 140 reclamos por no liberación de las garantías otorgadas, ya que la propiedad continuaba hipotecada pese a haberse pagado la deuda, que es el modo de extinguir las obligaciones por excelencia y por definición.


Señor Presidente, estamos en presencia de un proyecto que es parte de la agenda contra los abusos; que busca una aplicación práctica en beneficio de los consumidores; que explicita aún más algo que ya está hoy y que se desprende de la naturaleza de las normas del Código Civil que regulan la extinción de las obligaciones.


Si se paga el mutuo, la hipoteca deja de tener una obligación principal a la cual caucionar.


Aun así, la banca se resiste a hacerlo motu proprio. Y, como en muchas otras oportunidades, lo que debiera ser una norma de conducta ética mercantil, hoy, lamentablemente, tiene que estar sometido a la aprobación del Congreso Nacional para su regulación por ley.



O sea, el legislador debe imponer por ley una obligación que cualquier contratante de buena fe debiera cumplir por iniciativa propia, solo en virtud del mandato del principio básico, que recorre todo el íter del contrato, llamado “buena fe contractual”, que, por desgracia, la banca y las instituciones financieras no cumplen.


Este proyecto apunta a emparejar la cancha y a recordar que el pago impone consecuencias de derecho para el acreedor y que no solo basta con darse por satisfecho, sino que ello también conlleva el deber de “liberar” al deudor, lo que permite dar vida al viejo adagio del derecho civil en el sentido de que lo accesorio sigue la suerte de lo principal. Como consecuencia, la extinción de la deuda principal acarrea de inmediato el mismo efecto en la obligación accesoria.



El proyecto de ley presenta, además, la virtud de permitir al deudor la mantención del gravamen si va a contraer voluntariamente nuevas obligaciones con la entidad bancaria, situación que se registra mucho en las zonas agrícolas.



Sin duda alguna, la iniciativa puede ser objeto de pequeños ajustes, como los señalados por la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras, en su exposición en el seno de la Comisión de Economía, en cuanto a distinguir si el texto se va a referir exclusivamente a las garantías específicas o también abarcará las generales; si se va a extender a otro tipo de garantías reales, como la prenda, para los bienes muebles, o se circunscribirá a la hipoteca.



Otro perfeccionamiento es el de precisar desde cuándo se contará el plazo de cuarenta y cinco días para el alzamiento de la hipoteca por el acreedor.



Con todo, creo que será en la discusión particular el momento de analizar los detalles y el perfeccionamiento.



Este es un buen proyecto, inspirado en la práctica mercantil, que va a beneficiar a más de dos millones de deudores hipotecarios. Ellos, una vez extinguidas sus obligaciones a través de un esfuerzo constante y permanente, personal y familiar, lamentablemente han visto cómo su bien raíz, su máximo capital familiar, queda fuera del comercio humano por la mera desidia del banco y de sus abogados, los que no tienen ningún tipo de incentivo para alzar las hipotecas.



Por eso, como autor de la iniciativa, solicito que esta Honorable Sala la apruebe en general y que sea enviada a la Comisión de Economía para que sea discutida en particular. 



He dicho.

La señora ALLENDE.- Que se abra la votación, señor Presidente.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente accidental).- ¿Hay acuerdo para ello?

El señor PIZARRO.- Me parece muy bien.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente accidental).- Acordado.



En votación.



--(Durante la votación).
El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente accidental).- Tiene la palabra el Honorable señor Pizarro.

El señor PIZARRO.- Señor Presidente, lo que busca el proyecto, como lo han repetido ya varios señores Senadores, es poner de cargo de la entidad acreedora -es decir, del banco- el alzamiento de la hipoteca que asegura su crédito, una vez extinguida la deuda. Por eso, se apunta a establecer que el proveedor de los recursos es el responsable de hacerlo, a su costo, ante el Conservador de Bienes Raíces respectivo, sin necesidad del requerimiento expreso del deudor.



Pienso que ello, como se ha dicho acá, es sumamente positivo, no solo por aliviar a las familias de un trámite ya complicado y caro, sino también por dar seguridad jurídica y facilitar el mercado inmobiliario. 



Sin embargo, en el debate que sostuvimos en la Comisión, estando todos de acuerdo con la idea de legislar, se plantearon también algunos perfeccionamientos. 



Uno de los aspectos a los que nos abocamos fue la diferencia entre la hipoteca general y la específica, en lo cual el texto no distingue.



La hipoteca específica constituye la regla. Dice relación solo con el crédito, por lo que resulta inútil como garantía una vez efectuado el pago. Es la que dificulta la transferencia del bien si no se alza y se cancela.



Pero, además, es el único tipo de hipoteca referente a las viviendas con subsidio habitacional, como reiteradamente se ha manifestado. Por eso es que resulta conveniente su alzamiento y cancelación de la forma más simple y económica posible, incluso sin requerirse el consentimiento del deudor, y a ella debería remitirse el proyecto de ley.



Por otra parte, está la hipoteca general, que es una garantía útil para el cliente que desea acceder a nuevos financiamientos. En consecuencia, se requiere la voluntad expresa de alzar y de cancelar.



Y no solo garantiza un crédito hipotecario, sino también toda otra obligación del deudor. Puede tratarse de deudas actuales o futuras con el banco. Por eso es que una vez efectuado el pago sigue siendo útil como garantía para nuevos créditos. Y, de hecho, facilita el acceso a estos en mejores condiciones y sin costos adicionales para las personas. 



No creo, entonces, que podamos establecer un sistema automático de alzamiento de hipotecas generales, porque para tal efecto y para la cancelación se requiere la extinción total de las deudas vigentes o, en su defecto, una autorización especial del banco. Esta es la razón por la cual en la discusión particular tendremos que darles otro tratamiento.



Sin duda, el proyecto resulta muy beneficioso para los usuarios y para los que cuenten con la garantía, una vez pagada toda su deuda, de que el responsable del alzamiento de la hipoteca ante el Conservador de Bienes Raíces será la institución proveedora del crédito hipotecario, es decir, el banco.



Esta es la razón por la cual vamos a votar a favor.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente accidental).- Puede intervenir el Senador señor Araya.

El señor ARAYA.- Señor Presidente, tenemos que recordar que la iniciativa en debate incorpora nuevos incisos en el artículo 17 D de la Ley sobre Protección de los Derechos de los Consumidores, el cual se encuentra entre las disposiciones generales del cuerpo legal y se refiere a los proveedores de servicios financieros.



El precepto fue incorporado con motivo de la discusión, durante el Gobierno del Presidente Piñera, del proyecto de la que luego fue ley N° 20.555, conocida como “del SERNAC financiero”. Buscaba hacerse cargo de una problemática que se presenta toda vez que el banco, cuando un deudor paga su crédito, se toma un tiempo indeterminado en alzar la hipoteca, y, como consecuencia, se genera un perjuicio en atención a que la persona no puede realizar nuevas gestiones financieras en una institución distinta, o bien, tiene que incurrir en una tramitación bastante más engorrosa en los créditos hipotecarios.



La norma vigente determina, entonces, que una vez extinguidas las obligaciones caucionadas con una hipoteca el proveedor del crédito debe proceder a cancelarla dentro del plazo de quince días hábiles, sin contemplarse la posibilidad de que el deudor la mantenga.



El debate apuntó, básicamente, al alzamiento de la garantía, pero no se hizo cargo de una dificultad de mucha ocurrencia, en el sentido de que el mismo deudor, una vez pagado el crédito, podía necesitar uno nuevo, y, con esta disposición, si no lo solicitaba dentro de los quince días, se efectuaba el alzamiento de la hipoteca y el banco tenía que proceder otra vez, con los costos que ello lleva aparejado, a realizar el estudio de títulos y constituir las nuevas hipotecas. En la práctica, ello habría significado un encarecimiento de los créditos que eventualmente podían obtener este tipo de rebajas.



La iniciativa tiende a introducir una modificación en el sentido correcto, a mi juicio, relativa a establecer una doble obligación para la institución financiera: la de notificar al deudor, en un plazo de cinco días, de que se ha pagado el crédito y la de que se procederá al alzamiento de la hipoteca. Y se fijan los próximos cuarenta y cinco días para este último efecto, a menos que el deudor, dentro de los quince días de notificado, manifieste su intención de no necesitar o no querer el alzamiento.



En términos generales, se puede decir que el proyecto logra salvar un inconveniente práctico ocurrido con ocasión de la dictación de la ley del SERNAC financiero, ya que permite mantener vigente la hipoteca.



Estimo necesario, sí, modificar la propuesta que se está haciendo, porque en la normativa no queda claro el cómputo de los plazos. Si se lee con detención, cabría entender que son términos que precluyen, pues se expresa que debe notificarse dentro de cinco días de extinguidas las obligaciones y, a renglón seguido, el banco cuenta con cuarenta y cinco días para alzar la hipoteca. Y el mismo texto señala que el deudor dispone de quince días para manifestar su intención de que no se verifique el alzamiento y se mantenga vigente la hipoteca, con el objeto de poder caucionar otros créditos que pueda mantener en la institución financiera o que quiera solicitar.



Pareciera más prudente contemplar plazos preclusivos en el sentido de fijarse al banco cinco días para notificar, de que una vez notificado el deudor tenga quince días para manifestar si quiere o no mantener la hipoteca y de que con posterioridad exista un plazo de treinta días para el alzamiento. Porque, tal como está redactada la norma, podría ocurrir que una institución diligente llevara a cabo el alzamiento en el día diez y el cliente dijera en el día quince: “¿Sabe? No quiero”, lo que, obviamente, generaría un problema de aplicación práctica.



Pienso que, con esta corrección, la iniciativa sin duda apuntará en la dirección correcta y especialmente será una muy buena noticia para muchos deudores hipotecarios.


Gracias.
El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente accidental).- Tiene la palabra el Honorable señor García.

El señor GARCÍA.- Señor Presidente, voy a votar a favor del proyecto, porque entiendo que perfecciona la legislación.



No soy abogado, pero me sorprende que tengamos que entrar a explicitar y detallar una norma legal vigente.



Quisiera recordar que el artículo 17 D, inciso quinto, de la ley N° 19.496, sobre Protección de los Derechos de los Consumidores, dispone:


“En el caso de los créditos hipotecarios, en cualquiera de sus modalidades, no podrá incluirse en el contrato de mutuo otra hipoteca que no sea la que cauciona el crédito que se contrata, salvo solicitud escrita del deudor efectuada por cualquier medio físico o tecnológico. Extinguidas totalmente las obligaciones caucionadas con hipotecas, el proveedor del crédito procederá a otorgar la escritura de cancelación de la o las hipotecas, dentro del plazo de quince días hábiles.”.


Un análisis detallado de la parte final me aclara que no es lo mismo la escritura de cancelación que el alzamiento. Pero estoy seguro de que cuando legislamos respecto de la cancelación de la o de las hipotecas nos estábamos refiriendo no solo a la del o de los créditos, sino también al alzamiento, pues eso es lo que presenta sentido lógico y práctico.



Ahora bien, si ello no se ha entendido así, es bien lamentable. Cabe consignar que los proveedores de crédito no se mandan solos: existe una Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras. Y al Senador que habla, al menos, le gustaría saber qué ha hecho ese organismo para que la norma se cumpla.



Si no ha hecho nada, quiero expresar derechamente que se encuentra en deuda. Creo que no se habría ceñido fielmente al mandato legal; que se habría vulnerado la fe pública.



Me parece francamente escandaloso dictar leyes en favor de las personas y que no se pongan en práctica, más aún si existen organismos estatales especialmente encargados de vigilar su aplicación.



Por eso, señor Presidente, solicito oficiar a la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras para que informe cómo ha fiscalizado el cumplimiento de la norma que obliga a las instituciones financieras a otorgar la escritura de cancelación de la hipoteca dentro del plazo de quince días de extinguida la obligación caucionada.


Dicho eso, y entendiendo que lo que aquí se hace es detallar la forma en que se debe aplicar la voluntad del legislador expresada en la ley N° 19.496, sobre Protección de los Derechos de los Consumidores, voto a favor.



Entiendo que durante la discusión particular se tendrán que realizar perfeccionamientos, pero, como lo más probable es que la iniciativa sea ley en poco tiempo, espero que la Superintendencia se dé el trabajo de vigilar el estricto cumplimiento del mandato legal. Si no, en un año más vamos a estar sacando otra ley para reinterpretar lo que ya habíamos interpretado de una primera disposición o una primera intención del legislador. A mi juicio, eso no puede ser.



La intención del legislador fue una y clara: extinguida la deuda, se tiene que alzar la hipoteca. Y sería bueno saber si la Superintendencia ha llevado a cabo la fiscalización correspondiente.


Gracias.
El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente accidental).- Puede intervenir el Senador señor Quinteros.

El señor QUINTEROS.- Señor Presidente, parto por felicitar a los autores de la moción, pues pienso que el proyecto apunta al establecimiento de un beneficio directo para miles de chilenos que son víctimas, cuando han satisfecho sus obligaciones, de la tramitación excesiva, innecesaria y onerosa de las instituciones financieras. Parece increíble que ello no se haya fiscalizado.



Las entidades recién mencionadas han creado prácticamente un nuevo negocio -marginal, por cierto- a partir de lo que debiera constituir una gestión simple y expedita de alzamiento de las garantías constituidas en su favor. Es una práctica abusiva de los acreedores hipotecarios, quienes debieran cumplir de buena fe sus obligaciones, incluido el levantamiento de los gravámenes.



Probablemente, el costo de la gestión será cargado a los deudores al momento de concederse el crédito, pero, aun así, estos se verán beneficiados con un procedimiento más expedito y simple.



En consecuencia, apruebo la idea de legislar, pues se dirige a nivelar parcialmente el desequilibrio entre las partes en este tipo de contratos de adhesión.



Solo me permito observar que la misma razón para establecer esta norma en favor de los deudores hipotecarios es aplicable a aquellos otros que deben constituir garantías reales para acceder al crédito. Es el caso, por ejemplo, de las prendas de vehículos, masivamente utilizadas en el mercado, en que los deudores también deben enfrentar trámites no previstos para liberarlos una vez que han pagado.



Atendido que la norma que se modifica, el artículo 17 D de la Ley sobre Protección de los Derechos de los Consumidores, se refiere a los contratos de adhesión pactados con proveedores de servicios financieros, una ampliación hacia otro tipo de garantías me parece compatible con el proyecto, por lo que anuncio que presentaré la indicación correspondiente.


He dicho.
El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente accidental).- Tiene la palabra el Honorable señor Coloma.

El señor COLOMA.- Señor Presidente, tal como se ha expuesto, nos encontramos en la discusión general, de modo que es preciso abocarse a las ideas matrices del proyecto, y ver después, como lo han dicho varios señores Senadores, si hay espacio -parece que sí- a fin de que en la discusión particular se puedan abordar algunos temas diferentes o se puedan resolver mejor.



En una perspectiva amplia, se advierte un buen sentido. A mí me parecen claramente correctas al menos dos de las tres ideas de legislar contenidas en la moción.



Lo primero dice relación con quién se hace cargo de alzar las hipotecas que caucionan créditos. La norma plantea que la deuda termina y se otorga la escritura de cancelación; pero, claramente -y es un hecho de la causa-, no se define quién lo hace, de quién es la obligación. Y me parece que la moción aplica un criterio correcto. Es necesario para la transparencia, para la funcionalidad, para la justicia en el mundo comercial, que se instale una obligación legal definida respecto del acreedor, en cuanto a este tipo de crédito.



Ahora, ¿cómo se hace? He estado escuchando parte del debate, y quizá se requiere una revisión más a fondo sobre qué se entiende al final por “extinguidas totalmente las obligaciones caucionadas con hipoteca”. Porque bien sabemos que una cosa es la hipoteca pura y simple -o la primera hipoteca, de la cual tanto se habla-, y otra, la que asegura los créditos asociados a la cláusula de garantía general.



Se trata de un asunto que discutí en su momento, cuando ejercía mi profesión intensamente, y en el cual algunos entendían que esas hipotecas era distintas: para garantizar el saldo en cuenta corriente, en algunos casos, o para garantizar seguros eventuales, en otros.



Me parece que eso deberíamos definirlo de una buena manera. No creo que signifique una complicación mayor. Se puede redactar la norma para que claramente se entienda qué empieza a gatillarse en cada caso y quién tiene el derecho y en qué circunstancias. Lo que no puede ocurrir es que se instale una discusión respecto de cuáles son los créditos caucionados con hipoteca que se hallan extinguidos totalmente. Eso tiene que quedar establecido en la norma, pues esa es, a mi juicio, la única forma de darle eficacia jurídica a una legislación de esta naturaleza.



La segunda idea matriz de este proyecto dice relación a quién debe hacerse cargo del pago de esta obligación. Y se determina que también sea el acreedor. Así,  este tendrá, ya no solo que extender la escritura, sino también una segunda obligación: pagar el alzamiento de la hipoteca. El precepto señala: “y efectuar a su costo el alzamiento correspondiente”. Entiendo que se trata de la escritura. O sea, existe una segunda obligación, una segunda idea matriz. 



Una primera cosa es quién tiene que otorgar la escritura, y una segunda, quién debe pagarla. Y en esta normativa se toma una opción que a mi parecer se encuentra dentro de lo posible, como es que sea el acreedor el que en definitiva pague.



Esta es una cierta innovación respecto de lo actualmente vigente. No es un cambio neutro, sino un cambio relevante. Imagino que, obviamente, los acreedores van a contabilizar ese costo cuando otorguen el crédito, lo cual generará una cierta alza en los intereses. No será algo muy significativo, pero, evidentemente, se agrega, se adiciona un costo a lo que hoy se presenta como un crédito hipotecario.



Con todo, me parece que es una forma razonable de resolver una situación que se halla en una suerte de tierra de nadie.



La tercera idea -por un sentido de justicia me genera algunas dudas, y me gustaría que después algunos distinguidos constitucionalistas se hicieran cargo del problema- se refiere a qué pasará retroactivamente.



No sé si sea tan claro tener que obligar a asumir un costo retroactivo a una de las partes. 



Dejo instalado el tema, que será parte de la discusión particular.



Entiendo que de ahora en adelante las reglas del juego serán diferentes y me parece bien decir: “Señor acreedor, usted realizará los trámites y se dará -voy a decirlo en estos términos- la lata de hacer todo, incluso con plazos para ello y con sanciones si no lo cumple, una vez extinguida la obligación. Segundo, señor acreedor, usted además tiene que pagar este trámite, que no debe ser de costo del deudor. Y tercero, tiene que hacerse cargo, para atrás, de los plazos”. Ojo: no sé qué va a pasar con los plazos en el caso que mencionaba el Senador Tuma, de los 120 mil créditos del Banco del Estado que ya están pagados. Como se supone que esta ley entrará en vigor 120 días después de su publicación, no sé si a los 125 días el banco podrá notificar a esa tremenda cantidad de personas, quienes deberán tomar la opción de si quieren o no que les alcen sus hipotecas.



Es un tema que considero más dudoso y que, por tanto, debemos enfrentar en mejor forma.



Y también me genera dudas -es poco grato decirlo, en una lógica de justicia- el que sea estrictamente legal atribuir el costo a una de las partes.



Es un asunto que debo plantear, ya que, más allá de las conveniencias, creo que uno tiene que defender principios.



En general, el proyecto me parece importante. 



Alguno querría plantearlo en relación con la prenda, lo cual me parecería razonable. Sin embargo, considero que sería una idea matriz diferente. Una cosa es la hipoteca, y otra, muy distinta, la prenda. Quiero dejarlo establecido.



En definitiva, por las consideraciones que he señalado, voy a votar a favor.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente accidental).- Tiene la palabra el Senador señor Ossandón.

El señor OSSANDÓN.- Señor Presidente, en primer término, felicito a los autores de esta moción, que constituye un proyecto de gran carácter ciudadano, muy anhelado por las organizaciones de consumidores, y que además es bastante práctico, en el sentido de que se trata de un trámite bastante simple, pero que, después de 15 o 20 años de estar pagando un crédito hipotecario y de realizar todos los trámites pertinentes, nadie sabe cómo hacer. Es un trámite barato, simple, por lo que no les causará ningún problema a los bancos y le facilitará la vida a mucha gente que se acuerda de efectuarlo cuando quiere pedir otro crédito o cuando quiere vender su propiedad. Esto ocurre, la mayoría de las veces, con la casa propia, que es el sueño de toda familia. Pero cuando esta crece o las condiciones económicas mejoran y se desea adquirir otra vivienda, se encuentran con que no se ha alzado la hipoteca.



Así que considero que estamos frente a una iniciativa que es de justicia, que no provocará ningún problema a las entidades financieras y que solucionará un problema práctico y simple, pero que se complica cuando las familias no saben llevarlo a cabo.



Votaré a favor de la idea de legislar. Y felicito, por intermedio de la Mesa, al Senador Harboe y al resto de los autores de la moción.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Algún señor Senador o alguna señora Senadora no ha emitido su voto?

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente accidental).- Terminada la votación.



--Se aprueba en general el proyecto (31 votos afirmativos) y se fija plazo para presentar indicaciones hasta el 1 de junio.



Votaron las señoras Allende, Goic, Muñoz, Lily Pérez y Von Baer y los señores Araya, Bianchi, Coloma, De Urresti, Espina, García, García-Huidobro, Girardi, Guillier, Harboe, Horvath, Lagos, Matta, Montes, Moreira, Orpis, Ossandón, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Quintana, Quinteros, Rossi, Tuma, Ignacio Walker y Andrés Zaldívar.
El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente accidental).- Propongo a la Sala analizar a continuación la iniciativa signada con el número 5 en la tabla de hoy, que es el proyecto de acuerdo que extiende el Acuerdo Básico de Cooperación Científica y Tecnológica entre la República de Chile y los Estados Unidos.



¿Habría acuerdo?



--Así se acuerda.
EXTENSIÓN INDEFINIDA DE ACUERDO BÁSICO DE COOPERACIÓN CIENTÍFICA Y TECNOLÓGICA ENTRE CHILE Y ESTADOS UNIDOS

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente accidental).- En virtud de lo recién resuelto, corresponde ocuparse del proyecto de acuerdo, en segundo trámite constitucional, que aprueba el “Acuerdo por el cual se extiende indefinidamente la duración del Acuerdo Básico de Cooperación Científica y Tecnológica entre el Gobierno de la República de Chile y el Gobierno de los Estados Unidos de América de 14 de mayo de 1992”, suscrito entre las mismas Partes, por cambio de notas, de fechas 15 y 29 de junio de 2011, con informe de la Comisión de Relaciones Exteriores.



--Los antecedentes sobre el proyecto (9.561-10) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de acuerdo:


En segundo trámite, sesión 84ª, en 13 de enero de 2015.



Informe de Comisión:


Relaciones Exteriores: sesión 13ª, en 5 de mayo de 2015.
El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente accidental).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- El objetivo principal de la iniciativa es extender indefinidamente la vigencia del señalado Acuerdo Básico de Cooperación Científica y Tecnológica de 1992.



La Comisión de Relaciones Exteriores discutió este proyecto en general y en particular, por tratarse de aquellos de artículo único, aprobándolo por la unanimidad de sus miembros, Senadores señores Chahuán, García-Huidobro, Lagos, Letelier y Pizarro.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente accidental).- En discusión general y particular.



Tiene la palabra el Senador señor García-Huidobro.

El señor GARCÍA-HUIDOBRO.- Señor Presidente, paso a informar, en representación de la Comisión de Relaciones Exteriores, el proyecto de acuerdo, en segundo trámite constitucional, que aprueba el “Acuerdo por el cual se extiende indefinidamente la duración del Acuerdo Básico de Cooperación Científica y Tecnológica entre el Gobierno de la República de Chile y el Gobierno de los Estados Unidos de América de 14 de mayo de 1992”.



El mensaje de Su Excelencia la Presidenta de la República señala que este Acuerdo fue publicado en el Diario Oficial en abril de 1994.



Su objeto fundamental es establecer un marco jurídico básico para fomentar la cooperación científica y el desarrollo tecnológico, con fines pacíficos, entre ambos países.



El mensaje también manifiesta que dicha cooperación incluyó el intercambio de información científica y técnica; de expertos; la realización de seminarios y reuniones conjuntas, y de proyectos de investigación en ciencias básicas y aplicadas, y cualesquiera otras formas de cooperación que en dichos campos se acordara entre las Partes.



Igualmente, se facultó en él a las Partes para celebrar acuerdos complementarios con el fin de dar cumplimiento a los objetivos y, con el propósito de promover, coordinar y evaluar su aplicación, contempló la creación de una Comisión Mixta integrada por representantes de ambos países, que se reunió cada dos años, alternadamente, en Chile y en Estados Unidos de América.



Se dispuso además, señor Presidente, que las actividades de cooperación se realizaran de conformidad con las leyes aplicables en ambos países y su cumplimiento quedó sujeto a las disponibilidades de fondos, pudiendo también financiarse mediante acuerdos complementarios.


Asimismo, es importante señalar que las Partes adquirieron diversos compromisos con miras a la ejecución de los proyectos y programas en el marco del Acuerdo. Entre ellos, los siguientes: facilitar la entrada y salida de su territorio del personal y equipos del otro país que se utilicen en dichos proyectos y programas, y permitir que todos los participantes en actividades de cooperación ya aprobadas tengan acceso a instalaciones y personal dentro de sus respectivos países, siempre que se estime necesario para llevar a cabo esas actividades.



En la discusión general y particular la Comisión de Relaciones Exteriores contó con la presencia del Director de la Dirección de Energía, Ciencias y Tecnología e Innovación de la Cancillería, señor  Gabriel Rodríguez, quien señaló que este proyecto plantea la extensión indefinida del Acuerdo Básico de Cooperación Científica y Tecnológica entre Chile y los Estados Unidos de América de 1992, el cual ha sido renovado anteriormente en cuatro oportunidades.



El Senador Letelier consultó cuál era la evaluación que se había efectuado del Convenio. Y el señor Rodríguez respondió que, a la fecha, ella era muy positiva, ya que ha permitido realizar un gran número de trabajos a profesionales chilenos, elevando el nivel de los doctorados.



Por su parte, el Embajador de Chile ante los Estados Unidos de América, señor Juan Gabriel Valdés, reafirmó lo expresado por el señor Rodríguez, agregando que, por ejemplo, ese día participaría en la inauguración de un centro de excelencia que la Universidad de California, Davis, abrirá en Chile, el cual será su primer departamento de investigación fuera de Estados Unidos.



También destacó la labor que la Comisión Nacional de Investigación Científica y Tecnológica (CONICYT) lleva a cabo, pues promueve la investigación chilena y apoya la formación de profesionales en el extranjero.


Puesto en votación, el proyecto de acuerdo fue aprobado, en general y en particular, por la unanimidad de los miembros de la Comisión de Relaciones Exteriores. En el fondo, su propósito es renovar en forma indefinida el Acuerdo en vez de tener que estar haciéndolo cada cierto tiempo.



 Es cuanto puedo informar, señor Presidente.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente accidental).- En votación.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Alguna señora Senadora o algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente accidental).- Terminada la votación.


--Se aprueba en general y en particular el proyecto de acuerdo (18 votos a favor), y queda despachado en este trámite.



Votaron las señoras Lily Pérez y Von Baer y los señores Araya, Coloma, García, García-Huidobro, Harboe, Hernán Larraín, Matta, Montes, Moreira, Ossandón, Pérez Varela, Prokurica, Quinteros, Tuma, Ignacio Walker y Andrés Zaldívar.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente accidental).- Se agrega la intención de voto favorable de la Senadora señora Muñoz y de los Senadores señores De Urresti, Girardi, Horvath y Rossi.

)---------------(
El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente accidental).- Tiene la palabra el Senador señor Girardi.

El señor GIRARDI.- Señor Presidente, como Comisión de Desafíos del Futuro -hablo también en nombre de la Senadora Goic y los Senadores Chahuán, De Urresti y Orpis-, queremos formular la solicitud -ya existe un acuerdo al respecto con la Comisión de Educación- de traspasar a la primera el ámbito “ciencia y tecnología”. 



Luego de conversar el tema con todos los miembros de la Comisión de Educación, los cinco integrantes de la Comisión de Desafíos del Futuro acordamos estudiar un proyecto de reforma al Reglamento del Senado con ese objeto.



Y ahora pedimos que la cuestión sea resuelta, o por la misma Comisión de Desafíos del Futuro, o directamente por la Sala.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente accidental).- El asunto pasó a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, como corresponde, por tratarse de una materia reglamentaria.



Tal vez sería mejor que el tema fuera visto en Comités, para que estos resolvieran, ya que la Sala no tiene asistencia completa en este momento. 



Entiendo el proyecto, pero considero bastante difícil que lo analice la misma Comisión de Desafíos del Futuro, por ser incumbente.



Por tal motivo, sería partidario de que los Comités determinaran a qué Comisión le corresponde pronunciarse sobre la materia.



¿Habría acuerdo en ese sentido?



Acordado.



Tiene la palabra el Senador señor Larraín.

El señor LARRAÍN.- Señor Presidente, quiero hacer un alcance.



La naturaleza de la Comisión de Desafíos del Futuro me lleva a pensar que es improcedente o inadmisible la presentación de la iniciativa que se ha delineado.



Más allá de que se comparta o no la idea, la de Desafíos del Futuro no es una Comisión legislativa, no tiene como mandato informar proyectos de ley. Las Comisiones legislativas, en cambio -como la de Educación, donde están radicados los proyectos sobre ciencia y tecnología-, sí tienen esa función. Por lo tanto, no se trata de traspasar funciones de una Comisión a otra, sino de atribuirle a una de ellas una naturaleza legislativa que no tiene; es crear, en el fondo, una Comisión legislativa.



Ahora, si eso es lo que se quiere, el proyecto, a mi juicio, estaría mal formulado. Contiene una idea que se puede discutir y con la cual uno podrá estar de acuerdo o no, pero lo que quiero hacer ver es que aquí hay una situación reglamentaria que no se resuelve dándole las atribuciones de una Comisión a otra, porque existe un problema: por su naturaleza, por ser una Comisión especial, la de Desafíos del Futuro no puede tener atribuciones legislativas. Sí puede abordar materias de ciencia y tecnología, como de hecho lo hace. El punto es si puede analizar proyectos de ley de esa índole. Por ejemplo, uno sobre creación de un Ministerio de Ciencia y Tecnología, ¿debería ser informado por la Comisión de Desafíos del Futuro o por la Comisión de Educación?



Ese es el inconveniente, señor Presidente, y por eso creo que es bueno que el tema sea visto antes en Comisiones.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente accidental).- Un poco para reafirmar lo que acaba de señalar el Senador Larraín, quiero destacar que el considerando 7 del proyecto de acuerdo que creaba la nueva Comisión -aprobado, creo, el 14 de marzo de 2012- expresaba lo siguiente: “Para hacer frente a esa realidad, en pleno despliegue, es indispensable que el Senado cree una Comisión legislativa permanente para enfrentar los desafíos del futuro”. 



O sea, el tema efectivamente está propuesto.



Entonces, sería bueno que los Comités, con todos estos antecedentes, resolvieran qué Comisión debe pronunciarse sobre la materia. A mi juicio, le corresponde a la de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento -a la cual, incluso, se le podría fijar un plazo  para el despacho del proyecto de acuerdo-, porque es a la que le compete, según nuestro Reglamento, ver todos los asuntos reglamentarios.



Por eso, yo les haría una recomendación a los Comités en ese sentido, para que le den trámite al asunto y resuelvan dónde debe ser analizado como corresponde.



¿Habría acuerdo en tal sentido?



--Así se acuerda.
MODIFICACIÓN A LEGISLACIÓN SOBRE EXPENDIO, COMERCIALIZACIÓN Y PRODUCCIÓN DE BEBIDAS ALCOHÓLICAS

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente accidental).- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que establece modificaciones a la legislación sobre expendio, comercialización y producción de bebidas alcohólicas, con segundo informe de las Comisiones de Agricultura y de Salud, unidas.



--Los antecedentes sobre el proyecto (2.973-11, 4.181-11, 4.192-11 y 4.379-11, refundidos) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:



Proyecto de ley:


En segundo trámite, sesión 26ª, en 11 de junio de 2008.



Informes de Comisión:



Salud: sesión 9ª, en 13 de abril de 2011.



Salud (nuevo): sesión 21ª, en 8 de mayo de 2013.



Agricultura y Salud, unidas (segundo): sesión 6ª, en 7 de abril de 2014.



Discusión:



Sesiones 11ª, en 20 de abril de 2011 (se aplaza su discusión); 30ª, en 12 de junio de 2013 (queda para segunda discusión); 42ª, en 30 de julio de 2013 (se aplaza la votación); 2ª, en 18 de marzo de 2014 (se aplaza la votación); 4ª, en 1 de abril de 2014 (se aprueba en general); 6ª, en 7 de abril de 2015 (queda para segunda discusión).

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente accidental).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Cabe recordar que la iniciativa fue aprobada en general en sesión de 1 de abril de 2014, y que en la del 7 de abril pasado se solicitó segunda discusión.



En su segundo informe, las Comisiones unidas de Agricultura y de Salud dejan constancia, para efectos reglamentarios, de que los artículos 4° y 5°, permanentes, y el artículo transitorio no fueron objeto de indicaciones ni de modificaciones, por lo que conservan el mismo texto aprobado en general.



Esas disposiciones deberían darse por aprobadas, salvo que alguna señora Senadora o algún señor Senador, contando con la unanimidad de los presentes, solicitara su discusión o votación.



Cabe señalar que aquí se produce la siguiente situación.



El Honorable señor Letelier pidió votación separada de todas las disposiciones de la iniciativa. Sin embargo, para proceder así respecto a las que he señalado -artículos 4° y 5°, permanentes, y primero transitorio-, tendría que existir unanimidad en la Sala, porque así lo dispone el Reglamento. Si no la hubiera, el señor Presidente daría por aprobados dichos artículos.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente accidental).- Tiene la palabra el Senador señor Moreira.

El señor MOREIRA.- Señor Presidente, cuando era Presidente de la Comisión de Agricultura, me tocó dirigir las Comisiones unidas que vieron este proyecto.



He conversado sobre la materia con el actual Presidente del órgano especializado, Senador Felipe Harboe, y, como no tenemos el quórum especial necesario para su aprobación, debemos solicitar formalmente a la Mesa y a la Sala el aplazamiento de la votación.



Asimismo, pedimos que la iniciativa sea votada en la sesión de la próxima semana, pero en el primer lugar de la tabla, pues siempre queda para el final, cuando muchos parlamentarios no se encuentran presentes por estar en Comisiones o en reuniones tan importantes como las sesiones.



Pido la comprensión de la Mesa sobre el particular.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente accidental).- Su Señoría está en su derecho al solicitar el aplazamiento de la votación. No obstante, debe hacerlo en representación de su Comité, como corresponde, porque ya se pidió segunda discusión.

El señor MOREIRA.- Está bien.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente accidental).- ¿Habría acuerdo al respecto?

El señor ROSSI.- Sí, señor Presidente.



--Queda aplazada la votación del proyecto.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente accidental).- A continuación, correspondería ocuparse de la iniciativa que modifica el Código del Trabajo, en lo relativo a la declaración de trabajos pesados. Sin embargo, el Senador señor Allamand -no está presente en la Sala- pidió oficialmente aplazar su discusión.



Si le parece a la Sala, accederemos a ello.



--Así se acuerda.
VI. INCIDENTES

PETICIONES DE OFICIOS

El señor LABBÉ (Secretario General).-  Han llegado a la Mesa diversas peticiones de oficios.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente accidental).- Se les dará curso en la forma reglamentaria.
)---------------(



--Los oficios cuyo envío se anuncia son los siguientes:



Del señor BIANCHI:



Al señor Superintendente de Bancos e Instituciones Financieras, solicitándole información sobre ESTRUCTURA GENERAL DE PAGOS DE CRÉDITOS DE CONSUMO E HIPOTECARIOS.



De los señores BIANCHI, GARCÍA-HUIDOBRO, GUILLIER, PÉREZ (doña Lily), PÉREZ-VARELA, PROKURICA, QUINTEROS Y TUMA:



A los señores Ministros de Hacienda y de Justicia, pidiéndoles CUMPLIMIENTO DE COMPROMISO ASUMIDO CON ASOG PARA ENVÍO DE PROYECTO SOBRE OTORGAMIENTO DE FACULTADES EXTRAORDINARIAS A DIRECTOR NACIONAL DE GENDARMERÍA CON EL FIN DE DAR CURSO A ASCENSOS CONFORME A ANTIGÜEDAD.


De la señora VON BAER:



Al señor Ministro de Obras Públicas, para que informe sobre TOTALIDAD DE PROYECTOS DE SISTEMAS DE AGUA POTABLE RURAL EN ESTUDIO EN REGIÓN DE LOS RÍOS.


Al señor Ministro de Obras Públicas (con copia al señor Intendente de la Decimocuarta Región y a los señores Seremis de Obras Públicas y de Transportes de Los Ríos), pidiéndole mejorar SEGURIDAD DE TRANSEÚNTES DE RUTA T-202 VALDIVIA-MARIQUINA, ESPECIALMENTE DE VECINOS DE SECTORES RURALES DE PELCHUQUÍN, TRALCAO, LINGÜENTO, PUFUDI, CAYUMPAYU, EL REBELLÍN.


Al señor Ministro de Transportes y Telecomunicaciones (con copia a la señora Seremi de Transportes de Los Ríos), solicitándole informar sobre MEDIDAS DE SECRETARÍA REGIONAL MINISTERIAL DE TRANSPORTES DE LOS RÍOS PARA FISCALIZAR EMPRESAS DE TRANSPORTE DE PASAJEROS DE SERVICIOS INTERURBANOS Y RURALES DE TRAYECTO PICHOY-VALDIVIA.



Al señor Intendente de la Región de los Ríos, pidiéndole remitir ANTECEDENTES COMPLETOS Y ACTUALIZADOS DE PROYECTO DE REPOSICIÓN DE ESCUELA JOSÉ ARNOLDO BILBAO, DE PELCHUQUÍN, COMUNA DE MARIQUINA, y enviar INFORME DETALLADO SOBRE PROYECTO “REPOSICIÓN HOGAR DE ANCIANOS BEDA MENESES”, COMUNA DE MÁFIL.



Al señor Director Nacional de Obras Hidráulicas (con copia al Intendente de Los Ríos), solicitándole AUTORIZACIÓN DE RECURSOS FALTANTES PARA LICITACIÓN DE SERVICIO DE AGUA POTABLE RURAL DE LOS COLIGÜES, COMUNA DE LOS LAGOS.


Al señor Intendente de la Región de los Ríos y al señor Alcalde de Mariquina (con copia a los concejales de la comuna), para que se informe acerca de HABILITACIÓN DE ESTADIO MUNICIPAL DE PELCHUQUÍN Y SITUACIÓN DE EMPRESA CONSTRUCTORA DYC LIMITADA.



Al señor Alcalde de Mariquina, a fin de pedir SUPERACIÓN DE OBSERVACIONES A PROYECTO DE REPOSICIÓN DE ESCUELA JOSÉ ARNOLDO BILBAO, SECTOR DE PELCHUQUÍN.



Y al señor Alcalde de Máfil (con copia a los concejales de la comuna), solicitándole FORMULACIÓN DE PROYECTO PARA REPOSICIÓN DE HOGAR DE ANCIANOS BEDA MENESES.
)-------------------(



--En Incidentes, ofrecida la palabra, sucesivamente, en los tiempos de los Comités Partido Unión Demócrata Independiente, Partido Por la Democracia, Independientes, Partido Demócrata Cristiano e Independiente, Partido Renovación Nacional, Partido Socialista y Partido MAS e Independiente, ningún señor Senador interviene.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente accidental).- Habiéndose cumplido su objetivo, se levanta la sesión.



--Se levantó a las 18:19.








Manuel Ocaña Vergara,








  Jefe de la Redacción

ANEXOS

SECRETARÍA DEL SENADO

LEGISLATURA NÚMERO 363
ACTAS APROBADAS

SESIÓN 11ª, ORDINARIA, EN MARTES 21 DE ABRIL DE 2015


Presidencia del titular del Senado, Honorable Senador señor Patricio Walker.


Asisten los Honorables Senadores señoras Allende, Goic, Muñoz, Pérez San Martín, Van Rysselberghe y Von Baer y señores Allamand, Araya, Bianchi, Chahuán, Coloma, De Urresti, Espina, García, García-Huidobro, Girardi, Guillier, Harboe, Horvath, Lagos, Larraín, Letelier, Matta, Montes, Moreira, Navarro, Orpis, Ossandón, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Quintana, Quinteros, Rossi, Tuma, Walker (don Ignacio) y Zaldívar.

Concurren, asimismo, el Subsecretario de Prevención del Delito, señor Antonio Frey, y el asesor señor José Roa.

Actúan de Secretario General y de Prosecretario los titulares del Senado, señores Mario Labbé Araneda y José Luis Alliende Leiva, respectivamente.

_________

Se deja constancia de que se cuenta con 38 Senadores en ejercicio.

- - -

ACTAS


Las actas de las sesiones 9ª y 10ª, ordinarias, de 14 y 15 de abril de 2015, respectivamente, se encuentran en Secretaría a disposición de las señoras y señores Senadores, hasta la sesión próxima para su aprobación.
_________

CUENTA

Mensajes


Nueve de S. E. la Presidenta de la República:


Con el primero, da inicio a un proyecto de reforma constitucional para sancionar la infracción a las normas sobre financiamiento, transparencia y control del gasto electoral (Boletín N° 10.000-07).


- Pasa a la Comisión Especial encargada de conocer los Proyectos relativos a Probidad y Transparencia. 


Con el segundo, retira y hace presente la urgencia, en el carácter de “discusión inmediata”, respecto del proyecto de ley que modifica la ley N° 19.995 y prorroga el funcionamiento de los casinos municipales (Boletín Nº 9.891-05).


Con los otros siete, retira y hace presente la urgencia, calificándola de “suma”, para la tramitación de las siguientes iniciativas:


1.- Proyecto de ley sobre probidad en la función pública (Boletín Nº 7.616-06).


2.- Proyecto de ley que modifica diversas leyes con el objeto de evitar y sancionar los hechos de violencia ocurridos con ocasión de campañas electorales (Boletín Nº 8.980-06).


3.- Proyecto de ley que fortalece el Ministerio Público (Boletín    Nº 8.265-07).


4.- Proyecto de ley que adecua la ley penal en materia de amnistía, indulto y prescripción de la acción penal y la pena a lo que dispone el derecho internacional respecto de los delitos de genocidio, de lesa humanidad o de guerra (Boletín N° 9.773-07).


5.- Proyecto de ley que establece marco para la gestión de residuos y responsabilidad extendida del productor (Boletín N° 9.094-12).


6.- Proyecto de ley que modifica la Ley General de Urbanismo y Construcciones, con el objeto de regular la instalación de centros comerciales y supermercados en áreas urbanas (Boletín N° 9.296-14).


7.- Proyecto de ley que establece excepción para la pesca artesanal con línea de mano de la especie jurel y que modifica regulación para establecimiento de ampliación de régimen de áreas de manejo y explotación de recursos bentónicos (Boletín Nº 9.097-21).


- Se tienen presentes las calificaciones y se manda agregar los documentos a sus antecedentes.

Oficios


Dos de S. E. la señora Presidenta de la República:


Con el primero, pide que se disponga lo necesario para que el Congreso Nacional se reúna en Congreso Pleno el día 21 de mayo próximo, con el fin de recibir la cuenta del estado administrativo y político de la Nación, y propone, para tal efecto, que la mencionada sesión sea convocada para las 09:30 horas de dicho día.


- Se accede a lo solicitado.


Con el segundo, solicita el acuerdo del Senado para nombrar como Fiscal Judicial de la Excelentísima Corte Suprema al señor Juan Nolberto Escobar Zepeda (Boletín N° S 1.806-05).


- Pasa a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.

Del Excelentísimo Tribunal Constitucional


Remite copia de resoluciones dictadas en requerimientos de inaplicabilidad por inconstitucionalidad respecto de las disposiciones legales que se enuncian a continuación:


1.- Artículo 2.331 del Código Civil.


2.- Artículo 67, incisos primero y segundo, de la Ley General de Servicios Eléctricos.


- Se remiten los documentos a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento. 

Del señor Ministro del Interior y Seguridad Pública


Da respuesta a solicitud de información, enviada en nombre del Honorable Senador señor Navarro, relativa al bono de incendio requerido por los propietarios y accionistas del Mercado de Concepción que sufrieron graves pérdidas a raíz del incendio que afectó a ese recinto.

Del señor Ministro de Relaciones Exteriores


Contesta solicitud de información, formulada en nombre del Honorable Senador señor Horvath, relativa al cobro anunciado por Argentina, a contar del mes de marzo pasado, de la denominada tasa retributiva de servicios, aplicable a los vehículos de pasajeros que circulen entre Chile y ese país.

Del señor Ministro (S) de Relaciones Exteriores


Da respuesta al acuerdo, adoptado a proposición de los Honorables Senadores señor Walker, don Patricio, señoras Goic, Muñoz, Pérez San Martín, Van Rysselberghe y Von Baer y señores Araya, Chahuán, Espina, García, Guillier, Harboe, Horvath, Larraín, Matta, Montes, Moreira, Orpis, Prokurica, Quinteros y Tuma, con el que esta Corporación hizo manifiesto su rechazo al uso propagandístico en que incurrió, en medio de la desgracia que afecta a la zona norte del país, el ex Ministro de Defensa de Bolivia, durante la entrega de la ayuda solidaria de agua (Boletín N° S 1.803-12).

Del señor Ministro de Obras Públicas


Responde solicitud de información, enviada en nombre de la Honorable Senadora señora Muñoz, relativa a diversos aspectos del Programa de Agua Potable Rural en la Región de Coquimbo.

De la señora Ministra de Salud


Responde solicitud de antecedentes, cursada en nombre del Honorable Senador señor Bianchi, respecto del Cementerio Parque Cruz Froward y de las acciones realizadas por la Autoridad Sanitaria. 

Del señor Subsecretario de Desarrollo Regional y Administrativo (S)


Atiende solicitud de información, recabada en nombre del Honorable Senador señor García, sobre la tramitación de diversas iniciativas que han postulado a los programas de mejoramiento urbano y de mejoramiento de barrios en la comuna de Temuco.

Del señor Subsecretario para las Fuerzas Armadas


Responde solicitud de información, hecha en nombre del Honorable Senador señor Bianchi, sobre la posibilidad de que el Reglamento sobre formación, titulación y carrera profesional del personal embarcado autorice que los exámenes para obtener títulos se rindan en la Gobernación Marítima correspondiente al domicilio del postulante.

Del señor Subsecretario de Hacienda


Responde solicitud de información, cursada en nombre del Honorable Senador señor Ossandón, sobre la posibilidad de remitir un proyecto de ley que declare la exención del impuesto al valor agregado para la venta de libros o, en su defecto, reduzca su tasa.


Atiende solicitud de información, recabada en nombre del Honorable Senador señor Navarro, sobre los recursos destinados en el presupuesto vigente y los estimados para el año 2016 con el fin de enfrentar la sequía en la Región del Bío Bío.


Contesta solicitud de información, enviada en nombre de los Honorables Senadores señores Bianchi, Chahuán y Prokurica, acerca de la factibilidad del envío de un iniciativa que modifique la ley sobre donaciones con fines culturales, contenida en el artículo 8° de la ley N° 18.985, estableciendo exigencias de calidad mínimas para ser beneficiario.


Da respuesta a solicitud de información, remitida en nombre de la Honorable Senadora señora Allende, relativa a la posibilidad de anticipar el pago del denominado Bono Atacama, atendida la catástrofe que afecta a los habitantes de aquella Región. 

Del señor Director General de Relaciones Económicas Internacionales


Da a conocer el Balance de Gestión Integral 2014 de ese servicio, en cumplimiento del artículo 52 del decreto ley N° 1.263, de 1975.

Del señor Director Ejecutivo de la Corporación Nacional Forestal


Atiende solicitud de antecedentes, efectuada en nombre del Honorable Senador señor De Urresti, sobre incendios forestales registrados en la Región de Los Ríos durante el mes de febrero pasado, comparándolos cuantitativamente con los de años anteriores y especificando si la vegetación afectada corresponde a flora nativa o a plantaciones de especies exóticas.

Del señor Jefe del Departamento de Asistencia y Servicios al Usuario,

Superintendencia de Seguridad Social


Adjunta copia informativa del oficio dirigido a la señora Superintendente de Pensiones, relativo al descuento del 7% que se practica a don Rafael González Gallardo, domiciliado en la comuna de Corral, materia consultada en nombre del Honorable Senador señor De Urresti.

Del señor Secretario Regional Ministerial de Educación, Región del Maule


Responde solicitud de información, cursada en nombre del Honorable Senador señor Matta, respecto de la instrucción de un sumario administrativo por el homicidio de don Cristián Felipe San Martín, estudiante del Liceo Ireneo Badilla, de la ciudad de Linares.

Del señor Secretario Ejecutivo del Consejo Regional,

Región de La Araucanía


Pone en conocimiento de esta Corporación la designación, por el período legal, del consejero señor Miguel Mellado Suazo como Presidente del referido órgano.


- Quedan a disposición de Sus Señorías.

Informes


De la Comisión de Hacienda, recaído en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica la ley N° 19.995 y prorroga el funcionamiento de los casinos municipales (Boletín Nº 9.891-05) (con urgencia calificada de “discusión inmediata”).


Segundo informe de la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización e informe de la Comisión de Hacienda, recaídos en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica la ley N° 19.327, en lo tocante a su ámbito de aplicación y al establecimiento de un régimen sancionatorio efectivo, y la ley N° 20.502, en materia de funciones de la Subsecretaría de Prevención del Delito (Boletín Nº 9.566-29) (con urgencia calificada de “suma”).


Segundo informe de la Comisión de Intereses Marítimos, Pesca y Acuicultura e informe de la Comisión de Hacienda, recaídos en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que establece excepción para la pesca artesanal con línea de mano de la especie jurel y que modifica regulación para establecimiento de ampliación de régimen de áreas de manejo y explotación de recursos bentónicos (Boletín Nº 9.097-21) (con urgencia calificada de “suma”).


De la Comisión de Agricultura, recaído en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica la ley N° 20.089, con el objeto de permitir a los pequeños agricultores ecológicos con sistemas propios y alternativos de certificación que comercialicen sus productos orgánicos en cualquier punto de venta (Boletín N° 9.618-01) (con urgencia calificada de “simple”).


De la Comisión de Minería y Energía, recaído en el proyecto de ley, en primer trámite constitucional, que establece el día 11 de julio como “día de la dignidad nacional”, en conmemoración de la nacionalización del cobre (Boletín N° 9.443-08).


De la Comisión de Trabajo y Previsión Social, recaído en el proyecto de ley, en primer trámite constitucional, que modifica el Código del Trabajo, en lo relativo a la declaración de trabajos pesados (Boletín N° 5.205-13).


- Quedan para Tabla.

Mociones


De los Honorables Senadores señora Goic y señores Chahuán y Girardi, con la que se inicia un proyecto de ley que modifica la ley Nº 19.451 para ampliar la donación cruzada de órganos entre personas vivas (Boletín N° 10.009-11).


- Pasa a la Comisión de Salud.


De los Honorables Senadores señor Navarro y señoras Allende, Goic, Muñoz y Pérez San Martín, con la que se da inicio a un proyecto de reforma del Reglamento del Senado que incorpora un artículo con el fin de establecer una causal de inadmisibilidad de los mensajes y mociones que no estén redactados en un lenguaje de género inclusivo (Boletín N° S 1.805-09).


- Pasa a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.

Declaraciones de inadmisibilidad


Dos Mociones de los Honorables Senadores señores De Urresti y Lagos, referentes a los asuntos que se especifican a continuación:  


1.- La que propone un proyecto de ley que regula las designaciones, cualidades y labores de los agregados culturales.


2.- La que formula un proyecto de ley que modifica la ley             Nº 17.288, en lo relativo a la composición del Consejo de Monumentos Nacionales.


- Se declaran inadmisibles por corresponder a una materia de la iniciativa exclusiva de Su Excelencia la Presidenta de la República, conforme lo dispone el inciso cuarto número 2° del artículo 65 de la Constitución Política de la República.


Moción de los Honorables Senadores señores De Urresti, Lagos y Rossi, con la que se propone un proyecto de ley que modifica la ley Nº 19.169, que establece normas sobre el otorgamiento de los premios nacionales.


- Se declara inadmisible por corresponder a materias de la iniciativa exclusiva de Su Excelencia la Presidenta de la República, conforme lo disponen los incisos tercero y cuarto número 2° del artículo 65 de la Constitución Política de la República.

Solicitud de permiso constitucional


Del Honorable Senador señor Walker, don Patricio, para ausentarse del territorio nacional a contar del día 1° de mayo próximo.


- Se accede a lo solicitado.

Comunicaciones


De la Comisión de Vivienda y Urbanismo, con la que informa la elección del Honorable Senador señor Ignacio Walker Prieto como su Presidente.  


- Se toma conocimiento.


De la Comisión de Salud, con la que expone que ha acordado solicitar a la Sala la fusión de los siguientes proyectos de ley, ambos en primer trámite constitucional: el que modifica el Código Sanitario para regular la eutanasia (Boletín N° 9.602-11), y el que establece el derecho a la muerte digna (Boletín N° 4.271-11).


- Se accede a lo solicitado.

- - -


Durante el curso de la sesión, llega a la Mesa el siguiente documento:

Comunicación


Del Honorable Senador señor Matta, con el que manifiesta su voluntad de retirar su firma, en calidad de coautor del proyecto de ley que modifica la ley N° 20.609, para incorporar en el concepto de discriminación arbitraria toda distinción, exclusión o restricción que afecte a la maternidad o al nacimiento (Boletín N° 9.938-17), en primer trámite constitucional y que se encuentra radicado en la Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía.


- Se toma conocimiento.

_________

ACUERDOS DE COMITÉS



El señor Secretario General expresa que los Comités, en sesión celebrada en el día de hoy, han adoptado los siguientes acuerdos:

1.- Tratar como si fuere de fácil despacho, en la sesión ordinaria de hoy, el proyecto de ley que establece el día 11 de julio como “día de la dignidad nacional”, en conmemoración de la nacionalización del cobre (Boletín N° 9.443-08).


2.- Colocar en primer lugar del Orden del Día, de la sesión ordinaria de hoy, el proyecto de ley que modifica la ley N° 19.327, en lo tocante a su ámbito de aplicación y al establecimiento de un régimen sancionatorio efectivo, y la ley N° 20.502, en materia de funciones de la Subsecretaría de Prevención del Delito (Boletín Nº 9.566-29).


3.- Poner en primer y segundo lugar, respectivamente, del Orden del Día de la sesión ordinaria de mañana los siguientes proyectos de ley:


a) el que modifica la ley N° 19.995 y prorroga el funcionamiento de los casinos municipales (Boletín Nº 9.891-05).


b) el que fortalece al Servicio de Impuestos Internos para implementar la reforma tributaria (Boletín Nº 9.898-05), autorizando a la Comisión de Hacienda, en caso de ser necesario, a informar mediante un certificado.

_________

Posteriormente, el Honorable Senador señor Lagos 
solicita obtener el consentimiento de la Sala para dirigir sendos oficios, en su nombre y en el del Honorable Senador señor De Urresti, a S.E. la Presidenta de la República, con el objeto de que estudie la posibilidad de enviar a tramitación legislativa proyectos de ley que consideren las ideas contempladas en las Mociones que presentaran: la primera, que regula las designaciones, cualidades y labores de los agregados culturales, y la segunda, que modifica la ley Nº 17.288, en lo relativo a la composición del Consejo de Monumentos Nacionales, que fueran declaradas inadmisibles por referirse a materias propias de la iniciativa exclusiva de la señora Jefa de Estado.


Así se acuerda.

- - -


Luego, el mismo señor Senador pide lograr la anuencia de la Sala para dirigir oficio, en su nombre y en el de los Honorables Senadores señores De Urresti y Rossi, a S.E. la Presidenta de la República, con el objeto de que estudie la posibilidad de enviar a tramitación legislativa un proyecto de ley que considere las ideas contempladas en la Moción que presentaran, que modifica la ley Nº 19.169, que establece normas sobre el otorgamiento de los premios nacionales, que fuera declarada inadmisible por referirse a materias propias de la iniciativa exclusiva de la señora Jefa de Estado.


Así se acuerda.
- - -


A continuación, el Honorable Senador señor Espina requiere obtener la venia de la Sala para fijar un nuevo plazo para presentar indicaciones al proyecto de ley sobre probidad en la función pública (Boletín Nº 7.616-06), hasta las 15:00 horas del día 22 de abril próximo.


Se accede a lo solicitado, debiendo presentarse las indicaciones en la Secretaría de la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización.
- - -


Enseguida, el Honorable Senador señor Pérez Varela realiza similar solicitud para fijar un nuevo plazo de indicaciones al proyecto de ley que reconoce y da protección al derecho a la identidad de género (Boletín N° 8.924-07), hasta las 12:00 horas del día 30 de abril de 2015.

Se accede, debiendo presentarse las indicaciones en la Secretaría de la Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía.

- - -

Finalmente, la Sala acuerda incluir en la Tabla de hoy el proyecto de ley que establece excepción para la pesca artesanal con línea de mano de la especie jurel y que modifica regulación para establecimiento de ampliación de régimen de áreas de manejo y explotación de recursos bentónicos (Boletín          Nº 9.097-21).
- - -


La presente acta se ha elaborado en conformidad a lo dispuesto en el artículo 76 del Reglamento del Senado. Las opiniones, consultas, constancias, prevenciones y fundamentos de voto de los Honorables Senadores, respecto de los asuntos discutidos en esta sesión, así como las expresiones emitidas por ellos u otras autoridades durante la misma, se contienen en la correspondiente publicación oficial del Diario de Sesiones del Senado.

_________

ORDEN DEL DÍA

Proyecto de ley, iniciado en Moción de los Honorables Senadores señora Allende y señores De Urresti, Harboe, Larraín y Pizarro, en primer trámite constitucional, que establece el día 11 de julio como “Día de la Dignidad Nacional”, en conmemoración de la nacionalización del cobre, con informe de la Comisión de Minería y Energía

La Mesa anuncia que corresponde ocuparse de la iniciativa de la referencia.


El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de ley precedentemente individualizado, correspondiente al Boletín N° 9.443-08.

Añade que el objetivo de la iniciativa es declarar el 11 de julio de cada año como “Día de la Dignidad Nacional”, a fin de rememorar la fecha en que se aprobó por el Congreso Nacional la ley N° 17.450, que nacionalizó la Gran Minería del Cobre.

Destaca que la Comisión de Minería y Energía discutió este proyecto en general y en particular, por tratarse de aquellos de artículo único, y lo aprobó por la unanimidad de sus miembros, Honorables Senadores señora Allende y señores García-Huidobro, Guillier, Pizarro y Prokurica.

- - -


Seguidamente, se pone en votación el proyecto, en general y en particular, que es aprobado por 27 votos a favor y 3 abstenciones.

Votan por la afirmativa, los Honorables Senadores señoras Allende, Goic y Pérez San Martín y señores Allamand, Araya, Bianchi, Chahuán, De Urresti, Espina, García, García-Huidobro, Guillier, Harboe, Horvath, Lagos, Larraín, Letelier, Matta, Ossandón, Pizarro, Prokurica, Quintana, Quinteros, Rossi, Tuma, Walker (don Patricio) y Zaldívar.

Fundamenta su voto positivo, la Honorable Senadora señora Allende.

Se abstienen, los Honorables Senadores señora Van Rysselberghe y señores Coloma y Moreira.

- - -


Queda terminado el tratamiento de este asunto.


El texto del proyecto de ley aprobado por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE LEY:

“Artículo único.- Declárase el 11 de julio de cada año como “Día de la Dignidad Nacional”, en conmemoración de la fecha en que se aprobó la ley N° 17.450, que permitió la nacionalización de la Gran Minería del Cobre.”.

_________

Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica la ley N° 19.327, en lo tocante a su ámbito de aplicación y al establecimiento de un régimen sancionatorio efectivo, y la ley N° 20.502, en materia de funciones de la Subsecretaría de Prevención del Delito, con segundo informe de la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización e informe de la Comisión de Hacienda

El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse de la iniciativa de la referencia y solicita la anuencia de la Sala para el ingreso del Subsecretario de Prevención del Delito, señor Antonio Frey, y del asesor señor José Roa. Se accede.


El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de ley que tiene el Boletín N° 9.566-29 y con urgencia calificada de “suma”.

Añade que la iniciativa fue aprobada en general en sesión de 28 de enero de 2015, y cuenta con un segundo informe de la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización y con informe de la Comisión de Hacienda.

Resalta que la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización deja constancia, para los efectos reglamentarios, de que el artículo 3° -que pasa a ser 4°-, del proyecto no fue objeto de indicaciones o de modificaciones. Esta disposición debe darse por aprobada, salvo que algún Senador, con acuerdo unánime de los presentes, solicite su discusión y votación.

- - -


Seguidamente, y de conformidad a lo establecido en el artículo 124 del Reglamento del Senado, el señor Presidente da por aprobado el referido precepto.

- - -


Luego, el señor Secretario General agrega que la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización realizó diversas enmiendas al texto aprobado en general, todas las cuales fueron aprobadas por unanimidad.

Por su parte, la Comisión de Hacienda deja constancia de que se pronunció acerca del artículo 1°, números 7), letra a); 14); 15); y 22) -respecto de los artículos 25, incisos primero a sexto; 27, inciso tercero N° 1), y 30-; y artículo 4° del proyecto, en los términos en que fueron despachados por la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización, y de que no introdujo enmiendas al texto despachado por esa Comisión. No obstante, el artículo 30 contenido en el numeral 22) del artículo 1° del proyecto, modificado por la unanimidad de la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización, fue aprobado sólo por mayoría en la Comisión de Hacienda.

Cabe recordar que las enmiendas unánimes deben ser votadas sin debate, salvo que algún Senador manifieste su intención de impugnar la proposición de la Comisión respecto de alguna de ellas o que existan indicaciones renovadas. De estas enmiendas unánimes, las recaídas en los artículos 26 y 27 que se incorporan por el numeral 20) -que pasa a ser 22)- del artículo 1° del proyecto inciden en normas de rango orgánico constitucional.
- - -


Enseguida, el señor Secretario General subraya que la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización, en su segundo informe, propone efectuar las siguientes enmiendas al proyecto de ley aprobado en general:

Artículo 1º

Número 2)


- Reemplazar la mención “artículos 1°, 2° y 3°” por “artículos 1°, 2°, 3° y 3° bis”.

TÍTULO PRELIMINAR

Artículo 1°


- Intercalar en el inciso segundo del artículo 1°, nuevo propuesto, las palabras “por cualquier persona”, entre la voz “cometidas” y la expresión “con ocasión”.

Artículo 3°


- Sustituir su encabezado por el que sigue:


“Artículo 3°.- Son deberes de los organizadores, asociaciones y dirigentes de fútbol profesional, en el marco de la celebración de espectáculos organizados por ello o que les hubiesen sido autorizados, así como en los hechos o circunstancias conexas a éstos, los siguientes:”.


- Reemplazar en su letra b) la frase “adoptadas por la autoridad administrativa y policial”, por lo siguiente: “que la autoridad administrativa o policial le hayan ordenado adoptar,”. 


- Intercalar en su letra c), entre las palabras “seguridad” y “necesarias”, la frase: “establecidas en las leyes, reglamentos, disposiciones de la autoridad y protocolos determinados por la entidad superior del futbol profesional”.


- Sustituir su letra d) por la que sigue:


“d) Entregar a la autoridad, a la mayor brevedad, todos los antecedentes que le sean requeridos, tales como grabaciones, listado de asistentes, registros contables contemplados en el artículo 10° de esta ley y aquella que da cuenta del monto de la recaudación por concepto de venta de entradas de cada espectáculo de futbol profesional, documentos de la organización, informes técnicos y, en general, toda otra información que se le solicite.”.


- Reemplazar, en su letra e), la expresión “podrá reservarse” por “deberá ejercer”, e incorporar como su párrafo segundo, nuevo, el que sigue:


“Asimismo, el organizador deberá impedir el acceso al recinto deportivo a aquellas personas respecto de quienes, éste o cualquier otro organizador, hubiere ejercido el derecho de admisión y que ello haya sido informado e incorporado al registro a que hace referencia el artículo 30.”.


- Sustituir, en su letra f), la expresión inicial “Promover y realizar” por “Realizar”.


- Suprimir, en su letra g), sus palabras finales “conforme disponga el reglamento” y la coma (,) que le precede.


- Incorporar como letra h), nueva, la siguiente: 


“h) Denunciar, ante la autoridad que corresponda, los delitos que presenciaren o de los que tomaren conocimiento con ocasión de los espectáculos de futbol profesional o hechos conexos, en especial, los que les afectaren a ellos o a la institución a la que representan.”.


- Intercalar en el inciso final propuesto, a continuación de su expresión “Asimismo,” la oración “y sin perjuicio de la responsabilidad por el incumplimiento de las obligaciones señaladas anteriormente,”, y suprimir las comillas (“) y el punto (.) que le sigue.


- Agregar como su inciso final, nuevo, el siguiente:


“La entidad superior del fútbol profesional tendrá como deber elaborar el calendario de competiciones, mantener una adecuada organización del campeonato y velar porque los clubes participantes cumplan con los requisitos establecidos por la ley, el reglamento y las resoluciones administrativas correspondientes.”.


- Incorporar como artículo final del Título Preliminar el siguiente artículo 3° bis, nuevo:


“Artículo 3° bis.- Sin perjuicio de las obligaciones de los organizadores y asistentes establecidas en los artículos precedentes, toda persona natural o jurídica que tenga información o antecedentes que permitan identificar a los responsables de una infracción o delito que se haya producido con motivo u ocasión de la realización de un espectáculo de fútbol profesional o hecho o actividad conexa al mismo, tales como grabaciones o fotografías, deberá entregarla, a la mayor brevedad, a las policías o al Ministerio Público, cuando les sean requeridos por estos.


El requerimiento de información y antecedentes efectuados por las policías, podrá realizarse en el marco de las primeras diligencias efectuadas por aquellas y, en todo caso, no necesitará instrucción previa del fiscal competente.


La negativa injustificada a entregar dichas informaciones o antecedentes se castigará con la pena señalada para el delito establecido en el artículo 269 bis del Código Penal.”.


- Intercalar como número 3), nuevo, cambiando la numeración correlativa de los siguientes numerales, el que sigue:


“3) Reemplázase en el artículo 2°, que ha pasado a ser artículo 5°, su letra g), por la siguiente: 


“g) Disponer de medios de grabación, a través de cámaras de seguridad, que tengan los estándares de calidad suficientes para identificar a los asistentes al espectáculo de futbol profesional, junto con vigilar el perímetro del lugar donde se celebre el mismo. Estas cámaras deberán ser monitoreadas permanentemente por los organizadores durante el desarrollo del espectáculo, debiendo resguardarse sus imágenes por un periodo mínimo de 90 días y ello sin perjuicio de lo señalado en el artículo 3° bis.”.”.

Número 3)


- Ha pasado a ser número 4), con las siguientes enmiendas:


- Reemplazar, en su encabezado, la expresión “incisos cuarto y quinto” por “incisos cuarto, quinto, sexto y séptimo”;


- Sustituir el inciso cuarto por los siguientes incisos cuarto, quinto y sexto, pasando el inciso quinto propuesto a ser inciso séptimo: 


“Asimismo el intendente, o quien lo represente, podrá, fundado en razones de orden y seguridad, requerir a los organizadores cumplir con medidas adicionales de seguridad, rechazar por sectores el aforo máximo para el desarrollo del espectáculo, rechazar la programación del evento deportivo o su realización en un recinto determinado.


El Intendente podrá revocar, en cualquier momento, cuando se comprometa gravemente la seguridad y el orden público, y previo informe verbal o escrito de Carabineros, la respectiva autorización de un espectáculo de futbol profesional, decisión que se comunicará a Carabineros, al jefe de seguridad y al árbitro del encuentro.


Las facultades de los dos incisos anteriores se aplicarán a los hechos y circunstancias conexas señaladas en el inciso segundo del artículo primero, cuando proceda.”.

Número 4)


- Ha pasado a ser número 5), con las siguientes modificaciones:


- Reemplazar su letra a) por la que sigue:


a) En su inciso primero, intercálase entre las palabras “podrá” y “controlar” la frase “, siempre sujeto a las órdenes y disposiciones del organizador,”, y sustitúyese el texto que sigue a la expresión “presente ley”, por el siguiente: “, impedir el ingreso de elementos prohibidos; revisar el correspondiente ticket de ingreso; corroborar la identidad del asistente; hacer efectivo el derecho de admisión; impedir el ingreso de quienes tengan prohibición judicial de acceso y hacer efectiva la expulsión de los asistentes, cuando corresponda.”.


- Agregar como letra b), nueva, la siguiente:


“b) Incorpórase como incisos segundo y tercero, nuevos, los siguientes:


“Para el ejercicio de las funciones referidas en el inciso anterior, el personal de seguridad estará facultado para registrar vestimentas, bolsos, vehículos y todo elemento con que ingresen los espectadores al recinto deportivo.


El personal de seguridad podrá siempre solicitar el auxilio de la fuerza pública en caso de estimarse necesario.”.”.


- En su letra b), que ha pasado a ser letra c), ha reemplazado las palabras “segundo” por “cuarto” y “suficiencia” por “capacidades”, respectivamente.

Número 5)


- Ha pasado a ser número 6), reemplazado por el que sigue:


“6) Modifícase el artículo 3°, que ha pasado a ser artículo 9°, en el siguiente sentido:


a) Reemplázase en el inciso segundo la palabra “veinticuatro” por “la expresión “setenta y dos”, y 


b) Agrégase el siguiente inciso final, nuevo:


“Sin perjuicio de lo anterior, la Intendencia respectiva podrá, en casos calificados y mediante resolución fundada, autorizar la celebración de un partido de fútbol profesional que no haya sido informado dentro del plazo señalado en el inciso anterior.”.”.

Número 6)


Ha pasado a ser número 7), reemplazado por el que sigue:


“7) Modifícase el artículo 4°, que ha pasado a ser artículo 10°, en el siguiente sentido: 


a) Remplázase en el inciso tercero la expresión “doscientas” por “mil”.


b) Sustitúyese su inciso final por el siguiente:


“Tendrá competencia para conocer de estas infracciones, la autoridad encargada de autorizar la realización del espectáculo de fútbol profesional, de conformidad al procedimiento establecido en el artículo 26.”.”.

Número 7)


Ha pasado a ser número 8), sin enmiendas.

Número 8)


Ha pasado a ser número 9), sin modificaciones.

Número 9)


Ha pasado a ser número 10), con las siguientes enmiendas:


- Reemplazar su encabezado por el que sigue:


“10) En el artículo 6° A, que ha pasado a ser artículo 13, intercálase, luego del vocablo “inmediaciones”, la siguiente frase: “, o en el desarrollo de hechos o circunstancias conexas, de acuerdo a lo previsto en el inciso segundo del artículo 1°”.”.


- Suprimir sus letras a) y b).

Número 10)


Ha pasado a ser número 11), reemplazado por el que sigue:


“11) Modifícase el artículo 6° C, que ha pasado a ser artículo 15, en el siguiente sentido: 


a) Reemplázanse en las expresiones “6°, 6°A y 6°B” por “12, 13 y 14”, y “6°D” por “16”.


b) Incorpórase como inciso segundo, nuevo, el siguiente:


“Al momento de imponer la medida cautelar establecida en el inciso anterior, el Juez podrá establecer la medida adicional señalada en  el inciso tercero del artículo 16.”.”.

Número 11)


- Ha pasado a ser número 12), con las siguientes modificaciones:


- En su letra b), reemplazar “y las expresiones “6°” por “12”, “6°A” por “13”, “6°B” por “14” y “6°C” por “15”” por el siguiente texto: “y las expresiones “6°A” por “13” y “6° y 6°B” por “12 o 14”.


- Incorporar como letra c), nueva, la que sigue:


“c) Sustitúyese el párrafo segundo de la letra b) por el siguiente:


“El que quebrante la pena de prohibición de asistir a cualquier espectáculo de fútbol profesional será castigado con la pena de presidio menor en su grado mínimo, junto a la pena accesoria de prohibición de ingreso a espectáculos de fútbol profesional por tres años, que serán adicionales a los impuestos por la pena quebrantada. La misma pena se impondrá a quien quebrantare la medida cautelar personal y adicional establecidas en el artículo 15 y a quienes incumplan con la condición de prohibición de ingreso a los estadios de fútbol profesional, cuando ésta ha sido establecida de conformidad a lo previsto en el artículo 238 del Código Procesal Penal. En este último caso, esta sanción se aplicará, sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 239 del mismo cuerpo legal.”.”.


- Reemplazar su letra c), que ha pasado a ser letra d), por la siguiente:


“d) Incorpóranse los siguientes incisos tercero, cuarto y quinto, nuevos:


“Tratándose de la pena accesoria de prohibición de asistir a cualquier espectáculo de fútbol profesional respecto de los delitos establecidos en los artículos 12, 13 y 14, el tribunal podrá establecer la obligación de los condenados de presentarse y permanecer, durante el tiempo que dure dicha pena, en la unidad policial más cercana a su domicilio o  el lugar que determine, mientras se desarrollen, dentro o fuera de Chile, los espectáculos de fútbol profesional que el mismo tribunal precise.


En aquellos casos que se trate de un reincidente, el tribunal deberá imponer siempre la obligación de presentarse y permanecer, de que trata el inciso anterior.


Las penas accesorias señaladas en el inciso primero, así como la medida adicional establecida en el inciso tercero, podrán ser también impuestas a quienes fueren condenados por la comisión de delitos distintos a los contemplados en esta ley y que se hubieren cometido con ocasión de un espectáculo deportivo de fútbol profesional o en un hecho o circunstancia conexas al mismo.”.”.

Número 12)


Ha pasado a ser número 13), reemplazado por el que sigue:


“13) En el inciso primero del artículo 6°F, que ha pasado a ser artículo 18, reemplázase la expresión “6°, 6°A y 6°B” por “12, 13 y 14”.”.

Números 13) y 14)


Han pasado a ser números 14) y 15), respectivamente, sin otra modificación.

Número 15)


Ha pasado a ser número 16, reemplazado por el que sigue:


“16) Sustituir el encabezado del artículo 7°, que ha pasado a ser 19, por el siguiente: 


“Artículo 19.- Se considerarán circunstancias agravantes especiales en los delitos cometidos con ocasión de la celebración de un espectáculo de fútbol profesional, o en un hecho o circunstancia conexa al mismo, las siguientes:”.”.

Número 16)


Ha pasado a ser número 17), reemplazando el artículo 20 que propone, por el que sigue:


“Artículo 20.- Se suspenderá el derecho a ser socio o afiliado de organizaciones relacionadas con el fútbol profesional a quienes tengan vigente cualquiera de las sanciones establecidas en la presente ley, por el período que dure dicha sanción, y durante los tres años siguientes a su cumplimiento.”.

Números 17) y 18)


Han pasado a ser números 18 y 19, respectivamente, sin modificaciones.


- Incorporar como numeral 20), nuevo, el siguiente:


“20) Intercálase en el artículo 10, que ha pasado a ser artículo 24, como inciso tercero, nuevo, el que sigue:


“Las sentencias o resoluciones de los tribunales con competencia en lo criminal que impongan condenas o medidas cautelares referidas a la prohibición de asistencia a espectáculos de fútbol profesional, producirán sus efectos únicamente en lo referido a esta prohibición, desde que hayan sido notificadas al imputado y sin perjuicio de los recursos que procedan en su contra.”.”.

Número 19)


Ha pasado a ser número 21), sin otra enmienda.
Número 20)


Ha pasado a ser número 22), con las siguientes modificaciones:

En su artículo 25:


- Reemplazar sus incisos primero y segundo, por los que siguen:


“Artículo 25.- Las infracciones a lo dispuesto en la presente ley que sean cometidas por los organizadores, dirigentes de clubes y asociaciones de fútbol profesional, serán sancionadas de la siguiente forma:


1) En espectáculos categoría A las contravenciones menos graves serán sancionadas con multa de 25 a 250 UTM, las graves de 251 a 500 UTM; y las gravísimas de 501 a 1000 UTM. 


2) En espectáculos categoría B las contravenciones menos graves serán sancionadas con multa de 20 a 125 UTM, las graves de 126 a 250 UTM; y las gravísimas de 251 a 500 UTM.


3) En espectáculos categoría C las contravenciones menos graves serán sancionadas con multa de 10 a 25 UTM, las graves de 26 a 50 UTM; y las gravísimas de 51 a 100 UTM.


4) En espectáculos categoría D las contravenciones menos graves serán sancionadas con multa de 1 a 5 UTM, las graves de 6 a 10 UTM; y las gravísimas de 11 a 20 UTM.


Se considerarán contravenciones menos graves las establecidas en los artículos 2 letra a), 2 letra c) y 3 letra g); contravenciones graves las establecidas en los artículos 2 letra b), 3 letra d), 5 letra c) y 5 letra d); y contravenciones gravísimas las establecidas en los artículos 3 letra a), 3 letra b), 3 letra c), 3 letra e), 3 letra h), 5 letra b), 5 letra e), 5 letra f), 5 letra g), 5 letra h), 6 y 7, inciso final.


Las infracciones a lo dispuesto en el artículo 3 f), artículo 9 inciso segundo y artículo 29 d) serán sancionados con multa de 25 a 100 UTM; a lo dispuesto en el artículo 3 inciso final y artículo 9 inciso primero con multa de 25 a 1000 UTM; y a lo dispuesto en el artículo 20 con multa de 5 a 100 UTM.


Para la determinación de las multas referidas, la autoridad competente deberá tomar especialmente en consideración las circunstancias de comisión de la infracción; la falta de profesionalismo y la experiencia del infractor en organización de espectáculos de futbol profesional; la extensión del mal causado; la capacidad económica del infractor; y el nivel de riesgo a que se vieron expuestos los asistentes al espectáculo o la comunidad.”.


- En su inciso tercero, que ha pasado a ser inciso quinto, sustituir sus palabras iniciales “Dichas multas se elevarán al doble” por “Se aplicará el límite máximo de las sanciones establecidas en el inciso primero”, la expresión “en peligro” por “en grave peligro”, y eliminar su frase final “o que hiciere necesaria la intervención de Carabineros de Chile” y la coma (,) que le precede.


- Reemplazar su inciso cuarto, que ha pasado a ser inciso sexto, por el que sigue:


“En caso de reincidencia, los límites mínimos y máximo del marco señalado para cada una de las infracciones establecidas en la presente disposición se  elevarán conjuntamente al doble. Se entenderá para los efectos de este artículo que habrá reincidencia cuando un mismo infractor haya sido sancionado por la comisión de alguna de las infracciones contempladas en este artículo en un plazo inferior a 24 meses desde la comisión de la anterior.”.


- Agregar como incisos noveno y décimo, nuevos, los siguientes:  


“La imposición de la sanción consistente en la prohibición de asistir a espectáculos de fútbol profesional por no pago de multa, referida en el inciso anterior, suspenderá el plazo de prescripción de la sanción.


Sin perjuicio de lo establecido en los incisos anteriores, la entidad superior del fútbol profesional retendrá los pagos que, por cualquier concepto, deba hacer a los clubes de fútbol profesional, para hacer efectivas las responsabilidades por las infracciones establecidas en este artículo por las que ellos hayan sido sancionados.”.

En su artículo 26:


- Reemplazar, en su inciso primero, la expresión “el intendente respectivo”, por “la autoridad encargada de autorizar la realización del espectáculo de fútbol profesional,” y, en su inciso segundo, las palabras “del intendente” por “de la autoridad encargada de autorizar la realización del espectáculo de fútbol profesional,”.

En su artículo 27:


- Reemplazar sus letras f) y g), de su inciso primero, por las que siguen:


“f) Cometer, provocar o participar en desórdenes que alteren el orden y tranquilidad del espectáculo de fútbol profesional o infringir las instrucciones y reglas que dictare la intendencia u otra autoridad para su normal desarrollo.


g) Efectuar o proferir expresiones de carácter discriminatorio sancionadas por la ley en contra de cualquiera de los participantes del espectáculo de fútbol profesional.”.


- Suprimir su inciso segundo.


- Reemplazar en su inciso tercero, que ha pasado a ser inciso segundo, la frase “se hubiere perpetrado el hecho” por “se hubiere dado principio a la ejecución del hecho que da origen al proceso,”, y agregar después de su punto aparte (.) que pasa a ser punto seguido, las siguientes oraciones: “Sin perjuicio de lo anterior, el recurso de apelación contra la sentencia definitiva se concederá en el sólo efecto devolutivo. Asimismo, las resoluciones dictadas en el proceso, incluyendo las sentencias definitivas, serán notificadas siempre por carta certificada al infractor, sin perjuicio de la facultad del Tribunal de determinar, en casos calificados y por resolución fundada, que la notificación sea realizada por Carabineros de Chile.”. 

En su inciso cuarto:


- En su encabezado, intercalar la palabra “conjuntamente” entre las voces “aplicará” y “las”;


- Sustituir la denominación de los literales “a)”, “b)”, “c)” y “d)” por “1)”, “2)”, “3)” y “4)”, respectivamente;


- En su letra a), que ha pasado a ser número 1), reemplazar su punto final (.) por una coma (,) y agregar lo siguiente: “a excepción de la conducta descrita en la letra c) de este artículo, la que se sancionará con las penas de multa establecida en los incisos segundo y tercero del artículo 2° de la ley N° 19.680, según sea el caso, y la de comiso del inciso cuarto de esa disposición, sin perjuicio de la aplicación de las demás sanciones que a continuación se señalan.”.


- En su letra b), que ha pasado a ser número 2), sustituir su voz final “segundo” por “tercero”.


- Reemplazar sus incisos quinto, sexto y séptimo, por los siguientes:


“En caso de reincidencia en alguna de las conductas señaladas en este artículo, las sanciones se elevarán al doble. Si se cometieren nuevamente, las sanciones se elevarán al triple. Se entenderá para los efectos de este artículo, que habrá reincidencia o nueva comisión, según el caso, cuando un mismo sujeto haya sido sancionado por la comisión de alguna de las  infracciones contempladas en la presente disposición, en un plazo inferior a 24 meses contados desde la comisión de la última.


Tratándose del no pago de la multa impuesta, se impondrá como sanción la prohibición de asistir a todo espectáculo de fútbol profesional por todo el tiempo que el infractor no pague la multa o ésta no le sea sustituida, lo que se impondrá sin perjuicio de la prohibición señalada en el número 2) del inciso tercero. La sanción señalada anteriormente cesará por el solo ministerio de la ley cuando se acredite el pago de las multas impuestas, sin perjuicio de la prohibición de ingreso decretada por el tribunal con competencia en lo criminal. Asimismo, el tribunal podrá, en casos calificados, imponer adicionalmente al infractor, por vía de sustitución y apremio, las medidas establecidas en el artículo 23 de la ley       N° 18.287.


La imposición por parte del Tribunal de la prohibición de asistir a espectáculos de fútbol profesional referida en el inciso anterior, suspenderá el plazo de prescripción de la sanción.”.


- En su inciso octavo, sustituir su punto final (.) por una coma (,), y agregar la siguiente frase: “de conformidad a lo establecido en el artículo 9° de la ley N° 18.287.”.


- En su artículo 28, reemplazar la palabra “supervigilará” por “supervisará”.

En el artículo 29:


- Reemplazar su letra a) por la siguiente:


“a) Tratándose de delitos cometidos con ocasión de la celebración de un espectáculo de fútbol profesional o de un hecho o circunstancia conexa al mismo, el tribunal con competencia en lo criminal que corresponda deberá comunicar a la Subsecretaría de Prevención del Delito, del Ministerio del Interior y Seguridad Pública, las sentencias condenatorias que consignen la comisión de los mismos, dentro de las cuarenta y ocho horas siguientes a que hubieren quedado ejecutoriadas. Sin embargo, en el caso de aquellas sentencias condenatorias que impongan prohibición de ingresar a espectáculos de fútbol profesional, el Tribunal correspondiente deberá remitirlas a la Subsecretaría señalada, dentro de las cuarenta y ocho horas siguientes a que hayan sido notificadas al imputado.


Asimismo, tratándose de tales delitos los tribunales referidos deberán comunicar también, a la Subsecretaría de Prevención del Delito, las resoluciones judiciales que impongan o dejen sin efecto medidas cautelares personales o las que aprueban suspensiones condicionales del procedimiento, dentro de las cuarenta y ocho horas siguientes a que se hubieren notificado al imputado.”.


- En su letra b), reemplazar la expresión “dictadas, las resoluciones administrativas ejecutoriadas” por “notificadas, las resoluciones administrativas” e intercalar entre las palabras “carácter” y “según” la oración “, así como aquellas que impongan la sanción de prohibición de asistencia a espectáculos de fútbol profesional por no pago de multa de acuerdo a lo establecido en el inciso octavo del artículo 25,”.


- En su letra c), sustituir la palabra “ejecutoriadas” por la siguiente oración: “, aquellas resoluciones que impongan la sanción de prohibición de asistencia a espectáculos de fútbol profesional por no pago de multa de acuerdo a lo establecido en el inciso quinto del artículo 27 y las que acrediten su pago efectivo o el cumplimiento de la sanción sustitutiva,”.


- Reemplazar su letra d), por la siguiente:


“d) Tratándose del ejercicio del derecho de admisión, la entidad superior del fútbol profesional deberá remitir a la Subsecretaría de Prevención del Delito del Ministerio del Interior y Seguridad Pública, dentro de las veinticuatro horas siguientes a que haya tomado conocimiento, las decisiones de los organizadores en dicha materia, de acuerdo a lo establecido en el Reglamento de esta ley. En la información que se remita se deberán incorporar los antecedentes de la decisión e individualizar a los afectados.”.


- En su inciso segundo, intercalar entre la palabra “organizadores” y las voz “se”, lo siguiente: “se remitirán por vía electrónica al correo institucional que al efecto señale la Subsecretaría de Prevención del Delito y”.


- Suprimir su inciso final.

En su artículo 30:


- En su inciso primer suprimir su oración final, pasando el punto seguido (.), que sigue a la palabra “aplicadas”, a ser punto final (.).


- En su inciso segundo, reemplazar el punto, las comillas y el punto final (.”.) por una coma (,); agregar la siguiente frase: “la que regirá supletoriamente en todo aquello no regulado por la presente ley.”, 


- Incorporar como inciso tercero, nuevo, el siguiente:


“Los intendentes o autoridades encargadas de autorizar los espectáculos de futbol profesional tendrán acceso a los datos del registro referido y podrán consultarlos para el ejercicio de las facultades establecidas en la presente ley.”.

Artículo 31, nuevo


Consignar como artículo 31, nuevo, el que sigue:


“Artículo 31.- Las infracciones previstas en el artículo 25 de la presente ley, prescribirán en el plazo de un año, contado desde la comisión de las mismas.


En el mismo plazo establecido en el inciso anterior, prescribirán las acciones que persigan la responsabilidad por las infracciones establecidas en el artículo 27, contado desde la comisión de las mismas.


Las sanciones impuestas por el intendente respectivo o la autoridad que corresponda , por las infracciones establecidas en el artículo 25, prescribirán en el plazo de dos años, contado desde que hubiere quedado ejecutoriado el acto administrativo que ordenó su imposición. 


En el mismo plazo establecido en el inciso anterior, prescribirán aquéllas sanciones que apliquen los Juzgados de Policía Local por las contravenciones señaladas en el artículo 27, contado desde que hubiere quedado ejecutoriada la sentencia condenatoria.”.

Artículo 2°


En la letra f) que propone, reemplazar “ley N°19.327” por “ley    N° 19.327, de derechos y deberes en los espectáculos de fútbol profesional”.

Artículo 3°, nuevo


- Incorporar como artículo 3°, nuevo, el siguiente:


“Artículo 3°.- Modifícase el Código Penal,  de la siguiente manera:


1) Intercálase, a continuación del artículo 268 quinquies, el siguiente párrafo 1 ter y artículo 268 sexies, en el Título VI del Libro II:


“1 ter. Retenciones o toma de control de vehículo de transporte público de pasajeros.


Art. 268 sexies.- Los que mediante violencia o intimidación retuvieren o tomaren el control de un vehículo de transporte público de pasajeros serán sancionados con la pena de presidio mayor en su grado mínimo, sin perjuicio de las penas que correspondan por los otros delitos cometidos con ocasión del hecho. En este último caso, todas las penas se impondrán conjuntamente, en la forma prescrita por el artículo 74 del Código Penal.


Si el hecho consistiere en la apropiación del vehículo no tendrá lugar lo previsto en el inciso precedente y, en su lugar, se impondrán las penas de los delitos establecidos en los artículos 433 y 436, inciso primero, del Código Penal, según correspondiere, con exclusión de su grado mínimo.


Sin perjuicio de lo dispuesto en los incisos anteriores, si los hechos constituyeren algún delito o delitos de mayor gravedad, se estará a la pena señalada para ellos.”.


2) Sustitúyese el epígrafe del párrafo 2 del Título VI denominado  “Desórdenes públicos" por “Otros desordenes públicos”.


3) En el artículo 269, reemplázase el pronombre inicial "Los", por la frase "Fuera de los casos sancionados en el párrafo anterior, los".”.

Artículo 3°


Ha pasado a ser artículo 4°, sin enmiendas.

- - -


Luego, el señor Presidente pone en discusión las enmiendas propuestas -excepto la que se consigna más adelante- y otorga el uso de la palabra al Honorable Senador señor Espina.


Cerrado el debate y puestas en votación dichas enmiendas, son aprobadas por 38 votos a favor, de un total de 38 Senadores en ejercicio, dándose cumplimiento, de esta forma, a lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 66 de la Constitución Política de la República, respecto de los artículos 26 y 27 contenidos en el numeral 20) -que pasa a ser 22)- del artículo 1° del proyecto.

Votan afirmativamente, los Honorables Senadores señoras Allende, Goic, Muñoz, Pérez San Martín, Van Rysselberghe y Von Baer y señores Allamand, Araya, Bianchi, Chahuán, Coloma, De Urresti, Espina, García, García-Huidobro, Girardi, Guillier, Harboe, Horvath, Lagos, Larraín, Letelier, Matta, Montes, Moreira, Navarro, Orpis, Ossandón, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Quintana, Quinteros, Rossi, Tuma, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar.


Fundamentan su voto positivo, los Honorables Senadores señor Prokurica, señora Von Baer y señores Harboe, Lagos, Quinteros, Espina y Navarro.

- - -


Luego, se ponen en discusión las modificaciones propuestas en relación con el artículo 30 contenido en el numeral 20) -que pasa a ser 22)- del artículo 1° -incluida la indicación acordada por la Sala-, y se ofrece la palabra a los Honorables Senadores señores Coloma, Zaldívar, García, Espina, Harboe, Pérez Varela, Navarro y Prokurica. Interviene, también, el señor Subsecretario de Prevención del Delito.


Cerrado el debate y puestas en votación las modificaciones antedichas -incluida la indicación que acordara introducir la Sala-, son aprobadas por la unanimidad de los Senadores presentes.

- - -


Queda terminado el tratamiento de este asunto.


El texto del proyecto aprobado por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE LEY:


“Artículo 1°.- Incorpóranse las siguientes modificaciones en la ley N°19.327, que fija normas para prevención y sanción de hechos de violencia en recintos deportivos con ocasión de espectáculos de fútbol profesional:


1) Sustitúyese el epígrafe de la ley N°19.327 por el siguiente: “Ley N°19.327, de derechos y deberes en los espectáculos de fútbol profesional”.


2) Agrégase el siguiente Título Preliminar, incorporando los siguientes artículos 1°, 2°, 3° y 3° bis, alterándose la actual numeración del articulado de la ley en referencia como sigue: los artículos 1°, 2°, 2°A, 2°B, 2°C, 3°, 4°, 5°, 6°, 6°A, 6°B, 6°C, 6°D, 6°E, 6°F, 7°, 7°A, 9°, 9°A y 10, pasan a ser, respectivamente, los artículos 4°, 5°, 6°, 7°, 8°, 9°, 10, 11, 12, 13, 14, 15, 16, 17, 18, 19, 21, 22, 23 y 24.

“TÍTULO PRELIMINAR

Del ámbito de aplicación, derechos y deberes de los asistentes y de los organizadores de espectáculos de fútbol profesional.


Artículo 1°.- La presente ley regula la realización de los espectáculos de fútbol profesional, establece los derechos y deberes de los asistentes, los requisitos de los recintos deportivos en que éstos se desarrollen, y las obligaciones de las organizaciones deportivas de fútbol profesional, de los organizadores de dichos espectáculos y de los administradores de los recintos correspondientes.


Se aplicará la presente ley, de igual manera, a los delitos, faltas e infracciones cometidas por cualquier persona con ocasión de un espectáculo de fútbol profesional, sea en el interior del recinto deportivo o en sus inmediaciones. Asimismo, se aplicará a todos los hechos y circunstancias conexas a dicho espectáculo y, especialmente, a los ejecutados en el transcurso de entrenamientos, animaciones previas, celebraciones, venta de entradas, uso de los servicios de transporte público remunerado de pasajeros y desplazamientos de los equipos, de los asistentes, de los medios de comunicación y otros intervinientes a los recintos deportivos y lugares de concentración, anteriores o posteriores a un evento deportivo, que tengan como motivo o causa principal los espectáculos antes referidos.


También se aplicará a las conductas ejecutadas contra los actores relacionados con los espectáculos mencionados, tales como jugadores, directores técnicos, miembros del equipo técnico, dirigentes, funcionarios administrativos de los clubes y del ente superior del fútbol profesional, periodistas y árbitros, en su calidad de tales, en el marco del espectáculo de fútbol profesional y de los hechos conexos.


Artículo 2°.- Son derechos y deberes de los asistentes a espectáculos de fútbol profesional los siguientes:


a) Derecho a asistir y participar del espectáculo deportivo y conocer las condiciones de ingreso y de permanencia en el recinto, las que se establecerán en el reglamento de esta ley.


b) Derecho a que los espectáculos y los recintos deportivos cumplan con condiciones básicas de higiene, seguridad y salubridad.


c) Derecho a contar con información oportuna sobre las condiciones básicas de seguridad en el espectáculo y en el recinto deportivo, sobre las medidas de prevención y protección de riesgos inherentes a la actividad, y todas las medidas técnicas necesarias y suficientes que los organizadores, dentro de su esfera de control, deban adoptar con dicho propósito.


d) Deber de respetar las condiciones de ingreso y de permanencia, y no afectar o poner en peligro su propia seguridad, la del resto de los asistentes o del espectáculo en general.


Estos derechos y deberes deberán ser informados por los organizadores del espectáculo a través de medios tecnológicos, medios de comunicación local o nacional u otros aptos para tal efecto.


Artículo 3°.- Son deberes de los organizadores, asociaciones y dirigentes de fútbol profesional, en el marco de la celebración de espectáculos organizados por ellos o que les hubiesen sido autorizados, así como en los hechos o circunstancias conexas a éstos, los siguientes:

a) Organizar y administrar el espectáculo deportivo adoptando todas las medidas necesarias y las exigidas para el correcto desarrollo del mismo, incluyendo aquellas que sean determinadas por el intendente al autorizar el espectáculo.


b) Supervisar y garantizar el cumplimiento de la ley, su reglamento y las disposiciones que la autoridad administrativa o policial le hayan ordenado adoptar, para cada espectáculo deportivo, hecho o actividad conexa.


c) Adoptar las medidas de seguridad establecidas en las leyes, reglamentos, disposiciones de la autoridad y protocolos determinados por la entidad superior del futbol profesional necesarias para prevenir alteraciones a la seguridad y al orden público que sean producto del espectáculo deportivo de fútbol profesional, hecho o actividad conexa, tales como venta de entradas, entrenamientos, concentraciones y traslados de equipos.


d) Entregar a la autoridad, a la mayor brevedad, los antecedentes que les sean requeridos para la fiscalización de la presente ley, tales como grabaciones, listado de asistentes, registros contables contemplados en el artículo 10 de esta ley y aquellos que den cuenta del monto de la recaudación por concepto de venta de entradas de cada espectáculo de fútbol profesional, documentos de la organización e informes técnicos.


e) El organizador deberá ejercer el derecho de admisión, conforme lo establezca el reglamento, respecto de quienes infrinjan las condiciones de ingreso y permanencia o cuando existan motivos que justifiquen razonablemente la utilización de dicha facultad.


Asimismo, el organizador deberá impedir el acceso al recinto deportivo a aquellas personas respecto de quienes, éste o cualquier otro organizador, hubiere ejercido el derecho de admisión y que ello haya sido informado e incorporado al registro a que hace referencia el artículo 30.

f) Realizar actividades de difusión y extensión que promuevan una cultura de convivencia, bienestar y seguridad en los espectáculos de fútbol profesional.


g) Establecer accesos preferenciales para espectadores que asistan con menores de edad, mujeres embarazadas, personas con situación de discapacidad y adultos mayores.


h) Denunciar, ante la autoridad que corresponda, los delitos que presenciaren o de los que tomaren conocimiento con ocasión de los espectáculos de futbol profesional o hechos conexos, en especial, los que les afectaren a ellos o a la institución a la que representan.


Asimismo, y sin perjuicio de la responsabilidad por el incumplimiento de las obligaciones señaladas anteriormente, los organizadores de espectáculos de fútbol profesional estarán sujetos a las obligaciones que para los proveedores impone la ley N°19.496, sobre protección de los derechos de los consumidores, debiendo aplicarse el procedimiento establecido en dicho cuerpo normativo respecto de las eventuales infracciones a los preceptos mencionados.


La entidad superior del fútbol profesional tendrá como deber elaborar el calendario de competiciones, mantener una adecuada organización del campeonato y velar porque los clubes participantes cumplan con los requisitos establecidos por la ley, el reglamento y las resoluciones administrativas correspondientes.

Artículo 3° bis.- Sin perjuicio de las obligaciones de los organizadores y asistentes establecidas en los artículos precedentes, toda persona natural o jurídica que tenga información o antecedentes que permitan identificar a los responsables de una infracción o delito que se haya producido con motivo u ocasión de la realización de un espectáculo de fútbol profesional o hecho o actividad conexa al mismo, tales como grabaciones o fotografías, deberá entregarla, a la mayor brevedad, a las policías o al Ministerio Público, cuando les sean requeridos por éstos.


El requerimiento de información y antecedentes efectuado por las policías podrá realizarse en el marco de las primeras diligencias practicadas por aquellas y, en todo caso, no necesitará instrucción previa del fiscal competente.


La negativa injustificada a entregar dichas informaciones o antecedentes se castigará con la pena señalada para el delito establecido en el artículo 269 bis del Código Penal.


3) Reemplázase en el artículo 2°, que ha pasado a ser artículo 5°, la letra g), por la siguiente: 


“g) Disponer de medios de grabación, a través de cámaras de seguridad, que tengan los estándares de calidad suficientes para identificar a los asistentes al espectáculo de fútbol profesional, junto con vigilar el perímetro del lugar donde se celebre el mismo. Estas cámaras deberán ser monitoreadas permanentemente por los organizadores durante el desarrollo del espectáculo, debiendo resguardarse sus imágenes por un período mínimo de 90 días, sin perjuicio de lo señalado en el artículo 3° bis.”.


4) Agréganse en el artículo 2°A, que ha pasado a ser 6°, los siguientes incisos cuarto, quinto, sexto y séptimo:


Asimismo el intendente, o quien lo represente, podrá, fundado en razones de orden y seguridad, requerir a los organizadores cumplir con medidas adicionales de seguridad, rechazar por sectores el aforo máximo para el desarrollo del espectáculo, rechazar la programación del evento deportivo o su realización en un recinto determinado.


El intendente podrá revocar, en cualquier momento, cuando se comprometa gravemente la seguridad y el orden público, y previo informe verbal o escrito de Carabineros de Chile, la respectiva autorización de un espectáculo de fútbol profesional, decisión que se comunicará a Carabineros de Chile, al jefe de seguridad y al árbitro del encuentro.


Las facultades de los dos incisos anteriores se ejercerán respecto de los hechos y circunstancias conexas señaladas en el inciso segundo del artículo 1°, cuando proceda.

Las medidas adicionales de seguridad impuestas a los organizadores deberán ser proporcionales a la clasificación del riesgo del encuentro de fútbol profesional, de acuerdo a lo establecido en el reglamento de esta ley.”.


5) Efectúanse las siguientes modificaciones en el artículo 2° B, que ha pasado ser 7°:


a) Sustitúyese el inciso primero, por el siguiente:


“Artículo 7°.- El personal de seguridad contratado por el organizador del espectáculo de fútbol profesional podrá, siempre sujeto a las órdenes y disposiciones del organizador, controlar que los asistentes cumplan con los requisitos de ingreso y permanencia que determine el reglamento de la presente ley, impedir el ingreso de elementos prohibidos, revisar el correspondiente ticket de ingreso, corroborar la identidad del asistente, hacer efectivo el derecho de admisión, impedir el ingreso de quienes tengan prohibición judicial de acceso y hacer efectiva la expulsión de los asistentes, cuando corresponda.”.


b) Incorpóranse, como incisos segundo, tercero y cuarto, los siguientes:


“Para el ejercicio de las funciones referidas en el inciso anterior, el personal de seguridad estará facultado para registrar vestimentas, bolsos, vehículos y todo elemento con que ingresen los espectadores al recinto deportivo.


El personal de seguridad podrá siempre solicitar el auxilio de la fuerza pública en caso de estimarse necesario.


El reglamento fijará la aptitud, capacidades y las obligaciones que deberán cumplir los guardias de seguridad.”.

6) Modifícase el artículo 3°, que ha pasado a ser artículo 9°, del modo que sigue:


a) Reemplázase, en el inciso segundo, la palabra “veinticuatro” por la expresión “setenta y dos”. 


b) Agrégase el siguiente inciso final:


“Sin perjuicio de lo anterior, la Intendencia respectiva podrá, en casos calificados y mediante resolución fundada, autorizar la celebración de un partido de fútbol profesional que no haya sido informado dentro del plazo señalado en el inciso anterior.”.


7) Modifícase el artículo 4°, que ha pasado a ser artículo 10, de la siguiente forma: 


a) Reemplázase, en el inciso tercero, la palabra “doscientas” por “mil”.


b) Sustitúyese su inciso final, por el que sigue:


“Tendrá competencia para conocer de estas infracciones la autoridad encargada de autorizar la realización del espectáculo de fútbol profesional, de conformidad al procedimiento establecido en el artículo 26.”.


8) Reemplázase en el artículo 5°, que ha pasado a ser 11, el ordinal “1°” por “4°”.


9) Agrégase en el inciso 1° del artículo 6°, que ha pasado a ser 12, luego del vocablo “inmediaciones”, la siguiente frase: “, o en el desarrollo de hechos o circunstancias conexas, de acuerdo a lo previsto en el inciso segundo del artículo 1°”.


10) Intercálase en el artículo 6° A, que ha pasado a ser artículo 13, luego del vocablo “inmediaciones”, la siguiente frase: “, o en el desarrollo de hechos o circunstancias conexas, de acuerdo a lo previsto en el inciso segundo del artículo 1°”.


11) Modifícase el artículo 6° C, que ha pasado a ser artículo 15, en los siguientes términos: 


a) Reemplázanse las expresiones “6°, 6° A y 6° B” por “12, 13 y 14”, y “6° D” por “16”.


b) Incorpórase el siguiente inciso segundo:


“Al momento de imponer la medida cautelar establecida en el inciso anterior, el juez podrá establecer la medida adicional señalada en  el inciso tercero del artículo 16.”.


12) Efectúanse las siguientes modificaciones en el artículo 6°D, que ha pasado a ser 16:


a) Reemplázase en su inciso primero la expresión “6°, 6°A y 6°B” por “12, 13 y 14”.


b) Modifícase su letra b) como sigue:


i) Sustitúyense, en el párrafo primero, el vocablo “uno” por “dos”; la palabra “dos” por “cuatro”, y las expresiones “6° A” por “13” y “6° y 6° B” por “12 ó 14”.


ii) Reemplázase el párrafo segundo, por el siguiente:


“El que quebrante la pena de prohibición de asistir a cualquier espectáculo de fútbol profesional será castigado con la pena de presidio menor en su grado mínimo, junto a la pena accesoria de prohibición de ingreso a espectáculos de fútbol profesional por tres años, que serán adicionales a los impuestos por la pena quebrantada. La misma pena se aplicará a quien quebrantare la medida cautelar personal y adicional establecidas en el artículo 15 y a quienes incumplan con la condición de prohibición de ingreso a los estadios de fútbol profesional, cuando ésta haya sido establecida de conformidad a lo previsto en el artículo 238 del Código Procesal Penal. En este último caso, esta sanción se aplicará sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 239 del mismo cuerpo legal.”.


c) Incorpóranse los siguientes incisos tercero, cuarto y quinto:


“Tratándose de la pena accesoria de prohibición de asistir a cualquier espectáculo de fútbol profesional respecto de los delitos contemplados en los artículos 12, 13 y 14, el tribunal podrá establecer la obligación de los condenados de presentarse y permanecer, durante el tiempo que dure dicha pena, en la unidad policial más cercana a su domicilio o  el lugar que determine, mientras se desarrollen, dentro o fuera de Chile, los espectáculos de fútbol profesional que el mismo tribunal precise.


En aquellos casos que se trate de un reincidente, el tribunal deberá imponer siempre la obligación de presentarse y permanecer, de que trata el inciso anterior.


Las penas accesorias señaladas en el inciso primero, así como la medida adicional establecida en el inciso tercero, podrán ser también impuestas a quienes fueren condenados por la comisión de delitos distintos a los contemplados en esta ley y que se hubieren cometido con ocasión de un espectáculo deportivo de fútbol profesional o en un hecho o circunstancia conexas al mismo.”.


13) Reemplázase en el inciso primero del artículo 6° F, que ha pasado a ser artículo 18, la expresión “6°, 6° A y 6° B” por “12, 13 y 14”.


14) Suprímese el artículo 6°G.


15) Elimínase el artículo 6°H.


16) Sustitúyese el encabezamiento del artículo 7°, que ha pasado a ser 19, por el siguiente: 


“Artículo 19.- Se considerarán circunstancias agravantes especiales en los delitos cometidos con ocasión de la celebración de un espectáculo de fútbol profesional, o en un hecho o circunstancia conexa al mismo, las siguientes:”.

17) Intercálase el siguiente artículo 20:


“Artículo 20.- Se suspenderá el derecho a ser socio o afiliado de organizaciones relacionadas con el fútbol profesional a quienes tengan vigente cualquiera de las sanciones establecidas en la presente ley, por el período que dure dicha sanción, y durante los tres años siguientes a su cumplimiento.”.


18) Incorpóranse las siguientes modificaciones en el artículo 9°, que ha pasado a ser 22:


a) Reemplázase en el inciso primero la expresión “6°, 6°A y 6°B” por “12, 13 y 14”.


b) Sustitúyese en el inciso segundo la expresión “6°D” por el vocablo “16”. 


19) Incorpóranse las siguientes enmiendas en el artículo 9°A, que ha pasado a ser 23:


a) Reemplázase en el inciso primero la expresión “los artículos 6°G y 6°H” por “el artículo 27”.


b) Sustitúyese en el inciso segundo la expresión “6°G” por el vocablo “27”.”.


20) Intercálase en el artículo 10, que ha pasado a ser artículo 24, el siguiente inciso tercero, nuevo, pasando el actual inciso tercero a ser cuarto:


“Las sentencias o resoluciones de los tribunales con competencia en lo criminal que impongan condenas o medidas cautelares referidas a la prohibición de asistencia a espectáculos de fútbol profesional producirán sus efectos, únicamente en lo referido a esta prohibición, desde que hayan sido notificadas al imputado y sin perjuicio de los recursos que procedan en su contra.”.


21) Reemplázase el epígrafe del TÍTULO III por el siguiente: 

“TÍTULO III

Infracciones administrativas y su procedimiento sancionatorio”


22) Agréganse los siguientes artículos 25, 26, 27, 28, 29, 30 y 31:


Artículo 25.- Las infracciones a lo dispuesto en la presente ley que sean cometidas por los organizadores, dirigentes de clubes y asociaciones de fútbol profesional serán sancionadas de la siguiente forma:


1) En espectáculos categoría A, las contravenciones menos graves serán sancionadas con multa de 25 a 250 UTM; las graves de 251 a 500 UTM, y las gravísimas de 501 a 1000 UTM. 


2) En espectáculos categoría B, las contravenciones menos graves serán sancionadas con multa de 20 a 125 UTM; las graves de 126 a 250 UTM, y las gravísimas de 251 a 500 UTM.


3) En espectáculos categoría C, las contravenciones menos graves serán sancionadas con multa de 10 a 25 UTM; las graves de 26 a 50 UTM, y las gravísimas de 51 a 100 UTM.


4) En espectáculos categoría D, las contravenciones menos graves serán sancionadas con multa de 1 a 5 UTM; las graves de 6 a 10 UTM, y las gravísimas de 11 a 20 UTM.


Se considerarán contravenciones menos graves las infracciones a lo establecido en las letras a) y c) del artículo 2° y en la letra g) del artículo 3°; contravenciones graves las infracciones a lo previsto en la letra b) del artículo 2°, en la letra d) del artículo 3°, y en las letras c) y d) del artículo 5°, y contravenciones gravísimas las infracciones a lo establecido en las letras a), b), c), e) y h) del artículo 3°, en las letras b), e), f), g) y h) de artículo 5°, en el artículo 6°, y en el inciso final del artículo 7°.


Las infracciones a lo dispuesto en la letra f) del artículo 3°, en el inciso segundo del artículo 9° y en la letra d) del artículo 29 serán sancionadas con multa de 25 a 100 UTM; las contravenciones a lo establecido en el inciso final del artículo 3° y en el inciso primero del artículo 9°, con multa de 25 a 1000 UTM, y las infracciones a lo dispuesto en el artículo 20, con multa de 5 a 100 UTM.


Para la determinación de las multas referidas, la autoridad competente deberá tomar especialmente en consideración las circunstancias de comisión de la infracción, la falta de profesionalismo y la experiencia del infractor en organización de espectáculos de fútbol profesional, la extensión del mal causado, la capacidad económica del infractor y el nivel de riesgo a que se vieron expuestos los asistentes al espectáculo o la comunidad.


Se aplicará el límite máximo de las sanciones establecidas en el inciso primero en los casos en que, producto de las infracciones a la presente ley, a su reglamento o a lo dispuesto por la autoridad competente en la resolución administrativa que autoriza al respectivo recinto o evento deportivo, se produjeren desórdenes, agolpamientos, tumultos u otras circunstancias que afecten o pongan en grave peligro a los asistentes, o cualquier otra alteración al orden público.


En caso de reincidencia, los límites mínimos y máximo del marco señalado para cada una de las infracciones establecidas en la presente disposición se  elevarán conjuntamente al doble. Se entenderá para los efectos de este artículo que habrá reincidencia cuando un mismo infractor haya sido sancionado por la comisión de alguna de las infracciones contempladas en esta disposición en un plazo inferior a 24 meses desde la comisión de la anterior.


Adicionalmente, en los casos de los dos incisos anteriores, se podrá aplicar, para los espectáculos de fútbol profesional futuros que la autoridad administrativa determine, la prohibición de asistencia de los hinchas o espectadores del equipo visita o local.


En los casos en que las multas impuestas de conformidad a los incisos anteriores no sean pagadas, se sancionará a los dirigentes del club organizador del espectáculo, o a los dirigentes de los clubes o asociaciones infractoras, en su caso, con la prohibición de asistir a todo espectáculo de fútbol profesional por el período de tres años. La sanción cesará por el solo ministerio de la ley cuando se acredite el pago de las multas impuestas.


La imposición de la sanción consistente en la prohibición de asistir a espectáculos de fútbol profesional por no pago de multa, referida en el inciso anterior, suspenderá el plazo de prescripción de la sanción.


Sin perjuicio de lo establecido en los incisos anteriores, la entidad superior del fútbol profesional retendrá los pagos que, por cualquier concepto, deba hacer a los clubes de fútbol profesional, para hacer efectivas las responsabilidades por las infracciones establecidas en este artículo por las que éstos hayan sido sancionados.”.


Artículo 26.- Las infracciones señaladas en el artículo anterior serán conocidas y sancionadas fundadamente por la autoridad encargada de autorizar la realización del espectáculo de fútbol profesional, a través del procedimiento señalado en la ley N°19.880, con la excepción de lo expresado en los artículos 59 y 60 de ese cuerpo legal, en lo relativo al recurso jerárquico y al recurso extraordinario de revisión.


Sin perjuicio de lo anterior, los afectados por las decisiones administrativas de la autoridad encargada de autorizar la realización del espectáculo de fútbol profesional, podrán reclamar la ilegalidad de esa decisión a la Corte de Apelaciones respectiva, dentro de los 15 días corridos contados desde la notificación a que se refiere el artículo 46 de la ley N°19.880.


La Corte de Apelaciones deberá disponer que el reclamo de ilegalidad sea notificado por cédula al intendente, el que dispondrá del plazo de diez días para presentar sus descargos u observaciones. Evacuado el traslado por el intendente, o vencido el plazo de que dispone para formular observaciones, el tribunal ordenará traer los autos en relación.


La Corte de Apelaciones escuchará los alegatos de las partes, a solicitud de ellas, y dictará sentencia dentro del término de diez días, contado desde la fecha en que se celebre la audiencia antes referida.


Artículo 27.- Constituirán infracciones a la presente ley las siguientes conductas:


a) Revender entradas para espectáculos de fútbol profesional. Para estos efectos, se entenderá por reventa de entradas, todo acto que tenga por objeto enajenar, comercializar, vender o ceder a título oneroso uno o más boletos de ingreso a un espectáculo de fútbol profesional, adquiridos previamente y por medio de las vías oficiales, a un precio superior al establecido por el organizador del espectáculo de fútbol profesional.


b) Ingresar indebidamente a un recinto donde se realiza un espectáculo de fútbol profesional, o actividades conexas que no sean de libre acceso al público, ocupando formas o vías no dispuestas por el organizador o el administrador del recinto deportivo, o irrumpir sin autorización en el terreno de juego del recinto deportivo o del campo de entrenamiento, o cualquier otra zona del recinto deportivo cuyo acceso no sea de libre acceso público.


c) Portar, activar o lanzar bengalas, petardos, bombas de estruendo o, en general, todos aquellos elementos a que se refiere el artículo 3°A de la ley N°17.798, en espectáculos de fútbol profesional o en actividades conexas.


d) Ejecutar cualquier conducta que ponga en peligro la seguridad y tranquilidad del desarrollo del espectáculo, tales como lanzar objetos en dirección al campo de juego, trepar o escalar el alambrado o barreras de separación del recinto.


e) Realizar conductas que interrumpan el espectáculo de fútbol profesional o retrasaren su inicio.


f) Cometer, provocar o participar en desórdenes que alteren el orden y tranquilidad del espectáculo de fútbol profesional o infringir las instrucciones y reglas que dictare la intendencia u otra autoridad para su normal desarrollo.


g) Efectuar o proferir expresiones de carácter discriminatorio sancionadas por la ley en contra de cualquiera de los participantes del espectáculo de fútbol profesional.

Tales conductas serán conocidas por el juzgado de policía local competente en el territorio jurisdiccional donde se hubiere dado principio a la ejecución del hecho que da origen al proceso, por medio del procedimiento establecido en la ley N° 18.287. Sin perjuicio de lo anterior, el recurso de apelación contra la sentencia definitiva se concederá en el solo efecto devolutivo. Asimismo, las resoluciones dictadas en el proceso, incluyendo las sentencias definitivas, serán notificadas siempre por carta certificada al infractor, sin perjuicio de la facultad del tribunal para determinar, en casos calificados y por resolución fundada, que la notificación sea realizada por Carabineros de Chile.


El tribunal, en los casos anteriores, aplicará conjuntamente las siguientes sanciones, de acuerdo a la gravedad de la conducta:


1) Multa de 1 a 25 unidades tributarias mensuales, a beneficio municipal, a excepción de la conducta descrita en la letra c) de este artículo, la que se sancionará con las penas de multa establecida en los incisos segundo y tercero del artículo 2° de la ley N° 19.680, según sea el caso, y la de comiso del inciso cuarto de esa disposición, sin perjuicio de la aplicación de las demás sanciones que a continuación se señalan.

2) Prohibición de asistir a cualquier espectáculo de fútbol profesional, por un período de entre uno y dos años, aplicándose lo dispuesto en el artículo 16, inciso tercero.


3) Suspensión de la calidad de afiliado, abonado, dirigente o socio de los clubes deportivos a los que perteneciere el infractor, por uno a tres años.


4) Inhabilitación absoluta de las calidades señaladas en el número anterior, entre uno y hasta tres años.


En caso de reincidencia en alguna de las conductas señaladas en este artículo, las sanciones se elevarán al doble. Si se cometieren nuevamente, las sanciones se elevarán al triple. Se entenderá para los efectos de este artículo, que habrá reincidencia o nueva comisión, según el caso, cuando un mismo sujeto haya sido sancionado por la comisión de alguna de las infracciones contempladas en la presente disposición, en un plazo inferior a 24 meses contado desde la comisión de la última.


Tratándose del no pago de la multa impuesta, se aplicará como sanción la prohibición de asistir a todo espectáculo de fútbol profesional por todo el tiempo que el infractor no pague la multa o ésta no le sea sustituida, lo que se dispondrá sin perjuicio de la prohibición señalada en el número 2) del inciso tercero de este artículo. La sanción señalada anteriormente cesará por el solo ministerio de la ley cuando se acredite el pago de las multas impuestas, sin perjuicio de la prohibición de ingreso decretada por el tribunal con competencia en lo criminal. Asimismo, el tribunal podrá, en casos calificados, imponer adicionalmente al infractor, por vía de sustitución y apremio, las medidas establecidas en el artículo 23 de la ley N° 18.287.


La imposición por parte del tribunal de la prohibición de asistir a espectáculos de fútbol profesional referida en el inciso anterior suspenderá el plazo de prescripción de la sanción.


El juzgado de policía local será competente para conocer de las acciones civiles que interpongan los afectados con las conductas señaladas, de conformidad a lo establecido en el artículo 9° de la ley N° 18.287.

Artículo 28.- Carabineros de Chile supervisará el cumplimiento de las disposiciones de esta ley, de sus reglamentos y de las resoluciones administrativas que autorizan los respectivos recintos o eventos de fútbol profesional, estando facultado para dar inicio, por la vía más expedita posible, a los procedimientos administrativos o judiciales a que hacen referencia los artículos anteriores para la persecución de las infracciones a las que aquellos se apliquen.


Artículo 29.- Para los efectos de ejercer el derecho de admisión, aplicar la prohibición de asistir a todo espectáculo de fútbol profesional y las demás sanciones previstas en la ley, se establecerán, según sea el caso, los siguientes mecanismos de comunicación de las sentencias o resoluciones administrativas, según la naturaleza de la misma:


a) Tratándose de delitos cometidos con ocasión de la celebración de un espectáculo de fútbol profesional o de un hecho o circunstancia conexa al mismo, el tribunal con competencia en lo criminal que corresponda deberá comunicar a la Subsecretaría de Prevención del Delito del Ministerio del Interior y Seguridad Pública las sentencias condenatorias que consignen la comisión de los mismos, dentro de las cuarenta y ocho horas siguientes a que hubieren quedado ejecutoriadas. Sin embargo, en el caso de aquellas sentencias condenatorias que impongan prohibición de ingresar a espectáculos de fútbol profesional, el tribunal correspondiente deberá remitirlas a la Subsecretaría señalada, dentro de las cuarenta y ocho horas siguientes a que hayan sido notificadas al imputado.


Asimismo, tratándose de tales delitos los tribunales referidos también deberán comunicar a la Subsecretaría de Prevención del Delito las resoluciones judiciales que impongan o dejen sin efecto medidas cautelares personales o las que aprueben suspensiones condicionales del procedimiento, dentro de las cuarenta y ocho horas siguientes a que se hubieren notificado al imputado.


b) Tratándose de las infracciones administrativas a que hace referencia el artículo 25, la intendencia respectiva comunicará a la Subsecretaría de Prevención del Delito del Ministerio del Interior y Seguridad Pública, dentro de las cuarenta y ocho horas siguientes a que hubieren sido notificadas, las resoluciones administrativas que consignen infracciones de este carácter, así como aquellas que impongan la sanción de prohibición de asistencia a espectáculos de fútbol profesional por no pago de multa de acuerdo a lo establecido en el inciso octavo del artículo 25, según lo establecido en la presente ley, su reglamento, o a lo resuelto por la autoridad competente en la resolución administrativa que autoriza el respectivo recinto o evento de fútbol profesional.


c) Tratándose de las infracciones a que se refiere el artículo 27, los juzgados de policía local que hubieren conocido de los procesos por infracciones a los que tal disposición se refiere, deberán remitir las sentencias condenatorias, aquellas resoluciones que impongan la sanción de prohibición de asistencia a espectáculos de fútbol profesional por no pago de multa de acuerdo a lo establecido en el inciso quinto del artículo 27 y las que acrediten su pago efectivo o el cumplimiento de la sanción sustitutiva, a la Subsecretaría de Prevención del Delito del Ministerio del Interior y Seguridad Pública, dentro de las cuarenta y ocho horas siguientes a que hubieren sido dictadas.


d) Tratándose del ejercicio del derecho de admisión, la entidad superior del fútbol profesional deberá remitir a la Subsecretaría de Prevención del Delito del Ministerio del Interior y Seguridad Pública, dentro de las veinticuatro horas siguientes a que haya tomado conocimiento, las decisiones de los organizadores en dicha materia, de acuerdo a lo establecido en el Reglamento de esta ley. En la información que se remita se deberán incorporar los antecedentes de la decisión e individualizar a los afectados.


Las comunicaciones de las sentencias, resoluciones administrativas o decisiones de los organizadores se remitirán por vía electrónica al correo institucional que al efecto señale la Subsecretaría de Prevención del Delito y se incorporarán en una sección especial del registro a que alude el artículo siguiente, la que se denominará “sección de registro de sanciones y exclusiones de la ley”.


A la sección anterior del registro tendrán acceso, respecto de las materias de su competencia, las intendencias, el Ministerio Público, los tribunales de justicia, los juzgados de policía local, Carabineros de Chile, la Policía de Investigaciones, los clubes de fútbol profesional y la Asociación Nacional de Fútbol Profesional, o quien jurídicamente sea su continuador, en los términos establecidos en el reglamento de esta ley.

Artículo 30.- Para la adecuada aplicación de la presente ley, los derechos que consagra y deberes que ella impone, así como las sanciones que consigna, deberá configurarse un registro de la ley N°19.327 a cargo de la Subsecretaría de Prevención del Delito del Ministerio del Interior y Seguridad Pública, que contendrá una base de datos de las organizaciones deportivas de fútbol profesional; los organizadores de espectáculos regidos por la presente ley; las asociaciones y los clubes de fútbol profesional, sus dirigentes y representantes legales; de los seguros o cauciones establecidos en el artículo 6°, letra b); de los asistentes, en los casos que determine el reglamento; de las personas en contra de quienes los organizadores han hecho ejercicio del derecho de admisión, y de las prohibiciones de ingreso a los estadios, y demás sanciones que hayan sido aplicadas. 


Se aplicará en el tratamiento y comunicación de los datos contenidos en el presente registro lo señalado en la ley N°19.628, la que regirá supletoriamente en todo aquello no regulado por la presente ley.

Los intendentes o autoridades encargadas de autorizar los espectáculos de futbol profesional tendrán acceso a los datos del registro referido y podrán consultarlos para el ejercicio de las facultades establecidas en la presente ley.

Artículo 31.- Las infracciones previstas en el artículo 25 de la presente ley prescribirán en el plazo de un año, contado desde la comisión de las mismas.


En el mismo plazo establecido en el inciso anterior, prescribirán las acciones que persigan la responsabilidad por las infracciones establecidas en el artículo 27, contado desde la comisión de las mismas.


Las sanciones impuestas por el intendente respectivo o la autoridad que corresponda por las infracciones establecidas en el artículo 25 prescribirán en el plazo de dos años, contado desde que hubiere quedado ejecutoriado el acto administrativo que ordenó su imposición.


En el mismo plazo establecido en el inciso anterior, prescribirán aquellas sanciones que apliquen los juzgados de policía local por las contravenciones señaladas en el artículo 27, contado desde que hubiere quedado ejecutoriada la sentencia condenatoria.

Artículo 2°.- Agrégase la siguiente letra f) al artículo 13 de la ley N° 20.502, que crea el Ministerio del Interior y Seguridad Pública y el Servicio Nacional para la Prevención y Rehabilitación del Consumo de Drogas y Alcohol, y modifica diversos cuerpos legales:


“f) Asesorar al Ministro del Interior y Seguridad Pública en lo relativo a la formulación de planes y medidas de prevención de hechos ilícitos y de violencia relacionados con los espectáculos deportivos y hechos, conductas y circunstancias conexas regidas por la ley N° 19.327, de derechos y deberes en los espectáculos de fútbol profesional y, en particular, mantener el registro al que hace referencia el artículo 30 de dicho cuerpo legal.”.


Artículo 3°.- Modifícase el Código Penal de la siguiente manera:


1) Intercálanse, en el Título VI del Libro II, a continuación del artículo 268 quinquies, el siguiente Párrafo 1 ter y el artículo 268 sexies que lo integra:


“1 ter. Retenciones o toma de control de vehículo de transporte público de pasajeros.


Artículo 268 sexies.- Los que mediante violencia o intimidación retuvieren o tomaren el control de un vehículo de transporte público de pasajeros serán sancionados con la pena de presidio mayor en su grado mínimo, sin perjuicio de las penas que correspondan por los otros delitos cometidos con ocasión del hecho. En este último caso, todas las penas se impondrán conjuntamente, en la forma prescrita por el artículo 74 de este Código.


Si el hecho consistiere en la apropiación del vehículo no tendrá lugar lo previsto en el inciso precedente y, en su lugar, se impondrán las penas de los delitos establecidos en el artículo 433 y en el inciso primero del artículo 436, ambos de este Código, según correspondiere, con exclusión de su grado mínimo.


Sin perjuicio de lo dispuesto en los incisos anteriores, si los hechos constituyeren algún delito o delitos de mayor gravedad, se estará a la pena señalada para ellos.”.


2) Sustitúyese el epígrafe del Párrafo 2 del Título VI, denominado “Desórdenes públicos”, por “Otros desordenes públicos”.


3) Reemplázase, en el artículo 269, el pronombre inicial “Los”, por la frase “Fuera de los casos sancionados en el Párrafo anterior, los”.



Artículo 4°.- El mayor gasto fiscal que represente la aplicación de esta ley se financiará con los recursos que se contemple en el presupuesto del Ministerio del Interior y Seguridad Pública.”.

_________
Proyecto de ley, iniciado en Moción de los Honorables Senadores señores Girardi y Rossi y del ex Senador señor Ruiz-Esquide, en primer trámite constitucional, que adecua la legislación nacional al estándar del Convenio Marco de la Organización Mundial de la Salud para el Control del Tabaco, con segundo informe de la Comisión de Salud

El señor Presidente anuncia que corresponde continuar ocupándose de la iniciativa de la referencia.


El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de ley que tiene el Boletín N° 8.886-11 y urgencia calificada de “simple”.

- - -


Enseguida, el Honorable Senador señor Rossi -en representación del Comité Partido Socialista-, solicita aplazamiento de la votación para todas las normas pendientes del proyecto, en conformidad con lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 135 del Reglamento del Senado.

Intervienen, a este respecto, los Honorables Senadores señores Coloma, Letelier y Navarro.

- - -


Queda pendiente el tratamiento de este asunto.

_________

Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que establece excepción para la pesca artesanal con línea de mano de la especie jurel y que modifica regulación para establecimiento de ampliación de régimen de áreas de manejo y explotación de recursos bentónicos, con segundo informe de la Comisión de Intereses Marítimos, Pesca y Acuicultura e 

Acuicultura e informe de la Comisión de Hacienda

El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse de la iniciativa de la referencia.


El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de ley que tiene el Boletín N° 9.097-21 y urgencia calificada de “suma”.

Añade que la iniciativa fue aprobada en general en sesión de 11 de noviembre de 2014, cuenta con un segundo informe de la Comisión de Intereses Marítimos, Pesca y Acuicultura que deja constancia, para los efectos reglamentarios, de que no hay artículos que no hayan sido objeto de indicaciones o de modificaciones.

Se hace presente que los numerales 5) y 10) del artículo 1º, que no fueron objeto de enmiendas en el segundo informe, son normas de quórum calificado.


Resalta que la Comisión de Intereses Marítimos, Pesca y Acuicultura efectuó seis enmiendas al texto aprobado en general, las cuales aprobó por unanimidad, con excepción de una de ellas, que será puesta en discusión y votación oportunamente.

Por su parte, la Comisión de Hacienda deja constancia de que se pronunció acerca de los numerales 3) y 16), numeral iii., del artículo 1º, en los términos en que fueron aprobados por la Comisión de Intereses Marítimos, Pesca y Acuicultura en su segundo informe, y de que no realizó enmiendas respecto del texto aprobado por la Comisión precedentemente mencionada.

Cabe recordar que las enmiendas unánimes deben ser votadas sin debate, salvo que algún Senador manifieste su intención de impugnar la proposición de la Comisión a su respecto o existan indicaciones renovadas.

- - -


Enseguida, el señor Secretario General subraya que la Comisión de Intereses Marítimos, Pesca y Acuicultura, en su segundo informe, propone efectuar las siguientes enmiendas al proyecto de ley aprobado en general:

Artículo 1º

Número 1


Reemplazarlo por el siguiente:


“1) En su artículo 3° introdúcense las siguientes enmiendas:


a) En su letra c) agrégase como párrafo final, nuevo, el siguiente:


“Para el desarrollo de la actividad de pesca artesanal de jurel ejercida sólo con línea de mano a bordo de embarcaciones sin cubierta inferiores a 12 metros de eslora, la Subsecretaría reservará, antes del fraccionamiento entre sectores, un límite anual, en porcentaje o toneladas que será del 0,040% de la cuota global anual de captura.”.


b) En su letra f), incorpórase como párrafo final, nuevo, el que sigue:


“En el caso de aquéllas pesquerías pelágicas pequeñas en que las especies constituyan una pesquería mixta y que se encuentren sometidas a un programa o plan de conformidad con el artículo 7° A, se podrá autorizar que la totalidad o un porcentaje de las capturas efectuadas en cualquiera de dichas especies sean imputadas, en forma conjunta, a la sumatoria de las cuotas globales que al efecto se establezcan. Para los efectos antes indicados, se permitirá el desembarque de los recursos previa certificación de estos.”.

Número 11


Sustituir el inciso final que propone por el siguiente:


“La entrega de la información que conforme a éste artículo debe realizarse, se hará de manera simple, completa, fidedigna y oportuna.”.

Número 14

Ordinal i)


Reemplazarlo por el que sigue:


“i. Elimínase, la primera vez que aparece, la expresión “, así como al Instituto de Fomento Pesquero”.”.

Número 17


Suprimirlo.
Número 18


Ha pasado a ser número 17, sin enmiendas.

Número 18, nuevo


Incorporar como número 18), nuevo, el siguiente:


“18) Agregar a la letra i) del artículo 152 el siguiente párrafo final:


“En caso que el Consejo Zonal agrupe a más de una región, cada uno de los miembros antes señalados deberá representar a lo menos a una región, independiente de la categoría de que se trate.”.”.

Número 19, nuevo


Incorporar como número 19) nuevo, el siguiente:


“19) Intercalar en el artículo 162, el siguiente inciso quinto, nuevo, pasando el actual a ser inciso sexto:


“Sin perjuicio de lo indicado en el inciso precedente, el Servicio estará facultado para autorizar que embarcaciones pesqueras artesanales que efectúen faenas de pesca en las Regiones de Los Lagos, Aysén y Magallanes desarrollen, además, la actividad de embarcación de transporte, en la forma y condiciones que se fijen mediante Resolución.”.”.

- - -


Luego, el señor Presidente pone en votación en particular los numerales 5) y 10) del artículo 1°, que son aprobados por 26 votos a favor y una abstención, de un total de 38 Senadores en ejercicio, dándose cumplimiento, de esta forma, a lo dispuesto en el inciso tercero del artículo 66 de la Constitución Política de la República.


Votan por la afirmativa, los Honorables Senadores señoras Goic, Muñoz, Van Rysselberghe y Von Baer y señores Allamand, Araya, Chahuán, Coloma, García-Huidobro, Girardi, Guillier, Harboe, Horvath, Larraín, Montes, Moreira, Navarro, Orpis, Ossandón, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Quinteros, Tuma, Walker (don Ignacio) y Walker (don Patricio).

Fundamentan su voto a favor, los Honorables Senadores señora Van Rysselberghe, señores Coloma, Navarro y Horvath y señora Muñoz.


Se abstiene, el Honorable Senador señor Letelier, quien fundamenta su decisión.

- - -


En su fundamentación de voto, el Honorable Senador señor Letelier hace expresa reserva de constitucionalidad respecto de estas normas.
- - -


Seguidamente, se ponen en votación las enmiendas unánimes propuestas por la Comisión de Intereses Marítimos, Pesca y Acuicultura, que son aprobadas por 17 votos a favor.

Votan por la afirmativa, los Honorables Senadores señoras Goic, Muñoz y Van Rysselberghe y señores Allamand, Araya, Chahuán, Coloma, García-Huidobro, Guillier, Horvath, Moreira, Navarro, Orpis, Ossandón, Pérez Varela, Tuma y Walker (don Patricio).
- - -


A continuación, se pone en votación la modificación al numeral 11) del artículo 1°, propuesta por la mayoría de la Comisión respectiva, que es aprobada por 17 votos a favor y 3 abstenciones.

Votan por la afirmativa, los Honorables Senadores señoras Goic y Muñoz y señores Allamand, Araya, Chahuán, Coloma, Guillier, Horvath, Lagos, Letelier, Moreira, Orpis, Ossandón, Pérez Varela, Prokurica, Tuma y Walker (don Patricio). 

Fundamentan su voto a favor, los Honorables Senadores señores Horvath y Letelier.


Se abstienen, los Honorables Senadores señora Van Rysselberghe y señores García-Huidobro y Navarro.

Fundamentan su abstención, los Honorables Senadores señor Navarro y señora Van Rysselberghe.

- - -


Queda terminado el tratamiento de este asunto.


El texto del proyecto aprobado por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE LEY:


“Artículo 1°.- Introdúcense en la ley N°18.892, General de Pesca y Acuicultura, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto supremo N°430, de 1992, del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción, las siguientes modificaciones:


1) Incorpóranse, en el artículo 3°, las siguientes enmiendas:


a) Agrégase, en su letra c), el siguiente párrafo final:


“Para el desarrollo de la actividad de pesca artesanal de jurel ejercida sólo con línea de mano a bordo de embarcaciones sin cubierta inferiores a 12 metros de eslora, la Subsecretaría reservará, antes del fraccionamiento entre sectores, un límite anual, en porcentaje o toneladas que será del 0,040% de la cuota global anual de captura.”.


b) Incorpórase, en su letra f), el siguiente párrafo final:


“En el caso de aquellas pesquerías pelágicas pequeñas en que las especies constituyan una pesquería mixta y que se encuentren sometidas a un programa o plan de conformidad con el artículo 7° A, se podrá autorizar que la totalidad o un porcentaje de las capturas efectuadas en cualquiera de dichas especies sean imputadas, en forma conjunta, a la sumatoria de las cuotas globales que al efecto se establezcan. Para los efectos antes indicados, se permitirá el desembarque de los recursos previa certificación de éstos.”.


2) Incorpórase el siguiente artículo 28 B: 


“Artículo 28 B.- Los titulares de licencias transables de pesca clase A o B deberán dar cumplimiento a lo establecido en el artículo 17.”.


3) En el artículo 40 C intercálase el siguiente inciso cuarto, nuevo, pasando los actuales incisos cuarto y quinto, a ser quinto y sexto, respectivamente: 


“El armador que efectúe operaciones de pesca en pesquerías administradas por licencias transables de pesca o permisos extraordinarios de pesca, sin contar con una licencia o permiso, o sin que éstos se encuentren inscritos en el Registro a que se refiere el artículo 30, será sancionado de conformidad con el procedimiento del inciso primero, aplicándosele una multa, a todo evento, de 1.200 unidades tributarias mensuales, y en la multiplicación se aplicará el triple de las toneladas objeto de la infracción.”.


4) En el artículo 44 incorpórase, entre las expresiones “autorización” y “o permiso”, la expresión “, licencia”.


5) Reemplázase, en el inciso noveno del artículo 50, en la letra a) del inciso tercero del artículo 50 A, en el inciso primero del artículo 50 B, y en el inciso primero del artículo 55 I, el guarismo “33” por “24”.


6) En el artículo 50 A letra c), intercálase, entre las expresiones “fauna acompañante” y “de las pesquerías”, la frase “o especies asociadas en el caso de los recursos bentónicos”.


7) En el artículo 50 B inciso quinto, reemplázase el guarismo “29” por “28”.


8) En el artículo 51 letra a), sustitúyese el guarismo “29” por “28”.


9) En el artículo 55 inciso tercero, reemplázase la expresión “50 A” por “50 B”.


10) En el artículo 55 N inciso noveno, sustitúyese la palabra “anterior” por “séptimo”.


11) En el artículo 63 agrégase el siguiente inciso final:


“La entrega de la información que conforme a este artículo deba realizarse, se hará de manera simple, completa, fidedigna y oportuna.”.


12) En el artículo 63 quáter inciso final, sustitúyese la expresión “113 B” por “113 D”.


13) En el artículo 64 B inciso primero, intercálase un punto y coma (;) después de la palabra “industriales”. 


14) En el artículo 91 inciso cuarto:


i. Elimínase, la primera vez que aparece, la expresión “, así como al Instituto de Fomento Pesquero”.


ii. Agréganse, a continuación de las palabras “requerir propuestas”, la segunda vez que aparecen, los vocablos “de investigación”.


15) En el artículo 92 inciso tercero, reemplázase la frase “mediante licitación pública” por “de conformidad con la ley N° 19.886”.


16) En el artículo 113:


i. Derógase el inciso tercero.


ii. En el inciso cuarto, sustitúyese la frase “a que se refiere el artículo 63 ter” por “a que se refieren los artículos 63, 63 bis y 63 ter”. 

iii. Intercálase el siguiente inciso quinto, nuevo, pasado el actual quinto a ser sexto: 


“En caso que la información entregada en cumplimiento del artículo 63 ter sea falsa, la sanción será de multa de 50 a 300 unidades tributarias mensuales.”.


17) En el artículo 129 inciso primero:


i. Reemplázase la palabra “quedando” por la expresión “los cuales podrán quedar”.


ii. Agrégase, a continuación de la expresión “determine su destino”, la frase “o bien ser puestos en forma inmediata a disposición del tribunal”.


18) Agrégase, en la letra i) del artículo 152, el siguiente párrafo final:


“En caso que el Consejo Zonal agrupe a más de una región, cada uno de los miembros antes señalados deberá representar a lo menos a una región, independiente de la categoría de que se trate.”.


19) Intercálase, en el artículo 162, el siguiente inciso quinto, nuevo, pasando el actual inciso quinto a ser sexto:


“Sin perjuicio de lo indicado en el inciso precedente, el Servicio estará facultado para autorizar que embarcaciones pesqueras artesanales que efectúen faenas de pesca en las Regiones de Los Lagos, de Aysén del General Carlos Ibáñez del Campo y de Magallanes y Antártica Chilena desarrollen, además, la actividad de embarcación de transporte, en la forma y condiciones que se fijen mediante resolución.”.


Artículo 2°.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley N° 20.657:


1) En el artículo 1°:


i. Elimínase el numeral 113).


ii. Intercálase en el numeral 118), entre la letra “c)” y la palabra “del”, la expresión “del numeral 1.”. 


2) En el artículo vigésimo segundo transitorio, reemplázase la frase “Sin embargo, en ambos casos se considerarán ingresadas, para efectos de esta ley, todas aquellas solicitudes presentadas hasta seis meses después de la entrada en vigencia de la misma.” por la siguiente: “Con todo, en el plazo antes señalado, podrán establecerse las áreas de manejo y explotación de recursos bentónicos y ampliaciones a áreas decretadas, cuyo establecimiento u ampliación haya sido solicitado hasta el 9 de agosto de 2013 inclusive.”.”.
- - -


Luego, el señor Presidente señala que ha concluido el Orden del Día.

_________
PETICIONES DE OFICIOS


El señor Secretario General informa que los Honorables Senadores señora Von Baer y señores Bianchi, Chahuán, De Urresti, Espina, García, Matta, Navarro, Prokurica y Tuma, han requerido que se dirijan oficios, en sus nombres, a las autoridades y en relación con las materias que se consignan, de manera pormenorizada, en la correspondiente publicación oficial del Diario de Sesiones del Senado.


El señor Presidente anuncia el envío de los oficios solicitados, en nombre de los Senadores indicados, en conformidad con el Reglamento del Senado.

_________


Se levanta la sesión.
MARIO LABBÉ ARANEDA

Secretario General del Senado

SESIÓN 12ª, ORDINARIA, EN MIÉRCOLES 22 DE ABRIL DE 2015


Presidencia del titular del Senado, Honorable Senador señor Patricio Walker; del Vicepresidente, Honorable Senador señor Navarro, y, accidentalmente, del Honorable Senador señor Guillier.


Asisten los Honorables Senadores señoras Allende, Goic, Muñoz, Pérez San Martín, Van Rysselberghe y Von Baer y señores Allamand, Araya, Bianchi, Chahuán, Coloma, De Urresti, Espina, García, García-Huidobro, Girardi, Harboe, Horvath, Lagos, Larraín, Letelier, Montes, Moreira, Orpis, Ossandón, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Quintana, Quinteros, Rossi, Tuma, Walker (don Ignacio) y Zaldívar.

Concurren, asimismo, los Ministros de Hacienda, y Secretaria General de la Presidencia, señor Alberto Arenas y señora Ximena Rincón, respectivamente. 


Actúan de Secretario General y de Prosecretario los titulares del Senado, señores Mario Labbé Araneda y José Luis Alliende Leiva, respectivamente.

_________


Se deja constancia de que se cuenta con 38 Senadores en ejercicio.

- - -

ACTAS


Se dan por aprobadas las actas de las sesiones 9ª y 10ª, ordinarias, de 14 y 15 de abril de 2015, respectivamente, que no han sido observadas.

_________

CUENTA

Mensajes


Dos de S. E. la Presidenta de la República:


Con el primero, retira la urgencia al proyecto de ley que modifica diversas leyes con el objeto de evitar y sancionar los hechos de violencia ocurridos con ocasión de campañas electorales (Boletín Nº 8.980-06).


- Se tiene presente el retiro y se manda agregar el documento a sus antecedentes.


Con el segundo, retira y hace presente la urgencia, en el carácter de “suma”, respecto del proyecto de ley que modifica la ley N° 20.089, con el objeto de permitir a los pequeños agricultores ecológicos con sistemas propios y alternativos de certificación que comercialicen sus productos orgánicos en cualquier punto de venta (Boletín N° 9.618-01).


- Se tiene presente la calificación y se manda agregar el documento a sus antecedentes.

Oficios


Cuatro de la Honorable Cámara de Diputados, con los que informa que dio su aprobación a las siguientes iniciativas:


1.- Proyecto de ley que modifica las leyes orgánicas constitucionales de Municipalidades, y sobre Gobierno y Administración Regional, para permitir a los partidos políticos la presentación de candidaturas sólo en las regiones donde se encuentren legalmente constituidos (Boletín Nº 9.924-07).


2.- Proyecto de ley que modifica la Ley Orgánica Constitucional de Municipalidades con el propósito de adelantar la fecha de las elecciones municipales del año 2016 (Boletín  Nº  9.925-07).


- Pasan a la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización.


3.- Proyecto de ley que precisa la definición del ámbito espacial contenida en el artículo 2°, N° 24, de la Ley General de Pesca y Acuicultura (Boletín N° 9.912-10). 


- Pasa a la Comisión de Relaciones Exteriores.


4.- Proyecto de ley que modifica la Ley de Tránsito, con el objeto de exigir la aplicación del sistema de seguridad de micropuntos en los vehículos motorizados nuevos (Boletín N° 9.497-25).


- Pasa a la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones.

Del Excelentísimo Tribunal Constitucional


Expide copia autorizada de la sentencia definitiva pronunciada en el ejercicio del control de constitucionalidad respecto del proyecto de ley que sustituye el sistema electoral binominal por uno de carácter proporcional inclusivo y fortalece la representatividad del Congreso Nacional (Boletín Nº 9.326-07).


- Se manda archivar el documento junto a sus antecedentes.

Del señor Ministro de Relaciones Exteriores


Responde solicitud de información, enviada en nombre de los Honorables Senadores señores De Urresti, Navarro y Tuma, sobre la factibilidad de reglamentar, en el ámbito de su competencia, los procedimientos para suscribir convenios o acuerdos de reparación entre organismos del Estado y las entidades privadas nacionales que presten servicios públicos con gobiernos, embajadas o entidades públicas o privadas extranjeros, para evitar la generación de efectos adversos en parques nacionales u otras áreas protegidas.

Del señor Ministro de Justicia


Adjunta el Balance de Gestión Integral 2014 de la Subsecretaría del ramo y de los servicios dependientes o relacionados con esa Cartera de Estado, en cumplimiento del artículo 52 del decreto ley N° 1.263, de 1975.


- Quedan a disposición de Sus Señorías.

Informe


De la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología, recaído en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que crea la universidad estatal de la Región del Libertador General Bernardo O`Higgins y la universidad estatal de la Región de Aysén del General Carlos Ibáñez del Campo (Boletín N° 9.405-04) (con urgencia calificada de “suma”).


- Queda para Tabla.

Certificado


De la Comisión de Hacienda, recaído en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que fortalece al Servicio de Impuestos Internos para implementar la reforma tributaria (Boletín Nº 9.898-05) (con urgencia calificada de “suma”).


- Por acuerdo de los Comités, queda para la Tabla de esta sesión.

Moción


De los Honorables Senadores señoras Van Rysselberghe y Von Baer y señores Coloma, Ossandón y Pérez Varela, con la que inician un proyecto de ley que modifica la ley sobre el Instituto Nacional de Derechos Humanos para establecer la obligación de hacer públicas las opiniones disidentes de los consejeros (Boletín N° 10.015-17).


- Pasa a la Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía.

Declaraciones de inadmisibilidad


Moción de los Honorables Senadores señor Bianchi, señora Muñoz y señores Horvath y Quinteros, con la que proponen un proyecto de ley que modifica el Código del Trabajo para establecer que formará parte integrante de la jornada ordinaria de trabajo hasta media hora para la colación.


- Se declara inadmisible por corresponder a una materia de la iniciativa exclusiva de Su Excelencia la Presidenta de la República, conforme lo dispone el inciso cuarto número 4° del artículo 65 de la Constitución Política de la República.


Moción de los Honorables Senadores señoras Van Rysselberghe y Goic y señores Coloma, Girardi y Rossi, con la que proponen un proyecto de ley que modifica el Código del Trabajo para establecer un permiso y otorgar un subsidio al padre o madre trabajadores en caso de enfermedad catastrófica, terminal o accidente grave de un hijo menor de edad.


- Se declara inadmisible por regular una materia que corresponde a la iniciativa exclusiva de Su Excelencia la Presidenta de la República, conforme a lo dispuesto en el número 6° del inciso cuarto, del artículo 65 de la Constitución Política.

- - -

Durante el curso de la sesión, llegan a la Mesa los siguientes documentos:

Solicitud de permiso constitucional


Del Honorable Senador señor Araya, para ausentarse del territorio nacional a contar del día 24 del mes en curso.


- Se accede a lo solicitado.

Moción


De los Honorables Senadores señores Espina, Bianchi, Larraín, Quinteros y Zaldívar, con la que se da inicio a un proyecto de reforma constitucional que establece la pérdida del cargo por infracción grave al principio de probidad, en lo que se refiere a la obligación de realizar declaración de intereses y patrimonio, a Senadores, Diputados, Ministros del Tribunal Constitucional, Fiscal Nacional y Ministros de los Tribunales Superiores de Justicia (Boletín N° 10.018-07).


- Pasa a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.

- - -


Enseguida, la Honorable Senadora señora Van Rysselberghe pide obtener el consentimiento de la Sala para dirigir oficio, en su nombre y en el de los Honorables Senadores señora Goic y señores Coloma, Girardi y Rossi, a S.E. la Presidenta de la República, con el objeto de que estudie la posibilidad de enviar a tramitación legislativa un proyecto de ley que considere las ideas contempladas en la Moción que presentaran, que modifica el Código del Trabajo para establecer un permiso y otorgar un subsidio al padre o madre trabajadores en caso de enfermedad catastrófica, terminal o accidente grave de un hijo menor de edad, que fuera declarada inadmisible por referirse a materias propias de la iniciativa exclusiva de la señora Jefa de Estado.


Así se acuerda.
- - -


Luego, el Honorable Senador señor Bianchi solicita pedir la venia de la Sala para dirigir oficio, en su nombre y en el de los Honorables Senadores señora Muñoz y señores Horvath y Quinteros, a S.E. la Presidenta de la República, con el objeto de que estudie la posibilidad de enviar a tramitación legislativa un proyecto de ley que considere las ideas contempladas en la Moción que presentaran, que modifica el Código del Trabajo para establecer que formará parte integrante de la jornada ordinaria de trabajo hasta media hora para la colación, que fuera declarada inadmisible por referirse a materias propias de la iniciativa exclusiva de la señora Jefa de Estado.


Se accede a lo solicitado.
- - -


En su oportunidad, la Sala acuerda fijar un nuevo plazo para presentar indicaciones al proyecto de ley que modifica el régimen de probidad aplicable al Consejo Nacional de Televisión (Boletín N° 9.398-04), hasta las 12:00 horas del día 4 de mayo de 2015, las que deberán ser ingresadas en la Secretaría de la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología.
- - -


La presente acta se ha elaborado en conformidad a lo dispuesto en el artículo 76 del Reglamento del Senado. Las opiniones, consultas, constancias, prevenciones y fundamentos de voto de los Honorables Senadores, respecto de los asuntos discutidos en esta sesión, así como las expresiones emitidas por ellos u otras autoridades durante la misma, se contienen en la correspondiente publicación oficial del Diario de Sesiones del Senado.

_________

ORDEN DEL DÍA

Proyecto de ley, iniciado en Mensaje de S.E. la Presidenta de la República, en segundo trámite constitucional, que modifica la ley N° 19.995 y prorroga el funcionamiento de los casinos municipales, con informe de la Comisión de
Hacienda


El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse de la iniciativa de la referencia.


El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de ley que tiene el Boletín N° 9.891-05 y urgencia calificada de “discusión inmediata”. 


Añade que el objetivo principal de la iniciativa es perfeccionar la ley N° 19.995, que establece las bases generales para la autorización, funcionamiento y fiscalización de casinos de juego. Para ello, se propone prorrogar las actuales concesiones municipales, modificar el mecanismo y el período de inicio del proceso de otorgamiento de los permisos de operación, y fortalecer las facultades de supervisión de la Superintendencia de Casinos de Juego.

Destaca que la Comisión de Hacienda discutió el proyecto en general y en particular, en virtud del acuerdo adoptado por la Sala con fecha 14 de abril del presente año, y aprobó la idea de legislar por la unanimidad de sus integrantes, Honorables Senadores señores Coloma, García, Lagos, Montes y Zaldívar.

En cuanto a la discusión en particular, la Comisión efectuó diversas enmiendas, las cuales, con excepción de dos, fueron acordadas por unanimidad.

Cabe hacer presente que el numeral 13) del artículo único, que incorpora un artículo 27 bis en la ley N° 19.995, es de rango orgánico constitucional.

Al respecto, es dable destacar que la Comisión de Hacienda deja constancia de que, con fecha 14 de abril, ofició a la Excelentísima Corte Suprema recabando su parecer sobre el precepto que se incorpora.

- - -


Enseguida, el señor Secretario General subraya que la Comisión de Hacienda, en su informe, propone efectuar las siguientes enmiendas al proyecto de ley aprobado por la Cámara de Diputados:

Artículo único

Número 1)

Letras a) y b)


Suprimirlas. 

Letra c)


Pasa a ser letra a), sustituyéndose el literal k) propuesto por el siguiente:


“k) Oferta Económica: monto de dinero expresado en unidades de fomento, ofrecido por una sociedad postulante a un permiso de operación o renovación del mismo y recaudado por el Servicio de Tesorerías, que será pagado anualmente a la municipalidad correspondiente a la comuna en que se encuentre ubicado el casino.


La oferta económica constituirá una suma de dinero adicional al porcentaje del impuesto establecido en el artículo 59, y su pago deberá ser garantizado por la sociedad postulante mediante alguno de los instrumentos establecidos en esta ley.”. 


Incorporar la siguiente letra b), nueva:


“b) Agréganse los siguientes literales l) y m), nuevos:


“l) Oferta Técnica: conjunto de propuestas realizadas por la sociedad operadora postulante, que deberá considerar cada uno de los requisitos establecidos en las bases técnicas, de conformidad a lo dispuesto en los artículos 17, 18, 20, 21 bis y 23 de la presente ley.


m) Bases Técnicas: conjunto de normas y especificaciones, elaboradas por la Superintendencia, que deben cumplir las sociedades postulantes para que sean evaluadas.”.”. 

Número 2)

Letra b)


Sustituirla por la siguiente:


“b) Agrégase el siguiente inciso final, nuevo:


“Para cumplir con lo señalado en los incisos anteriores, la Superintendencia estará facultada para investigar los antecedentes comerciales, tributarios, financieros, administrativos, civiles y penales necesarios para verificar los requisitos que la ley establece. Además, podrá solicitar a la sociedad postulante, si lo estima pertinente, justificar el origen de los fondos que destinarán a financiar su propuesta a un permiso de operación.”.”. 

Número 3)


Reemplazarlo por el siguiente:


“3) Sustitúyese el artículo 19 por el siguiente:

“Artículo 19.- Las solicitudes de permisos de operación o de renovaciones de los mismos, deberán efectuarse en los periodos que se indican y de conformidad al siguiente procedimiento:


a) Resolución de apertura: con una antelación que no podrá superar los cuarenta y ocho ni ser inferior a treinta y seis meses, contados desde la fecha de vencimiento de los permisos en actual explotación, la Superintendencia deberá dictar una resolución declarando formalmente abierto el proceso de otorgamiento o de renovación de permisos de operación, según corresponda.


Dicha resolución deberá señalar el plazo y lugar para el retiro de las bases técnicas y la fecha, hora y lugar de entrega de las ofertas técnicas y económicas. Deberá publicarse en extracto en el Diario Oficial y, completa, en un diario de circulación nacional de conformidad a las reglas que establecerá el reglamento respectivo.


Sin perjuicio de lo dispuesto en el párrafo primero, tratándose de los permisos de operación que se extingan por aplicación de alguna de las causales previstas en las letras b), c), d) y e) del artículo 30 de esta ley, la Superintendencia deberá dictar la resolución antes señalada dentro de un plazo no superior a ciento ochenta ni inferior a ciento veinte días, contado desde que quede ejecutoriada la resolución que dé lugar a la extinción del correspondiente permiso en los términos definidos en el reglamento. En todo caso, esta última resolución deberá contener la declaración de vacancia del respectivo permiso de operación y señalar expresamente el plazo en que se declarará abierto formalmente el proceso de otorgamiento de los permisos de operación correspondientes.


b) Audiencia de presentación de ofertas: en el día y lugar señalado por la resolución de apertura, el que en todo caso deberá ser entre los noventa y ciento veinte días siguientes a la publicación de aquella, se llevará a cabo la audiencia de presentación de la oferta técnica y económica de cada uno de los postulantes. En dicha audiencia, que será pública, la Superintendencia abrirá la oferta técnica y verificará que contenga cada uno de los documentos solicitados. Por su parte, un representante del Consejo Resolutivo custodiará, con los resguardos correspondientes, la oferta económica hasta la audiencia respectiva.


c) Evaluación: dentro de los ciento veinte días siguientes a la audiencia señalada en el literal anterior, la Superintendencia deberá llevar a cabo el proceso de evaluación de las ofertas técnicas. Dicha evaluación, acompañando el expediente respectivo e indicando el puntaje ponderado de cada uno de los solicitantes será propuesta al Consejo Resolutivo, el que ratificará, solicitará la revisión del mismo o pondrá término a  la evaluación, en su caso, en el plazo de cuarenta días contados desde la recepción de los expedientes. De requerirse la revisión de los puntajes, el Superintendente deberá pronunciarse en el plazo máximo de cinco días contados desde el requerimiento.


El Superintendente no dará curso a la evaluación de las solicitudes que no den cumplimiento a los requisitos establecidos en los artículos 17, 18, 20 y 21 bis de la presente ley.


d) Resolución de evaluación: concluida la evaluación, la Superintendencia dictará una resolución pronunciándose sobre la misma, indicando los puntajes ponderados finales de cada uno o lo señalado en el párrafo segundo del literal precedente, según corresponda, y citará a la audiencia de apertura de la oferta económica a aquellos postulantes que hubiesen obtenido el puntaje mínimo ponderado.


e) Audiencia de apertura de la oferta económica: dentro de los cinco días siguientes a la publicación de la resolución de evaluación, deberá llevarse a cabo la audiencia pública de apertura de la oferta económica, en la cual un representante del Consejo Resolutivo deberá abrir los sobres que contengan las ofertas de aquellos postulantes que hayan superado el puntaje mínimo ponderado establecido en esta ley.


f) Resolución de otorgamiento, denegación o renovación de los permisos: dentro de los cinco días siguientes a la fecha de la audiencia de apertura de la oferta económica, el Superintendente deberá dictar la resolución de otorgamiento, denegación o renovación de los permisos.”.”. 

Número 4)

Letra a)


Sustituirla por la siguiente:


“a) Reemplázase el encabezado del inciso primero por el siguiente:


“Artículo 20.- La oferta técnica deberá contener, y acompañar en su caso, a lo menos:”.”. 

Letra b)


Agregar, a continuación de la voz “reglamento”, la siguiente frase: “, para verificar el cumplimiento de los requisitos que exige la ley”. 

Letra c)


Suprimirla. 

Letra d)


Pasa a ser letra c), sin enmiendas.


Intercalar la siguiente letra d), nueva:


“d) Elimínase, en su letra i), la expresión “de precalificación”.”. 

Número 5)


Reemplazarlo por el siguiente:


“5) Sustitúyese el artículo 21, por el siguiente:


“Artículo 21.- La Superintendencia tendrá facultades para investigar los antecedentes en conformidad a lo establecido en el inciso final del artículo 18, incluidas las personas naturales que integren las sociedades accionistas, como asimismo el origen de los capitales aportados, tanto respecto a las exigencias establecidas en dicho artículo como las señaladas en los artículos 17, 20 y 21 bis.


Los costos de este proceso serán asumidos por la sociedad solicitante, conforme a lo establecido en la letra i) del artículo 20.


Las atribuciones establecidas en el presente artículo serán, del mismo modo, ejercidas por la Superintendencia cada vez que, ya otorgado un permiso de operación, se produjeren modificaciones en la composición accionaria o en el capital de la sociedad, como asimismo cuando se incorpore un nuevo partícipe en la sociedad operadora.”.”. 

Número 6)

Artículo 21 bis


Sustituir su encabezado por el siguiente:


“Artículo 21 bis.- Se considerarán como únicas causales, junto con el incumplimiento de los requisitos dispuestos en los artículos 17, 18 y 20, para que la sociedad solicitante no continúe con la etapa de evaluación, que ésta o sus accionistas se encuentren en alguna de las siguientes circunstancias:”.

Letra b)


Suprimirla.

Letras c) y d)


Pasan a ser letras b) y c), respectivamente, sin enmiendas.

Letra e)


Pasa a ser letra d), sustituyendo las palabras “su precalificación” por “la evaluación”.

Letra f)


Pasa a ser letra e), intercalando, entre la palabra “Fisco” y el punto (.) aparte, lo siguiente: “, cuyo plazo para el pago se encuentre vencido”.

Letra g)


Pasa a ser letra f), sin modificaciones.

Letra h)


Sustituirla por la siguiente letra g): 


“g) Haber sido sancionada, la persona jurídica, por alguno de los delitos contemplados en la ley N° 20.393, que consagra la responsabilidad penal de las personas jurídicas por lavado de activos, terrorismo o cohecho; o los accionistas personas naturales en virtud de lo dispuesto en los artículos 27 ó 28 de la ley N° 19.913, sobre lavado o blanqueo de activos, en la ley N° 18.314, que determina conductas terroristas o fija su penalidad, o en los artículos 250 y 251 bis del Código Penal, relativos al delito de cohecho. 


Asimismo, la causal a que se refiere este literal también se configurará en aquellos casos en que los accionistas, sean personas jurídicas o naturales, hayan sido condenados por delitos equivalentes en el extranjero.”. 


Incorporar el siguiente número 7), nuevo:


“7) Reemplázase el artículo 22 por el siguiente:


“Artículo 22.- Respecto de cada solicitud de operación que se presente, la  Superintendencia deberá requerir informe a los siguientes órganos:


a) Ministerio del Interior, que se pronunciará respecto de las consideraciones de seguridad y orden público que reúna el lugar de emplazamiento y su entorno inmediato.


b) Servicio Nacional de Turismo, que se pronunciará respecto de la calidad de territorio turísticamente consolidado o de claro potencial turístico del lugar de emplazamiento del casino de juego cuyo permiso de operación se solicita.


c) Intendencia de la región en que se emplazaría el establecimiento, que se pronunciará respecto de la comuna propuesta por el postulante y el impacto en el desarrollo regional.


d) Municipalidad de la comuna en que se emplazaría el establecimiento, que se pronunciará respecto del impacto y la viabilidad logística de llevar a cabo el proyecto en la comuna. 


Dichos informes serán ponderados en la forma establecida en el reglamento.


Los órganos requeridos y la Superintendencia podrán solicitar al postulante la información necesaria para mejor resolver y requerir las aclaraciones e informaciones complementarias que consideren oportunas.”.”. 

Número 7)


Pasa a ser número 8), con las siguientes enmiendas:

Letra a)


Reemplazarla por la siguiente:


“a) Sustitúyense el inciso primero, el encabezado del inciso segundo y los numerales 1.-, 2.-, 3.- y 4.- del mismo inciso, por lo siguiente, pasando los actuales números 5.- y 6.- a ser 2.- y 3.-, respectivamente:


“Artículo 23.- Junto con el cumplimiento de los requisitos establecidos en los artículos 17, 18, 20 y 21 bis, las sociedades postulantes serán sometidas a una evaluación de los criterios y factores que se señalan a continuación, aplicando al efecto la ponderación que para cada uno de ellos establezca el reglamento:


1.- Los informes favorables de los organismos señalados en el artículo 22.”.”.
Letra b)


Suprimirla.

Letra c)


Pasó a ser letra b), sustituida por la siguiente:

“b) Intercálase en el actual inciso tercero, que pasa a ser segundo, entre la expresión “Evaluación” y el punto (.) final, la siguiente frase: “, cuyo funcionamiento e integración se determinará de conformidad al reglamento”.”.
Letra d)


Suprimirla. 

Número 8)


Pasa a ser número 9), reemplazado por el siguiente:


“9) Elimínase el artículo 24.”. 

Número 9)


Pasa a ser número 10), con las siguientes enmiendas:

Artículo 25


- Reemplazar los incisos primero y segundo propuestos, por el siguiente:


“Artículo 25.- Para obtener un permiso de operación se debe alcanzar al menos un 60% de la suma total de los puntajes ponderados establecidos en el reglamento y, a su vez, haber presentado la oferta económica más alta. El empate de las ofertas técnicas y económicas deberá ser dirimido conforme a lo establecido en el reglamento.”.


- Sustituir, en el inciso final, la frase “a lo menos, iguale la mejor oferta económica presentada por otro de los solicitantes que cumpla con las condiciones establecidas en el inciso precedente”, por  la siguiente: “habiendo igualado con otra sociedad postulante en la oferta económica, hubiere obtenido un puntaje ponderado mayor en la etapa de evaluación técnica”. 
Número 10)


Pasa a ser número 11), sustituido por el siguiente:


“11) Agrégase, en el inciso primero del artículo 26, entre las palabras “deberá” y “ser”, la siguiente frase: “dictarse dentro del plazo establecido en el literal f) del artículo 19,”.”. 

Número 11)


Pasa a ser número 12), con las siguientes modificaciones:

Letra a)


Eliminarla.

Letras b), c) y d)


Pasan a ser letras a), b) y c), respectivamente, sin enmiendas. 


Incorporar  el siguiente número 13), nuevo:


“13) Agrégase el siguiente artículo 27 bis, nuevo:


“Artículo 27 bis.- En contra de las resoluciones de evaluación y otorgamiento, denegación o renovación de los permisos de operación, se podrá interponer el recurso de reposición establecido en el artículo 9° de la ley N° 18.575, en el plazo de cinco días hábiles contado desde el día siguiente a la notificación de la respectiva resolución. La Superintendencia dispondrá de diez días hábiles para resolver.


Los postulantes que estimen que las resoluciones de la Superintendencia no se ajustan a la ley, reglamentos o disposiciones que le corresponda aplicar, podrán reclamar de las mismas, dentro del plazo de diez días hábiles, contado desde la notificación, ante la Corte de Apelaciones de Santiago.


Por la interposición del reclamo no se suspenderán los efectos del acto reclamado, ni podrá la Corte decretar medida alguna con ese objeto mientras se encuentre pendiente la reclamación.


La Corte de Apelaciones dará traslado de la reclamación a la Superintendencia, notificándola por oficio y esta dispondrá de un plazo de diez días hábiles contado desde que se notifique la reclamación interpuesta, para formular observaciones.


Evacuado el traslado por la Superintendencia, o vencido el plazo de que dispone para formular observaciones, el tribunal ordenará traer los autos en relación y la causa se agregará extraordinariamente a la tabla de la audiencia más próxima, previo sorteo de la Sala. La Corte podrá, si lo estima pertinente, abrir un término probatorio que no podrá exceder de siete días, y escuchar los alegatos de las partes. La Corte dictará sentencia dentro del término de quince días. Contra la resolución de la Corte de Apelaciones no procederá recurso alguno.”.”. 

Número 12)


Pasa a ser número 14), con las siguientes modificaciones:

Letra a)


Suprimirla. 

Letra b)


Pasa a ser letra a), sustituida por la siguiente:


“a) En su inciso primero, sustitúyese, en la primera oración, la frase “tratándose del inicio de la operación del casino de juego propiamente tal, y de tres años para el cumplimiento de las demás obras o instalaciones que comprenda el proyecto; todo ello contado”, por la palabra “contados”, y en la segunda oración, la expresión “de los referidos plazos” por “del referido plazo”.”. 

Letra c)


Pasa a ser letra b), sin enmiendas.

Letra d)


Pasa a ser letra c), intercalándose en su segunda oración, entre las palabras “perderse” y “dichas”, las voces “alguna de”. 
Número 13)


Eliminarlo. 

Número 14)


Pasa a ser número 15), con las siguientes modificaciones:


Intercalar la siguiente letra b), nueva:


“b) Intercálase, en su letra j), entre la voz “reglamentarias” y el punto y coma (;), la siguiente frase: “, en relación a las actividades que deban realizarse en los casinos”.”.
Letra b)


Pasa a ser letra c), sin enmiendas. 

Número 15)


Pasa a ser número 16), reemplazando el número 10.- propuesto, por el siguiente:


“10.- Requerir que las sociedades operadoras proporcionen al público, a través de los medios que la Superintendencia determine, la información estrictamente necesaria para conocer el funcionamiento de la industria, velando porque ésta sea suficiente, oportuna y veraz.


La Superintendencia podrá efectuar directamente las publicaciones necesarias para dar cumplimiento a lo señalado en el párrafo anterior. Asimismo, podrá disponer la publicidad de medidas, instrucciones o información relativa a las sociedades operadoras o casinos de juegos.”. 

Número 16)


Pasa a ser número 17), con las siguientes enmiendas:

Letra a)


Suprimir, en el numeral ii., la frase “de dichas entidades fiscalizadas”.

Letra b)


Reemplazar, en el párrafo primero del numeral 14.-, las expresiones “las entidades fiscalizadas” por “dichas entidades”. 
Número 17)


Eliminarlo. 

Número 18)


Suprimirlo. 

Número 19)


Pasa a ser número 18), sustituyendo en el artículo 46 que se propone, a continuación de la preposición “de” ubicada luego del vocablo “fiscal”, la palabra “hasta” por la expresión “cinco a”. 

Número 20)


Pasa a ser número 19), suprimiendo en el nuevo artículo 46 bis que se propone, las palabras “postulantes u” y la frase “inicio del proceso de”. 
Número 21)


Pasa a ser número 20), reemplazando la oración final del artículo 50 que se propone, por la siguiente: “Con todo, lo anterior no será aplicable tratándose de la causal contemplada en el literal a) del referido artículo.”. 


Intercalar los siguientes numerales 21) y 22), nuevos:


“21) Agrégase el siguiente artículo 53 bis, nuevo:


“Artículo 53 bis.- Serán responsables del pago de la multa las sociedades operadoras y, subsidiariamente, sus directores, gerentes y apoderados siempre que tengan facultades generales de administración. En caso de reincidencia dentro de un periodo no superior a un año, las multas podrán duplicarse.”.


22) Agrégase el siguiente artículo 56 bis, nuevo:


“Artículo 56 bis.- Las acciones de la Superintendencia para imponer las sanciones a las que se refiere este Párrafo, prescribirán en el plazo de 3 años desde la ocurrencia de las infracciones respectivas. Dicho plazo se interrumpirá con la notificación de la formulación de cargos por los hechos constitutivos de las mismas.”.”. 

Número 22)


Pasa a ser número 23), con las siguientes enmiendas:

Artículo 61 bis


Sustituir, en el inciso final, la palabra “postulante” por “operadora”.

Artículo 61 ter


Reemplazar la palabra “postulante” por “operadora”. 

Número 23)


Pasa a ser número 24), sin enmiendas.

Número 24)


Pasa a ser número 25), con las siguientes modificaciones:

Letra b)


Sustituirla por la siguiente:


“b) Reemplázase su inciso segundo por el siguiente:


“A partir de dicha fecha, las comunas señaladas en el inciso anterior continuarán siendo sede de un casino de juegos por un total de tres períodos de quince años cada uno. Una vez vencido el último de los referidos períodos, la sede podrá ser renovada por plazos sucesivos de quince años, salvo resolución fundada del Consejo Resolutivo en contrario. Con todo, no podrá excederse el número máximo de permisos de operación autorizados conforme a lo dispuesto en el inciso primero del artículo 16 de la presente ley.”.”. 

Letra c)


Inciso tercero que propone:


- Reemplazar, en la segunda oración del numeral i., la palabra “aquella” por “ésta”, y agregar en la oración final, a continuación de la palabra “primero”, la expresión “del presente artículo”.


- Sustituir, en el numeral ii, la expresión “numeral i)” por “numeral i.”.

Inciso cuarto que propone


Sustituirlo por el siguiente:


“Con todo, las condiciones especiales para el otorgamiento de permisos de operación señaladas en el numeral i. del inciso precedente podrán ser fijadas, indistintamente, para los periodos de quince años o sus posteriores renovaciones, a que se refiere el inciso segundo de este artículo.”. 

Artículo transitorio


Ha pasado a ser artículo primero transitorio, sin modificaciones.


Agregar los siguientes artículos segundo y tercero transitorios:


“Artículo segundo transitorio.- Respecto de los casinos a que se refiere el inciso primero del artículo 3º transitorio de la ley N° 19.995, la Superintendencia podrá, a partir de la entrada en vigencia de la presente ley, requerir información pertinente relativa a las actividades de su funcionamiento.


Artículo tercero transitorio.- Las adecuaciones a los reglamentos a los que se refiere esta ley, deberán realizarse  en un plazo de 60 días contado desde la publicación de la misma.”. 
- - -


Luego, el señor Presidente pone en votación el proyecto, en general y en particular, que es aprobado por 33 votos a favor, uno en contra y 2 abstenciones, de un total de 38 Senadores en ejercicio, dándose cumplimiento, de esta forma, a lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 66 de la Constitución Política de la República, respecto del artículo 27 bis contenido en el numeral 13) del artículo único del proyecto.

Votan por la afirmativa, los Honorables Senadores señoras Allende, Goic, Muñoz, Pérez San Martín, Van Rysselberghe y Von Baer y señores Allamand, Bianchi, Chahuán, Coloma, Espina, García, García-Huidobro, Guillier, Harboe, Horvath, Lagos, Larraín, Montes, Moreira, Navarro, Orpis, Ossandón, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Quintana, Quinteros, Rossi, Tuma, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar.

Fundamentan su voto favorable, los Honorables Senadores señores Zaldívar, Chahuán, Rossi, Moreira, Tuma, Quinteros y García, señora Pérez San Martín, señores Orpis, Coloma, Ossandón, Pizarro, Larraín, Bianchi y Harboe, señora Goic y señores Pérez Varela, Lagos, Guillier y Quintana.


Vota por la negativa, el Honorable Senador señor Girardi, fundamentando su opción.

Se abstienen, los Honorables Senadores señores Araya y Letelier, quienes fundamentan su decisión.
- - -


Terminada la votación, hacen uso de la palabra la señora Ministra Secretaria General de la Presidencia y el señor Ministro de Hacienda.

- - -


Queda terminado el tratamiento de este asunto.


El texto del proyecto aprobado por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE LEY:


“Artículo único.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley N° 19.995, que establece las bases generales para la autorización, funcionamiento y fiscalización de casinos de juego:


1) Agréganse, en el artículo 3°, las siguientes letras k), l) y m):


“k) Oferta Económica: monto de dinero expresado en unidades de fomento, ofrecido por una sociedad postulante a un permiso de operación o renovación del mismo y recaudado por el Servicio de Tesorerías, que será pagado anualmente a la municipalidad correspondiente a la comuna en que se encuentre ubicado el casino.


La oferta económica constituirá una suma de dinero adicional al porcentaje del impuesto establecido en el artículo 59, y su pago deberá ser garantizado por la sociedad postulante mediante alguno de los instrumentos establecidos en esta ley.


l) Oferta Técnica: conjunto de propuestas realizadas por la sociedad operadora postulante, que deberá considerar cada uno de los requisitos establecidos en las bases técnicas, de conformidad a lo dispuesto en los artículos 17, 18, 20, 21 bis y 23 de la presente ley.


m) Bases Técnicas: conjunto de normas y especificaciones, elaboradas por la Superintendencia, que deben cumplir las sociedades postulantes para ser evaluadas.”.


2) Modifícase el artículo 18 de la siguiente forma:


a) Sustitúyese, en su inciso primero, la expresión “comerciales que el reglamento establezca” por la frase “señalados en el inciso final de este artículo”.


b) Agrégase el siguiente inciso final:


“Para cumplir con lo señalado en los incisos anteriores, la Superintendencia estará facultada para investigar los antecedentes comerciales, tributarios, financieros, administrativos, civiles y penales necesarios para verificar los requisitos que la ley establece. Además, podrá solicitar a la sociedad postulante, si lo estima pertinente, justificar el origen de los fondos que destinarán a financiar su propuesta a un permiso de operación.”.”.


3) Sustitúyese el artículo 19 por el siguiente:


“Artículo 19.- Las solicitudes de permisos de operación o de renovaciones de los mismos deberán efectuarse en los periodos que se indican y de conformidad al siguiente procedimiento:


a) Resolución de apertura: con una antelación que no podrá superar los cuarenta y ocho ni ser inferior a treinta y seis meses, contados desde la fecha de vencimiento de los permisos en actual explotación, la Superintendencia deberá dictar una resolución declarando formalmente abierto el proceso de otorgamiento o de renovación de permisos de operación, según corresponda.


Dicha resolución deberá señalar el plazo y lugar para el retiro de las bases técnicas y la fecha, hora y lugar de entrega de las ofertas técnicas y económicas. Asimismo, deberá publicarse en extracto en el Diario Oficial y, completa, en un diario de circulación nacional de conformidad a las reglas que establecerá el reglamento respectivo.


Sin perjuicio de lo dispuesto en el párrafo primero, tratándose de los permisos de operación que se extingan por aplicación de alguna de las causales previstas en las letras b), c), d) y e) del artículo 30 de esta ley, la Superintendencia deberá dictar la resolución antes señalada dentro de un plazo no superior a ciento ochenta ni inferior a ciento veinte días, contado desde que quede ejecutoriada la resolución que dé lugar a la extinción del correspondiente permiso en los términos definidos en el reglamento. En todo caso, esta última resolución deberá contener la declaración de vacancia del respectivo permiso de operación y señalar expresamente el plazo en que se declarará abierto formalmente el proceso de otorgamiento de los permisos de operación correspondientes.


b) Audiencia de presentación de ofertas: en el día y lugar señalado por la resolución de apertura, el que en todo caso deberá ser entre los noventa y los ciento veinte días siguientes a la publicación de aquella, se llevará a cabo la audiencia de presentación de la oferta técnica y económica de cada uno de los postulantes. En dicha audiencia, que será pública, la Superintendencia abrirá la oferta técnica y verificará que contenga cada uno de los documentos solicitados. Por su parte, un representante del Consejo Resolutivo custodiará, con los resguardos correspondientes, la oferta económica hasta la audiencia respectiva.


c) Evaluación: dentro de los ciento veinte días siguientes a la audiencia señalada en el literal anterior, la Superintendencia deberá llevar a cabo el proceso de evaluación de las ofertas técnicas. Dicha evaluación, acompañando el expediente respectivo e indicando el puntaje ponderado de cada uno de los solicitantes será propuesta al Consejo Resolutivo, el que ratificará, solicitará la revisión del mismo o pondrá término a  la evaluación, en su caso, en el plazo de cuarenta días contado desde la recepción de los expedientes. De requerirse la revisión de los puntajes, el Superintendente deberá pronunciarse en el plazo máximo de cinco días contado desde el requerimiento.


El Superintendente no dará curso a la evaluación de las solicitudes que no den cumplimiento a los requisitos establecidos en los artículos 17, 18, 20 y 21 bis de la presente ley.


d) Resolución de evaluación: concluida la evaluación, la Superintendencia dictará una resolución pronunciándose sobre la misma, indicando los puntajes ponderados finales de cada uno de los postulantes o lo señalado en el párrafo segundo del literal precedente, según corresponda, y citará a la audiencia de apertura de la oferta económica a aquellos que hubiesen obtenido el puntaje mínimo ponderado.


e) Audiencia de apertura de la oferta económica: dentro de los cinco días siguientes a la publicación de la resolución de evaluación, deberá llevarse a cabo la audiencia pública de apertura de la oferta económica, en la cual un representante del Consejo Resolutivo deberá abrir los sobres que contengan las ofertas de aquellos postulantes que hayan superado el puntaje mínimo ponderado establecido en esta ley.


f) Resolución de otorgamiento, denegación o renovación de los permisos: dentro de los cinco días siguientes a la fecha de la audiencia de apertura de la oferta económica, el Superintendente deberá dictar la resolución de otorgamiento, denegación o renovación de los permisos.”.


4) Modifícase el artículo 20 de la siguiente forma:


a) Reemplázase el encabezado del inciso primero por el siguiente:


“Artículo 20.- La oferta técnica deberá contener y acompañar, en su caso, a lo menos:”.


b) Intercálase en su letra a), entre la palabra “accionistas” y el punto y coma, la frase “, en la forma que establezca el reglamento, para verificar el cumplimiento de los requisitos que exige la ley”.


c) Reemplázase en su letra c) la frase “El informe económico-financiero, que comprenderá” por “La oferta económica y el informe económico-financiero, el cual comprenderá”.


d) Elimínase, en su letra i), la expresión “de precalificación”.


e) Reemplázase en su letra j), la expresión “, y” por un punto y coma.


f) Incorpórase la siguiente letra k), pasando la actual letra k) a ser letra l):


“k) Una caución o garantía, pagadera a la vista y de carácter irrevocable, emitida a favor de la Superintendencia de Casinos de Juego, por el monto y de acuerdo a las modalidades que establezca el reglamento, para garantizar el cabal y oportuno cumplimiento del pago de la oferta económica, y”.


5) Sustitúyese el artículo 21, por el siguiente:


“Artículo 21.- La Superintendencia tendrá facultades para investigar los antecedentes en conformidad a lo establecido en el inciso final del artículo 18, incluidas las personas naturales que integren las sociedades accionistas, como asimismo el origen de los capitales aportados, tanto respecto a las exigencias establecidas en dicho artículo como las señaladas en los artículos 17, 20 y 21 bis.


Los costos de este proceso serán asumidos por la sociedad solicitante, conforme a lo establecido en la letra i) del artículo 20.


Las atribuciones establecidas en el presente artículo serán, del mismo modo, ejercidas por la Superintendencia cada vez que, ya otorgado un permiso de operación, se produjeren modificaciones en la composición accionaria o en el capital de la sociedad, como asimismo cuando se incorpore un nuevo partícipe en la sociedad operadora.”.


6) Agrégase el siguiente artículo 21 bis:


“Artículo 21 bis.- Se considerarán como únicas causales para que la sociedad solicitante no continúe con la etapa de evaluación, junto con el incumplimiento de los requisitos establecidos en los artículos 17, 18 y 20, que ésta o sus accionistas se encuentren en alguna de las siguientes circunstancias:”


a) En estado de insolvencia.


b) Haber sido, en los últimos quince años, director, gerente o accionista en una sociedad operadora a la cual se haya revocado su permiso de operación.


c) Haber aportado a la Superintendencia información falsa, incompleta, inconsistente, adulterada o manifiestamente errónea respecto de sus antecedentes.


d) No haber acompañado los antecedentes requeridos por la Superintendencia para llevar a cabo la evaluación en tiempo y forma.


e) Ser socio o administrador de empresas o sociedades que mantengan deudas impagas con el Fisco, cuyo plazo para el pago se encuentre vencido.


f) Haber sido sancionado administrativamente, mediante resolución firme, por tres o más infracciones graves en los últimos cinco años por incumplimiento de las normas que regulan la actividad de los casinos.


g) Haber sido sancionada la persona jurídica, por alguno de los delitos contemplados en la ley N° 20.393; o los accionistas personas naturales en virtud de lo dispuesto en los artículos 27 ó 28 de la ley N° 19.913, en la ley         N° 18.314 o en los artículos 250 y 251 bis del Código Penal.


Asimismo, la causal a que se refiere este literal también se configurará en aquellos casos en que los accionistas, sean personas jurídicas o naturales, hayan sido condenados por delitos equivalentes en el extranjero.”.


7) Reemplázase el artículo 22, por el siguiente:


“Artículo 22.- Respecto de cada solicitud de operación que se presente, la  Superintendencia deberá requerir informe a los siguientes órganos:


a) Ministerio del Interior y Seguridad Pública, que se pronunciará respecto de las consideraciones de seguridad y orden público que reúna el lugar de emplazamiento y su entorno inmediato.


b) Servicio Nacional de Turismo, que se pronunciará respecto de la calidad de territorio turísticamente consolidado o de claro potencial turístico del lugar de emplazamiento del casino de juego cuyo permiso de operación se solicita.


c) Intendencia de la región en que se emplazaría el establecimiento, que se pronunciará respecto de la comuna propuesta por el postulante y el impacto en el desarrollo regional.


d) Municipalidad de la comuna en que se emplazaría el establecimiento, que se pronunciará respecto del impacto y la viabilidad logística de llevar a cabo el proyecto en la comuna. 


Dichos informes serán ponderados en la forma establecida en el reglamento.


Los órganos requeridos y la Superintendencia podrán solicitar al postulante la información necesaria para mejor resolver y requerir las aclaraciones e informaciones complementarias que consideren oportunas.”.


8) Sustitúyese el artículo 23, por el siguiente:


“Artículo 23.- Junto con el cumplimiento de los requisitos establecidos en los artículos 17, 18, 20 y 21 bis, las sociedades postulantes serán sometidas a una evaluación de los criterios y factores que se señalan a continuación, aplicando al efecto la ponderación que para cada uno de ellos establezca el reglamento:


1.- Los informes favorables de los organismos señalados en el artículo 22.


2.- Las cualidades del proyecto integral y su plan de operación, considerando al efecto los siguientes factores específicos:


a) El incremento de la oferta turística de la zona de emplazamiento.


b) La ubicación, diseño y calidad de las instalaciones.


c) La relación armónica con el entorno.


d) La conexión con los servicios y vías públicas.


e) Los efectos económico-sociales que la instalación del establecimiento haya de crear o promover en la zona geográfica de su localización.


f) El monto de la inversión total del proyecto a ejecutar por la solicitante.


3.- La evaluación del desempeño o ejercicio operacional del casino de juego, cuando se trate de una solicitud de renovación del permiso de operación de un establecimiento en actual funcionamiento.


Para estos efectos, el Superintendente deberá constituir al interior de la Superintendencia, y presidido por él, un Comité Técnico de Evaluación, cuyo funcionamiento e integración se determinará de conformidad al reglamento.”.


9) Elimínase el artículo 24.


10) Sustitúyese el artículo 25 por el siguiente:


“Artículo 25.- Para obtener un permiso de operación se debe alcanzar, al menos, un 60% de la suma total de los puntajes ponderados establecidos en el reglamento y, a su vez, haber presentado la oferta económica más alta. El empate de las ofertas técnicas y económicas deberá ser dirimido conforme a lo establecido en el reglamento.


Con todo, la sociedad operadora que solicite la renovación de un permiso de operación vigente tendrá derecho preferente para la obtención del permiso cuando, habiendo igualado con otra sociedad postulante en la oferta económica, hubiere obtenido un puntaje ponderado mayor en la etapa de evaluación técnica.”.


11) Agrégase, en el inciso primero del artículo 26, a continuación de la palabra “deberá”, la siguiente frase: “dictarse dentro del plazo establecido en el literal f) del artículo 19,”.


12) Modifícase el artículo 27 de la siguiente forma:


a) Remplázase en su letra e) la expresión “, y” por un punto y coma.


b) Sustitúyese, en su letra f), el punto por la expresión “, y”.


c) Agrégase el siguiente literal g):


“g) El monto de la oferta económica comprometido por la sociedad postulante.”.


13) Agrégase el siguiente artículo 27 bis:


“Artículo 27 bis.- En contra de las resoluciones de evaluación y otorgamiento, denegación o renovación de los permisos de operación, se podrá interponer el recurso de reposición contemplado en el artículo 10 del decreto con fuerza de ley Nº 1, del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, promulgado el año 2000 y publicado el año 2001, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.575, orgánica constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado, en el plazo de cinco días hábiles contado desde el día siguiente a la notificación de la respectiva resolución. La Superintendencia dispondrá de diez días hábiles para resolver.


Los postulantes que estimen que las resoluciones de la Superintendencia no se ajustan a la ley, a los reglamentos o disposiciones que le corresponda aplicar podrán reclamar de las mismas ante la Corte de Apelaciones de Santiago, dentro del plazo de diez días hábiles contado desde la notificación.


Por la interposición del reclamo no se suspenderán los efectos del acto reclamado, ni podrá la Corte decretar medida alguna con ese objeto mientras se encuentre pendiente la reclamación.


La Corte de Apelaciones dará traslado de la reclamación a la Superintendencia, notificándola por oficio y ésta dispondrá de un plazo de diez días hábiles contado desde que se notifique la reclamación interpuesta, para formular observaciones.


Evacuado el traslado por la Superintendencia, o vencido el plazo de que dispone para formular observaciones, el tribunal ordenará traer los autos en relación y la causa se agregará extraordinariamente a la tabla de la audiencia más próxima, previo sorteo de la Sala. La Corte podrá, si lo estima pertinente, abrir un término probatorio que no podrá exceder de siete días, y escuchar los alegatos de las partes. La Corte dictará sentencia dentro del término de quince días. Contra la resolución de la Corte de Apelaciones no procederá recurso alguno.”.


14) Modifícase el artículo 28 de la siguiente forma:


a) Efectúanse las siguientes enmiendas en su inciso primero:


i) Sustitúyese, en la primera oración, el texto “tratándose del inicio de la operación del casino de juego propiamente tal, y de tres años para el cumplimiento de las demás obras o instalaciones que comprenda el proyecto; todo ello contado”, por la palabra “contados”.


ii) Reemplázase, en la segunda oración, la expresión “de los referidos plazos” por “del referido plazo”.


b) Sustitúyese en su inciso segundo la frase “Vencidos los respectivos plazos o la prórroga” por “Vencido el plazo o la prórroga”.


c) Reemplázase su inciso final por el siguiente:


“Las circunstancias acreditadas por la sociedad operadora, a efectos del otorgamiento del certificado referido en el inciso anterior, deberán mantenerse durante toda la vigencia del permiso de operación, lo que será fiscalizado por la Superintendencia de acuerdo a sus facultades. En caso de perderse alguna de dichas condiciones procederá la revocación conforme a la causal dispuesta en el artículo 31, letra a).”.


15) Modifícase el artículo 31 de la siguiente forma:


a) Sustitúyese en su literal g) el término “autorizados” por la expresión “contemplados”.


b) Intercálase, en su letra j), después de la voz “reglamentarias”, la siguiente frase final: “, en relación a las actividades que deban realizarse en los casinos”.


c) Agrégase el siguiente literal p), nuevo:


“p) No haber dado cumplimiento, en tiempo y forma, a la oferta económica presentada para optar al permiso de operación, o a las obligaciones establecidas en el artículo 20 letra k) y en el inciso primero del artículo 61 bis.”.


16) Agréganse, en el artículo 37, los siguientes números nuevos:


“9.- Velar porque las sociedades operadoras fiscalizadas cumplan con las leyes y reglamentos que las rigen y con las instrucciones, circulares y demás órdenes que la Superintendencia emita, sin perjuicio de las facultades que pudieran corresponder a otros organismos fiscalizadores.


10.- Requerir que las sociedades operadoras proporcionen al público, a través de los medios que la Superintendencia determine, la información estrictamente necesaria para conocer el funcionamiento de la industria, velando porque ésta sea suficiente, oportuna y veraz.


La Superintendencia podrá efectuar directamente las publicaciones necesarias para dar cumplimiento a lo señalado en el párrafo anterior. Asimismo, podrá disponer la publicidad de medidas, instrucciones o información relativa a las sociedades operadoras o casinos de juego.


11.- Elaborar y difundir índices, estadísticas y estudios relativos a las sociedades operadoras y a los casinos de juegos.


12.- Atender las consultas del público y resolver los reclamos que se formulen en contra de un casino de juego o de una sociedad operadora.


13.- Ejercer las demás facultades que esta y otras leyes o normas vigentes le confieran.”.


17) Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 42:


a) Modifícase su número 12 en el siguiente sentido:


i. Intercálase entre la expresión “libros,” y la expresión “cuentas,”, la palabra “actas”, seguida de una coma.


ii. Sustitúyese la expresión “entidades fiscalizadas” por “sociedades operadoras, sus socios, accionistas, directores y administradores, siempre y cuando se refieran a la operación de los casinos”.


b) Sustitúyese su número 14 por el siguiente: 


“14.- Citar a los socios y accionistas, sean personas naturales o jurídicas, de las sociedades operadoras, a comparecer y,o a prestar declaración bajo juramento, acerca de cualquier hecho o circunstancia cuyo conocimiento estimare necesario para esclarecer alguna operación de dichas entidades o la conducta de su personal o ejercer sus facultades de fiscalización.


Las personas indicadas en el artículo 361 del Código de Procedimiento Civil no estarán obligadas a comparecer y declararán por escrito.


El Superintendente podrá requerir del juez de turno en lo civil competente la aplicación del procedimiento de apremio contemplado en los artículos 93 y 94 del Código Tributario, en contra de las personas que, habiendo sido citadas bajo apercibimiento y sin causa justificada, no concurran a declarar.”.


18) Sustitúyese el artículo 46 por el siguiente:


“Artículo 46.- Las infracciones de esta ley, de sus reglamentos, y de las instrucciones y órdenes que imparta la Superintendencia, que no tengan señalada una sanción especial, serán sancionadas con amonestación o multa a beneficio fiscal de cinco a ciento cincuenta unidades tributarias mensuales, sin perjuicio de las sanciones establecidas en otros cuerpos legales.”.


19) Agrégase el siguiente artículo 46 bis:


“Artículo 46 bis.- Serán sancionados con amonestación o multa de quince a doscientas unidades tributarias mensuales, las sociedades operadoras de casinos de juego que, durante el período que va entre el otorgamiento del permiso de operación y el inicio de operaciones del casino, no cumplan con las normas legales o reglamentarias o con las instrucciones impartidas por la Superintendencia.”.


20) Sustitúyese el artículo 50 por el siguiente:


“Artículo 50.- Sin perjuicio de lo establecido en el artículo 31, será sancionada con multa de ciento cincuenta a dos mil unidades tributarias mensuales la sociedad operadora que incurra en alguna de las conductas descritas en dicho artículo y que no tenga señalada una sanción diversa en el presente Título. Con todo, lo anterior no será aplicable tratándose de la causal contemplada en el literal a) del referido artículo.”.


21) Agrégase el siguiente artículo 53 bis, nuevo:


“Artículo 53 bis.- Serán responsables del pago de la multa las sociedades operadoras y, subsidiariamente, sus directores, gerentes y apoderados siempre que tengan facultades generales de administración. En caso de reincidencia dentro de un periodo no superior a un año, las multas podrán duplicarse.”.


22) Agrégase el siguiente artículo 56 bis, nuevo:


“Artículo 56 bis.- Las acciones de la Superintendencia para imponer las sanciones a las que se refiere este Párrafo, prescribirán en el plazo de 3 años desde la ocurrencia de las infracciones respectivas. Dicho plazo se interrumpirá con la notificación de la formulación de cargos por los hechos constitutivos de las mismas.”.


23) Agréganse los siguientes artículos 61 bis y 61 ter:


“Artículo 61 bis.- La oferta económica comprometida en la propuesta para optar al permiso de operación por la sociedad operadora deberá enterarse de acuerdo a los plazos y condiciones que establezca el reglamento.


El Servicio de Tesorerías recaudará los recursos por concepto de oferta económica comprometida por la sociedad operadora, los que ingresarán al patrimonio de la municipalidad respectiva.


Artículo 61 ter.- Si el monto de la oferta económica comprometida por la sociedad operadora no se entera oportuna e íntegramente en las condiciones que establezca el reglamento, la Superintendencia procederá a hacer efectiva la garantía indicada en el artículo 20, letra k), sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 31, letra p), de la presente ley.”.


24) Sustitúyese en el inciso segundo del artículo 2° transitorio el guarismo “2015” por “2017”.


25) Modifícase el artículo 3° transitorio en el siguiente sentido:


a) Sustitúyese, en su inciso primero, el guarismo “2016” por el guarismo “2018”.


b) Reemplázase su inciso segundo por el siguiente:


“A partir de dicha fecha, las comunas señaladas en el inciso anterior continuarán siendo sede de un casino de juegos por un total de tres períodos de quince años cada uno. Una vez vencido el último de los referidos períodos, la sede podrá ser renovada por plazos sucesivos de quince años, salvo resolución fundada del Consejo Resolutivo en contrario. Con todo, no podrá excederse el número máximo de permisos de operación autorizados conforme a lo dispuesto en el inciso primero del artículo 16 de la presente ley.”.


c) Agréganse los siguientes incisos tercero, cuarto, quinto y sexto:


“Sin perjuicio de lo dispuesto en el inciso anterior, el proceso de asignación del permiso de operación se desarrollará en la misma forma y condiciones indicadas en el Título IV de este cuerpo legal, con las siguientes excepciones:


i. La Superintendencia deberá dictar la resolución de apertura del proceso dentro del plazo de ciento veinte días contado desde la fecha de entrada en vigencia de esta ley. Para estos efectos, el Consejo Resolutivo de la Superintendencia, previa proposición de ésta, determinará las condiciones especiales para el otorgamiento del permiso de operación, que considerarán, entre otras, una oferta económica mínima garantizada, la construcción o ampliación de la infraestructura turística de la comuna donde haya de instalarse el casino y el porcentaje de trabajadores que se desempeñan para el actual concesionario que continuarán prestando servicios, que no podrá ser inferior al 80%. La propuesta que formule la Superintendencia deberá efectuarse previa audiencia de los alcaldes de las comunas a que se refiere el inciso primero del presente artículo, sin perjuicio de que, una vez efectuada dicha propuesta, el Consejo Resolutivo deberá oír a las referidas autoridades si éstas lo solicitan.


ii. Los casinos de juego que a la fecha de entrada en vigencia de esta ley se encuentren en actual operación en razón de una concesión municipal, podrán seguir operando en las condiciones convenidas con la municipalidad respectiva en conformidad a las normas que resultan aplicables en la especie, hasta la fecha en que se dé inicio a la operación de los nuevos permisos otorgados según lo dispuesto en el numeral i. precedente.


Con todo, las condiciones especiales para el otorgamiento de permisos de operación señaladas en el numeral i. del inciso precedente podrán ser fijadas, indistintamente, para los periodos de quince años o sus posteriores renovaciones, a que se refiere el inciso segundo de este artículo.


Los permisos de operación otorgados con anterioridad a la modificación de la presente ley se regirán por las normas vigentes al tiempo de su otorgamiento, salvo que las normas posteriores impliquen mejores condiciones para su operación.


En todo lo demás, regirán las normas permanentes de la presente ley.”.

DISPOSICIONES TRANSITORIAS


Artículo primero.- Los procesos de otorgamiento y,o renovación de permisos de operación para casinos de juego que se encuentren en curso a la fecha de entrada en vigencia de la presente ley se regirán por las normas vigentes al inicio del citado proceso.


Artículo segundo.- Respecto de los casinos a que se refiere el inciso primero del artículo 3º transitorio de la ley N° 19.995, la Superintendencia podrá, a partir de la entrada en vigencia de la presente ley, requerir información pertinente relativa a las actividades de su funcionamiento.


Artículo tercero.- Las adecuaciones a los reglamentos a los que se refiere esta ley, deberán realizarse en un plazo de 60 días contado desde la publicación de la misma.”.

_________

Posteriormente, la Sala acuerda que el proyecto de ley que fortalece al Servicio de Impuestos Internos para implementar la reforma tributaria (Boletín N° 9.898-05), sea considerado en el primer lugar de la Tabla de la próxima sesión.


Hacen uso de la palabra, el Honorable Senador señor Tuma y la señora Ministra Secretaria General de la Presidencia.

- - -


Enseguida, el señor Presidente señala que ha concluido el Orden del Día.

_________
PETICIONES DE OFICIOS


El señor Secretario General informa que los Honorables Senadores señora Allende y señores Espina, Navarro, Prokurica, Quinteros y Rossi, han requerido que se dirijan oficios, en sus nombres, a las autoridades y en relación con las materias que se consignan, de manera pormenorizada, en la correspondiente publicación oficial del Diario de Sesiones del Senado.


El señor Presidente anuncia el envío de los oficios solicitados, en nombre de los Senadores indicados, en conformidad con el Reglamento del Senado.

- - -


Se levanta la sesión.
MARIO LABBÉ ARANEDA

Secretario General del Senado

D O C U M E N T O S
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PROYECTO DE LEY, DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS, QUE MODIFICA LAS LEYES N° 20.422 Y N° 19.928, PARA INCORPORAR EL LENGUAJE DE SEÑAS EN LOS PROGRAMAS DE TELEVISIÓN CON CONTENIDO MUSICAL Y ESPECTÁCULOS MUSICALES EN VIVO

(9.819-24)


Oficio Nº 11.858


VALPARAÍSO, 5 de mayo de 2015

Con motivo de la moción, informe y demás antecedentes que tengo a honra pasar a manos de V.E., la Cámara de Diputados ha tenido a bien prestar su aprobación al proyecto de ley que modifica las leyes N°20.422 y N°19.928, para incorporar la lengua de señas en los programas de televisión con contenido musical y espectáculos musicales en vivo, correspondiente al boletín N°9819-24, del siguiente tenor:

PROYECTO DE LEY:
“Artículo 1°.- Intercálase en el artículo 25 de la ley N°20.422, que establece normas sobre igualdad de oportunidades e inclusión social de personas con discapacidad, el siguiente inciso segundo, nuevo, pasando el actual a ser tercero:
“En caso de que se emitan programas culturales y de eventos o espectáculos musicales en vivo, conciertos y festivales de la canción, los concesionarios de servicios de radiodifusión televisiva de libre recepción o permisionarios de servicios limitados de televisión, de carácter nacional, deberán siempre incluir el correspondiente subtitulado oculto y lengua de señas para ser visualizado especialmente por personas con discapacidad auditiva.”.

Artículo 2°.- Agrégase el siguiente artículo 18 en la ley N°19.928, sobre fomento de la música chilena:
“Artículo 18.- Tratándose de conciertos, espectáculos o eventos musicales en vivo de carácter masivo, según lo determine la autoridad pertinente, corresponderá siempre la utilización de los mecanismos de comunicación audiovisual de lengua de señas para garantizar el acceso de las personas con discapacidad auditiva.”.”.
Dios guarde a V.E.

(Fdo.): Patricio Vallespín López, Presidente en ejercicio de la Cámara de Diputados.- Miguel Landeros Perkić, Secretario General de la Cámara de Diputados.

2

INFORME DE LA COMISIÓN DE HACIENDA, RECAÍDO EN EL PROYECTO, EN SEGUNDO TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE ESTABLECE UNA LEY MARCO PARA LA INVERSIÓN EXTRANJERA DIRECTA EN CHILE Y CREA LA INSTITUCIONALIDAD RESPECTIVA

(9.899-05)

HONORABLE SENADO:

Vuestra Comisión de Hacienda tiene el honor de emitir su informe acerca del proyecto de ley de la referencia, iniciado en Mensaje del señor Vicepresidente de la República, con urgencia calificada de “suma”.

A una o más de las sesiones en que la Comisión se ocupó de este asunto asistieron, además de sus miembros, las siguientes personas:

Del Ministerio de Hacienda, el Ministro, señor Alberto Arenas; la Coordinadora Legislativa, señorita Macarena Lobos; el asesor de Política Tributaria, señor Francisco Saffie; la asesora de Comunicaciones, señora Jimena Kaustz, y los asesores, señores Julio Valladares y Pablo Cañas.

Del Ministerio de Economía, Fomento y Turismo, el Ministro, señor Luis Felipe Céspedes; el Coordinador Legislativo, señor Pablo Berazaluce; los asesores, señora Marcela Cabezas y señores Pablo Valladares y Adrián Fuentes, y el Jefe de Prensa, señor Ignacio Rojas.

Del Comité de Inversiones Extranjeras, el Vicepresidente Ejecutivo, señor Jorge Pizarro; la Fiscal, señora Liliana Macchiavello; el Jefe Atracción de Inversiones, Vicente Mira; el Jefe de Estudios, señor Rodrigo Krell, y el Jefe Comunicaciones y Relaciones Institucionales, señor Álvaro Cáceres.

Del Consejo Minero, el Presidente Ejecutivo, señor Joaquín Villarino, y el Gerente de Estudios, señor José Tomás Morel.

Del Instituto Libertad y Desarrollo, la Directora del Programa Legislativo, señor Bárbara Vidaurre.

De la Cámara de Comercio Chileno Norteamericana (AmCham Chile), la Presidenta, señora Kathleen Barclay; el Gerente General, señor Roberto Matus; la Gerente de Contenidos, señora Catalina Pfenniger, y el abogado asesor, señor Miguel Zamora.

El abogado, señor Sebastián Guerrero.

Del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, el asesor legislativo, señor Giovanni Semería.  

El Jefe de Gabinete del Honorable Senador Zaldívar, señor Christian Valenzuela, y la asesora, señorita Martina González. 

La asesora del Honorable Senador Montes, señora Alicia Gariazzo.

El asesor del Honorable Senador García, señor Tomás Zamora. 

El asesor del Honorable Senador Coloma, señor Álvaro Pillado. 

De la Biblioteca del Congreso Nacional, el asesor, señor Samuel Argüello.

- - -


Cabe señalar que la iniciativa fue discutida sólo en general, en virtud de lo dispuesto en el artículo 36 del Reglamento de la Corporación.

- - -

OBJETIVOS DEL PROYECTO

El proyecto de ley tiene por finalidad establecer el régimen aplicable a la inversión extranjera directa, que reconoce el acceso al mercado cambiario formal y a la remesa de capital y utilidades, la no discriminación arbitraria y la exención del impuesto a las ventas y servicios a las importaciones de bienes de capital que cumplan con los requisitos establecidos en el número 10 de la letra B del artículo 12 del decreto ley N° 825, de 1974.

Propone, asimismo, una nueva institucionalidad para la atracción de la inversión extranjera directa, integrada por un Comité de Ministros encargado de sugerir al Presidente de la República una estrategia de fomento y promoción, y por una Agencia de Promoción de la Inversión Extranjera, servicio público descentralizado, con personalidad jurídica y patrimonio propio.

Adicionalmente, regula los efectos de los contratos leyes celebrados durante la vigencia del decreto ley N° 600, para  asegurar la plena vigencia de los derechos y deberes adquiridos por los inversionistas extranjeros bajo ese régimen legal, y dispone un régimen excepcional de carácter transitorio, por cuatro años a contar de la entrada en vigencia de la ley, que habilita a suscribir nuevos contratos de inversión extranjera en los términos establecidos en el decreto ley N° 600.

- - -

ANTECEDENTES

Para una adecuada comprensión de la iniciativa en informe deben tenerse presente los siguientes antecedentes:


A.- ANTECEDENTES JURÍDICOS
B.- ANTECEDENTES DE HECHO
El Mensaje que da origen al presente proyecto de ley refiere que la ley N° 20.780 (correspondiente a la reforma tributaria aprobada el año 2014), contempló, en su artículo 9°, la derogación del decreto ley Nº 600, de 1974, Estatuto de la Inversión Extranjera, a partir del 1 de enero de 2016. A contar de esta fecha, entonces, el Comité de Inversiones Extranjeras no podrá celebrar nuevos contratos de inversión extranjera sujetos al estatuto contenido en dicho referido decreto ley. 

Añade que, tal como se debatiera con ocasión de la señalada reforma, la estabilidad institucional permite al país adoptar esta decisión sin afectar las inversiones extranjeras. 

Indica que el decreto ley N° 600, al igual que los instrumentos jurídicos equivalentes que le antecedieron, fue concebido en un momento de la historia nacional en que efectivamente las inversiones extranjeras necesitaban un marco especial, tanto institucional como de estabilidad, para entrar al país. Hoy, en cambio, ese régimen de excepcionalidad no es necesario, pues Chile cuenta con un estatus reconocido a nivel mundial no sólo por ser miembro de la Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económico (OCDE), sino también por su estabilidad económica, social e institucional, todo lo cual permite dar con tranquilidad el paso de derogar dicho decreto ley y avanzar hacia una nueva regulación acorde a los requerimientos actuales, generando los incentivos correctos para atraer inversión extranjera directa.

El presente proyecto de ley, en consecuencia, viene a dar cumplimiento al compromiso asumido por el Gobierno a través del artículo vigésimo tercero transitorio de la ley N° 20.780, en orden a remitir al Congreso Nacional, a más tardar el 31 de enero del 2015, un proyecto de ley que cree una nueva institucionalidad en materia de inversión extranjera.

Expone el Mensaje que en atención a la relevancia de esta temática, la señora Presidenta de la República tomó la decisión de constituir una Comisión Asesora de carácter transversal, que efectuara propuestas sobre la nueva institucionalidad que reemplazaría al actual Estatuto de Inversión Extranjera. 

Una de las principales conclusiones de esa Comisión, que entregara su informe el 13 de enero del presente año, es la que destaca la importancia que supone, para atraer inversión extranjera directa a Chile, contar con una institucionalidad adecuada. En otras palabras, la necesidad de que el nuevo diseño institucional tenga por principal función el fomento y promoción de inversión extranjera directa a Chile, de conformidad a las mejores prácticas y estándares internacionales. En tal sentido, el proyecto de ley establece un nuevo marco institucional para el fomento y promoción de la inversión extranjera directa a nuestro país, que estará constituido por un Comité de Ministros que formulará la política de fomento y promoción para la inversión extranjera, y, además, por una Agencia de Promoción de la Inversión Extranjera, que tendrá por misión implementar dicha política de promoción. 

Enseguida, se explaya el Mensaje en los fundamentos de la iniciativa legal. Señala que la inversión extranjera directa es importante para el crecimiento y el desarrollo de los países receptores de ella. Entre los beneficios que genera, de acuerdo con el informe de la precitada Comisión Asesora, se encuentran los siguientes: acceso a capital para el financiamiento de proyectos públicos y privados y a conocimiento o tecnología que crea nuevas capacidades locales o mejora las existentes, formación de recursos humanos en procesos de capacitación y aprendizaje, y aumento de la actividad económica y del empleo que corresponde a los procesos de inversión. 

Por consiguiente, expresa, el establecimiento de una institucionalidad adecuada, que promueva el ingreso de inversión extranjera directa a Chile, resulta esencial para que ésta pueda constituirse como un vehículo e instrumento de fomento del crecimiento del sistema económico y productivo de nuestro país. Para esos efectos, el proyecto que se somete a consideración establece la creación de una Agencia de Promoción de la Inversión Extranjera siguiendo los lineamientos que la OCDE recomienda para este tipo de agencias, lo que significa que deberá permitir enfocar el trabajo de promoción hacia sectores estratégicos o hacia aquellos que carecen de inversión, debido a fallas de mercado. Contará, para ello, con las facultades que le permitan ser la entidad coordinadora de los esfuerzos por atraer inversión a Chile, destacando entre ellas la posibilidad de crear un Consejo Asesor Consultivo al que se incorporen representantes del sector privado que pueden aportar con su experiencia al mejor desarrollo de su función.

Esta modernización de la institución encargada de la promoción de la inversión extranjera responde, como se ha dicho, a la sólida situación de consolidación democrática y política en que se encuentra nuestro país, lo que explica el nuevo enfoque que requerirá su trabajo en el futuro. 

En materia de inversión extranjera directa a Chile y su protección se hace necesario recordar, prosigue el Mensaje, que la política internacional de celebración de Tratados de Libre Comercio, Acuerdos Bilaterales para Promoción y Protección de Inversiones y de Tratados para Evitar la Doble Imposición y para Prevenir la Evasión, forma un entorno completamente distinto al que existió en el pasado. En efecto, Chile hoy ofrece condiciones institucionales y políticas estables para los inversionistas extranjeros, quienes pueden invertir con confianza en el país porque sus derechos se encuentran resguardados por la legislación interna y los instrumentos jurídicos internacionales suscritos. Sin perjuicio de ello, y pensando en dar garantías a todos los inversionistas, se hallen o no cubiertos por algún instrumento jurídico internacional, en este proyecto de ley se propone reconocer a los inversionistas extranjeros la garantía de acceso al mercado cambiario formal y a la repatriación de capital y utilidades, con pleno resguardo de las facultades que le competen al Banco Central de Chile, conforme a lo previsto en la Ley Orgánica Constitucional que lo rige y en otras leyes especiales. Igualmente, se  garantiza, la no discriminación arbitraria. 

A lo anterior se suma la decisión de mantener la exención del impuesto a las ventas y servicios en la importación de bienes de capital que efectúen los inversionistas extranjeros, por sus proyectos acogidos al decreto ley N° 600. Adicionalmente, se moderniza y actualiza el procedimiento para acceder a aquella. Con esta modificación se busca promover el desarrollo de grandes proyectos de inversión en Chile, de aquellos que por sus características toman largo tiempo en desarrollarse, evitando que se deba incurrir en altos costos financieros en las etapas iniciales o previas de los mismos. 

Además, con el objeto de permitir la adaptación de los actores al cambio del régimen aplicable a la inversión extranjera, y en el marco de las propuestas efectuadas por la aludida Comisión Asesora, se establece un derecho excepcional que habilita, por un plazo máximo de cuatro años, a los inversionistas extranjeros para solicitar autorizaciones de inversión extranjera en los términos del artículo 3° del decreto ley N° 600, con los derechos y obligaciones que contempla el precitado decreto ley, pero con invariabilidad tributaria por una tasa total de 44,45%.

En vista de todo lo expuesto, presenta a continuación el Mensaje el contenido del proyecto de ley ingresado a tramitación legislativa.

Se establece, en primer lugar, el ámbito de aplicación de esta ley marco, definiendo lo  que para esos efectos se entenderá por “inversionista extranjero” e “inversión extranjera directa”. Se determina, asimismo, el régimen aplicable a dicha inversión, reconociendo la garantía de acceso al mercado cambiario formal y de remesa del capital y utilidades, la no discriminación arbitraria y la exención del impuesto a las ventas y servicios a las importaciones de bienes de capital que cumplan con los requisitos establecidos en el número 10 de la letra B del artículo 12 del decreto ley N° 825, de 1974.

En segundo lugar, se establece que el Presidente de la República fijará la estrategia de fomento de la inversión extranjera en Chile. Con tal fin se crea un Comité de Ministros para el Fomento y Promoción de la Inversión Extranjera, cuya principal tarea será asesorar al Primer Mandatario en estas materias. Adicionalmente, se crea la Agencia de Promoción de la Inversión Extranjera, que tendrá la misión de promover y atraer el ingreso de todo tipo de capitales e inversiones extranjeras al país, actuando como único organismo autorizado a ese efecto. En el diseño de esta Agencia se han seguido los estándares que fueron sugeridos, especialmente para este efecto, por la OCDE.

En tercer término, se regulan los efectos de los contratos leyes celebrados durante la vigencia del decreto ley N° 600, de forma de asegurar la plena vigencia de los derechos y deberes que hayan adquirido los inversionistas extranjeros bajo ese régimen legal. 

Asimismo, se regula un régimen excepcional de carácter transitorio que habilita a suscribir nuevos contratos de inversión extranjera, con las exigencias, derechos y obligaciones que se señalan.

Por último, se confiere una delegación de facultades al Presidente de la República para que, mediante decreto con fuerza de ley, fije la planta de la nueva Agencia de Promoción de la Inversión Extranjera, regulando todas las materias necesarias para su adecuado funcionamiento.

- - -

DISCUSIÓN GENERAL

Los señores Ministros de Hacienda, señor Alberto Arenas, y de Economía, Fomento y Turismo, señor Luis Felipe Céspedes, desarrollaron la presentación de que a continuación se da cuenta.

El señor Ministro de Hacienda dio inicio a la exposición.

Antecedentes generales 

- Con este proyecto de ley se cumple un compromiso adquirido en la ley de reforma tributaria (20.780). 

- El proyecto recoge el trabajo realizado por la Comisión Asesora Presidencial de carácter transversal que se constituyó para estudiar la materia. 

- El proyecto reconoce la importancia de la Inversión Extranjera Directa (IED) en Chile para el desarrollo del país. 
Inversión Extranjera Directa (IED) 

La IED tiene un rol fundamental: 

- Constituye capital para financiar proyectos públicos y privados. 

- Facilita el acceso a conocimiento y tecnología. 

- Permite la formación de recursos humanos: formal e informal. 

- Incorpora a empresas locales en las cadenas de valor internacionales. 

- Genera actividad económica y empleo. 
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Antecedentes generales 

Razones para la derogación del DL 600: 

- La situación internacional en que se encuentra hoy Chile. 

- La política de apertura comercial internacional desarrollada por el país: Tratados de Libre Comercio (TLCs), Acuerdos de Promoción y Protección de Inversiones (APPIs), Convenios para Evitar la Doble Tributación bajo el modelo OCDE. 

Nueva regulación: genera institucionalidad para atraer más y mejor IED al país. 
Objetivos del proyecto 

1. Nueva institucionalidad para una visión renovada de la atracción de IED: 
- Creación de un nuevo Comité de Ministros encargado de sugerir al Presidente de la República una estrategia de fomento y promoción de la IED. 

- Establecimiento de una nueva institucionalidad: la Agencia de Promoción de la Inversión Extranjera, conforme a los más altos estándares internacionales y que considera un Consejo Asesor Público – Privado, convocado por el Director de la Agencia. 

- Se reconocen garantías para los inversionistas extranjeros conforme a la política desarrollada en esta materia por el país: acceso al mercado cambiario formal, a la remesa de capital y utilidades, y no discriminación arbitraria. 

2. Se regulan los efectos de los contratos leyes celebrados durante la vigencia del DL 600, para asegurar derechos adquiridos por inversionistas extranjeros bajo ese régimen legal. 
3. Régimen transitorio: permitir la adaptación de los actores al cambio de régimen y en el marco de las propuestas sugeridas por la Comisión Asesora, se establece que por un plazo máximo de 4 años, los IED puedan solicitar autorizaciones de inversión extranjera conforme al artículo 3º del DL 600 con invariabilidad tributaria de 44,45%. 
Estrategia de fomento y promoción de IED 

La atracción de IED requiere una Estrategia para: 
- Promover y transmitir la imagen del país como receptor de inversión extranjera, en especial a sectores estratégicos y con potencial de desarrollo. 

- Establecer y desarrollar la colaboración y coordinación de las instituciones y servicios públicos vinculados a la promoción y atracción de inversiones. 

- Generar espacios de diálogo entre gobierno e inversionistas extranjeros. 

Contenidos del proyecto de ley 
Título Preliminar y Título I: Definiciones. 
- Ámbito de aplicación. 

- Definiciones de inversión extranjera e inversionista extranjero. 

- Regulación del certificado de inversionista extranjero. 

- Reconocimiento de derechos a los inversionistas extranjeros. 

Título II: Estrategia. 
- Estrategia de Fomento y Promoción de la Inversión Extranjera. 

Título III: Definición Política de la estrategia. 
- Establece el Comité de Ministros para el Fomento y Promoción de la Inversión Extranjera. 

- Función: Asesorar al Presidente de la República en materias vinculadas al fomento y promoción de la IED. 

Título IV: Ejecución de la promoción de la política de fomento de IED. 
- Agencia de Promoción de IED. 

- Creada conforme a los más altos estándares internacionales (informe OCDE). 

- Vinculación público – privada. 

Título V: Otras modificaciones legales. 
- Art. 12, letra B, número 10, Ley de IVA: actualizar y modernizar el procedimiento para acceder a la exención de IVA en la importación de bienes de capital. 

Título VI: Disposiciones transitorias. 
- Artículo primero: Regulación de los derechos adquiridos bajo el DL 600. 

- Artículo segundo: Régimen transitorio excepcional. 

- Artículos tercero a séptimo: autoriza dictación de DFL para fijar planta, traspaso de funcionarios del CIE, normas de resguardo. Regula nombramiento primer director de la Agencia, primer presupuesto, fija remuneraciones e imputación del gasto. 
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¿Por qué una Agencia de Promoción de IED? 

1. Son organismos especializados y dedicados íntegramente a la promoción y atracción de IED: 
- Dan a conocer a los potenciales inversionistas los atributos y ventajas de invertir en el país.

- Entregan asistencia y seguimiento al inversionista, lo que facilita la decisión de dónde invertir. 

- Permite separar los esfuerzos de promoción y atracción de IED con los esfuerzos de promoción de exportaciones. 

2. Diversos estudios demuestran que las Agencia de Promoción de Inversiones mejoran la cantidad y calidad de la IED.

3. Actualmente más de 170 países cuentan con una Agencia de Promoción de Inversiones. 
Agencia de Promoción de Inversiones 

Misión: colaborar con el crecimiento económico sostenido, sustentable y equitativo del país. 

Objetivos: 

- Sostener elevados y crecientes flujos de IED. 

- Aumentar la calidad e impacto de IED. 

- Articulación con la política de desarrollo productivo del país. 

- Generar encadenamientos productivos. 

Esto exige: 

- Una institución moderna, dinámica y coherente con las mejores prácticas. 

- Recursos para infraestructura y recursos humanos, tecnológicos y financieros. 

Objetivos de la Agencia

Aumentar la calidad e impacto de IED 
- Cerca de un 15% del mayor número de ocupados en la economía chilena a partir del año 2010 se explica por el aumento observado en los flujos de IED. 

- En promedio empresas receptoras de inversión extranjera pagan mayores remuneraciones. 

Articular la IED con la Estrategia de Desarrollo Productivo 

- Impulsar, fomentar y complementar las políticas de desarrollo estratégico: 

- Focalización en sectores de alto potencial de crecimiento. 

- Diversificación de las inversiones en el país. 

- Desconcentración por regiones y/o sectores de la actividad económica. 

Evidencia muestra que los esfuerzos de promoción son efectivos en los sectores focalizados (Harding T. & Javorcik B.S. (2010)): 

- Sectores con promoción reciben 155% más IED que sectores sin promoción. 

- US$ 1 en promoción de inversiones aumenta los flujos de IED en US$189. 

- 68% de aumento de empleo por inversionistas extranjeros en sectores promocionados relativo a los no promocionados. 

Encadenamientos productivos: 

- En Chile, los encadenamientos productivos de IED en servicios explican el 7% del aumento observado de la productividad manufacturera que utilizan dichos servicios (Fernández & Paunov, 2011). 

- Según UNCTAD (2013), crear encadenamientos y vinculaciones comerciales hoy es una de las tres principales tareas de las agencias de promoción y atracción de IED en países en desarrollo. 

- Además IED tiene efectos relevantes en la generación encadenamientos productivos de pymes locales con empresas multinacionales e inserción en las cadenas de valor. 

Focalización de la IED 

La mayoría de las agencias incentivan inversiones focalizadas en industrias específicas, principalmente manufacturera. 
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Una vez finalizada la presentación de los señores Ministros, se registraron las siguientes intervenciones.

El Honorable Senador señor Montes valoró la presentación efectuada e insistió en la necesidad de contar con más información sobre la composición de la inversión extranjera (IE), tanto la directa que ingresa vía decreto ley N° 600, como la que lo hace vía Capítulo XIV del Compendio de Normas de Cambios Internacionales del Banco Central de Chile.

Planteó que el fundamento para la existencia de una Agencia de Promoción de la Inversión Extranjera, que es el impacto sobre la economía del país, debe analizarse para saber si dicho ente sólo logrará atraer a inversionistas a los que les conviene hacer negocios en el país o si, además, logrará que se realicen operaciones que convengan a Chile desde el punto de vista de obtener mayor valor agregado y de la articulación con políticas de desarrollo productivo y generación de encadenamiento. Si éste es el caso, indicó, probablemente se haría necesaria una institucionalidad o instancia política que se dedique a esas materias, porque la labor que lleva a cabo CORFO no alcanza para cumplir ese rol. 

Por otra parte, valoró que el Ministro de Economía, Fomento y Turismo abordara temas como la industrialización y el dar mayor valor agregado a la producción, porque se trata de temáticas olvidadas por largo tiempo.

El Honorable Senador señor Coloma manifestó que debe hacerse la separación entre el proyecto de ley marco que se propone para la inversión extranjera en nuestro país, y los efectos prácticos que pueda generar esta institucionalidad.

Entre estos últimos, se explayó, el más relevante es el fin de la invariabilidad tributaria, que en el informe de la Comisión Asesora Transversal para la Nueva Institucionalidad en Inversión Extranjera (de enero de 2015), fue la materia que suscitó mayores discrepancias. Allí es posible encontrar las siguientes posturas 

- Que los sólidos fundamentos institucionales y económicos de Chile se han consolidado en un grado que hace innecesario otorgar invariabilidad tributaria a la inversión extranjera. 

- Que resulta conveniente ofrecer un régimen de estabilidad al impuesto específico a la actividad minera, por un plazo acotado. 

- Que es necesario expandir el régimen del punto precedente a diversos sectores económicos, otorgando invariabilidad tributaria a proyectos de inversión altamente intensivos en capital y que involucran largos períodos de maduración. 

- Que debe avanzarse hacia un esquema de invariabilidad tributaria garantizada mediante la suscripción de un contrato ley

Lo que se hace en el proyecto de ley, finalmente, es terminar con el funcionamiento de un mecanismo que involucra el 30% de los recursos que ingresan a nuestro país desde el exterior, lo que amerita un estudio cuidadoso sobre si dichas inversiones continuarán entrando una vez derogado el mecanismo. Es válido, sostuvo, crear una institucionalidad que busque mejorar el sistema para la inversión extranjera. Pero cosa  distinta es que ello suponga el término de mecanismos que han funcionado bien para atraer inversión. 

Hizo ver, asimismo, que en Perú existe un estatuto que permite la invariabilidad tributaria y que no se ha planteado cambiar. Consultó por las implicancias que podría tener la toma de decisiones de los inversionistas extranjeros en relación con nuestro país, por el hecho de que el citado Estado, que atrae el mismo tipo de inversiones, sí cuente con un mecanismo que garantice invariabilidad tributaria. 

El Honorable Senador señor Zaldívar manifestó que el marco para la inversión extranjera y su institucionalidad es una materia que debía ser abordada por el país.

Respecto del único punto que generó una real discrepancia en la Comisión que estudió estos asuntos, la invariabilidad tributaria, estimó que la transición de 4 años propuesta busca acercarse a las posiciones que preferían continuar con un mecanismo de invariabilidad.

Asimismo, de acuerdo a la experiencia internacional que conoce, sostuvo que se tiende a preferir la existencia de una agencia que promueva la inversión extranjera sobre el establecimiento de mecanismos de invariabilidad. Agregó que el ente que se ocupa actualmente de la materia en Chile, resulta ser más un receptor de inversión que un promotor de la misma.

En base a la relevancia para el país de que exista una institución que se encargue de promover la inversión desde el exterior, consultó si lo que se propone establecer como estructura será suficiente para lograr los objetivos que se plantean. Añadió que ello se enlaza con la inquietud manifestada por el Senador señor Montes, en orden a que se trate de inversión productiva y no a inversiones especulativas o de aquellas conocidas como “capitales golondrina”.

Solicitó conocer, además, de qué modo se integrarán organismos del Estado como Pro Chile, la DIRECON, Imagen País  y CORFO para que la actividad de la futura Agencia sea efectiva. Al acuerdo existente sobre la necesidad de la existencia de una agencia de promoción como la referida, añadió, debe sumarse que la mayor garantía que se puede otorgar es la estabilidad del país, sin perjuicio de que la justificación de la existencia de invariabilidad tributaria es un tema debatible.

El Honorable Senador señor Lagos recordó que, en el ámbito internacional, la opinión mayoritaria es que dado el grado de desarrollo, integración de los mercados financieros y solidez institucional de Chile, resulta anacrónica la existencia de una normativa como la del decreto ley N° 600. El no tener un sistema único de inversión extranjera, de hecho, ha dado lugar a dificultades y reservas en las negociaciones para lograr acuerdos económicos con otros países.

Asimismo, indicó que el Estatuto de Inversión Extranjera, de 1974, nació en un momento en el que no llegaban inversionistas al país ni los representantes de Gobierno eran recibidos en el exterior, lo que hacía necesario un mecanismo muy potente que incentivara el flujo de inversiones, situación diametralmente opuesta a la actual.

En relación con lo expuesto, planteó que los  compromisos internacionales asumidos por nuestro país dificultan que se creen mecanismos especiales que beneficien determinadas inversiones desde el extranjero, por lo que surge la duda de si el nuevo ente promocionará la inversión extranjera apelando a las virtudes y la estabilidad del país, o si dispondrá el establecimiento de instrumentos nuevos y adicionales que atraigan inversiones productivas que se integren con la innovación y el desarrollo que busca potenciar Chile. Agregó que el óptimo en la materia se lograría al encadenar inversión y producción con la actividad de investigación que realizan las universidades chilenas, especialmente aquellas que tienen sus sedes fuera de Santiago.

El Honorable Senador señor Montes expresó, respecto de las inquietudes planteadas por el Senador señor Coloma, que hace falta una explicación detallada por parte del Ejecutivo que dé claridad sobre qué efectos se espera que produzca el término del Estatuto de Inversión Extranjera.

Asimismo, solicitó información detallada sobre el efecto de la invariabilidad tributaria hasta el año 2023, que se incorporó para abordar el financiamiento de la reconstrucción posterior al terremoto del año 2010. Específicamente, consultó por la situación de nuevas empresas que se crean a partir de otras existentes con anterioridad, pues siempre se pensó que la norma sobre extensión de invariabilidad tributaria se aplicaría sólo a las empresas existentes al momento de publicación de la ley; en la práctica, empero, al parecer también nuevas empresas con inversión extranjera se estarían beneficiando del mecanismo.

El Honorable Senador señor Coloma reiteró su consulta sobre la necesidad de conocer la estimación del efecto que tendrá el término de la invariabilidad tributaria sobre el 30% de inversión extranjera que llega al país vía dicho mecanismo. 

Observó que si hace unos años la inversión extranjera que se acogía a la invariabilidad alcanzaba al 70% del total, y ahora es sólo el 30%, se trata de volúmenes no comparables, dado que actualmente dicho 30% es muy superior al mismo porcentaje de inversión que ingresaba 20 años atrás. Por lo mismo, indicó, debe actuarse con total seguridad sobre las consecuencias que conllevará la derogación de un mecanismo que atrae actualmente el 30% de la inversión que ingresa a Chile.

El Honorable Senador señor Zaldívar solicitó al Ejecutivo información comparada respecto de lo que ocurre con la invariabilidad tributaria en el resto de los países. La misma información comparada pidió sobre otros mecanismos que busquen atraer inversión extranjera.

Suscribió el requerimiento efectuado por el Honorable Senador señor Montes acerca de información sobre la invariabilidad otorgada hasta el año 2023, y también sobre cómo se concilia con la transición que plantea el proyecto de ley que llega hasta el año 2018.

Del mismo modo, estimó que toda información que se pueda entregar relacionada con la inquietud planteada por el Honorable Senador señor Coloma, resulta útil para ilustrar la decisión que debe tomar la Comisión.

El señor Ministro de Hacienda manifestó, en primer lugar, que el año pasado, cuando se discutió la reforma tributaria, se hizo ver la necesidad de fortalecer la administración tributaria en general y el Servicio de Impuestos Internos (SII) en particular, básicamente porque las metas de reducción de la evasión y elusión eran altas.   

Algo similar se dijo a propósito de la institucionalidad de la inversión extranjera, pues se señaló claramente que era necesario pasar a una etapa superior de fortalecimiento. Para eso, en concreto, el Título II del proyecto de ley prevé que se lleve adelante una Estrategia de Fomento y Promoción de la Inversión Extranjera. Es decir, la IE ya no será concebida como una cuestión aislada y orientada meramente a recolectar información y llevar estadísticas; será, a partir de ahora, parte de una política de desarrollo que será promovida por una Agencia. Esto último, subrayó, constituye una gran diferencia.

En consonancia con lo anterior, y para efectos de la deseable coordinación de todas las instituciones y sectores productivos  intervinientes, será un Comité de Ministros el encargado de efectuar la definición política de la aludida estrategia. La instancia será liderada por el Ministro de Economía, Fomento y Turismo. 

Recordó, en segundo término, que en su momento –también en el debate tributario del año 2014-, el Ejecutivo expuso latamente las razones por las que resulta conveniente avanzar en la eliminación del decreto ley N° 600. En tal sentido, indicó, es preciso distinguir entre la inversión que ingresa al país vía dicho decreto ley, por una parte, y la que se acoge a un régimen de invariabilidad tributaria, por otra. Los datos arrojan que, en realidad, el uso de este especial régimen es menor.

Sobre este último punto, el Vicepresidente Ejecutivo del Comité de Inversiones Extranjeras, señor Pizarro, explicó que el decreto ley N° 600 contiene dos artículos relativos a invariabilidad tributaria: el 7° y el 11 ter. El primero de ellos es el aplicable a todas las empresas no mineras, a una tasa de 42% de impuesto a la renta por un plazo de 10 años. Sólo fue utilizado una vez, a inicios de la década del 90, por una empresa japonesa. El artículo 11 ter, en tanto, es el que se aplica a la minería por inversiones de monto igual o superior a US$ 50.000.000, para el caso de quienes soliciten acogerse a él; pues existe otra serie de servicios asociados a la minería y minería de menor tamaño que, al no cumplir los requisitos, no gozan de invariabilidad.

El señor Ministro de Hacienda hizo hincapié en que luego de escuchar las distintas proposiciones emanadas de la Comisión Asesora, el Ejecutivo, siempre conforme a su Programa de Gobierno y a lo que se aprobó en la reforma tributaria, tuvo a bien proponer un régimen de transición de 4 años para la implementación de la nueva institucionalidad.

Nuestro país, concluyó, debe dar un salto cualitativo hacia una política más activa, dotando al desarrollo productivo no sólo de una institucionalidad, sino también de una estrategia que permita la consecución de los fines establecidos en el programa económico del Gobierno. En todo eso, justamente, se encuentra trabajando el Ministerio de Economía, Fomento y Turismo.

El señor Ministro de Economía, Fomento y Turismo, sostuvo que el Gobierno ha planteado con firmeza que para poder generar mayor crecimiento económico y productividad, el país tiene que fortalecer sus sectores estratégicos, los que deben ser claramente definidos, de modo que los encadenamientos productivos permitan agregar valor y conocimiento a los bienes que se producen. Eso es, precisamente, lo que surge a partir de la Agenda de Productividad, Innovación y Crecimiento. Tal es, resaltó, la diferencia entre quienes creen que lo único que se requiere para modernizar el país es movilizar uno u otro impuesto, y quienes, mirando la experiencia de los países desarrollados, sostienen que el desarrollo se logra agregando sectores económicos y valor a la matriz productiva.

De manera que, prosiguió, lo que se busca es que esta nueva institucionalidad de IE interactúe con las directrices de desarrollo productivo plasmadas en la Estrategia de Fomento y Promoción de la Inversión Extranjera, que guardará relación con aquellos sectores de la economía que el país va a privilegiar. Graficó, al efecto, con el hecho de que siendo Chile el país con mayor radiación solar del mundo, la tecnología en energía solar que utiliza procede de Alemania y España, cuyos grados de radiación solar son distintos. Para eso el Gobierno, a través de CORFO, está preocupado de generar instrumentos para propiciar que empresas extranjeras se instalen en Chile, establezcan centros de investigación de energía solar en el norte del país y lleven a cabo programas de innovación y desarrollo de prototipos para el desarrollo, por ejemplo, de manufactura relacionada con dicha clase de energía, de forma tal que los paneles solares puedan ser productos nacionales. Todo esto, por su parte, gatillará la necesidad de enviar profesionales chilenos a capacitarse al extranjero para contar con capital humano avanzado, y de tener los técnicos que sean necesarios para la mantención de las plantas solares. Una experiencia similar, agregó, se ejecutó el año 2004, cuando se desarrolló toda una industria de servicios globales vinculada a la externalización de los servicios computacionales de las empresas. Hasta ese año, Chile exportaba cerca de US$100 millones en el rubro, que hacia el año 2010 se incrementaron a US$1.000 millones, lo que se logró gracias a herramientas como becas de inglés o atracción de fondos para las empresas relacionadas con universidades, por ejemplo. 

El objetivo de la política, en suma, es replicar esas modalidades en industrias como la minería, el turismo, la acuicultura, internet, etc., utilizando todos los instrumentos con que cuente el Estado, coordinados a través de la Estrategia de Fomento y Promoción de la Inversión Extranjera y con el concurso de un Consejo Asesor que dé lugar a la reunión de todas las instituciones que interactúan en materia de IE.

El año 2014, concluyó, la inversión extranjera directa aumentó en Chile un 15%, lo que constituye una señal muy clara sobre la confianza que los inversionistas extranjeros tienen en nuestro país. Asimismo, cuando el Ministerio de Hacienda colocó un bono en los mercados internacionales, obtuvo el spread más bajo que ha obtenido un bono chileno. Ese es, entonces, el escenario en que se transita hoy hacia una institucionalidad en la que herramientas como el desarrollo de capital humano avanzado, innovación, vouchers para el desarrollo productivo e incentivos a la investigación y el desarrollo cobran especial relevancia, en lugar de un incentivo tributario que, habida cuenta precisamente de la confianza que los inversionistas extranjeros tienen en Chile, ha dejado de tener pertinencia. Tan es así, remarcó, que las empresas que se han acogido a la invariabilidad tributaria lo han hecho exclusivamente en el caso del impuesto a la actividad minera, y no en relación con otros tributos. Hoy en día, por lo demás, el desarrollo de la inversión minera pasa por la generación de mayor cantidad de científicos y de nueva tecnología para proyectos subterráneos.

El Honorable Senador señor Coloma puntualizó que respecto de empresas no mineras, el beneficio de la invariabilidad tributaria no se otorga desde el año 2001 por decisión del Comité de Inversiones Extranjeras, que adoptó una política en tal sentido.

La discusión, por consiguiente, debe circunscribirse a si, en el universo en que se entrega, resulta conveniente o no la derogación del beneficio. 

El Honorable Senador señor Montes indicó que la aclaración de la observación realizada por el Senador señor Coloma, pasa por el conocimiento acabado de los datos estadísticos sobre el uso de la invariabilidad tributaria. Solicitó al Ejecutivo conocer esos antecedentes.

Por otro lado, consignó que desde hace varios  años distintos sectores vienen propugnando, sin éxito hasta ahora, que el Ministerio de Hacienda asuma que debe existir una estrategia nacional de desarrollo productivo. Reseñó, a vía ejemplar, haber conocido una experiencia de la Comisión Nacional de Investigación Científica y Tecnológica (CONICYT) para la capacitación de personal en energía solar, en la que al fin y al cabo la opción fue que el Estado no podía hacerse cargo y que debía estarse a la iniciativa de las personas por demandar becas de estudios. En CORFO, se lamentó, la situación no es tan distinta, porque no hay una intencionalidad de largo plazo que incluya el hecho de que, en lo inmediato, una iniciativa puede no resultar rentable. Y en lo que importa a ENAP, lo que se requiere hoy en día es justamente contar con una empresa pública enfocada en la energía solar con parámetros distintos a los de la rentabilidad que persigue la empresa privada, premisa que no se aviene con ciertos anuncios de que su capacidad de acción será reducida; anuncios, que, a su turno, cuesta comprender en el marco de lo recientemente expuesto por el señor Ministro de Economía, Fomento y Turismo.

La nueva institucionalidad, culminó, parece estar bien encaminada. Sin embargo, requiere contar con una voluntad firme que movilice de manera efectiva la estrategia de desarrollo productivo. 

El Honorable Senador señor Lagos puso de relieve que el debate la OECD en materia de promoción de inversiones y búsqueda de nichos de desarrollo, se ha dado en torno a que una cosa es mostrar a los inversionistas cómo es un país para que ingresen inversión, y otra, distinta, es generar una política pública que privilegie el desarrollo a largo plazo de un determinado sector, como puede ser, por ejemplo, la energía solar. Normalmente, empero, los intentos por tomar esta última vía chocan con las miradas de los ministros de Hacienda, que manifiestan una  lógica aprensión por los eventuales errores que puedan sobrevenir y los costos que irroguen.

Asistimos, en consecuencia, a un debate no resuelto, en el que hace falta que el Estado opte por ejecutar políticas públicas que le permitan identificar áreas en las que invertir recursos para orientarlas o encauzarlas. Entendiendo, por cierto, que se puede fallar en el intento.        

El señor Vicepresidente Ejecutivo del Comité de Inversiones Extranjeras efectuó las siguientes precisiones:

- Solamente el 33% de la IE acumulada vía decreto ley N° 600 es minera. De dicho porcentaje, no toda se acoge al artículo 11 ter de dicho cuerpo legal, cuyo artículo 7° (el aplicable a todas las empresas que no son mineras) tiene plena y total vigencia. Donde sí hubo enmiendas, puntualizó, fue en relación con el artículo 11 bis el año 2004, a raíz de la negociación del impuesto específico minero.

- En el período 2009-2013, la composición de la inversión, en datos del Banco Central, fue de 44% en minería, 17% en servicios y 10% en electricidad, agua y gas. Lo que demuestra que hay mucha inversión minera que no ingresa vía decreto ley N° 600.

- El Comité que dirige tiene la obligación, además de diversificarse por sectores productivos, de hacerlo también en función de los mercados desde los cuales se atrae inversión y por regiones del mundo. 

- Desde que rige el decreto ley N° 600 (1974), en los primeros 20 años la IE fue prácticamente inexistente. Luego, por factores más bien estructurales, comenzó a crecer exponencialmente; pero paralelamente empezó a decrecer el porcentaje que representaba dicho decreto ley en el total de las inversiones. Tendencia que se vio refrendada en los dos últimos años.

Añadió que el proyecto de ley representa una muy buena oportunidad para normar que las distintas instituciones que trabajan en torno a la IE lo hagan complementariamente, porque hoy no es así. En esa dirección el Comité, dio a conocer, recientemente suscribió un acuerdo con la Dirección General de Relaciones Económicas Internacionales (DIRECON), con Pro Chile y con la Fundación Imagen de Chile, y con el Banco Central para la generación de conocimiento y estadísticas que sirvan a la IE. Está pronto, además, a hacer lo propio con CORFO.

Finalmente, señaló que efectivamente Perú cuenta con un instrumento similar al decreto ley N° 600, solamente para la actividad minera. A lo que se puede sumar el caso de Congo y Zambia. Sin embargo, ni en la OECD ni en otros países mineros, como Australia o Estados Unidos, existe ningún cuerpo normativo siquiera semejante a dicho decreto ley. Sólo cuentan, en el caso de estos dos últimos países, con determinados incentivos tributarios asociados a depreciación acelerada o exenciones de cierto tipo a partir de la cantidad de empleos de calidad que generen. Tal es, entonces, el mercado globalizado en el que Chile debe competir.

El Honorable Senador señor Coloma acotó que sería interesante conocer qué porcentaje de la inversión cuprífera mundial representan Congo, Perú, Zambia y Chile.

El señor Vicepresidente Ejecutivo del Comité de Inversiones Extranjeras indicó que es posible obtener ese dato, pero debe tenerse en cuenta que las invariabilidades no existen sólo para la actividad cuprífera minera, sino también para otras industrias.

El señor Ministro de Economía, Fomento y Turismo agregó que uno de los aspectos centrales del desarrollo productivo chileno se basa en agregar valor y generar nuevos instrumentos para la atracción de inversión extranjera. Por ahí pasa, por ejemplo, la posibilidad de realizar joint ventures en áreas estratégicas para el país. 

Todo lo anterior, consignó, se encuentra plasmados en la Agenda de Productividad, Innovación y Crecimiento surgida del área económica de ministros liderada, justamente, por el Ministro de Hacienda, y que consecuentemente forma parte de una estrategia planteada por el Gobierno. Que se verá materializada en metas concretas, como la necesidad de aumentar de 300 a 1.000 los científicos en el área minera o la implementación de nuevos instrumentos de apoyo para IE. 

El Honorable Senador señor Zaldívar observó que siendo legítima la discusión acerca de los efectos de derogar o no la invariabilidad tributaria, lo más relevante del proyecto de ley, a su juicio, es que pone énfasis en la promoción de la IE, lo que significa un cambio muy trascendental respecto de la situación actual, enfocada en la mera recepción de los proyectos. 

Con todo, un aspecto perfectible es el que guarda relación con los convenios de que el Comité de Inversiones Extranjeras suscribe con otras instituciones interesadas en la materia. Sería deseable, señaló, incluir entre las facultades del Presidente de la República la de establecer la manera en que se integrará la estrategia que encabece el Comité con dichas otras instituciones.

Se trata, a fin de cuentas, de dotar a la Estrategia de Fomento y Promoción de la Inversión Extranjera de una musculatura y capacidad tal que no la haga dependiente de ciertas coyunturales opiniones del Ministro de Hacienda.  

El señor Ministro de Hacienda reiteró que la invariabilidad tributaria del artículo 7° del decreto ley N° 600, con tasa de 42% de impuesto a la renta, sólo fue utilizada por una empresa. Otra cosa es la distinción entre los artículos 11 bis y 11 ter del mismo decreto, relativos al impuesto específico a la minería y que dan cuenta de un debate, hizo hincapié, que el Ejecutivo no ha incluido en el presente proyecto de ley, porque significaría abrir dos puntos de discusión: el del tratamiento diferenciado a los sectores de la economía y el de la tasa misma del tributo.

De otro lado, ratificó que la voz de los ministerios del área económica es unívoca: avanzar decididamente en una estrategia de desarrollo productivo vinculada a la promoción de la IE, que considere una institucionalidad adecuada en el Estado que se haga cargo de que el crecimiento económico de Chile pasa por la inversión privada.

En la siguiente sesión celebrada por la Comisión, se escucharon los planteamientos, en primer lugar, del Consejo Minero, cuyo Presidente, señor Joaquín Villarino, efectuó una presentación del siguiente tenor:
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Derogación del decreto ley N° 600

La última reforma tributaria (ley N° 20.780) incluyó la derogación del decreto ley N° 600 a partir del 1 de enero de 2016, por lo que se contempla durante este año aprobar el régimen jurídico de reemplazo. 

Siguiendo lo planteado por el Ejecutivo durante la reforma tributaria, en la exposición de motivos del presente proyecto se insiste en que la estabilidad del país hace innecesario el régimen de excepcionalidad que contenía el decreto ley N° 600. 

En esa exposición de motivos, el proyecto hace una breve mención al trabajo de la Comisión Asesora Presidencial, sin referirse a los puntos de consenso y disenso. 

En el presente documento se asume la derogación del decreto ley N° 600 como un hecho y por tanto no se discute esa decisión, si bien en su oportunidad criticamos la falta de sustento. 

Condición de Inversionista Extranjero

- Se plantea una definición amplia de inversión extranjera, fijando un piso de US$5 millones (artículos 2° y 3°). 

Sin embargo, la definición de inversionista extranjero deja fuera el caso de la persona jurídica constituida en Chile pero sometida a control extranjero, lo que merece ser revisado.

- Para ser certificado como inversionista extranjero, el requirente debe entregar una descripción detallada de la inversión, incluyendo su monto, su destino y naturaleza, todo ello en la forma que determine la autoridad (artículo 4°). 

Para reducir riesgos de arbitrariedad en la determinación de requisitos por parte de la autoridad, sugerimos señalar que un reglamento establecerá la forma en que se solicitará la información para ser certificado como inversionista extranjero.

Derechos del Inversionista Extranjero

Se propone que el inversionista extranjero tenga derecho a: 

- Remesar al exterior el capital transferido y las utilidades de sus inversiones (artículo 5°). 

- Acceder al mercado cambiario formal para liquidar y obtener divisas (artículo 6°). 

- Sujetarse al régimen jurídico común aplicable a los inversionistas nacionales, sin ser discriminado arbitrariamente de manera directa o indirecta (artículo 9°). 

- Eximirse del IVA a la importación de bienes de capital, de acuerdo a un nuevo procedimiento común con el aplicable a inversionistas nacionales (artículos 8° y 20). 

Como puede verse, no se trata de medidas que signifiquen un especial beneficio o privilegio a la inversión extranjera, sino condiciones básicas de protección frente a potenciales distorsiones internas, o medidas de aplicación general.

Diseño institucional

- A través de un decreto se establecerá una estrategia de fomento a la inversión extranjera, basada en acciones de promoción (artículos 10 y 11). 

- Un Comité de Ministros hará la propuesta de estrategia y velará por su implementación (artículos 12, 13 y 14). 

- Se crea la Agencia de Promoción de la Inversión Extranjera, cuya función principal es implementar la estrategia de fomento (artículos 15 a 19). 

Además, y entre otros: 

1) Brinda orientación e información a los potenciales inversionistas. 

2) Emite los certificados sobre la calidad de inversionista extranjero. 

3) Identifica obstáculos a la materialización de proyectos de inversión extranjera, informando de ellos a las autoridades competentes. 

Es un diseño institucional correcto, pero pudo ser más ambicioso en el rol de la Agencia y del Comité de Ministros, en cuanto a la identificación de obstáculos a la materialización de proyectos. Por ejemplo, que a partir de propuestas de la Agencia, el Comité de Ministros se pronuncie públicamente sobre los obstáculos y las acciones para removerlos.

Vigencia del decreto ley N° 600

- Los contratos suscritos al alero del decreto ley N° 600 mantienen plenamente su vigencia. 

- En forma transitoria, entre 2016 y 2019 se podrán suscribir contratos bajo las normas del decreto ley N° 600. En caso de acogerse a la invariabilidad tributaria general, la tasa será de 44,45%, en vez del 42% vigente. 

Vemos en esta norma transitoria un reconocimiento implícito a las bondades del decreto ley N° 600, sobre todo como instrumento parta atraer inversión en momentos de desaceleración como el actual.

Conclusiones del estudio de la oficina de abogados Philippi

El Consejo Minero encargó a la oficina de abogados Philippi, Yrarrázaval, Pulido & Brunner un estudio sobre las implicancias de la derogación del decreto ley N° 600, en términos del derecho comparado (se acompaña a esta presentación). Estas son algunas de las conclusiones: 

“Luego del análisis de la regulación de cada uno de los países considerados en nuestro estudio, concluimos que en materia de estímulo a la inversión extranjera, tras la derogación del DL 600 Chile se encuentra en una posición de inferioridad competitiva en relación a Perú, Australia, Estados Unidos, Zambia, El Congo e Indonesia. 

La derogación del DL 600 tiene como consecuencia principal la pérdida de la posibilidad que tenían los inversionistas extranjeros de acogerse a un régimen de invariabilidad tributaria. Se trata de una pérdida sensible para Chile pues Perú, país que representa una de sus competencias más cercanas y directas, sí ofrece a sus inversionistas extranjeros ese tipo de invariabilidad. 

Resulta fundamental que, en ausencia del DL 600, Chile adopte nuevos incentivos a la inversión extranjera a fin de no perjudicar aún más sus actuales desventajas competitivas en la materia, sea a nivel general, o en beneficio de industrias estratégicas para el desarrollo del país, como la industria minera.”. 

Propuesta: protección a través de contratos

- El Consejo Minero no considera apropiado establecer medidas que beneficien a la minería o a la inversión extranjera en el sector; los inversionistas de todos los sectores y orígenes debieran enfrentar las mismas condiciones. 

- Tal es el caso de los derechos que establece el proyecto de ley para los inversionistas extranjeros: libertad para remesar al exterior, acceso al mercado cambiario formal o no discriminación. 

- Estas medidas no hacen más que proteger al inversionista extranjero frente a potenciales distorsiones u obstáculos internos. Si se manifestaran estas distorsiones sin una protección adecuada, los inversionistas extranjeros se verían expuestos a una especial condición de desventaja. 

Sin embargo, para que las medidas de protección sean más efectivas, lo lógico es que queden estipuladas en un contrato, tal como es hoy en el decreto ley N° 600 y como tienen otros países, y no sólo en una ley.

Propuesta: esquema de estabilidad para el royalty 

En la misma línea argumental, de no establecer medidas que beneficien, sino sólo protejan frente a riesgos internos, somos partidarios de mantener un esquema de estabilidad al impuesto específico a la minería (royalty minero), como el que contempla el artículo 11 ter del decreto ley N° 600.

- La razón es que al tratarse de un impuesto que solo paga la gran minería –en la práctica formada por inversionistas extranjeros y una empresa estatal– está particularmente expuesta a que, ante una necesidad de recursos fiscales, políticamente sea tentador subir este impuesto, en vez de subir impuestos generales que afecten a muchos sectores. 

- Como además la minería tiene grandes inversiones hundidas, que le impide ajustarse ante un alza de impuestos, más tentador es cargarle la mano a este sector. 

- Ciertamente, esta tentación tiene costos de largo plazo para el país, porque ante la inestabilidad tributaria se resienten las inversiones futuras. 

Propuesta: cuatro consideraciones adicionales sobre el esquema de estabilidad para el royalty

- Propuesta de otorgar estabilidad al royalty descansa en el mismo fundamento de la regla fiscal o la creación de un Banco Central autónomo: en favor de objetivos de largo plazo, se renuncia a la capacidad de intervenir con visiones de corto plazo. 

- La estabilidad que establece el artículo 11 ter del decreto ley N° 600 no significa congelar el royalty. A futuro se puede decidir su modificación, pero la idea es que cada inversionista pueda mantener por 15 años la tasa que estaba vigente al momento de ingresar la inversión. 

- Ciertamente esta estabilidad se aplica en ambas direcciones: si en algún momento la tasa baja, el inversionista mantendría su tasa mayor. 

- Por las mismas razones dadas para proponer un esquema de estabilidad en el caso del royalty, no proponemos mantener el esquema de estabilidad para los impuestos generales señalado en el artículo 7° del decreto ley N° 600. Estimamos razonable que los inversionistas extranjeros, así como cualquier inversionista local, enfrente las mismas reglas en aquellas condiciones que les son comunes.

Conclusiones

La derogación del decreto ley N° 600 es un hecho y por tanto creemos que no viene al caso discutir nuevamente esa decisión. En su oportunidad criticamos la falta de sustento.
- Respecto a la definición de inversionista extranjero, sugerimos incluir el caso de una persona jurídica constituida en Chile pero sometida a control extranjero, así como señalar que un reglamento establecerá la forma en que la autoridad solicitará la información para ser certificado como inversionista extranjero. 

- Tratándose de medidas de protección frente a riesgos del país, no de beneficios ni de privilegios, apoyamos los derechos que establece el proyecto para los inversionistas extranjeros: libertad para remesar al exterior, acceso al mercado cambiario formal y no discriminación. Pero para darles mayor efectividad sugerimos que queden estipuladas en un contrato, tal como es hoy en el decreto ley N° 600. 

- Apoyamos la forma en que se establece la exención del IVA a la importación de bienes de capital, en particular por tratarse de una medida aplicable a todos los inversionistas, extranjeros y nacionales. 

- Parece adecuado el nuevo diseño institucional, con una Agencia de Promoción de la Inversión Extranjera y un Comité de Ministros, pero creemos que faltó darles un rol más activo en la identificación y remoción de obstáculos a la materialización de proyectos. 

- En la misma línea, de no establecer medidas que beneficien, sino sólo protejan frente a riesgos u obstáculos internos, somos partidarios de mantener un esquema de estabilidad para el impuesto específico a la minería (royalty), como el que contempla el artículo 11 ter del decreto ley N° 600, porque las características de este impuesto lo dejan particularmente expuesto a modificaciones recurrentes. 

Finalmente, se acompañó copia de memorándum sobre “Derogación a DL 600. Informe de implicancias y alternativas” de Phillipi, Yrarrázaval, Pulido y Brunner Ltda, Abogados.

El Honorable Senador señor Coloma comentó que de la presentación se desprende que la nueva institucionalidad contiene cosas positivas, pero sin proponer medidas que vayan al núcleo de lo que es el fomento a la inversión.

Destacó que en la exposición efectuada se recoge una conclusión del informe del estudio de abogados a que se hiciera referencia (consignado anteriormente), en el que se afirma que “tras la derogación del DL 600, Chile se encuentra en una posición de inferioridad competitiva en relación a Perú, Australia, Estados Unidos, Zambia, El Congo e Indonesia”. Tal aserto debe analizarse y confrontarse con lo afirmado por el Ejecutivo respecto de que Australia y Estados Unidos no cuentan con mecanismos de invariabilidad tributaria, y debiera estudiarse qué tipo de beneficios ofrecen las legislaciones de esos dos países e Indonesia, que los hacen ser más competitivos que Chile.

Agregó que también resalta la información acerca de que el año 2014 el mecanismo del decreto ley N° 600 tuvo una utilización considerable, frente a datos que mostraban que su uso iba a la baja en todo el último período.

El Presidente del Consejo Minero, señor Villarino, señaló que en el año 2013 se efectuó un estudio, junto a la firma McKinsey, sobre la competitividad de la minería en Chile –que en su momento fue expuesto ante el Senado-, en el que se constató que, dentro de los elementos que hacen atractivo un país para invertir, el nuestro estaba perdiendo competitividad por diversos motivos. Entre ellos, contar con yacimientos más viejos, tener costos de energía y de acceso al agua más onerosos, y presentar una productividad más baja y mayores problemas para la obtención y certeza de los permisos otorgados. 

Chile, graficó, pasó de tener costos de producción un 10% más barato que el promedio, a tener costos de producción un 11% más caros, que 5 o 6 años atrás.

Expresó que uno de los elementos que tornaba atractivo nuestro país para invertir era la invariabilidad tributaria. Sin embargo, Perú, uno de los competidores de la minería chilena, también la instauró, extendiéndola a ámbitos como el laboral y el ambiental.

Respecto de países como Estados Unidos, Zambia e Indonesia, el mismo estudio de la firma Philippi, en el punto 66, destaca incentivos como la adopción de medidas tributarias asociadas a aportes realizados a la comunidad -que en nuestro país son tratados como gastos rechazados para producir la renta-, medidas tributarias que incentivan la actividad de exploración minera y exenciones, créditos o descuentos tributarios otorgados bajo ciertas condiciones o respecto de ciertas actividades.

Sobre la pérdida de competitividad, mencionó que en el informe anual del Fraser Institute sobre los distritos mineros más atractivos para invertir, Chile ha bajado del lugar 2 al 14 en menos de 3 años.

El Honorable Senador señor García señaló compartir varias de las inquietudes planteadas por el Consejo Minero.

Del mismo modo, expuso que existe una opinión negativa de parte de la ciudadanía –particularmente en el sector universitario- respecto de la inversión extranjera en el área de los recursos naturales, y de alguna forma deben hacerse cargo de esta sensación de que se llevan las riquezas naturales no dejando nada, o dejando muy poco, al país.

Por otra parte, consultó por la participación de las AFP en la inversión minera, y por la forma en que la inversión extranjera se fusiona y se enlaza con la inversión nacional y con los inversionistas institucionales.

Estimó, finalmente, que debe existir igualdad en las reglas que se aplican a los inversionistas nacionales y a los inversionistas extranjeros. 

El Honorable Senador señor Lagos recordó que, a propósito de la tramitación de la reforma tributaria habían tenido la oportunidad de escuchar la oposición del Consejo Minero a la derogación del decreto ley N° 600.

Planteó, a partir de lo señalado por el Honorable Senador señor Coloma en relación a la inferioridad competitiva de Chile que se consigna en la presentación del Consejo Minero, que se debe distinguir si se trata de una “inferioridad” derivada de no contar con invariabilidad tributaria, o que se produce por varios factores que deben analizarse en conjunto.

Observó que el estudio de Philippi Abogados (citado en la presentación del Consejo Minero), expone que algunos países con los que se compara a Chile no cuentan con invariabilidad tributaria, pero sí contarían con otros incentivos que sería muy interesante mirar (además de los otros elementos que llevan a invertir en un determinado país, dentro de los cuales se cuentan la estabilidad institucional y la legislación laboral y medioambiental).

Agregó que en el aludido estudio se indica que Australia, Estados Unidos, Canadá, Indonesia y Sudáfrica no cuentan con invariabilidad tributaria, sin perjuicio de que puedan contar con otro tipo de beneficios. Los países mineros que sí cuentan con la referida invariabilidad son Perú, Zambia y El Congo, acotó.

A mayor abundamiento, indicó que en el caso peruano se otorga una invariabilidad que incluye la normativa laboral y medioambiental existente al momento de la inversión.

Reiteró que medidas como las contenidas en el decreto ley N° 600 deben analizarse en el contexto en que se adoptan, y en Chile, en 1974, se requería atraer la inversión con instrumentos potentes que, por otro lado, implicaban costos enormes para el país, que no se justifican en el contexto actual.

Volviendo a la necesidad de estudiar otras medidas adoptadas en el exterior para atraer la inversión extranjera, destacó la contenida en el N° 51 del estudio jurídico presentado por el Consejo Minero (precitado memorándum), que consigna que en Estados Unidos –específicamente en Utah- se ofrecen exenciones tributarias para proyectos mineros desarrollados por locales o extranjeros, siempre que firmen un acuerdo para crear empleos con remuneraciones mayores al promedio estatal y que se trate de inversiones significativas de capital.

Finalmente, preguntó al representante del Consejo Minero qué tipo de medida podría proponerse, que conciliara las necesidades del inversionista extranjero y las demandas nacionales por mayores beneficios para el país.

El Honorable Senador señor Coloma manifestó que el enfoque expuesto por el Senador señor Lagos sobre la competitividad del país es correcto, siendo relevante que se propongan medidas como la consultada precedentemente. Precisó que su preocupación fundamental es la “inferioridad competitiva” en la que queda nuestro país frente a otros países mineros, sea que se produzca por el fin de la invariabilidad tributaria que compartíamos con Perú, Zambia y El Congo, sea porque no contamos con beneficios que sí contemplan Estados Unidos, Australia e Indonesia.

El Honorable Senador señor García solicitó que se hagan llegar la mayor cantidad de antecedentes acerca de lo planteado por el señor Villarino, en orden a que las inversiones asociadas a aportes realizados a la comunidad en nuestro país son tratados como gastos rechazados para producir la renta. Estimó que los gastos incurridos para aportar a las comunidades donde se desarrollan los proyectos son cada vez más necesarios, por lo que debiera corregirse el tratamiento tributario que se le otorga.

El Honorable Senador señor Zaldívar observó que el tratamiento como gasto rechazado fue discutido y aprobado durante el Gobierno anterior, y la corrección de dicho tratamiento que se propone debiera hacerse notar al Ejecutivo de un modo general y no sólo circunscrito a las materias que aborda el presente proyecto de ley.

El Vicepresidente Ejecutivo del Comité de Inversiones Extranjeras, señor Pizarro, expresó que se habían puesto a  disposición de los integrantes de la Comisión los antecedentes e informaciones que fueron solicitados en la sesión anterior. Entre ellos, cuáles son las empresas acogidas al mecanismo del artículo 11 ter del decreto ley N° 600; la composición de la inversión extranjera directa por sector y por país, y la comparación de incentivos a dicha inversión por país. 

Además, respecto de información solicitada sobre porcentajes de producción de ciertos países, indicó que, al año 2014, de la producción de cobre mundial, Chile cuenta con el 31%; Perú el 8%; y entre el Congo y Zambia, en conjunto, no alcanzan a llegar al 5%.

Sobre las inversiones acogidas al mecanismo del decreto ley N° 600 o al Capítulo XIV del Compendio de Normas del Banco Central, explicó que respecto de 2014 dicha entidad sólo ha entregado cifras preliminares, relativas a los ingresos brutos y no a los flujos netos que son los que, en definitiva, se miden para establecer los porcentajes finales para cada año.

Acotó que el Instituto Emisor entregó cifras sobre la materia en febrero y marzo de este año, y entre uno y otro mes redujo los montos en flujos netos en US$1.000 millones.

Agregó que otro motivo por el que pueden plantearse montos de inversión diferentes respecto del año 2014, es que se considere los montos autorizados de inversión por el Banco Central, los que pueden ser muy distintos a los montos efectivos.

Con relación a otra materia consultada, señaló que parte central del trabajo de la Comisión Asesora fue buscar el otorgamiento de certezas a los inversionistas extranjeros sin adoptar medidas que fueran en desmedro del inversionista nacional.

Sobre el estudio de la Philippi Abogados al que se ha venido haciendo referencia, estimó que decir que Chile quedará en inferioridad competitiva respecto de otros seis países mineros, metodológicamente es muy difícil de definir o resulta voluntarista, porque se hace en base a un solo factor que cambia en nuestro país, y que en algunos de los países con los que se le compara no existe. 

El Presidente del Consejo Minero, señor Villarino, expresó que existe una falta de información -y un problema para comunicar- lo que la industria minera deja a Chile. Respecto de ello, indicó:

- De los flujos de la industria minera se destina a gastos generales el 50%, a reinversión un 10%, a remuneraciones un 15%, a impuestos un 15% y a dividendos un 10% (por lo que el 90% del total se reparte en la cadena productiva).

- Respecto del empleo, el 11% de los puestos de trabajo los da la minería, y el promedio de remuneraciones de la industria es un 50% más alto que el del país. Los índices de seguridad son los más altos de Chile. En capacitación, especialidad y formación, se duplica lo que se gasta en el resto de los sectores.

· Si bien lo que se entrega a las comunidades donde se sitúan las faenas mineras no cuenta con un registro medible,  es probablemente superior al total de lo que entrega el resto de las industrias del país.

En cuanto a cómo se logra  que el desarrollo de la industria extractiva sea un desarrollo querido por las comunidades implicadas, planteó que se requiere una redistribución de los tributos, de modo que una parte de los ingresos fiscales quede en las zonas involucradas.

Añadió que el único cluster que existe en el país es el de la minería, lo que demuestra la preocupación por desarrollar proveedores de clase mundial.

Respecto de las conclusiones del estudio jurídico citado en la presentación del Consejo Minero, relativo a las consecuencias de la derogación del decreto ley N° 600, sostuvo que lo que allí se consigna es que al eliminar la invariabilidad tributaria se pierde competitividad entre los distintos regímenes de inversión extranjera, debido a que la derogación no es acompañada de nuevas medidas que incentiven dicha inversión. En ningún caso, consignó, se plantea que la invariabilidad sea el único elemento a considerar.

Con relación a propuestas que se puedan hacer para incentivar la inversión extranjera, afirmó que se requieren recursos de calidad, estabilidad política, reglas del juego claras e insumos con costos competitivos, labor que nuestro país no ha afrontado en los últimos años. Planteó que los costos de la energía son los más altos después de el Congo. En cuanto al agua, sostuvo que se enfrentan varios problemas por sequía y desertificación, y no se cuenta con un Plan Nacional relativo a los embalses, manejo de cuencas y desalinización.

Acerca de la productividad, expresó que debiera otorgarse estabilidad por un cierto tiempo, debido a que se ha comprobado que cuando se enfrentan situaciones límite o extraordinarias, a la primera industria que se recurre para obtener fondos es a la minera.

Asimismo, sostuvo que la existencia de una enorme cantidad de diversas regulaciones dificulta y hace incomprensible para el inversionista extranjero la forma adecuada de desarrollar proyectos. Añadió, como ejemplo, que en la mina Radomiro Tomic se debieron obtener entre 458 y 470 permisos sectoriales para iniciar una faena, lo que contrasta con otros países que cuentan con “ventanilla única” para la obtención de permisos o con personas encargadas de asistir y solucionar los problemas que enfrenta el inversionista.

Observó que en nuestro país se mezclan problemas medioambientales con problemas de las comunidades, tanto de pueblos originarios como de grupos locales aledaños a los proyectos. Hace falta, indicó, una mirada global sobre la evaluación medioambiental, lo que se comprueba al ver que se tramitan diversos cuerpos legales sobre el punto y al mismo tiempo se quiere modificar el sistema en su conjunto.

El Honorable Senador señor Zaldívar planteó que si la producción de cobre de Chile es el 31% mundial y la de Perú el 8%, sería bueno saber desde qué año cuentan con invariabilidad tributaria y qué otros factores explican que la producción chilena sea mucho más alta.

El señor Villarino acotó que resulta relevante considerar cuánto crece anualmente la producción total, y allí Perú creció un 20% y Chile solamente un 3%.

Finalizó manifestando que, en la OCDE, se trabaja para definir cuál sería el modelo a seguir por países con dependencia de la extracción de recursos naturales para que puedan progresar y desarrollarse, y hasta ahora el modelo más referido e imitado es el chileno.

A continuación, la Comisión recibió a la Directora del Programa Legislativo del Instituto Libertad y Desarrollo, señora Bárbara Vidaurre, quien efectuó una exposición, en formato power point, del tenor que sigue:

- Reforma tributaria originalmente quiso derogar el decreto ley N° 600, aduciendo que estabilidad institucional de nuestro país no lo requiere.

- En virtud de Protocolo de Acuerdo, plasmado en artículo 23 transitorio de la ley N° 20.780 (Reforma Tributaria),  se propone texto de reemplazo.

- Comisión Transversal al efecto
Ventajas de Inversión Extranjera Directa

Contexto: 1) Enero – Diciembre 2014 US$23.303 MM en IED; 2) incremento de 15% de IED respecto de 2013; 3) aproximadamente 30% al amparo del decreto ley N° 600; 4) En la región la inversión bajó 19% en el mismo período, y 5) a nivel global bajó un 8%.
Aporte del decreto ley N° 600 al buen resultado: estabilidad y garantías al inversionista.
Garantías del decreto ley N° 600
Garantías Cambiarias: a) acceso al Mercado Cambiario Formal, b) libre transferencia de capital al exterior (1 año) y c) libre transferencia de utilidades líquidas.
Garantías Jurídicas: a) no discriminación y b) suscripción de Contrato Ley (plasma garantías).
Garantías Tributarias:
- Invariabilidad Tributaria (42%) por 10 años (renovable a 20 años).
- “Congelamiento” IVA y régimen arancelario (importación de máquinas y equipos que no se produzcan en el país).
- Garantías “mineras” (Ley N° 20.026 de 2005) para inversiones sobre US$50 MM por máximo de 15 años:
1) Invariabilidad impuesto específico a la actividad minera.
2) No estarán afectos a nuevos tributos (incluyendo regalías) después de fecha suscripción contrato inversión extranjera.
3) Invariabilidad en montos o forma de cálculo para patentes de exploración minera y patentes de explotación minera vigentes a la fecha de suscripción del contrato.
Garantías en nuevo régimen

- Acceso al Mercado Cambiario Formal y derecho a repatriación de capital y utilidades.
- No discriminación arbitraria
- Exención IVA en importación de bienes de capital.
- Régimen excepcional en nuevos contratos de inversión extranjera por período de 4 años, con tasa efectiva total de 44,45%.
Garantías que se “pierden”

a) Invariabilidad Tributaria (se suprime): 
- Salvo régimen transitorio.
- Invariabilidad tributaria del 42% - muchos renuncian.
- Situación de invariabilidad minera – todos los que pueden optar lo suscriben y mantienen.
- Señal confusa al inversionista minero (claramente le atrae).
- Recordar que la Minería es el mayor destino de la IED.
b) Contrato–Ley: 
- Garantía central que se pierde. 
- Mala señal para el inversionista.
- Situación jurisdicciones de la región.
- Quienes se benefician (sólo los extranjeros – mejor control con CIE para que los “locales no se disfracen de extranjeros, sobre todo con la diferencia de carga tributaria después de la Reforma)
Transición

Por 4 años en forma opcional, se confiere a los inversionistas extranjeros la posibilidad de suscribir con la Agencia de Promoción de Inversión Extranjera: suscripción nuevos contratos y opción de invariabilidad tributaria en 44,45%.
Conclusión

- No se observa una mejoría respecto de la institucionalidad existente.
- Certeza jurídica del inversionista pierde calidad respecto de la que tiene hoy (aunque renuncie a la invariabilidad tributaria).
- Región no da buenos ejemplos de no discriminación. 
- Pérdida de prioridad de atraer inversión al sector minero.
El Honorable Senador señor García consultó si la cifra expuesta de US$23.303 millones de inversión extranjera directa, obedece a autorizaciones de inversión o a ingresos brutos, porque de otra forma es difícil compatibilizarla con las informaciones sobre caídas de la inversión.

Asimismo, preguntó a la expositora si cuenta con información acerca de la integración de la inversión extranjera con la inversión nacional, especialmente en la minería y particularmente respecto de las AFP.

La señora Vidaurre señaló entender que la cifra indicada corresponde a inversiones efectivas.

Agregó que el inversionista nacional cuenta con las mismas garantías del extranjero, a excepción de la invariabilidad tributaria (la que no es muy utilizada a excepción de los primeros años de inversión y de la actividad minera).

El Vicepresidente Ejecutivo del Comité de Inversiones Extranjeras, señor Pizarro, sostuvo que la inversión extranjera materializada y en flujos netos alcanzó, el año 2012, a US$28.000 millones; en el año 2013, bajó un 14% a US$20.000 millones, y en el año 2014 habría retomado el crecimiento en un 14% (el Banco Central ajustó sus cifras de US$23.000 millones a US$22.000 millones).

El Honorable Senador señor Coloma comentó entender de la presentación que parece positivo que se elabore un nuevo marco para la inversión extranjera –aunque no cuenta con ningún beneficio especial o innovador-, y que se termina con una herramienta que ha sido clave en el desarrollo de Chile, sin que la misma haya representado un costo significativo o un perjuicio para el país.

El Honorable Senador señor Zaldívar hizo presente que de la presentación se desprendía que la invariabilidad tributaria ha sido renunciada en la mayor parte de los casos.

La señora Vidaurre expresó que eso es efectivo, excepto en el caso de las inversiones mineras.

Enseguida, la Comisión escuchó los planteamientos del abogado señor Sebastián Guerrero, quien fuera miembro de la Comisión Asesora Transversal para la Nueva Institucionalidad en Inversión Extranjera que emitió su informe en el mes de enero del presente año.

Expresó, en primer término, que el proyecto de ley en estudio constituye un tremendo avance si se toma en cuenta que lo que se aprobó en la reforma tributaria fue la derogación completa del decreto ley N° 600, sin ningún estatuto que lo sustituyera. Ahora, en cambio, lo que se propone es un nuevo marco, que en parte sustancial refleja lo que se discutió en dicha Comisión.

En efecto, se establece una Agencia de Promoción de la Inversión Extranjera muy necesaria para el país, que reemplaza a un Comité de Inversiones Extranjeras que hoy cumple un papel más que nada administrativo.

En materia estatutaria, en tanto, se transita desde un modelo en el que las condiciones se fijan en un contrato ley, a otro en el que es la ley propiamente tal la que establece un ámbito de protección, salvaguardando principios como la no discriminación, la igualdad y el acceso al mercado cambiario formal. Lo cierto, indicó, es que podría decirse que el estándar de protección que brinda la ley es inferior al del contrato ley, por lo que surge la pregunta lógica sobre qué es lo que más conviene a Chile: si ofrecer a los inversionistas extranjeros las garantías de un contrato ley o, habida cuenta de su fortaleza y madurez institucional, basta con el establecimiento de un resguardo de orden legal. Esta última, en su opinión y en la de prácticamente la unanimidad de la Comisión Asesora, debe ser la respuesta, porque más allá de los vaivenes políticos nuestro país ha demostrado suficiente seriedad institucional, de lo que es un ejemplo claro el éxito de la emisión de deuda en euros por parte del Gobierno a fines del año 2014. A los inversionistas extranjeros, en realidad, no les resulta tan relevante la protección que les pueda otorgar un contrato ley, figura que, por lo demás, no existe en ningún país de la OECD.

La otra pregunta que cabe hacerse, prosiguió, es si Chile constituye una plaza de una solidez tal que le permita decidir no ofrecer incentivos adicionales a los inversionistas extranjeros. El decreto ley N° 600 contenía un incentivo atractivo, la invariabilidad tributaria, a estas alturas utilizada casi exclusivamente por proyectos mineros. Dado que el presente proyecto de ley elimina esa invariabilidad, corresponde entonces cuestionarse si es aconsejable establecer un nuevo incentivo. La respuesta, a su juicio, debe ser afirmativa: requerimos, como país, dar un margen de estabilidad tributaria a los inversionistas por un período determinado, siempre que se trate de proyectos intensos en capital y de larga duración (sean mineros, eléctricos, de concesiones u otros) en sectores que, como política país, se quieran fomentar. En este sentido, observó, el Comité de Ministros que se propone en el proyecto de ley podría desempeñar un rol relevante en la determinación de los sectores productivos que al país le interese potenciar.

Sin caer en dogmas, ahondó, lo más pragmático es determinar de qué manera es más factible atraer capital extranjero, máxime si se tienen en cuenta las necesidades objetivas que existen en materia energética y de concesiones. 

Llamó la atención, por otra parte, sobre la distorsión que, tras la aprobación de la reforma tributaria, se genera según se trate de un inversionista extranjero procedente de un país con o sin convenio para evitar la doble tributación. Para el primero la tributación máxima ascenderá a 35%, mientras que para el segundo podrá llegar hasta 44,45%. Justamente para subsanar este equilibrio, expuso, sería también aconsejable mantener un instrumento de estabilidad tributaria.

El Honorable Senador señor García observó  que en varias de las presentaciones recibidas por la Comisión se ha advertido sobre la conveniencia de contar con alguna clase de invariabilidad tributaria. Consultó si el régimen de transitoriedad que permitirá que por el plazo máximo 4 años puedan solicitarse autorizaciones de inversión extranjera conforme al decreto ley N° 600, resulta o no razonable.

El señor Guerrero manifestó que con prescindencia del número de años que pueda durar la transitoriedad, lo verdaderamente relevante sería mantener la estabilidad tributaria para proyectos, reiteró, que cumplan las condiciones de ser altos en niveles de inversión (por sobre los US$50 millones), sostenidos en el tiempo y en sectores en los que el Comité de Ministros haya estimado que deben ser fomentados. Yendo un poco más allá, incluso, cabría preguntarse por qué no hacer extensivo ese tratamiento, cumplidas que sean las señaladas condiciones, a los inversionistas nacionales.

De la forma que sea, concluyó, lo importante es también salvaguardar que esa estabilidad no sea gratis, sino que represente un costo para el inversionista.

Finalmente, presentaron sus planteamientos ante la Comisión los representantes de la Cámara de Comercio Chileno Norteamericana, cuya Presidenta, señora Kathleen Barclay, desarrolló la siguiente exposición:
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1. Inversión estadounidense en Chile

2. Factores claves para inversión extranjera

3. Observaciones proyecto Ley 

4. Conclusiones
1. Inversión estadounidense en Chile

- Estados Unidos es el mayor inversionista extranjero en Chile.

- Entre 2009 y 2012, el país recibió IED por US$ 100.856 millones, siendo Estados Unidos la principal nación de origen de este capital, con 16,7%.

- Entre 1974 y 2014 estados Unidos representó un 24,4% del total de inversiones acogidas al DL 600.

- Inversiones estadounidenses han tenido un rol importante en el desarrollo económico del país, colaborando en mejorar la calidad de vida de los chilenos.

- Derogación del DL 600, sumado a la falta de aprobación del Acuerdo para Evitar la Doble Tributación, puede afectar negativamente la inversión extranjera.

2. Factores claves para inversión extranjera

· Una democracia sólida y estabilidad macroeconómica
· Altas y sostenidas tasas de crecimiento de PIB, incluyendo altas tasas de inversión doméstica.
· Instituciones fuertes y sólidas, incluyendo una Constitución Política que protege la propiedad privada y entrega un trato no discriminatorio para los inversionistas extranjeros, que incluye el tratamiento nacional.
- Acceso al mercado cambiario formal para distribución de dividendos y repatriación de capital.

- Políticas de libre comercio relativas a la apertura comercial, promoción de exportaciones e importaciones. 

- Regulaciones que favorezcan la competitividad para inversionistas. Lo anterior incluye estabilidad tributaria, leyes laborales, y regulaciones para los sectores claves como son el financiero, energía y minería entre otros. 

3. Observaciones proyecto Ley

Garantías y Contrato con el Estado

- Contrato otorga certeza jurídica en el largo plazo, especialmente importante para inversiones que maduran en el largo plazo.
- DL 600 no impidió establecimiento del Royalty Minero en el 2010.
- Con la nueva legislación propuesta, coexistirán dos regímenes para inversionistas extranjeros, que podrán afectar un mismo inversionista, o bien, a dos inversionistas distintos en una misma industria. Esto genera incertidumbre y tiene impacto negativo sobre y no discriminación.
- Inversiones acogidas al DL 600 deben mantener todos los derechos y garantías otorgados a la fecha.

Invariabilidad Tributaria

- Especialmente relevante para proyectos de inversión de largo plazo.

- Permite resolver diferencias introducidas por reforma tributaria entre inversionistas extranjeros de países con y sin tratado para evitar doble tributación con Chile.

- Importantes inversionistas como EE.UU., Alemania, Japón y  China se aplica carga tributaria de 44,45% bajo el sistema parcialmente integrado.

- Países con los que Chile cuenta con un tratado tributario vigente (25), estarán sujetos a una carga de 35%. Esta es la misma carga tributaria de los últimos 20 años.

Certificación

- Otorgamiento del certificado debe ocurrir cuando se apruebe la inversión no cuando se materializa.

- Proponemos fijar reglamento que precise la información requerida para la obtención del certificado. Objeto: reducir riesgos de subjetividad en la determinación y aplicación de los requisitos.

Institucionalidad

- Importante avance en materia de institucionalidad.

- La Agencia debiera tener un rol de articulador durante todo el proceso de materialización de la inversión.

- La estrategia de fomento y promoción de la inversión extranjera debería ser dinámica e implementable en el tiempo a través de un número ilimitado de decretos supremos.

Definición y Régimen

- Proponemos revisar definición de inversión extranjera para que incluya empresas menos intensivas en activos fijos como tecnológicas entre otras. Reducir piso para este tipo de inversiones.

- Respecto del monto mínimo de inversión de US$5 millones, consideramos que el límite no debería establecerse en la ley sino que pueda irse ajustando a través del Comité de Ministros.

- Respecto del derecho a remesar el capital invertido, proponemos reponer lo garantizado por el DL 600 en el sentido que el capital invertido no se afectará con ningún tipo de impuestos incluido el impuesto a la renta.

- Esto además garantiza a la inversión extranjera respecto de impuestos sobre utilidades fantasma por devaluación de la moneda.

4. Conclusiones

- Respecto de la derogación del DL 600, no encontramos razones suficientes que justifiquen su derogación. 

- El DL 600 ha permitido el ingreso al país en las últimas décadas de un flujo relevante de inversiones extranjeras a Chile, incluso consolidándose como uno de los principales países receptores de IED a nivel mundial. 

- Por tanto, deben evitarse cambios a una política exitosa, y si se introducen, deben velar por preservar este escenario de inversiones en el futuro.
- El ingreso de Chile a la OCDE, su solidez institucional y el progreso económico exhibido en las últimas décadas, sin duda han contribuido al desarrollo económico del país.  
- Sin embargo, estos elementos no eximen a Chile de mantenerse competitivo internacionalmente como polo de inversiones. 
- AmCham no cree que el grado de desarrollo relativo de un país por sí mismo sea una medición importante para evaluar los mecanismos de inversión requerida. 

- Más bien, debería evaluarse el escenario competitivo de inversión extranjera global combinado con el desempeño del país en términos de crecimiento, junto con la estabilidad económica, social e institucional.
- Dada la inexistencia de una acuerdo de doble tributación con Estados unidos y otros países, no creemos conveniente crear espacios para la discriminación entre el origen de la inversión extranjera, toda vez que el aporte a la economía, generación de empleos y desarrollo del país es la misma.

Una vez concluida la exposición, el Honorable Senador señor García consultó cuál es el estado de la tramitación legislativa, en Estados Unidos, del acuerdo para evitar la doble tributación entre ese país y Chile.

La señora Barclay señaló que dicho acuerdo se encuentra actualmente a la espera de ser aprobado en el Senado de Estados Unidos, en conjunto con otros similares. La dilación de una decisión sobre todos ellos, agregó, se relaciona con la aprensión sobre entregar información de ciudadanos norteamericanos a determinados Gobiernos, entre los cuales, subrayó, no se encuentra Chile.

En lo que compete a AMCHAM, indicó, se encuentran realizando gestiones conducentes para hacer más expedita una pronta aprobación.

El Honorable Senador señor Coloma señaló entender, a partir de la presentación de AMCHAM, que los términos del proyecto de ley, particularmente en lo concerniente a la invariabilidad tributaria, podrían generar un impacto negativo en la inversión extranjera; y que contra lo que normalmente se señala en el sentido de que los países que avanzan hacia el desarrollo no requieren de incentivos a la inversión, se advierte ahora que incluso Estados Unidos está evaluando el establecimiento de dicha clase de incentivos.

En el caso chileno, sin embargo, la tesis que se ha instalado –con la que se declaró en desacuerdo- es que hemos llegado a un grado de desarrollo tal de la inversión, que ya no es necesario seguir fomentándola.

La señora Barclay acotó que, dependiendo de la industria, en Estados Unidos ya existen ciertos incentivos a la IE a nivel federal, sin perjuicio de la potestad que existe a cada estado para generar otros beneficios. Así, por ejemplo, ni Florida ni Texas cobran impuestos estatales.    

De acuerdo con esa experiencia, y sin el afán de inmiscuirse en la realidad chilena, expresó que no parece adecuado pensar que los incentivos para la IE están relacionados exclusivamente con el grado de desarrollo del país; pareciera, más bien, que están asociados a si el país es suficientemente competitivo, en comparación con otros países, en las áreas en las que pretende atraer inversión.

El Honorable Senador señor Zaldívar observó que, indudablemente, todos los países deben tender a fomentar la inversión externa e interna, y no por el hecho de llegar a un cierto nivel de crecimiento pueden dejar de preocuparse por ella. La manera en que lo hagan es lo que admite discusión. En Estados Unidos, por ejemplo, no hay invariabilidad tributaria, por lo que siendo un instrumento válido, no es en sí mismo una solución aplicable a todos los casos.

El Honorable Senador señor Lagos se mostró de acuerdo con la mirada que plantea que se deben determinar los sectores en los que el Estado pretende fomentar la IE. No obstante, no se puede ignorar que al menos durante los últimos 30 años la visión predominante ha sido la de que es mejor que el Estado se inhiba del establecimiento de incentivos. Así lo atestiguan diversos acuerdos, en varios de los cuales Estados Unidos ha puesto las condiciones, que rechazan la existencia de distorsiones (como requisitos de desempeño, normas de contenido local, etc.). 

Por eso celebró que sea ahora el propio Gobierno Federal de Estados Unidos el que propugne una política más proactiva de incentivo a la inversión, que sin duda alguna va a ser consistente con sus obligaciones bilaterales y multilaterales. Lo que a su vez, cabe tener presente, lleva a que los espacios para las políticas públicas no sean muy amplios.  

Puesto en votación en general el proyecto de ley, fue aprobado por cuatro votos a favor y una abstención. Se pronunciaron favorablemente los Honorables Senadores señores García, Lagos, Montes y Zaldívar, y se abstuvo el Honorable Senador señor Coloma.

Se verificaron las siguientes fundamentaciones de voto:

El Honorable Senador señor García constató la existencia de una voluntad política, en ambas ramas del Congreso Nacional, para derogar el decreto ley N° 600. En ese escenario, y no obstante lo discutible que resulta esa medida, aprobar en general el presente proyecto de ley resulta preferible a que no exista ningún instrumento de incentivo a la inversión extranjera. 

Sin perjuicio de lo anterior, agregó, es de esperar que cuando se lleve a cabo la discusión particular se puedan abordar, al menos, los dos grandes temas sobre los que, siguiendo lo manifestado por las distintas instituciones y personeros que expusieron ante la Comisión, subsisten diferencias: el término de la invariabilidad tributaria y el fin del contrato ley con los inversionistas extranjeros. Adicionalmente, sería útil acoger algunas de las otras inquietudes planteadas, por ejemplo, en lo relativo a que se consideren gastos rechazados para producir la renta las inversiones que se hacen para mejorar las condiciones de las comunidades donde se emplazan los proyectos; o la extensión de una eventual invariabilidad tributaria a los inversionistas nacionales, bajo ciertos supuestos. Teniendo siempre por finalidad, desde luego, los beneficios que el crecimiento económico y el progreso social pueden aparejar a la ciudadanía. 

En lo que importa a la nueva institucionalidad de fomento de la inversión extranjera, en tanto, valoró el consenso exteriorizado por todos los expositores, particularmente respecto de la Agencia de Promoción de la Inversión Extranjera. Juzgó valiosa, asimismo, la mantención, en el nuevo cuerpo normativo, de reglas vigentes en el actual decreto ley N° 600 sobre garantías cambiarias, repatriación de capitales y exención del IVA a la importación de bienes de capital, entre otras.
El Honorable Senador señor Coloma, que se abstuvo, manifestó compartir la necesidad de contar con una agencia dedicada a la promoción de la inversión extranjera, porque siempre es necesario atraer más inversión.
El problema es que más allá de esa inspiración, el contenido del proyecto de ley parece ir en sentido contrario, pues se está poniendo fin a un conjunto de normas que, de acuerdo con quienes solicitaron ser escuchados por la Comisión, deja a Chile en una posición de inferioridad competitiva respecto de Estados Unidos, Australia e Indonesia, en general, y de Congo, Perú y Zambia, en particular.

No ha quedado claro, razonó, por qué se está derogando el decreto ley N° 600. Conforme a lo expuesto por el Ejecutivo, el fundamento estribaría en su eventual desuso; empero, siguiendo de nuevo a quienes expusieron ante la Comisión, su uso sería en realidad sostenido y en 2014 fue superior al de 2013. Se ha dicho, por otra parte, que Chile se encuentra ya en un estado tal que puede prescindir de los incentivos a la inversión; pero pareciera que la tendencia es que los países transiten  justamente el camino opuesto.

Se ha dado forma, así, a un proyecto que adolece de incoherencia entre los objetivos que declara y los medios que utiliza para lograrlos, pues pudo perfectamente crear la agencia de fomento y mantener, al mismo tiempo, el decreto ley N° 600 en vez de reducir la competitividad de nuestro país.

El Honorable Senador señor Zaldívar, que votó a favor, hizo hincapié en la necesidad de cambiar el decreto ley N° 600 por otro estatuto de fomento y promoción efectivos de la inversión, que es lo que ahora se hace.

De todos modos, afirmó que hace falta asegurarse de que la institucionalidad completa del Estado estará detrás de esta nueva estrategia, sin que sea suficiente la mera suscripción de convenios de coordinación entre los diversos actores.  

Igualmente, sugirió revisar la preocupación representada por AMCHAM respecto de que el régimen de transición que se prevé pudiera provocar que en un mismo sector productivo coexistan inversionistas que gocen de invariabilidad tributaria con otros que no.

Sobre la invariabilidad en particular, consignó que no es la regla general en materia de incentivos. Al respecto, una posibilidad sería que el Comité de Ministros encargado de sugerir al Presidente de la República una estrategia de fomento y promoción de la inversión extranjera directa pudiera, también, ejecutar acciones tendientes a la creación de incentivos adicionales para potenciar determinados sectores productivos, siempre que se trate de proyectos de largo tiempo e intensivos en capital.

Al terminar, instó por una pronta aprobación en Estados Unidos del acuerdo para evitar la doble tributación con Chile.

Una vez finalizada la votación del proyecto de ley, el señor Ministro de Hacienda insistió en que la reforma tributaria aprobada el año 2014 derogó el decreto ley N° 600, por lo que no es dicha medida lo que se encuentra ahora en discusión. 

En virtud de un protocolo entonces suscrito, agregó, se acordó que debía existir una institucionalidad que se hiciera cargo de la nueva realidad, para lo cual debía contemplarse un proceso de transición. Todo esto es lo que el presente proyecto de ley recoge, y teniendo cuenta los distintos planteamientos escuchados durante su tramitación, cabe ahora al Ejecutivo analizar si dicha nueva institucionalidad puede ser perfeccionada.

El señor Ministro de Economía, Fomento y Turismo reiteró que el objetivo del proyecto de ley es, precisamente, crear una institucionalidad que promueva y fortalezca la inversión, pero que al mismo tiempo la diversifique. Es importante tener esto presente, consignó, por cuanto la mayoría de los detractores de la iniciativa proviene de un sector determinado de la actividad económica.

Por otra parte, puso de relieve que existen distintos instrumentos para fomentar la inversión. Mientras algunos creen que la mejor manera de hacerlo es disminuyendo los impuestos, otros, y en esa línea se sitúa el Gobierno, basados en la evidencia internacional sostienen que la manera en que un país en el estado de desarrollo de Chile puede avanzar en crecimiento, es generando valor agregado y abriendo espacios en los que el conocimiento y la tecnología sean los motores. Estos desafíos, subrayó, requieren otra clase de incentivos, como inversión en investigación y desarrollo y en centros tecnológicos. La industria minera, por ejemplo, se plantea hoy en día incentivos no vinculados a las tasas impositivas para aumentar su competitividad, sino al desarrollo de iniciativas tecnológicas, de capital humano y productividad laboral, de investigación o de líneas de bases en materia medioambiental.    

El Honorable Senador señor Coloma puntualizó que la Comisión Asesora que se conformó para analizar una nueva institucionalidad en inversión extranjera, tras el acuerdo suscrito por las distintas fuerzas políticas a raíz de la aprobación de la reforma tributaria, tuvo discrepancias, justamente, respecto de qué hacer con la invariabilidad tributaria. Hubo allí posturas, recordó, que daban cuenta de que dicho instrumento ha sido virtuoso para la atracción de inversión extranjera directa a nuestro país. 

- - -
INFORME FINANCIERO

El informe financiero elaborado por la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda, de 3 de marzo de 2015, señala lo siguiente:

La ley N° 20.780, de Reforma Tributaria, contempló en su artículo 9o la derogación del Decreto Ley N° 600, de 1974, Estatuto de la Inversión Extranjera, a partir del 1o de enero de 2016, al considerar que las condiciones de estabilidad económica del país permitían establecer un nuevo marco institucional para el fomento y promoción de dichas inversiones, comprometiéndose el envío de un proyecto de ley durante el mes de enero de 2015.

En lo fundamental, el proyecto de ley sometido a consideración establece lo siguiente:

a) Se define el ámbito de aplicación de esta ley marco y para esos efectos lo que se entenderá por "inversionista extranjero" e "inversión extranjera directa".

b) Se establece el régimen aplicable a la "inversión extranjera directa", reconociendo la garantía de acceso al mercado cambiario formal y de remesa del capital y utilidades, la no discriminación arbitraria y la exención del impuesto a las ventas y servicios a las importaciones de bienes de capital que cumplan con los requisitos establecidos en el número 10 de la letra B del artículo 12 del decreto ley N° 825, de 1974.

c) Se establece que corresponde al Presidente de la República fijar la "Estrategia de Fomento y Promoción de la Inversión Extranjera". Para ello se crea un Comité de Ministros, cuya principal tarea será asesorar al Presidente de la República en las distintas materias vinculadas al fomento y promoción de la inversión extranjera.

Adicionalmente, se crea la Agencia de Promoción de la Inversión Extranjera, servicio público descentralizado, con personalidad jurídica y patrimonio propio, el que se relacionará con el Presidente de la República por intermedio del Ministro de Economía, Fomento y Turismo, como sucesor del Comité de Inversiones Extranjeras, cuya misión será promover y atraer el ingreso de todo tipo de capitales e inversiones extranjeras al país, actuando como único organismo autorizado a ese efecto.

d) Se regulan los efectos de los contratos leyes celebrados durante la vigencia del decreto ley N° 600 de forma de asegurar la plena vigencia de los derechos y deberes que hayan adquirido los inversionistas extranjeros bajo ese régimen legal, así como un régimen excepcional de carácter transitorio, por cuatro años a contar de la entrada en vigencia de la presente ley, que habilita a suscribir nuevos contratos de inversión extranjera en los términos establecidos en el decreto ley N° 600 de 1974.

II. Efecto del Proyecto sobre el Presupuesto Fiscal

Para cumplir con las nuevas funciones del proyecto de Ley, se estima un mayor gasto fiscal en régimen por $ 699.437 miles, a partir del cuarto año de aplicación.

Este mayor gasto se asocia principalmente al fortalecimiento del área atracción de inversiones en materias de personal, operación y acciones directas para promover y atraer el ingreso de inversiones extranjeras al país.

                                                                                                                           Miles de $ de 2015

	   Concepto de gasto                 1° año                     2° año                3° año             4° año

                                                 aplicación             aplicación          aplicación       y en régimen

	Gastos en Personal 
	      259.423
	         483.857
	            522.406
	                522.406

	Bienes y Servicios de Consumo
	      233.147
	         171.395
	            177.030
	                177.030

	Inversiones
	         9.660
	            9.975
	               3.110
	                          0

	Total Gasto
	      502.231
	         665.227
	            702.547
	                699.437


Respecto de los mayores gastos en personal, se incorpora una dotación adicional de 14 funcionarios (6 en el primer año de aplicación, 6 en el segundo, y 2 a partir del tercer año). De este total, diez cargos se destinarán a fortalecer el área Atracción de Inversiones (incluyendo cuatro nuevos Agregados de Inversiones en el Extranjero para cuatro países definidos como socios estratégicos: EEUU, China, Alemania y España), dos para fortalecer el área de Estudios, y dos para soporte administrativo.

El mayor gasto fiscal que irrogue la aplicación de esta ley durante su primer año de vigencia, se financiará con cargo al presupuesto del Ministerio de Economía, y en lo que faltare, el Ministerio de Hacienda podrá suplementarlo con cargo a la partida presupuestaria Tesoro Público, de la Ley de Presupuestos del Sector Público. Para los años siguientes se estará a lo que considere la Ley de Presupuestos respectiva.
Se deja constancia del precedente informe financiero en cumplimiento de lo dispuesto en artículo 17, inciso segundo, de la Ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional.

- - -

TEXTO DEL PROYECTO

En mérito del acuerdo precedentemente expuesto, vuestra Comisión de Hacienda tiene el honor de proponer la aprobación en general del proyecto de ley en informe, en los mismos términos en que fue despachado por la Honorable Cámara de Diputados, cuyo texto es el siguiente: 

PROYECTO DE LEY:

“TÍTULO PRELIMINAR

ÁMBITO DE APLICACIÓN

Artículo 1°.- Las disposiciones de esta ley serán aplicables a los inversionistas extranjeros que efectúen inversiones conforme a las definiciones y requisitos que se establecen en los artículos siguientes.

TÍTULO I

DEFINICIONES Y RÉGIMEN APLICABLE A LA INVERSIÓN EXTRANJERA DIRECTA

Párrafo 1°

Definiciones

Artículo 2°.- Para efectos de lo dispuesto en el párrafo 2° de este Título, se entenderá por inversión extranjera directa, la transferencia al país de capitales extranjeros o activos de propiedad de un inversionista extranjero o controlado por éste, por un monto igual o superior a cinco millones de dólares de los Estados Unidos de Norteamérica o su equivalente en otras monedas, que se efectúe a través de moneda extranjera de libre convertibilidad, bienes físicos en todas sus formas o estados, reinversión de utilidades, capitalización de créditos, tecnología en sus diversas formas susceptible de ser capitalizada, o créditos asociados a la inversión extranjera proveniente de empresas relacionadas.

Asimismo, se considerará inversión extranjera directa aquella que, dentro de los montos a que se refiere el inciso anterior, se transfiera al país y se materialice a través de la adquisición o participación respecto del patrimonio de la empresa o en el capital de la sociedad receptora de la inversión, constituida en Chile conforme a la ley chilena, en forma directa o indirecta, que le otorgue control de, al menos, el 10% del derecho a voto de las acciones de la sociedad, o de un porcentaje equivalente de participación en el capital social si no se tratare de una sociedad por acciones o en el patrimonio de la empresa de que se trate.

Artículo 3°.- Para efectos de esta ley se entenderá por inversionista extranjero a toda persona natural o jurídica constituida en el extranjero, no residente ni domiciliada en Chile, que transfiera capitales a Chile, en los términos del artículo anterior.

Artículo 4°.- Aquel que, de conformidad al artículo anterior, califique como inversionista extranjero, podrá solicitar un certificado emitido por la Agencia de Promoción de la Inversión Extranjera, el que tendrá por única finalidad habilitar el acceso al régimen establecido en el párrafo 2° de este Título.

La solicitud que para estos efectos presente el inversionista extranjero deberá acreditar la materialización de la inversión en el país, así como contener una descripción detallada de la misma, incluyendo su monto, destino y naturaleza, todo ello en la forma y condiciones que determine la referida Agencia.

La Agencia de Promoción de la Inversión Extranjera deberá emitir el certificado a que se refiere este artículo en el plazo de quince días contado desde la fecha de recepción de la solicitud presentada por el inversionista extranjero. De no cumplirse dicho plazo, se estará a lo dispuesto en la ley N° 19.880, sobre Bases de los Procedimientos Administrativos que Rigen los Actos de los Órganos de la Administración del Estado. 

El certificado deberá contener todos los detalles que permitan la individualización del inversionista extranjero y de la inversión realizada hasta la fecha de su emisión.

Párrafo 2°

Régimen aplicable a la inversión extranjera directa

Artículo 5°.- El inversionista extranjero tendrá derecho a remesar al exterior el capital transferido y las utilidades líquidas que sus inversiones generen, una vez cumplidas todas las obligaciones tributarias que correspondan de acuerdo a la normativa nacional.

Artículo 6°.- El inversionista extranjero tendrá derecho a acceder al mercado cambiario formal para liquidar las divisas constitutivas de su inversión. 

De igual forma, tendrá acceso al mercado cambiario formal para obtener las divisas necesarias para remesar el capital invertido o las utilidades líquidas obtenidas correspondientes a su inversión una vez cumplidas todas las obligaciones tributarias que correspondan de acuerdo a la normativa nacional.

El tipo de cambio aplicable para la liquidación u obtención de las divisas en el mercado cambiario formal será el que libremente acuerden las partes intervinientes.

Artículo 7°.- Las operaciones de cambios internacionales a que den lugar las inversiones efectuadas de conformidad con esta ley, quedarán sujetas a las potestades del Banco Central de Chile, de acuerdo a lo establecido en su ley orgánica constitucional y otras leyes especiales.

Artículo 8°.- Los inversionistas extranjeros estarán exentos del impuesto sobre las ventas y servicios en la importación de bienes de capital, en la medida que ésta cumpla los requisitos y se sujete a los procedimientos que para estos efectos se establecen en el artículo 12°, letra B, N° 10, del decreto ley N° 825, de 1974.

Artículo 9°.- Los inversionistas extranjeros se sujetarán al régimen jurídico común aplicable a los inversionistas nacionales, sin que pueda discriminarse arbitrariamente respecto de ellos, sea de manera directa o indirecta.

TITULO II

DE LA ESTRATEGIA DE FOMENTO Y PROMOCIÓN DE INVERSIÓN EXTRANJERA

Artículo 10.- El Presidente de la República establecerá una estrategia de fomento y promoción de la inversión extranjera, en adelante “la estrategia de fomento”.

La estrategia de fomento deberá abarcar, al menos, las siguientes áreas: 

1) Promoción de inversión extranjera, en especial de sectores o negocios que tengan mayor potencial de desarrollo en Chile.

2) Acciones de posicionamiento de nuestro país a nivel internacional en cuanto a sus recursos y competitividad.

3) Facilitación de la colaboración entre inversionistas extranjeros y empresas nacionales para el desarrollo y ampliación de actividades productivas en el país.

4) Posicionamiento de nuestro país como centro de negocios e inversiones internacionales y plataforma global de acceso a otros mercados. 

5) Promoción y facilitación de las actividades económicas y empresariales de la inversión extranjera en Chile.

La estrategia de fomento deberá incluir un diagnóstico de la posición de competitividad internacional del país, una evaluación de la capacidad de la economía para agregar valor en la producción de bienes y servicios a través de la promoción de inversión extranjera, el establecimiento de sus objetivos, las brechas detectadas, y la definición de un conjunto de recomendaciones que considere líneas de acción y metas de mediano y largo plazo.

Artículo 11.- El Presidente de la República establecerá la estrategia de fomento por medio de un decreto supremo expedido a través del Ministerio de Economía, Fomento y Turismo, el cual será suscrito, además, por los ministros de Hacienda y demás  que integren de manera permanente el Comité de Ministros para el Fomento y Promoción de la Inversión Extranjera a que se refiere el artículo siguiente.

TITULO III

DEL COMITÉ DE MINISTROS PARA EL FOMENTO Y PROMOCIÓN DE LA INVERSIÓN EXTRANJERA

Artículo 12.- Créase el Comité de Ministros para el Fomento y Promoción de la Inversión Extranjera, en adelante “el Comité de Ministros”, que tendrá por objeto asesorar al Presidente de la República en las materias vinculadas al fomento y promoción de la inversión extranjera. 

En el cumplimiento de su objeto, tendrá las siguientes funciones y atribuciones: 

1) Proponer al Presidente de la República la estrategia de fomento y promoción de la inversión extranjera. 

2) Definir, conforme a lo propuesto por la Agencia de Promoción de la Inversión Extranjera, los planes, programas y prioridades destinados a la implementación de la estrategia de fomento y promoción de la inversión extranjera.

3) Velar por la debida coherencia entre la estrategia de fomento y las medidas y acciones implementadas por la Agencia de Promoción de la Inversión Extranjera.

4) Velar por la coordinación de los distintos órganos del Estado vinculados a la implementación de la estrategia de fomento.

5) Evaluar la implementación de la estrategia de fomento y del resto de los planes y programas vinculados a la promoción y fomento de la inversión extranjera.

Artículo 13.- El Comité de Ministros será presidido por el Ministro de Economía, Fomento y Turismo. Estará integrado por el Ministro de Hacienda y los demás Ministros que con carácter permanente determine el Presidente de la República mediante decreto supremo. 

El Presidente del Comité podrá solicitar la participación de autoridades o funcionarios de la Administración del Estado que estime pertinentes, en función de las materias por tratar. 

Los ministros sólo podrán ser reemplazados por los subsecretarios o sus subrogantes legales.

El Comité de Ministros sesionará al menos dos veces al año y cuando lo convoque su presidente con a lo menos quince días de anticipación. En su primera sesión determinará las normas para su funcionamiento.

El quórum para sesionar será de tres miembros y los acuerdos se adoptarán por mayoría absoluta de los asistentes. En caso de empate, decidirá el voto del ministro presidente o quien lo reemplace. 

A las sesiones del Comité de Ministros deberá asistir el Director de la Agencia de Promoción de la Inversión Extranjera, quien tendrá derecho a voz y actuará como secretario ejecutivo del Comité de Ministros. En esta calidad deberá elaborar las actas de las sesiones; llevará registro de ellas, de los acuerdos y de las resoluciones dictadas y cumplirá además las funciones que el Comité le encomiende en el ejercicio de sus atribuciones.

Artículo 14.- El Comité de Ministros podrá solicitar a la Agencia de Promoción de Inversión Extranjera, la contratación o realización de estudios, análisis o evaluaciones para el cumplimiento de sus  funciones, como los siguientes:

1) Estudios que permitan identificar factores que puedan impactar o estén impactando el perfil competitivo del país.

2) Evaluaciones periódicas de la estrategia de fomento y promoción de la inversión extranjera. 

3) Diagnósticos y evaluaciones del impacto de los programas y las acciones realizadas en el marco de la estrategia de fomento y promoción de la inversión extranjera.

TITULO IV

Párrafo 1°

De la Agencia de Promoción de la Inversión Extranjera

Artículo 15.- Créase la Agencia de Promoción de la Inversión Extranjera, en adelante “la Agencia”, como servicio público descentralizado, con personalidad jurídica y patrimonio propio, domiciliado en la ciudad de Santiago y que se relacionará con el Presidente de la República por intermedio del Ministerio de Economía, Fomento y Turismo. 

La Agencia estará sujeta al Sistema de Alta Dirección Pública, establecido en el Título VI de la ley N° 19.882.

La Agencia será el único organismo autorizado para promover y atraer el ingreso de todo tipo de capitales e inversiones del exterior, sin importar su monto, conforme a las facultades y atribuciones señaladas en esta ley.

Para todos los efectos legales, la Agencia se constituirá como el sucesor y continuador legal del Comité de Inversiones Extranjeras creado en virtud de lo dispuesto en el Título III, del decreto con fuerza de ley Nº 523, de 1993, del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado del decreto ley N° 600, de 1974. En consecuencia, todas las menciones que la legislación general o especial haga a esa  institución se entenderán referidas a la Agencia de Promoción de la Inversión Extranjera. 

Artículo 16.- A la Agencia corresponderá la promoción de la inversión extranjera hacia el país. Para el cumplimiento de dicho objetivo tendrá las siguientes funciones y atribuciones:

1) Implementar la estrategia de fomento, a través de medidas y acciones de promoción de la inversión extranjera en Chile. Estas acciones y medidas deberán ser evaluadas regularmente y aprobadas por el Comité de Ministros conforme a lo señalado en el artículo 12. En el marco de las medidas definidas por el Comité, la Agencia podrá:

a) Organizar misiones públicas o privadas de potenciales inversionistas extranjeros hacia Chile y participar en ellas, promoviendo las bondades de la inversión extranjera en Chile, así como gestionar y participar en rondas de negocios, ferias, seminarios, foros y misiones de promoción del país, para atraer inversión extranjera, las que podrán realizarse tanto dentro como fuera del país. 

b) Brindar orientación e información a los potenciales inversionistas extranjeros sobre el mercado, la legislación y los incentivos aplicables a su inversión, así como informarlos de otros aspectos relevantes para su inversión.  

c) Realizar actividades destinadas a retener y estimular la expansión y la reinversión de la inversión extranjera que se haya materializado en el país, con el fin de lograr mayor impacto económico local de la misma.

d) Colaborar con los inversionistas extranjeros en la generación de contactos y reuniones con entidades de Gobierno, gremios económicos, empresarios, proveedores, instituciones financieras, centros de investigación y otros actores que faciliten el ingreso de la inversión extranjera a Chile.

e) Constituir un Consejo Asesor Consultivo conformado por representantes de los sectores público y privado, que tendrá por misión asesorar al Director en la definición de objetivos de mediano y largo plazo, así como evaluar las actividades, las iniciativas y los esfuerzos desplegados por la Agencia. 

f) Promover a Chile como destino de inversión.

g) Toda otra actividad que contribuya a la promoción de la inversión extranjera en Chile. 

2) Actuar como órgano administrativo del Comité de Ministros, para lo cual recibirá y analizará las presentaciones que se le hagan, generará los antecedentes y estudios que requiera y desarrollará toda otra función de carácter administrativo que determine el Comité. 

3) Conocer de las solicitudes de certificación sobre la calidad de inversionista extranjero y emitir los certificados que corresponda conforme a lo establecido en el artículo 4º.  

4) Proponer al Comité de Ministros la estrategia de fomento de la inversión extranjera.

5) Contribuir a crear un clima favorable para la inversión extranjera en Chile, en particular identificando obstáculos a la materialización de proyectos de inversión extranjera e informando de ellos a las autoridades competentes, con el fin de avanzar en su superación.

6) Recopilar, registrar y sistematizar información y estadísticas en materia de inversión extranjera. Con este objeto podrá requerir, tanto a organismos públicos como privados y a los propios inversionistas extranjeros, la información pertinente para el cumplimiento de esta función.

Con igual fin, la Agencia deberá utilizar las estadísticas macroeconómicas sobre inversión extranjera que compile y publique el Banco Central de Chile, para lo cual podrá suscribir con este organismo los convenios o acuerdos de colaboración que garanticen una adecuada y efectiva coordinación en este ámbito.

7) Informar anualmente al Comité de Ministros acerca de los avances en el cumplimiento de la estrategia de fomento.

Artículo 17.- La dirección superior, técnica y administrativa de la Agencia estará a cargo del “Director”, que será nombrado por el Presidente de la República conforme a las normas de Alta Dirección Pública contenidas en el Título VI de la ley N° 19.882.

El Director tendrá las siguientes facultades y atribuciones:

1) Proponer al Comité de Ministros, para su aprobación, las medidas y acciones de promoción de la inversión extranjera que serán implementadas por la Agencia.

2) Elaborar el informe a que se refiere el número 7 del artículo anterior.

3) Cumplir y hacer cumplir los acuerdos e instrucciones del Comité de Ministros y llevar a cabo los actos y funciones que éste le delegue en el ejercicio de sus atribuciones.

4) Nombrar a los miembros del Consejo Asesor Consultivo a que se refiere la letra e) del número 1 del artículo anterior, y determinar la forma en que se reunirá y sesionará.  

5) Designar y contratar personal y poner término a sus servicios de conformidad a las normas estatutarias respectivas.

6) Celebrar convenios y ejecutar los actos necesarios para el cumplimiento de los fines de la Agencia.

7) Adquirir, enajenar y administrar toda clase de bienes y ejecutar o celebrar cualquier acto o contrato tendiente directa o indirectamente al cumplimiento de su objeto y funciones, tanto en Chile como en el extranjero.

8) Preparar el proyecto de presupuesto anual de la Agencia, ejecutar el que definitivamente se apruebe y proponer modificaciones que se requieran durante su ejecución.

9) Delegar parte de sus funciones, facultades y atribuciones en funcionarios de la Agencia. 

10) Requerir de los organismos del Estado la información y antecedentes que estime necesarios y que guarden relación con sus respectivas esferas de competencia.

11) Representar judicial y extrajudicialmente a la Agencia y conferir poder a abogados habilitados para el ejercicio de la profesión, aun cuando no sean funcionarios de ésta, con las facultades de ambos incisos del artículo 7º del Código de Procedimiento Civil.

12) Ejercer las demás funciones o atribuciones que le confiera la ley. 

Párrafo 2°

Normas relativas al personal

Artículo 18.- El personal de la Agencia estará afecto a las disposiciones de la ley Nº 18.834, sobre Estatuto Administrativo, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto con fuerza de ley Nº 29, de 2004, del Ministerio de Hacienda. En materia de remuneraciones, éstas se fijarán y modificarán conforme al procedimiento establecido en el artículo 9° del decreto ley N° 1.953, de 1977, del Ministerio de Hacienda.

Párrafo 3°

Del patrimonio

Artículo 19.- El patrimonio de la Agencia estará formado por:

1) Los recursos que se le asignen anualmente en la ley de Presupuestos del Sector Público y en otras leyes generales o especiales.

2) Los bienes muebles e inmuebles, corporales o incorporales, que se le transfieran o adquiera a cualquier título.

3) Los aportes de la cooperación internacional que reciba para el cumplimiento de sus objetivos, a cualquier título.

4) Las herencias y legados que acepte, lo que deberá hacer con beneficio de inventario. Dichas asignaciones estarán exentas de impuestos, gravámenes y de cualquier otro pago que les afecten.

TITULO V

MODIFICACIONES DE OTROS CUERPOS NORMATIVOS

Artículo 20.- Reemplázase, a contar del 1 de enero de 2016 o de la entrada en vigencia de la presente ley si ocurriere en una fecha posterior, el número 10 de la letra B del artículo 12° del decreto ley N° 825, de 1974, por el siguiente:

“10.- Los inversionistas, sean estos establecidos, residentes o domiciliados en el país o aquellos que califiquen como inversionistas extranjeros y las empresas receptores de inversión extranjera, conforme a lo establecido en el artículo 3° de la ley marco para la inversión extranjera directa en Chile, respecto de los bienes de capital importados que destinen al desarrollo, exploración o explotación en Chile de proyectos mineros, industriales, forestales, de energía, de infraestructura, de telecomunicaciones, de investigación o desarrollo tecnológico, médico o científico, entre otros, que impliquen inversiones por un monto igual o superior a cinco millones de dólares de los Estados Unidos de Norteamérica. 

La exención a que se refiere  este número, se aplicará únicamente respecto de la importación de bienes de capital que se destinen a proyectos de inversión que, por sus características de desarrollo, generen ingresos afectos, no afectos o exentos del impuesto establecido en el Título II de esta ley transcurridos, al menos, doce meses contados desde la internación al país o adquisición en Chile de los primeros bienes de capital cuya exención de Impuesto al Valor Agregado se solicite.

Para el otorgamiento de la exención a que se refiere este número, el inversionista deberá presentar una solicitud ante el Ministerio de Hacienda, a fin de que éste verifique y certifique el correcto cumplimiento de los requisitos establecidos en este número. En el caso de los inversionistas extranjeros, deberán acompañar a esta solicitud el certificado de inversionista extranjero a que se refiere el artículo 4° de la ley marco para la inversión extranjera directa en Chile. 

El Ministerio de Hacienda deberá pronunciarse respecto de la referida solicitud dentro del plazo de sesenta días corridos, contado desde la fecha en que se reciban todos los antecedentes necesarios para verificar el cumplimiento de los requisitos señalados. Si no lo hiciere al término de dicho plazo, la solicitud del contribuyente se entenderá aprobada y dicho Ministerio deberá, sin más trámite, proceder a la emisión de una resolución en que se otorgue el beneficio, dentro del plazo de cinco días hábiles contado desde la fecha en que venció el plazo de sesenta días mencionado. 

En caso que se presente una nueva solicitud de exención respecto de bienes de capital destinados a proyectos que se realicen por etapas, o que tengan por objeto complementar o expandir un proyecto de inversión sobre el cual se haya otorgado la exención en una etapa inicial, bastará, para que el Ministerio de Hacienda extienda dicha exención a los nuevos bienes de capital, que se acompañe copia de la resolución que haya otorgado la exención original y los antecedentes que permitan acreditar que se trata de distintas etapas de un mismo proyecto o de proyectos complementarios o de expansión.

Facúltase al Ministerio de Hacienda para que, mediante decreto supremo, precise las características de los bienes de capital y proyecto de inversión a que se refiere el presente número, así como la forma y procedimiento en que deberán presentarse los antecedentes que deban acompañarse para efectuar el análisis de la solicitud de exención a que se refiere este numeral. 

El Ministerio de Hacienda deberá enviar al Servicio de Impuestos Internos copia de la resolución que otorgue la exención y de los antecedentes presentados por el contribuyente, dentro del plazo de veinte días corridos contado desde la emisión de la referida resolución.

Cuando, en el ejercicio de sus facultades de fiscalización, el Servicio de Impuestos Internos determine que la exención ha sido otorgada sobre la base de documentos u otros antecedentes erróneos acompañados por el contribuyente, previa citación practicada conforme a lo dispuesto por el artículo 63 del Código Tributario, deberá liquidar el impuesto que hubiese correspondido aplicar de no haberse otorgado la exención, con los reajustes e intereses penales establecidos en el artículo 53 del mismo código. En  este último caso, se podrán aplicar las sanciones establecidas en el número 20 de su artículo 97.

De la liquidación que se dicte, así como de la multa aplicada, el contribuyente podrá reclamar conforme al procedimiento general establecido en el Libro III del Código Tributario. El Impuesto al Valor Agregado que haya pagado el contribuyente con motivo de haberse dejado sin efecto la exención que establece este número, de cumplirse los requisitos generales que establece esta ley, constituirá crédito fiscal del Impuesto al Valor Agregado del período en que se lleve a cabo el pago.

Cuando el contribuyente haya obtenido maliciosamente la exención de que trata este número, mediante la presentación de documentos u otros antecedentes erróneos, incompletos o falsos, será sancionado en la forma prevista en el párrafo segundo del N°4 del artículo 97 del Código Tributario, sin perjuicio del pago del impuesto evadido, con los respectivos intereses penales y multas, el que, una vez pagado, no constituirá crédito fiscal del Impuesto al Valor Agregado.”.

TITULO VI

OTRAS DISPOSICIONES

Artículo 21.- Los gobiernos regionales, con sus propios recursos, podrán organizar unidades de promoción y atracción de inversión extranjera.

DISPOSICIONES TRANSITORIAS

Artículo primero.- Los inversionistas extranjeros y empresas receptoras de sus aportes que mantengan vigente un contrato de inversión extranjera suscrito con el Estado de Chile conforme a lo dispuesto en el decreto con fuerza de ley N° 523, de 1993, del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado del decreto ley N° 600, de 1974, conservarán íntegramente los derechos y obligaciones contemplados en dichos contratos, en la medida que éstos hayan sido suscritos con anterioridad al 1 de enero de 2016 o a la fecha de entrada en vigencia de la presente ley si ésta ocurriere en una fecha posterior. De igual protección gozarán los contratos suscritos en virtud del artículo cuarto transitorio de la ley N° 20.469, siempre que se hayan celebrado dentro del plazo otorgado por dicha norma. 

Para efectos de lo dispuesto en este artículo, una vez que entre en operación la Agencia de Promoción de la Inversión Extranjera, mantendrá todas las funciones que le correspondían a la Vicepresidencia Ejecutiva del Comité de Inversiones Extranjeras, según el artículo 15° del decreto con fuerza de ley señalado en el inciso anterior.

Artículo segundo.- Sin perjuicio de lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 9° de la ley N° 20.780, a contar del 1 de enero de 2016 o de la entrada en vigencia de la presente ley si ocurriere en una fecha posterior, y por un plazo máximo de cuatro años contado desde el primero de dichos eventos que acontezca, los inversionistas extranjeros, definidos en los términos del artículo 3° de esta ley, podrán solicitar autorizaciones de inversión extranjera en los términos del artículo 3° del decreto con fuerza de ley N° 523, de 1993, del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado del decreto ley N° 600, de 1974. Dichas solicitudes deberán ser presentadas ante la Vicepresidencia Ejecutiva del Comité de Inversiones Extranjeras o ante su sucesor legal, en su caso. A dichas autoridades corresponderá, asimismo, celebrar los respectivos contratos en representación del Estado de Chile. 

Los inversionistas extranjeros que ejercieren la opción a que se refiere el inciso anterior solo podrán celebrar los respectivos contratos en los mismos plazos a que se refiere dicho inciso. En virtud de ellos, se sujetarán a las exigencias, gozarán de los derechos y tendrán las obligaciones a que se refieren los artículos 2°, 7° y 11° ter del mencionado decreto ley.

Con todo, la tasa impositiva total a la renta a que estarán sujetos, en los términos del inciso primero del artículo 7° del decreto con fuerza de ley N° 523 de 1993, del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado del decreto ley N° 600, de 1974, y respecto a la cual gozarán de invariabilidad, será del 44,45% en todos los casos a que se refiere la citada disposición.

Sin perjuicio de lo dispuesto en los incisos anteriores, los inversionistas extranjeros podrán acceder al régimen aplicable a la inversión extranjera directa contemplado en el Párrafo 2° del Título I de esta ley.

Artículo tercero.- Facúltase al Presidente de la República para que, dentro del plazo de un año contado desde la publicación de esta ley, establezca mediante uno o más decretos con fuerza de ley, expedidos a través del Ministerio de Economía, Fomento y Turismo, los que también deberán ser suscritos por el Ministro de Hacienda, las normas necesarias para regular las siguientes materias:

1) Fijar la planta de personal de la Agencia de Promoción de la Inversión Extranjera. En el ejercicio de esta facultad el Presidente de la República dictará las normas necesarias para la adecuada estructuración y funcionamiento de las plantas que fije y, en especial, podrá determinar las normas transitorias para la aplicación de las remuneraciones variables; el número de cargos para cada grado y planta; los requisitos para el ingreso y promoción de dichos cargos; sus denominaciones y los niveles jerárquicos, para efectos de la aplicación de lo dispuesto en el artículo 8º de la ley Nº 18.834, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto con fuerza de ley Nº 29, de 2004, del Ministerio de Hacienda, y en el Título VI de la ley N° 19.882. Además, establecerá las normas para el encasillamiento en las plantas, el cual podrá incluir a los funcionarios que se traspasen desde el Comité de Inversiones Extranjeras.

2) Disponer, sin solución de continuidad, el traspaso de los funcionarios titulares de planta y a contrata, desde el Comité de Inversiones Extranjeras a la Agencia de Promoción de la Inversión Extranjera. En el respectivo decreto con fuerza de ley que fije la planta de personal, se determinará la forma en que se realizará el traspaso y el número de funcionarios que serán traspasados por estamento y calidad jurídica, pudiéndose establecer, además, el plazo en que se llevará a cabo este proceso. La individualización del personal traspasado y su encasillamiento, cuando corresponda, se realizará a través de decretos expedidos bajo la fórmula “Por orden del Presidente de la República”, por intermedio del Ministerio de Economía, Fomento y Turismo. El traspaso del personal titular de planta y a contrata, y de los cargos que sirven, se efectuará en el mismo grado que tenía a la fecha del traspaso.

3) Los requisitos para el desempeño de los cargos que se establezcan en el ejercicio de la facultad señalada en el número 1 de este artículo no serán exigibles para efectos del encasillamiento respecto de los funcionarios titulares en servicio a la fecha de entrada en vigencia del o de los respectivos decretos con fuerza de ley. Asimismo, a los funcionarios a contrata en servicio a la fecha de vigencia del o de los respectivos decretos con fuerza de ley, y a aquellos cuyos contratos se prorroguen en las mismas condiciones, no les serán exigibles los requisitos que se establezcan en los decretos con fuerza de ley correspondientes.

4) Determinar la fecha de entrada en vigencia de las modificaciones a que se refiere el número 1 de este artículo. Igualmente, determinará la fecha de inicio de actividades de la Agencia de Promoción de la Inversión Extranjera y fijará su dotación máxima.

5) Traspasar los recursos y bienes desde el Comité de Inversiones Extranjeras a la Agencia de Promoción de la Inversión Extranjera.

6) El uso de las facultades señaladas en este artículo quedará sujeto a las siguientes restricciones, respecto del personal al que afecte:

a) No podrá tener como consecuencia cambio de la residencia habitual de los funcionarios fuera de la región en que estén prestando servicios, salvo con su consentimiento.

b) No podrá tener como consecuencia ni ser considerado como causal de término de servicios, supresión de cargos, cese de funciones o término de la relación laboral del personal.

c) No podrá significar disminución de remuneraciones ni modificación de derechos previsionales. Cualquier diferencia de remuneraciones deberá ser pagada por planilla suplementaria, la que se absorberá por los futuros mejoramientos de remuneraciones que correspondan a los funcionarios, excepto los derivados de reajustes generales que se otorguen a los trabajadores del sector público. Dicha planilla mantendrá la misma imponibilidad de las remuneraciones que compensa. Además, a la planilla suplementaria se le aplicará el reajuste general antes indicado.

d) Los funcionarios encasillados y traspasados mantendrán la asignación de antigüedad que tengan reconocida, como también el tiempo computable para su reconocimiento. 

Artículo cuarto.- El Presidente de la República nombrará, transitoria y provisionalmente, conforme al artículo quincuagésimo noveno de la ley Nº 19.882, al Director de la Agencia de Promoción de la Inversión Extranjera, quien asumirá de inmediato y en tanto se efectúa el proceso de selección pertinente que establece la señalada ley para los cargos del Sistema de Alta Dirección Pública.

Artículo quinto.- Mientras no sea dictada la resolución que fije las remuneraciones del personal de la Agencia de Promoción de la Inversión Extranjera, acorde a lo dispuesto en el artículo 18 de esta ley, mantendrá su vigencia aquella que se haya dictado en virtud de lo dispuesto en el artículo 9° del decreto ley N° 1.953, de 1977 para el Comité de Inversiones Extranjeras.

Artículo sexto.- El Presidente de la República, por decreto expedido a través del Ministerio de Hacienda, conformará el primer presupuesto de la Agencia de Promoción de la Inversión Extranjera y transferirá a ella los fondos de la entidad que traspase personal o bienes, pudiendo al efecto crear, suprimir o modificar los capítulos, asignaciones, ítem, y glosas presupuestarias que sean pertinentes. Copia del referido decreto se remitirá a las Comisiones de Hacienda de la Cámara de Diputados y del Senado.

Artículo séptimo.- El mayor gasto fiscal que irrogue la aplicación de esta ley durante el año presupuestario de su entrada en vigencia se financiará con cargo al presupuesto del Comité de Inversiones Extranjeras y, en lo que faltare, con cargo a los recursos de la partida presupuestaria Tesoro Público de la ley de Presupuestos del Sector Público.

Para los años posteriores, el mayor gasto se financiará con cargo a los recursos que se contemplen en las respectivas leyes de presupuestos para el sector público.”.”.
- - -

Acordado en sesiones celebradas los días 4 y 5 de mayo de 2015, con asistencia de los Honorables Senadores señores Andrés Zaldívar Larraín (Presidente), Juan Antonio Coloma Correa, José García Ruminot, Ricardo Lagos Weber y Carlos Montes Cisternas (Rabindranath Quinteros Lara). 

Sala de la Comisión, a 6 de mayo de 2015.

(Fdo.): Roberto Bustos Latorre, Secretario de la Comisión.
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MOCIÓN DE LOS SENADORES SEÑOR COLOMA, SEÑORA VAN RYSSELBERGHE Y SEÑORES LAGOS, MONTES Y WALKER, DON IGNACIO, CON LA QUE DAN INICIO A UN PROYECTO DE LEY QUE MODIFICA LA LEY GENERAL DE EDUCACIÓN PARA INCORPORAR EN EL NIVEL DE ENSEÑANZA MEDIA CONTENIDOS DE EDUCACIÓN FINANCIERA BÁSICA

(10.034-04)

1.- LEGISLACIÓN

El artículo 19 numeral 10 de la Constitución Política de la República establece el Derecho a la Educación señalando esta norma que "La educación tiene por objeto el pleno desarrollo de la persona en las distintas etapas de su vida". Agrega el inciso final del numeral que "Es deber de la comunidad contribuir al desarrollo y perfeccionamiento de la educación".
El numeral 11 en su inciso quinto establece que será una Ley Orgánica Constitucional la que establecerá los requisitos mínimos que deberán exigirse en cada uno de los niveles de la enseñanza básica y media.
En la actualidad la Ley General de Educación no establece con claridad la obligación de impartir en la educación básica y/o media el desarrollo de asignaturas o contenidos que entreguen conocimientos que permitan a las personas comprender mejor los conceptos, riesgos y oportunidades financieras para tomar mejores decisiones que permitan ejercer acciones eficaces para mejorar su desarrollo económico.
En ese sentido, es fundamental, con el objetivo de contribuir a la formación integral de las personas, incluir contenidos de educación financiera en las mallas curriculares de los colegios que hagan a los ciudadanos más conscientes desde el punto de vista social y económico.
Según la Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económico (OCDE), la Educación Financiera es "el proceso por el cual los consumidores/inversores financieros mejoran su entendimiento de los productos, conceptos y riesgos financieros y, mediante información, instrucción y/o asesoramiento objetivos, desarrollan las habilidades y la confianza para llegar a ser más conscientes de los riesgos y oportunidades financieras, para realizar elecciones informadas, saber dónde dirigirse en caso de requerir ayuda y adoptar otras acciones efectivas para mejorar su bienestar financiero".
Como podemos apreciar, la educación financiera abarca temas transversales en el currículum escolar, siendo posible de insertar en un gran número de asignaturas. Implementar esta iniciativa implicará un esfuerzo de todos para no sólo buscar un espacio en el currículum escolar, sino también para capacitar profesores, producir material de apoyo, entre otros desafíos.

2. PREOCUPANTES CIFRAS DE ENDEUDAMIENTO JUVENIL
Según una encuesta del Instituto Nacional de la Juventud dada a conocer el año 2014,  un 37% de los jóvenes entre 18 y 29 años tiene deudas, créditos o préstamos a su nombre. La cifra se eleva a 47% entre jóvenes de 24 a 29 años.
De ese grupo, un 43% menciona hacerlo debido a un crédito universitario, un 39% por endeudamiento con tarjetas de casas comerciales o de crédito y un 30% que menciona deudas a través de un crédito de consumo de la banca o el retail.
La misma encuesta sostiene que un 24% de los jóvenes ha dejado alguna vez de pagar sus deudas, el 23% las ha repactado y el 20% ha estado en Dicom. En otra pregunta,  la encuesta sostiene que el 45% de los jóvenes no cree que dejará de estar endeudado en los próximos 12 meses.
A modo de ejemplo, sobre conocimientos financieros, consultados sobre qué entienden por el CAE, un 38 % sostuvo que es el valor de cada cuota del crédito, un  31% que es el valor total del producto o servicio y un 31% no sabe o no responde.
Según datos de la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras correspondientes a junio de 2014, los jóvenes menores de 25 años y los adultos mayores de 65 años presentan las tasas de morosidad más altas.
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Fuente: SBIF

En la misma línea, la Asociación de Bancos (Abif) sostiene que, sobre la base de encuestas disponibles, Chile exhibe un bajo porcentaje de la población que responde correctamente a las preguntas de conceptos financieros. 

Menos del 20% de los encuestados en Chile responden correctamente sobre tasa de interés, porcentaje que en Holanda se eleva a cerca del 90%. Lo mismo ocurre ante preguntas relativas a la inflación, tasas de interés y diversificación de riesgo, en Chile este porcentaje alcanza a sólo 8%, bajo del 53% en Alemania, 45% en Holanda y 39% en EE.UU.
Es importante mencionar, para efectos de acentuar la importancia de la educación financiera en nuestro país, que de acuerdo a FELABAN (Federación Latinoamericana de Bancos) Chile es el país más bancarizado de Sudamérica, jugando un rol importante en esta expansión la adquisición de tarjetas de créditos vinculadas al Retail. 

3. EDUCACIÓN FINANCIERA COMO POLÍTICA PÚBLICA 

El documento de la Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económico (OCDE), Improving Financial Literacy, sostiene que la falta de educación financiera en el mundo globalizado moderno hace a los individuos y sus familias más proclives al endeudamiento.
Proporcionar una educación financiera para los niños y los jóvenes es un elemento importante en la transición de la niñez a la edad adulta y en la formación de ciudadanos financieramente responsables. La OCDE sostiene que "la educación financiera debe comenzar en la escuela. Las personas deben ser educadas acerca de los asuntos financieros lo antes posible". 

En los últimos años, los países desarrollados y emergentes están cada vez más preocupados por la educación financiera de sus ciudadanos y Chile no es la excepción. Por esta razón es que PISA, estudio internacional de la OCDE sobre los  conocimientos y habilidades de los estudiantes de 15 años, evaluará desde el año 2015 a nuestro país sobre la formación financiera de los jóvenes.
De hecho, en un informe de la OCDE titulado "La Educación Financiera en América 
Latina y el Caribe, situación actual y perspectivas", se destaca que Chile participara en la opción de Educación Financiera en las pruebas PISA de 2015, como preparación para su estrategia nacional y con el objeto de crear una línea de base para medir las necesidades y brechas potenciales de educación financiera entre los jóvenes del país.

Del análisis de las materias impartidas en estos países se puede concluir que en todos ellos existe un contenido similar. El estudio citado anteriormente, basándose en los contenidos de las mallas curriculares y la evaluación del examen PISA 2012, señala como áreas comunes de la educación financiera en estos países, y que nos parece acertado recoger, las siguiente:
Dinero y transacciones: Centrada en temas de economía personal como pagos diarios, gastos, valor del dinero, tarjetas bancarias, cheques, cuentas bancarias y divisas. Afirma que se trata, entre otras habilidades, de que los estudiantes aprendan que el dinero se utiliza para intercambiar bienes y servicios, que identifiquen las diferentes formas de pago, que calculen el cambio correcto, que comprendan que el dinero puede ser invertido o prestado, y las razones por las que se pagan o reciben intereses, y las diferencias entre una tarjeta de crédito y una de débito.
Planificación y gestión: Busca el aprendizaje de la gestión del dinero a corto y a largo plazo. Lo que se pretende es saber identificar los diferentes tipos de ingresos, comprender la importancia y el significado de los impuestos y asimilar la importancia del ahorro.
Riesgo y diversificación: Esta área persigue comprender el significado de las ganancias y de las pérdidas en diferentes contextos financieros y la habilidad para identificar formas de gestionar, equilibrar y cubrir los riesgos. Busca que los jóvenes conozcan porque algunas formas de ahorro o inversión son más arriesgadas que otras y como limitar el riesgo del capital personal así como los beneficios de la diversificación.
Perspectivas financieras: Conocer las características básicas del mundo financiero. Cubre el conocimiento de los derechos y responsabilidades de los consumidores en el mercado financiero y las principales implicancias de los contratos financieros.

Nos parece justo destacar que el acceso al crédito ha permitido a la clase media optar a bienes y servicios impensados de alcanzar hace algún tiempo. Pero no podemos desconocer que muchas veces lleva a un sobreendeudamiento que se traduce en problemas personales y familiares. 

Creemos que el problema no es el crédito, sino su uso desinformado que lleva a tomar malas decisiones financieras que acarrean negativas consecuencias económicas para las personas. Por ello creemos que la educación financiera contribuirá a que los chilenos comprendan mejor los riesgos que implica tomar decisiones financieras sin  la información adecuada y ayudará a formar ciudadanos más responsables y conscientes económicamente.

POR TANTO, EN CONSIDERACIÓN DE LOS ANTECEDENTES EXPUESTOS, ES QUE VENIMOS EN PRESENTAR ANTE ESTE HONORABLE SENADO EL SIGUIENTE:

PROYECTO DE LEY

Artículo Único: "Incorpórese la siguiente letra m) al numeral 2) del artículo 30 de la Ley 20.370 General de Educación:
m) Conocer y aplicar conceptos y técnicas financieras básicas; así como desarrollar actitudes, conductas y prácticas que favorezcan la toma de decisiones ciudadanas y le permitan ejercer acciones eficaces para mejorar su bienestar económico."

(Fdo.): Juan Antonio Coloma Correa, Senador.- Jacqueline van Rysselberghe, Senadora.- Ricardo Lagos Weber, Senador.- Carlos Montes Cisternas, Senador.- Ignacio Walker Prieto, Senador.
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MOCIÓN DE LOS SENADORES SEÑORA VAN RYSSELBERGHE Y SEÑORES COLOMA, ORPIS, OSSANDÓN Y PÉREZ VARELA, CON LA DAN INICIO A UN PROYECTO DE LEY QUE MODIFICA DEFINICIONES Y EL PROCEDIMIENTO DE LA LEY QUE ESTABLECE MEDIDAS CONTRA LA DISCRIMINACIÓN

(10.035-17)

En uso de nuestras facultades constitucionales tenemos el honor de someter a vuestra consideración el siguiente proyecto de ley que modifica la ley N° 20609 permitiendo una verdadera ley general antidiscriminatoria.

Considerando:

1. Que, el año 2012 y luego de una discusión de más de siete años en el Congreso Nacional no exenta de polémicas, se promulgó la Ley N° 20609 que establece medidas contra la discriminación, impulsada fuertemente por la trágica muerte del joven homosexual Daniel Zamudio. Sin lugar a dudas un hecho absolutamente condenable y extremadamente injusto que aceleró absolutamente la discusión de la referida ley.

2. Que, si bien el año 2013, el 91%
 de los consultados se mostró de acuerdo con que la referida ley constituía un avance concreto para la lucha contra las discriminaciones arbitrarias, la realidad es que al día de hoy existen múltiples deficiencias de la misma que es necesario corregir para darle una aplicación real y efectiva.

3. Que, muestra de lo anterior, es que desde la fecha de su entrada en vigencia, tan sólo se han presentado 119
 acciones de no discriminación arbitraria en los Juzgados de Letras y no existen Políticas Públicas promovidas por el Estado, salvo excepciones, que tiendan a materializar y concretizar la ley desde los Órganos de la Administración del Estado hacia las personas.

4. Que, esto es preocupante si consideramos además que un 52%
 de las personas encuestadas en la Primera Consulta Ciudadana por Discriminación en Chile, dijo haberse sentido discriminada arbitrariamente, siendo la apariencia personal
, la ideología u opinión política
, la nacionalidad
, la orientación sexual
, y la raza o etnia
 los motivos por los que más se ha discriminado.

5. Que, los defectos en concreto que adolece la ley, son varios. En primer lugar su objeto. Esta ley nace como una forma de, su título lo dice, "establecer medidas contra la discriminación esperando ser un cuerpo sustantivo de derecho antidiscriminatorio. Sin embargo, de eso tiene poco o nada ya que el objeto fundamental de la misma, señalado en su artículo 1° que es "instaurar un mecanismo judicial que permita restablecer eficazmente el imperio del derecho toda vez que se cometa un acto de discriminación arbitraria" Es decir, derechamente sancionatorio y no preventivo, cuando es sabido que son los cambios culturales a través de la prevención y formación de los ciudadanos los que terminan eliminando estos atentados a la dignidad de las personas.

6. Que, en segundo lugar, el inciso segundo del artículo 1°
, a primera vista pareciera consagrar el deber de los órganos de la Administración del Estado de elaborar e implementar políticas antidiscriminatorias. Sin duda es un acierto del legislador el considerar la lucha contra la discriminación como una labor sistémica en la cual se integran un conjunto de políticas públicas. En este contexto, la norma en comento obligaría a los órganos de la Administración, entre otras cosas, a desarrollar y explicitar sus políticas antidiscriminatorias. No obstante lo anterior, la redacción de este inciso es a tal punto confusa, que la existencia del deber en comento no es más que una posibilidad interpretativa de la norma. En efecto, lo que dice el inciso es que las políticas de los órganos estatales deberán enfocarse en garantizar el ejercicio de derechos y libertades fundamentales, y agrega entre comas "sin discriminación arbitraria" En otras palabras, "sin discriminación arbitraria" es sólo la modalidad, no el corazón de la política pública. En realidad, estas políticas no parecen sino ser el desarrollo del mandato del artículo 50 de la Constitución, el deber del Estado de promover los derechos fundamentales. Por lo mismo, podría sostenerse que el inciso en comento es sólo una repetición del precepto constitucional. Del mismo modo, si bien se agrega la expresión "sin discriminación arbitraria", la prohibición del Estado de discriminar arbitrariamente también se encuentra consagrada en diversas normas constitucionales (Ejemplo: artículo 19 N°2, 20 y 22, artículo 109, y en forma general, artículo 1°). 

7. Que, por otro lado, el inciso en comento es una referencia que se aplica solo a los órganos de la Administración del Estado, dejando fuera de su alcance el funcionamiento interno de los demás órganos del Estado, como son el Poder Judicial, el Congreso o el Ministerio Público. Por cierto que este deber debiera ser adaptado a las particulares competencias de cada uno de ellos. También, es una obligación en extremo genérica, que no precisa cómo se construirá esa política, quién participará en su elaboración, quién la revisará, etc. Además, carece de plazos de creación, implementación y revisión. Asimismo, el deber que se impone es el de asegurar el goce de los derechos, no el de eliminar las prácticas discriminatorias
.

8. Que, en tercer lugar, quizás lo más relevante de todo esto es que las obligaciones impuestas a la Administración carecen de un ente responsable que permita definir tareas y dar cuentas de ellas a la sociedad
.

9. Que, en cuarto lugar, la definición de discriminación arbitraria contenida en el artículo 2°
 de la ley, es bastante curiosa, indicando un conjunto de conductas (distinciones, exclusiones y restricciones) que podrían constituir discriminación, si bien la intención del legislador pareciera ser la loable extensión del concepto de discriminación arbitraria a distintas hipótesis, hubiese sido preferible mantener la simpleza que en esta materia otorgan los conceptos de "distinción arbitraria" o "diferencia", los cuales ya cuentan con sustento y desarrollo jurisprudencial. Más aún, desde la perspectiva puramente lógica, las categorías adicionales (exclusión y restricción) corresponden a la intención o a las consecuencias que puede presentar una distinción. En otras palabras, el concepto de "distinción" es el género en el cual se pueden subsumir las demás clases en cuanto especies del mismo. Adicionalmente, la creación de diversas categorías puede ser una fuente de problemas de calificación jurídica, tanto para las partes como para el juez. En síntesis, en esta ocasión menos es más: hubiera bastado con utilizar sólo la palabra "distinción"
.

10. Que, en quinto lugar, la definición contenida en el artículo 2°, vincula el concepto de no discriminación arbitraria a la vulneración de otro derecho. Es decir, un acto discriminatorio sólo es impugnable como tal si adicionalmente vulnera, por ejemplo, el derecho a la propiedad o el derecho a la libertad religiosa. Si bien en la mayoría de los casos es posible formular un problema de discriminación como la afectación simultánea de otro derecho, no siempre es así, o la vinculación con ese derecho adicional es muy indirecta. Así, por ejemplo, si el Estado decide otorgar instrucción militar sólo a los jóvenes colorines, ello es un acto discriminatorio que no vulnera, al menos directamente, algún derecho adicional (a menos que se invoque, algo rebuscadamente, la integridad psíquica de los excluidos, su derecho a participar con igualdad de oportunidades en la vida nacional, etc.). Desde otro punto de vista, al exigir la vulneración de un derecho adicional a la no discriminación, la infracción de este último se hace irrelevante, toda vez que la reclamación podría fundamentarse exclusivamente en el derecho adicional en cuestión
.

11. Que, en sexto lugar, el inciso tercero del artículo 2°
 de la referida ley, pareciera contener una "presunción de razonabilidad" cuando la distinción se justifica en el ejercicio legítimo de otro derecho fundamental. Es decir, el legislador le estaría diciendo al juez: cuando se utilice una "categoría sospechosa", en lugar de realizar un examen de razonabilidad (que es lo que ordena el artículo 2° inciso 1°), usted debe verificar que esa conducta no se justifique: i) por constituir el ejercicio legítimo de otro derecho, o ii) por otra "causa constitucionalmente legítima". En la primera hipótesis, el juez ya no debe atender a la razonabilidad de la distinción en sí, sino a determinar qué es el ejercicio legítimo del otro derecho (el foco ya no está en la igualdad y la no discriminación arbitraria). Por supuesto todo esto resulta ser tautológico si por ejercicio legítimo entendemos aquel que, entre otras cosas, no produce una discriminación arbitraria. Sin embargo, de ser así, este inciso estaría demás, lo que repugna al criterio de interpretación según el cual las normas deben interpretarse de forma que no sean redundantes y produzcan efectos. La alternativa que nos queda es que el legislador piense que, al menos en ciertas circunstancias, el ejercicio legítimo de un derecho puede incluir la creación de diferencias arbitrarias, y que en tal caso, la ley no otorgaría protección frente a esa discriminación. En otras palabras, esta Ley estaría creando una suerte de jerarquía de derechos, donde la no discriminación arbitraria sería un derecho de segundo orden que quedaría siempre subordinado a otros derechos fundamentales (los que a su vez se agruparían en dos clases: los derechos fundamentales en general, y aquellos expresamente enumerados en el inciso 30 en comento, lo que justificarían la discriminación "especialmente")
.

12. Que, en séptimo lugar, una verdadera ley antidiscriminación debería -acorde con las obligaciones internacionales de Chile- expresamente autorizar a las autoridades públicas a establecer aquellas medidas especiales temporales que aseguren un efectivo ejercicio de los derechos a los grupos que han sido históricamente más discriminados, cuestión que no hace la ley actual.

13. Que, en octavo lugar, la ley no distingue entre discriminación directa e indirecta. La primera es aquella en que el trato desfavorable se fundamenta, o es consecuencia, de una característica personal como la orientación sexual o la identidad de género. En contraste, la discriminación indirecta es aquella en contenida o producida por normas o tratos que formalmente se aplican a todos, pero que afectan desproporcionadamente a los miembros de un grupo desaventajado, a menos que pueda probarse que tales normas o tratos se justifican objetivamente (ejemplo, satisfaciendo el test de proporcionalidad). En otras palabras, la discriminación indirecta surge de normas que a primera vista parecieran no ser discriminatorias, ya que su texto no identifica expresamente un grupo perjudicado. Sin embargo, la aplicación práctica de la norma resulta en un claro perjuicio para un grupo, sin que ello sea razonable o justificable. La discriminación indirecta, por tanto, destaca los efectos tangibles de la norma por sobre los efectos esperados o declarados en su texto. Los ordenamientos jurídicos tienden a diferenciar entre ambos tipos de discriminación por varias razones. En primer lugar, la discriminación indirecta no siempre ha sido reconocida como tal, por lo que su consagración legislativa ha sido particularmente relevante en sociedades donde la jurisprudencia (y en menor medida la doctrina) ha sido renuentes a sancionar este tipo de discriminación. En segundo término, la discriminación indirecta es mucho más compleja de reconocer y sancionar, por lo que resulta muy útil al juez contar con ciertas determinaciones legales básicas que lo orienten. Así, por ejemplo, la prueba de la discriminación indirecta presenta una serie de dificultades que el legislador puede tratar: qué tipo de evidencia resulta aceptable, cómo debe configurarse la prueba estadística, cuál debe ser el grupo de referencia apropiado, cómo medir el impacto de la discriminación, etc. En tercer lugar la discriminación indirecta normalmente acepta un régimen de excepciones más amplio que la discriminación directa, y puede (aunque no necesariamente), ser objeto de escrutinio judicial menos estricto. Como la Ley guarda  silencio en esta materia, la decisión acerca de si la discriminación indirecta es o no sancionable corresponde al juez, quién, a falta de norma constitucional o legal al respecto, y frente a las complejidades involucradas en la identificación y sanción de la discriminación indirecta, es muy probable que opte por la negativa. Ahora bien, la alternativa contraria tampoco resulta muy alentadora, toda vez que un reconocimiento meramente judicial de la discriminación indirecta que no vaya acompañado de reglas claras acerca de su constatación, excepciones aceptables, etc., produciría una gran incertidumbre jurídica
.

14. Que, en noveno lugar, no parece razonable que exista en el artículo 12° de la ley una sanción adicional a la de cualquier procedimiento en que el demandante resulta vencido, como lo es las costas reguladas en el artículo 139 y siguientes del Código de Procedimiento Civil, porque actúa como un desincentivo para denunciar. Así, debiera derogarse el inciso tercero del referido artículo
.

15. Que, en décimo lugar, no resulta justo que las personas que han sufrido un daño por la discriminación ejercida por otra, no tengan la posibilidad -si así lo estimaren- de solicitar además la indemnización de los perjuicios que se suscitaron en virtud del acto discriminatorio en el mismo proceso, y no sólo la multa a que hace referencia el inciso segundo del artículo 12°
 a beneficio fiscal.

Por todo lo anterior, quienes suscribimos venimos a presentar el siguiente proyecto de ley:

PROYECTO DE LEY QUE MODIFICA LA LEY N° 20609 QUE ESTABLECE MEDIDAS CONTRA LA DISCRIMINACIÓN, PERFECCIONANDO UNA LEY GENERAL ÁNTIDISCRIMINATORIA. 

Artículo único: Modifíquense los siguientes artículos de la ley N° 20609 que establece medidas contra la discriminación:

1) Al inciso primero del artículo 1°, para sustituirlo por el siguiente: "Artículo 1°- Propósito de la ley. Esta ley tiene por objetivo fundamental prevenir, eliminar y sancionar todas las formas de discriminación arbitraria que se ejerzan contra cualquier persona".

2) Al inciso segundo del artículo 1°, para reemplazar la frase "a garantizar a toda persona, sin discriminación arbitraria, el goce y ejercicio de sus derechos y libertades reconocidos por la Constitución Política de la República, las leyes y los tratados internacionales ratificados por Chile y que se encuentren vigentes" por la siguiente: "prevenir todo tipo de discriminación arbitraria y garantizar además a toda persona, el goce y ejercicio de sus derechos y libertades reconocidos por la Constitución Política de la República, las leyes y los tratados internacionales ratificados por Chile y que se encuentren vigentes".

3) Para incorporar un inciso tercero nuevo al artículo 1° en los siguientes términos: "Asimismo, los Órganos de la Administración del Estado podrán establecer medidas especiales destinadas a promover y fortalecer el reconocimiento, goce y ejercicio de los derechos de las personas discriminadas arbitrariamente".

4) Para eliminar en el inciso primero del artículo 2°, la frase", exclusión o restricción".

5) Para sustituir en el inciso primero del artículo 2°, luego de la palabra "particulares," la conjunción "y" por "o".

6) Para suprimir el inciso tercero del artículo 3°.

7) Para agregar un nuevo inciso 3° en los siguientes términos: "La discriminación arbitraria puede ser directa o indirecta. Por discriminación arbitraria indirecta se entiende la situación en que una disposición, criterio o práctica aparentemente neutros pone a una persona en desventaja particular con respecto a otra u otras personas, salvo que dicha disposición, criterio o practica puedan justificarse objetivamente en atención a una finalidad legítima y que los medios para alcanzar dicha finalidad sean necesarios y adecuados".

8) Para incorporar al inciso segundo del artículo 5°, luego del punto aparte que pasa a ser punto seguido, la siguiente "En ella también podrá solicitarse una indemnización si correspondiere".

9) Para incorporar en el inciso primero del artículo 12°, enseguida del punto aparte que pasa a ser punto seguido, la siguiente oración: "Deberá pronunciar también sobre la indemnización correspondiente en caso de haberse solicitado oportunamente y siempre que proceda en derecho". 

10) Para eliminar el inciso tercero del artículo 12°.

(Fdo.): Jacqueline van Rysselberghe, Senadora.- Juan Antonio Coloma Correa, Senador.- Jaime Orpis Bouchon, Senador.- Manuel José Ossandón Irarrázabal, Senador.- Víctor Pérez Varela, Senador.

� MINISTERIO SECRETARÍA GENERAL DE GOBIERNO (2013): Primera Consulta Ciudadana de Discriminación en Chile, pp. 15.


� PODER JUDICIAL (2015): Respuesta a solicitud de Transparencia N° NR00lT0000367.


� MINISTERIO SECRETARÍA GENERAL DE GOBIERNO (2013): Ob. Cit. pp. 21.


� 46%


� 28%


� 25%


� 22%


� 21%


� "Corresponderá a cada uno de los órganos de la Administración del Estado, dentro del  ámbito de su competencia, elaborar e implementar las políticas destinadas a garantizar a toda persona, sin discriminación arbitraria, el goce y ejercicio de sus derechos y libertades reconocidos por la Constitución Política de la República, las leyes y los tratados internacionales ratificados por Chile y que se encuentren vigentes."


� DIAZ DE VALDÉS, JOSÉ MANUEL (2013): ¿Es la Ley Zamudio Verdaderamente una Ley General Antidiscriminación? Vol. N° 28 pp. 287-288.


� CENTRO DE DERECHOS HUMANOS UDP (2013): Informe anual de derechos humanos. La Ley Antidiscriminación: Avances e insuficiencias en la protección de la igualdad y la no discriminación en Chile, pp.298. 


� Por ser de iniciativa exclusiva de la Presidenta de la República no se incorpora en este proyecto.


� "Para los efectos de esta ley, se entiende por discriminación arbitraria toda distinción, exclusión o restricción que carezca de justificación razonable, efectuada por agentes del Estado o particulares, y que cause privación, perturbación o amenaza en el ejercicio legítimo de los derechos fundamentales establecidos en la Constitución Política de la República o en los tratados internacionales sobre derechos humanos ratificados por Chile y que se encuentren vigentes (...)"


� DÍAZ DE VALDÉS, JOSÉ MANUEL (2013): ob. cit. pp. 280-281.


� Ídem.


� "Se considerarán razonables las distinciones, exclusiones o restricciones que, no obstante fundarse en alguno de los criterios mencionados en el inciso primero, se encuentren justificadas en el ejercicio legítimo de otro derecho fundamental, en especial los referidos en los números 40, 60, 11 °, 1202 1502 160 y21 ° del artículo 19 de la Constitución Política de la República, o en otra causa constitucionalmente legítima."


� DÍAZ DE VALDÉS, JOSE MANUEL (2013): ob. cit. pp. 284.


� DÍAZ DE VALDÉS, JOSÉ MANUEL (2013): ob. cit. pp. 298-299.


� "Si la sentencia estableciere que la denuncia carece de todo fundamento, el tribunal aplicara al recurrente una multa de dos a veinte unidades tributarias mensuales, a beneficio fiscal"


� "Si hubiere existido discriminación arbitraria, el tribunal aplicará, además, una multa de cinco a cincuenta unidades tributarias mensuales, a beneficio fiscal, a las personas directamente responsables del acto u omisión discriminatorio"
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